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SENTENCIA DE FECHA 2 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 30 de abril de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Serra. 

Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día dos del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Serra, dominicano, mayor de edad, soltero, oficinista, de 
este domicilio y residencia, cédula 20704, serie 1*, sello 
34661, contra sentencia criminal pronunciada por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha treinta de abril 
del mil novecientos cincuentisiete, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; • 
Oído el Dr. Rafael Vidal Martínez, cédula 5917, serie 

1*, sello 48880, en representación del Lic. Quírico Elpidio 



por Esteban Hernández, pág. 2181.— Recurso de casación Interpuesto por EaMeraldo 

Grulión Rosario, pág. 2185.— Recurso de casación interpuesto por Sotero Martínez, 

Pág. 2190.— Recurso de casación interpuesto por Arsimenio Méndez, pág. 2195.—

Recurso de casación interpuesto por el Mag. Proc. Fiscal del Distrito Judicial de 

Santiago, pág. 22o1.— Recurso de , casación interpuesto por Pedro Sánchez, pág. 

2204.— Recurso de casación InterPuesto por Fermín Torres Morillo, pág. 2209.—
Recurso de casación interpuesto Por Fermín Torres Morillo, pág. 2214.— Recurso 

de casación interpuesto por Fermín Torres Morillo, pág. 2220.— Recurso de casación 
Interpuesto por Fermín Torres Morillo, pág. 2226.— Recurso de casación interpuesto 
'por Fermín Torres Morillo, pág. 2231. Recurso de casación interpuesto por Fermín 

Torres Morillo, pág. 2236.— Recurso de casación interpuesto por la Compañía Do-
minicana de Minerales, C. por A.. pág. 2242.— Sentencia Que declara que no ha 
lugar de pronunciar el defecto, en el recurso de casación interpuesto por Miguel 

Alberto Román Vs. Confederación Patronal de la República Dominicana, pág. 2249.— 
Labor de la Suprema Corte de Justicia, correspondiente al mes de octubre de 1957. pág. 2252. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2059 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 30 de abril de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Serra. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día dos del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la s iguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Serra, dominicano, mayor de edad, soltero, oficinista, de 
este domicilio y residencia, cédula 20704, serie 1 0, sello 
34661, contra sentencia criminal pronunciada por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha treinta de abril 
del mil novecientos cincuentisiete, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; • 
Oído el Dr. Rafael Vidal Martínez, cédula 5917, serie 

18 , sello 48880, en representación del Lic. Quírico Elpidio 
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Pérez B., cédula 3726, serie 1", sello 5956, abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de abril del 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual se expresa que se interpone "por no estar 
conforme con la misma, en vista de las violaciones de las 
reglas de las pruebas y otros textos legales que figuran en 
la antes mencionada sentencia, y los cuales se desarrollarán 
oportunamente, después de la motivación por la Corte de 
la sentencia impugnada"; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trein-
ta dé agosto de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. Rafael Vidal Martínez, en representación del Lic. 
Quírico Elpidio Pérez • B., abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 332, modificado, del Código 
Penal; 1, 23, párrafo V, y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha treinta de abril `del mil novecientos cincuenta 
y seis, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacio-
nal apoderó, mediante requerimiento introductivo, del he-
cho puesto a cargo de Ramón Serra, inculpado de haber per-
petrado el crimen de estupro, en perjuicio de la Dra. Ozema • 
Altagracia Caridad Desangles Cortiñas; y de Juana Serra 
y Margot Serra, inculpados de compliciadad en el mismo 
crimen, al Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Nacional, para que procediera 
a la instrucción de la sumaria, por tratarse de un hecho 
que según se desprendía de los documentos de dicho expe-
diente, constituía un crimen; b) que en fecha veinte de julio 
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del mil novecientos cincuenta y seis, el mencionado Juez 
de Instrucción, dictó una providencia calificativa por la cual 
envió por ante el Tribunal Criminal a Ramón Serra, Margot 
Serra y Juana Serra por existir cargos suficientes para in-
culpar al primero del crimen de estupro en perjuicio de la 

joven Ozema Altagracia Desangles Cortiñas, mayor. de die-
ciocho años, y a las dos últimas de complicidad en el mismo 
hecho; c) que sobre recurso de oposición de los acusados, 
el jurado de oposición del Distrito Nacional confirmó, en 
fecha veintisiete de julio del mil novecientos cincuenta y 
seis, la referida Providencia Calificativa; d) que así apode-
rada la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha catorce de 
septiembre del mil novecientos cincuenta y seis, una senten-
cia por la cual descargó de toda respcnsabilidad penal a 
Juana y a Margot Serra, y en cuanto a Ramón Serra falló 
en la forma en que aparece transcrita en el dispositivo de 
la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Ramón Serra, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: De-
clara regular y válido en cuanto a la 'forma el recurso de 
apelación interpuesto por el acusado Ramón Serra contra 
la sentencia dictada en fecha 14 del mes de septiembre del 
año 1956, por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional; Segundo: Con-
firma los ordinales Primero y Segundo de la antes mencio-
nada sentencia, los cuales copiados textualmente dicen así: 
"FALLA: Primero: Que debe declarar, como en efecto de-
clara, a Ramón Serra, de generales anotadas, culpable del 
crimen de estupro, en perjuicio de la joven Ozema Altagracia 
Desangles Cortiñas, mayor de 18 años de edad, y en conse-
cuencia, se le condena a sufrir la pena de cuatro (4) años 
de detención; Segundo: Que debe condenar como en efecto 
condena, a Ramón Serra, al pago de las costas penales cau- 
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Pérez B., cédula 3726, serie 1a, sello 5956, abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de abril del 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual se expresa que se interpone "por no estar 
conforme con la misma, en vista de las violaciones de las 
reglas de las pruebas y otros textos legales que figuran en 
la antes mencionada sentencia, y los cuales se desarrollarán 
oportunamente, después de la motivación por la Corte de 
la sentencia impugnada"; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trein-
ta de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. Rafael Vidal Martínez, en representación del Lic. 
Quírico Elpidio Pérez B., abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia. después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 332, modificado, del Código 
Penal; 1, 23, párrafo V, y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha treinta de abril del mil novecientos cincuenta 
y seis, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacio-
nal apoderó, mediante requerimiento introductivo, del he-
cho puesto a cargo de Ramón Serra, inculpado de haber per-
petrado el crimen de estupro, en perjuicio de la Dra. Ozema • 
Altagracia Caridad Desangles Cortiñas; y de Juana Serra 
y Margot Serra, inculpados de compliciadad en el mismo 
crimen, al Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Nacional, para que procediera , 
a la instrucción de la sumaria, por tratarse de un hecho 
que según se desprendía de los documentos de dicho expe-
diente, constituía un crimen; b) que en fecha veinte de julio 
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del mil novecientos cincuenta y seis, el mencionado Juez 
de Instrucción, dictó una providencia calificativa por la cual 
envió por ante el Tribunal Criminal a Ramón Serra, Margot 
Serra y Juana Serra por existir cargos suficientes para in-
culpar al primero del crimen de estupro en perjuicio de la 

joven Ozema Altagracia Desangles Cortifias, mayor• de die-
ciocho años, y a las dos últimas de complicidad en el mismo 
hecho; c) que sobre recurso de oposición de los acusados, 
el jurado de oposición del Distrito Nacional confirmó, en 
fecha veintisiete de julio del mil novecientos cincuenta y 
seis, la referida Providencia Calificativa; d) que así apode-
rada la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha catorce de 
septiembre del mil novecientos cincuenta y seis, una senten 
cia por la cual descargó de toda responsabilidad penal a 
Juana y a Margot Serra, y en cuanto a Ramón Serra falló 
en la forma en que aparece transcrita en el dispositivo de 
la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Ramón Serra, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: De-
clara regular y válido en cuanto a la 'forma el recurso de 
apelación interpuesto por el acusado Ramón Serra contra 
la sentencia dictada en fecha 14 del mes de septiembre del 
año 1956, por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional; Segundo: Con-
firma los ordinales Primero y Segundo de la antes mencio-
nada sentencia, los cuales copiados textualmente dicen así: 
"FALLA: Primero: Que debe declarar, como en efecto de-
clara, a Ramón Serra, de generales anotadas, culpable del 
crimen de estupro, en perjuicio de la joven Oz,ema Altagracia 
Desangles Cortiñas, mayor de 18 años de edad, y 'en conse-
cuencia, se le condena a sufrir la pena de cuatro (4) años 
de detención; Segundo: Que debe condenar como en efecto 
condena, a Ramón Serra, al pago de las costas penales cau- 
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sadas;,"Tercero: Condena al acusado Ramón Serra al pago 
de las, costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
•nedios: "a) desnaturalización de los hechos de la causa; b) 
falta• de base legal; c) ausencia de motivos (violación del 
artículo 23, párrafo V de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, y violación del artículo 332, reformado, del Có-
digo Penal, al no haberse comprobado todos y cada uno de 
los elementos constitutivos de este texto legal, en vista de 
que solo se dan por cierto los hechos y circunstancias exter-
nados por la supuesta víctima sin otros elementos de pruebas 
que las robustezcan"; 

Consider-ando que en el desarrollo de los medios de su 
recurso el acusado Ramón Serra alega, en síntesis, lo si-
guiente: que en la sentencia recurrida no consta ,ningún 
dato relacionado con el desarrollo de la escena ocurrida 
entré el señor Ramón Serra y la señorita Ozema Altagracia 
Caridad Desangles Cortiñas, ni especifica en qué circuns-
tancia ni durante qué tiempo pudieron ellos realizar los 
hechos que informan la prevención"; que "la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo en su sentencia recurrida tan solo 
hace una descripción de los hechos incompletos y en contra-
dicción con los vertidos por los testigos a cargo del proceso, 
desnaturalizándolos y haciendo imposible determinar, en 
buen derecho, si realmente hubo una negativa de la señorita 
Desangles Cortiñas, persistente" y, por último, que "no se 
advierte en la sentencia recurrida la reproducción de ningu-
na otra circunstancia, que no fuera la propia de declara-
ción de la querellante que tienda a robustecer los cargos de 
la familia Desangles, ni se infiere de su motivación razones 
que permitan . . . determinar si los elementos constitutivos 
de la infracción, en lo que se refiere a la falta de consen-
timiento de la víctima, se han podido caracterizar de aque-
llos elementos de prueba"; pero 

Considerando que la Corte a qua dió por establecidos, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 

fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa los siguientes hechos: "a) que entre la familia del 
acusado Ramón Serra y la de la agraviada Ozema Altagra-
cia Caridad Desangles Cortiñas existían buenas relaciones 
de amistad y se visitaban con frecuencia; b) que en fecha 27 
de abril del año 1956, el acusado le envió con su hija Juanita 
Serra a la agraviada, una carta, concebida en estos términos: 
"Mi apreciada Ozemita: Te escribo para pedirte el favor si 
te es posible ayudarme con Margot en un problema psiquíco 
que estamos atravesando con Juanita. Se trata de su caso 
que seguramente ya es del conocimiento de ustedes. Si te 
pido ésto a tí es porque deseo que seas tú que me ayudes en 
este trance por la confianza que te tengo, por tu inteligencia, 
comprensión y discreción. Margot como mujer te hará las 
explicaciones pertinentes y sobre la persuación que debes 
usar con ella. Te agradeceré indeciblemente tu cooperación 
en lo que vale, pues bien sabes lo que me desvelo por ella. 
Ven con Juanita a la hora que puedas, si posible seguida y si 
después que Margot hable contigo es necesario que me vayan 
a buscar a la oficina, pues que lo hagan. No le des a entender 
a Juanita que se va a tener una conversación relativa a ella 
pues tú sabes .que aunque tiene 18 años_ piensa como un 
niño de 5. Mis gracias anticipadas. Te saluda tu affmo. Ra-
món"; e) que atendiendo a esa invitación y después de con-
sultar a su madre y de obtener su autorización, la agraviada 
se dirigió a la casa N" 41 de la calle Pina, de esta ciudad, 
que es donde a la razón residía el acusado con una hermana 
llamada Margot y su mencionada hija Juanita; d) que cuan-
do la agraviada llegó a dicha casa solamente encontró en 
ella al acusado, quien en el acto cerró las puertas y la 
"empujó a una habitación cerca del comedor"; e) que inme-
diatamente el acusado ejerció toda clase de violencias con-
tra la agraviada, para obligarla a tener contacto sexual con 
él, lo que llegó a realizar después de sostener una prolongada 
lucha con ella y de dominarla por la fuerza; f) que para 
lograr su propósito, el acusado le desgarró el vestido a la 
agraviada, la hizo ingerir bebidas alcohólicas, la retrató en 
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sadas;,Tercero: Condena al acusado Ramón Serra al pago 
de lascostas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "a) desnaturalización de los hechos de la causa; b) 
falta• de base legal; c) ausencia de motivos (violación del 
articdto 23, párrafo V de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, y violación del artículo 332, reformado, del Có-
digo Penal, al no haberse comprobado todos y cada uno de 
los elementos constitutivos de este texto legal, en vista de 
que solo se dan por cierto los hechos y circunstancias exter-
nados por la supuesta víctima sin otros elementos de pruebas 
que las robustezcan"; 

Considei-ándo que en el desarrollo de los medios de su 
recurso el acusado Ramón Serra alega, en síntesis, lo si-
guiente: que en la sentencia recurrida no consta ;ningún 
dato relacionado con el desarrollo de la escena ocurrida 
entré el señor Ramón Serra y la señorita Ozema Altagracia 
Caridad Desangles Cortiñas, ni especifica en qué circuns-
tancia ni durante qué tiempo pudieron ellos realizar los 
hechos que informan la prevención"; que "la Corte de Ape-

- lación de Ciudad Trujillo en su sentencia recurrida tan solo 
hace una descripción de los hechos incompletos y en contra-
dicción con los vertidos por los testigos a cargo del proceso, 
desnaturalizándolos y haciendo imposible determinar, en 
buen derecho, si realmente hubo una negativa de la señorita 
Desangles Cortiñas, persistente" y, por último, que "no se 
advierte en la sentencia recurrida la reproducción de ningu-
na otra circunstancia, que no fuera la propia de declara-
ción de la querellante que tienda a robustecer los cargos de 
la familia Desangles, ni se infiere de su motivación razones 
que permitan... determinar si los elementos constitutivos 
de la infracción, en lo que se refiere a la falta de consen-
timiento de la víctima, se han podido caracterizar de aque-
llos elementos de prueba"; pero 

Considerando que la Corte a qua dió por establecidos, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que  

fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa los siguientes hechos: "a) que entre la familia del 
acusado Ramón Sena y la de la agraviada Ozema Altagra-
cia Caridad Desangles Cortiñas existían buenas relaciones 
de amistad y se visitaban con frecuencia; b) que en fecha 27 
de abril del año 1956, el acusado le envió con su hija Juanita 
Serra a la agraviada, una carta, concebida en estos términos: 
"Mi apreciada Ozemita: Te escribo para pedirte el favor si 
te es posible ayudarme con Margot en un problema psiquíco 
que estamos atravesando con Juanita. Se trata de su caso 
que seguramente ya es del conocimiento de ustedes. Si te 
pido ésto a tí es porque deseo que seas tú que me ayudes en 
este trance por la confianza que te tengo, por tu inteligencia, 
comprensión y discreción. Margot como mujer te hará las 
explicaciones pertinentes y sobre la persuación que debes 
usar con ella. Te agradeceré indeciblemente tu cooperación 
en lo que vale, pues bien sabes lo que me desvelo por ella. 
Ven con Juanita a la hora que puedas, si posible seguida y si 
después que Margot hable contigo es necesario que me vayan 
a buscar a la oficina, pues que lo hagan. No le des a entender 
a Juanita que se va a tener una conversación relativa a ella 
pues tú sabes .que aunque tiene 18 años. piensa como un 
niño de 5. Mis gracias anticipadas. Te saluda tu affmo. Ra-
món"; c) que atendiendo a esa invitación y después de con-
sultar a su madre y de obtener su autorización, la agraviada 
se dirigió a la casa N" 41 de la calle Pina, de esta ciudad, 
que es donde a la razón residía el acusado con una hermana 
llamada Margot y su mencionada hija Juanita; d) que cuan-
do la agraviada llegó a dicha casa solamente encontró en 
ella al acusado, quien en el acto cerró las puertas y la 
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él, lo que llegó a realizar después de sostener una prolongada 
lucha con ella y de dominarla por la fuerza; f) que para 
lograr su propósito, el acusado le desgarró el vestido a la 
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actitud indecorosa, la amenazó de darle la muerte, armado 
de un "machete", y le infirió varios golpes, produciéndole las 
graves lesiones que figuran en el certificado del Médico Le-
gista; g) que resistiendo a la agresión de que era objeto y 
defendiendo su virginidad, la agraviada le causó ligeros 
rasguños y laceraciones en distintas partes del cuerpo a sü 
agresor, según se comprueba también por el certificado mé-
dico-legal que obra en el expediente; h) que para cometer 
este hecho, el acusado subió el volumen del radio, a fin de 
que los vecinos y los transeúntes no advirtieran la lucha que 
sostenía en el interior de la casa; i) que el acusado persistió 
en su propósito, no obstante las repetidas llamadas y toques 
a la puerta de la casa que le hicieran los padres de la vícti-
ma; y j) que satisfecho su deseo, ya consumado el crimen, 
el acusado llevó a la agraviada al Hospital de Maternidad, 
donde la curaron de una herida que tenía en la pie'rna dere-
cha, y de ahí la quiso dejar en una casa de la calle Arturo 
Logroño, pero cuando ella se negó a quedarse en ese sitio. 
la  condujo a la esquina más cercana de la residencia de 
sus padres y allí la abandonó"; 

Considerando que, además, la Corte a qwe hace constar 
que "del análisis de esos hechos y circunstancias, se dr.s-
prende; "1' que hubo una conjunción sexual, normal e ilícita, 
entre el acusado Ramón Serra y la joven Ozema Altagracia 
Caridad Desangles Cortiñas; 2" que el acusado actuó con 
intención criminal, y 3> que para realizar el acto cometió 
violencias físicas y. morales y faltó al consentimiento de 
la víctima"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentra caracterizado el 
crimen de estupro consumado en una joven mayor de dieci-
ocho años previsto y penado por el artículo 332, modificado, 
del Código Penal, con la pena de tres a seis años de deten-
ción; que, en consecuencia, al decuarar al acusado Ramón 
Serra culpable del referido crimen la Corte a qua le atribuyó 
al hecho la calificación legal que le corresponde, y al con- 

denarlo a la pena de cuatro años de detención le impuso 
una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que, por otra parte, en la sentencia im-
pugnada no se ha incurrido en desnaturalización alguna; 
que, por el contrario, las comprobaciones realizadas por los 
jueces del fondo, fueron el resultado de la ponderación de 
las pruebas sometidas a la discusión de las partes y al exa-
men del Juez en la decisión; que, además, la sentencia im-
pugnada contiene motivos suficientes que justifican plena-
mente su dispositivo, así como una exposición completa de 
los hechos y una descripción de las circunstancias de la 
causa que han permitido verificar que dicho fallo es el re-
sultado de una exacta aplicación de la Ley a los hechos 
que fueron soberanamente comprobados por • os jueces del 
fondo; 

Considerando que, como consecuencia de todo lo prece-
dentemente expuesto se pone de manifiesto que la sentencia 
impugnada no contiene ningún otro vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Ramón Serra contra sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus 
atribuciones criminales, en fecha treinta de abril del mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente Tallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- • 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 16 de diciembre de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pelegrín García. 

Abogado: Dr. Luis Creales Guerrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la Repúplica, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día dos del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pelegrín 
García, dominicano, mayor de edad, casado, cochero, domi-
ciliado y residente en la ciudad de La Romana, cédula 170, 
serie 26, sello 102682, contra sentencia pronunciada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís en fecha dieciséis de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se transcribe 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, el catorce de marzo de mil 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del Dr. Luis 
Creales Guerrero, cédula 36370, serie 1, sello 45124, en 
nombre y representación de Pelegrín García, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación del doce de agosto de mil 
novecientos cincuenta y siete, suscrito por el Dr. Luis Crea-
les Guerrero, abogado del recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355 del Código Penal; 45 y 
1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento-
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha cuatro de junio de mil novecientos cincuenta y seis 
fué sometido a la justicia Pelegrín García, inculpado de los 
delitos de sustracción y gravidez de la menor María o Mari-
na Ruiz; 2) que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, el catorce de junio de mil nove-
cientos cincuenta y seis pronunció una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que debe declarar 
y declara, buena y válida la constitución en parte civil for-
mulada por el señor Francisco Ruiz, en contra del preveni-
do Pelegrín García; Segundo: Que debe declarar y declara, 
al nombrado Pelegrín García, de generales anotadas, cul-
pable de los delitos de sustracción de menor y gravidez, en 
perjuicio de la joven María o Marina Ruiz, y en conse 
cuencia se condena al pago de una multa de cincuenta pesos 
oro (RD$50.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; Tercero: Que debe condenar y condena a dicho pre-
venido Pelegrín García a pagar una indemnización de cien 
Pesos oro (RD$100.00) a título de daños y perjuicios oca- 

• 
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sionados por sus hechos delictuosos, en favor de la parte 
civil constituída, señor Francisco Ruiz, compensables en 
caso de insolvencia a razón de un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar; y Cuarto: Que debe condenar y con-
dena, al supradicho prevenido, al pago de las costas penales 
y civiles, distrayendo estas últimas en provecho del abogado 
de la parte civil constituída, Lic. Andrés Emilio Bobadilla 
B., quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que, sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido Pelegrín García y por la parte civil 
constituida Francisco Ruiz, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís dictó la sentencia ahora impugnada, de 
la cual es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara, 
en cuanto a la forma, regulares y válidos los recursos de 
apelación interpuestos, respectivamente, por el, prevenido 
Pelegrín García y por la parte civil constituida señor Fran-
cisco Ruiz, contra sentencia dictada, en atribuciones correc-
cionales y en fecha catorce de junio de mil novecientos 
cincuenta y seis, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia. cuya parte dispositiva 
figura copiada en otro lugar de la presente decisión; Segun-
do: Confirma la sentencia recurrida; Tercero: Condena al 
referido inculpado Pelegrín García al pago de las costas, 
penales y civiles, ordenando la distracción de estas últimas, 
en favor del Lic. Andrés Emilio Bobadilla B., quien afirma 
haberlas avanzado"; 

Considerando que por su memorial de casación el recu-
rrente invoca contra el fallo impugnado estos medios de 
casación: Primer Medio: Violación al sistema de prueba en 
materia penal.— Violación al artículo 355 del Código Penal; 
Segundo Medio: Insuficiencia de motivos.— Falta de base 
legal; 

Considerando en cuanto al primer medio, que el recu-
rrente alega se ha violado el sistema de prueba en materia 
penal, porque, "tanto la sentencia pronunciada por el Juz-
gado de Primera Instancia de La Altagracia, como la pro- 

nunciada por la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís. en'relación al caso, se basan para dar por determinada 
la culpabilidad del recurrente en casación, señor Pelegrín 
García, en 'la propia declaración, exclusivamtente, de la 
agraviada señora María o Marina Ruiz, no obstante que el 
prevenido niega la comisión del hecho y fué quien solicitó 
el análisis de sangre"; pero, 

Considerando que en virtud del principio de la íntima 
convicción que rige el sistema de la prueba en materia 
represiva, los jueces del fondo pueden esclarecer su religión, 
fundándose en el testimonio del agraviado, prestado bajo la 
fé del juramento, el cual es un testigo calificado al no haber-
se constituído en parte civil; que, por tanto, al basar su 
decisión la Corte a qua en las declaraciones de la menor 
agraviada, María o Marina Ruiz, no ha violado las reglas 
de la prueba; 

Considerando que el recurrente también alega que el 
Certificado de Nacimiento de María o Marina Ruiz que se 
entrega al interesado en el momento mismo de hacer la 
declaración, da constancia de que ésta nació el veintidós de 
noviembre de mil novecientos treinta y siete y fué declarada 
el veintiséis de noviembre de 1938; y que como fué "decla-
rada tardíamente", "la fecha del nacimiento no debe darse 
por comprobada mediante sólo ese documento"; y que al 
tenor del artículo 355 del Código Penal, la minoridad de la 
agraviada es uno de los elementos constitutivos tanto del 
delito de gravidez como del de sustracción, y que no exis-
tiendo en el caso ese elemento de la infracción, se "ha ope-
rado nuevamente la violación del referido texto legal, o por 
lo menos se ha desnaturalizado el contenido del Certificado 
de nacimiento"; pero, 

Considerando que la Corte a qua al dictar la sentencia 
impugnada dió por establecido, que al momento de cometer-
se el hecho, la menor sustraída tenía 18 años de edad, fun-
damentando su convicción en el certificado de declaración 
de nacimiento sometido al debate, el cual estimó como since- 
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cincuenta y seis, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia. cuya parte dispositiva 
figura copiada en otro lugar de la presente decisión; Segun-
do: Confirma la sentencia recurrida; Tercero: Condena al 
referido inculpado Pelegrín García al pago de las costas, 
penales y civiles, ordenando la distracción de estas últimas, 
en favor del Lic. Andrés Emilio Bobadilla B., quien afirma 
haberlas avanzado"; 

Considerando que por su memorial de casación el recu-
rrente invoca contra el fallo impugnado estos medios de 
casación: Primer Medio: Violación al sistema de prueba en 
materia penal.— Violación al artículo 355 del Código Penal; 
Segundo Medio: Insuficiencia de motivos.— Falta de base 
legal; 

Considerando en cuanto al primer medio, que el recu-
rrente alega se ha violado el sistema de prueba en materia 
penal, porque, "tanto la sentencia pronunciada por el Juz-
gado de Primera Instancia de La Altagracia, como la pro- 

nunciada por la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís. en'relación al caso, se basan para dar por determinada 
la culpabilidad del recurrente en casación, señor Pelegrín 
García, en 'la propia declaración, exclusivamente, de la 
agraviada señora María o Marina Ruiz, no obstante que el 
prevenido niega la comisión del hecho y fué quien solicitó 
el análisis de sangre"; pero, 

Considerando que en virtud del principio de la íntima 
convicción que rige el sistema de la prueba en materia 
represiva, los jueces del fondo pueden esclarecer su religión, 
fundándose en el testimonio del agraviado, prestado bajo la 
fé del juramento, el cual es un testigo calificado al no haber-
se constituido en parte civil; que, por tanto, al basar su 
decisión la Corte a qua en las declaraciones de la menor 
agraviada, María o Marina Ruiz, no ha violado las reglas 
de la prueba; 

Considerando que el recurrente también alega que el 
Certificado de Nacimiento de María o Marina Ruiz que se 
entrega al interesado en el momento mismo de hacer la 
declaración, da constancia de que ésta nació el veintidós de 
noviembre de mil novecientos treinta y siete y fué declarada 
el veintiséis de noviembre de 1938; y que como fué "decla-
rada tardíamente", "la fecha del nacimiento no debe darse 
por comprobada mediante sólo ese documento"; y que al 
tenor del artículo 355 del Código Penal, la minoridad de la 
agraviada es uno de los elementos constitutivos tanto del 
delito de gravidez como del de sustracción, y que no exis-
tiendo en el caso ese elemento de la infracción, se "ha ope-
rado nuevamente la violación del referido texto legal, o por 
lo menos se ha desnaturalizado el contenido del Certificado 
de nacimiento"; pero, 

Considerando que la Corte a qua al dictar la sentencia 
impugnada dió por establecido, que al momento de cometer-
se el hecho, la menor sustraída tenía 18 años de edad, fun-
damentando su convicción en el certificado de declaración 
de nacimiento sometido al debate, el cual estimó como since- 
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ro de acuerdo con la parte in fine del artículo 45 del Código 
Civil; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente alega - 
que por las declaraciones del testigo Manuel de Jesús Cede-
ño se pone de manifiesto la deshonestidad de la joven María 
o Marina Ruiz; y que al no haberse tenido en cuenta esta 
circunstancia en relación con la gravidez, él estima que se 
ha violado en su perjuicio el artículo 355 del Código Penal; 

Considerando, sin embargo, que la honestidad de la 
agraviada es una cuestión de hecho que los jueces del fondo 
aprecian soberanamente y que por tanto escapa a la censura 
de la casación; que, en la especie, la Corte a qua, fundada en_ 
los hechos y circunstancias de la causa, apreció que la 
menor María o Marina Ruiz era reputada hasta el momento 
de su gravidez como una joven honesta; y, por consiguiente, 
el medio que se examina carece de fundamento; 

Considerando que, de igual modo, la Corte a qua dió 
por establecido que el seductor condujo a dicha menor en 
su coche, al hipódromo de la ciudad de La Romana y a su 
propia casa con fines deshonestos, y que dicha menor fué 
hecha grávida por el prevenido como resultado de los contac-
tos carnales que tuvo con ella; 

Considerando que en los hechos así comprobados por la 
Corte a qua se encuentran reunidos los elementos constitu-
tivos de los delitos de sustracción y gravidez de una menor 
mayor de 18 y menor de 21 años de edad; —que al confirmar 
la sentencia del primer grado que condenó al prevenido Pele-
grín García a cincuenta pesos de multa por los delitos de 
sustracción y gravidez de la referida menor, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, aplicando el principio 
del no cúmulo de las penas, dicha Corte, lejos de violar el 
artículo 355 del Código Penal, ha hecho una correcta apli-
cación de ese texto legal; 

Considerando en cuanto al segundo .y último medio, en 
el cual se invoca insuficiencia de motivos y falta de base 
legal; que por lo anteriormente expuesto se comprueba que 

la sentencia impugnada contiene motivos suficientes que 
justifican plenamente su dispositivo, así como una exposición 
completa de los hechos y una descripción de las circuns-
tancias de la causa, que han permitido verificar que dicho 
fallo es el resultado de una exacta aplicación dé la -ley a los 
hechos que fueron comprobados por los jueces del fondo; 
que, por consiguiente, el segundo medio, al igual que el 
anterior debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a las condenaciOnes *éi-viles, 
que los jueces del fondo han admitidd que los delitos come-
tidos por el prevenido Pelegrín García causaron daños ma-
teriales y morales al querellante Francisco Ruiz, parte civil 
constituida, los cuales fueron apreciados soberanamente en 
la suma de RD$100.00; que, en consecuencia, al condenar 

-al mencionado prevenido a pagar dicha cantidad en favor 
de la referida parte civil constituida, ha hecho una correc-
ta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, . 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique • su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pelegrín García, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís -de fecha 
diez de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel; 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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ro de acuerdo con la parte in fine del artículo 45 del Código 
Civil; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente alega -
que por las declaraciones del testigo Manuel de Jesús Cede-
ño se pone de manifiesto la deshonestidad de la joven María 
o Marina Ruiz; y que al no haberse tenido en cuenta esta 
circunstancia en relación con la gravidez, él estima que se 
ha violado en su perjuicio el artículo 355 del Código Penal; 

Considerando, sin embargo, que la honestidad de la 
agraviada es una cuestión de hecho que los jueces del fondo 
aprecian soberanamente y que por tanto escapa a la censura 
de la casación; que, en la especie, la Corte a qua, fundada en_ 
los hechos y circunstancias de la causa, apreció que la 
menor María o Marina Ruiz era reputada hasta el momento 
de su gravidez como una joven honesta; y, por consiguiente, 
el medio que se examina carece de fundamento; 

Considerando que, de igual modo, la Corte a qua dió 
por establecido que el seductor condujo a dicha menor en 
su coche, al hipódromo de la ciudad de La Romana y a su 
propia casa con fines deshonestos, y que dicha menor fué 
hecha grávida por el prevenido como resultado de los contac-
tos carnales que tuvo con ella; 

Considerando que en los hechos así comprobados por la 
Corte a qua se encuentran reunidos los elementos constitu-
tivos de los delitos de sustracción y gravidez de una menor 
mayor de 18 y menor de 21 años de edad; —que al confirmar 
la sentencia del primer grado que condenó al prevenido Pele-
grín García a cincuenta pesos de multa por los delitos de 
sustracción y gravidez de la referida menor, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, aplicando el principio 
del no cúmulo de las penas, dicha Corte, lejos de violar el 
artículo 355 del Código Penal, ha hecho una correcta apli-
cación de ese texto legal; 

Considerando en cuanto al segundo .y último medio, en 
el cual se invoca insuficiencia de motivos y falta de base 
legal; que por lo anteriormente expuesto se comprueba que 

la sentencia impugnada contiene motivos suficientes que 
justifican plenamente su dispositivo, así como unet •eXPosición 
completa de los hechos y una descripción de las circuns-
taricias de la causa, que han permitido verificar que dicho 
fallo es el resultado de una exacta aplicación dé la* ley a los 
hechos que fueron comprobados por los jueces del fondo; 
que, por consiguiente, el segundo medio, al iguat que el 
anterior debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a las condenaciOnes 	, 
que los jueces del fondo han admitidd que los delitos .come-
tidos por el prevenido Pelegrín García causaron daños ma-
teriales y morales al querellante Francisco Ruiz, parte civil 
constituida, los cuales fueron apreciados soberanamente en 
la suma de RD$100.00; que, en consecuencia, al.  condenar 
al mencionado prevenido a pagar dicha cantidad en favor 
de la referida parte civil constituida, ha hecho una correr- . 
ta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique • su ca--
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pelegrín García, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís -de fecha 
diez de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, tuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que-
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

 

por el Dr. Miguel Angel Luna Molina, Magistrado Procura-
dbr Fiscal del Distrito Judicial de Duarte; SEGUNDO: Re-
vocar, como al efecto revoca, el auto de declinatoria del 
Magistrado Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha 29 de julio de 1957, y que prosiga la 
Investigación sobre si existe o no la falsedad en escritura 
pública y uso de documentos falsos, que se le imputan a 
los nombrados Dr. Luis Moreno Martínez y Tomás Cepeda; 
y, TERCERO: Disponer, como al efecto dispone, que el 
presente veredicto sea notificado, tanto al Magistrado Pro-
curador Fiscal, parte oponente, como a los procesados Dr. 
Luis Moreno Martínez y Tomás •Cepeda, para los fines de 
ley"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la 'República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Instrucción del Distrito Judicial 
de Duarte, a requerimiento del recurrente, en fecha dieci-
nueve de agosto del corriente año mil novecientos cincuenta 
y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1° de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación sólo son suscep-
tibles de este recurso los fallos dictados en última instancia 
o en instancia única por los tribunales del orden judicial; 
que los veredictos del Jurado de Oposición no tienen este 
carácter; que, por otra parte, ninguna disposición legal es-
pecial instituye el recurso de casación contra las desiciones 
emanadas de las jurisdicciones de instrucción; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el doctor Luis Moreno 
Martínez, contra el veredicto del Jurado de Oposición del 
Distrito Judicial de Duarte de fecha diecinueve de agosto 

     

Sentencia impugnada: Veredicto del Jurado de Oposición del Dis-
Júdicial de Duarte, de fecha 19 de agosto de 1957. 

 

      

     

MaterVa: Penal. 

   

     

Recurrente: Dr. Luis Moreno Martínez. 

  

      

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

 

     

En'Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia; regálármente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos: Manuel Lamarche Henriquez. licenciados Fernando 
E. RaVelo de 'la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala ,  donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito. Nacional, hoy día siete del mes de octubre de mil nove-
cientos 'cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-, 
dienciá 'pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

• • Sobre el recurso de casación interpuesto por el 
doctor Luis •Moreno Martínez, dominicano, mayor de 
edad, •soltéro, abogado, domiciliado y residente en la 
ciudad dé San Francisco de Macorís, provincia Duarte, cé-
dula 15704, serie 56, sello 46174, contra el veredicto del 
Jurado de Oposición del Distrito Judicial de Duarte, de 
fecha' diecinueve de agosto de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia a continuación: "RESUELVE: 
PRIMERO: Declarar, como al efecto declara, bueno y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpuesto 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

Sárati»,•¿Cia impugnada: Veredicto del Jurado de Oposición del Dis-

trito Jiidicial de Duarte, de fecha 19 de agosto de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Dr. Luis Moreno Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En:P4órnbrc de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente Constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos•Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de 'la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala ,donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito.Nacional,hoy día siete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-, 
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobré el recurso de casación interpuesto por el 
doctor Luis Moreno Martínez, dominicano, mayor de 
edad, •soltero, abogado, domiciliado y residente en la 
ciudad dé San; Francisco de Macorís, provincia Duarte, cé-
dula 15704, serie 56, sello 46174, contra el veredicto del 
Jurado de• Oposición del Distrito Judicial de Duarte, de 
fecha' diecinbeve de agosto de mil novecientos cincuenta y 
siete;  cuyo dispositivo se copia a continuación: "RESUELVE: 
PRIMERO: Declarar, como al efecto declara, bueno y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpuesto  

por el Dr. Miguel Angel Luna Molina, Magistrado Procura-
dbr Fiscal del Distrito Judicial de Duarte; SEGUNDO: Re-
vocar, como al efecto revoca, el auto de declinatoria del 
Magistrado Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha 29 de julio de 1957, y que prosiga -la 
investigación sobre si existe o no la falsedad en escritura 
pública y uso de documentos falsos, que se le imputan a 
los nombrados Dr. Luis Moreno Martínez y Tomás Cepeda; 
y, TERCERO: Disponer, como al efecto dispone, que el 
presente veredicto sea notificado, tanto al Magistrado Pro-
curador Fiscal, parte oponente, como a los procesados Dr. 
Luis Moreno Martínez y Tomás -Cepeda, para los fines de 
ley"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de a República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Instrucción del Distrito Judicial 
de Duarte, a requerimiento del recurrente, en fecha dieci-
nueve de agosto del corriente año mil novecientos cincuenta 
y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 19 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación sólo son suscep-
tibles de este recurso los fallos dictados en última instancia 
o en instancia única por los tribunales del orden judicial; 
que los veredictos del Jurado de Oposición no tienen este 
carácter; que, por otra parte, ninguna disposición legal es-
pecial instituye el recurso de casación contra las desiciones 
emanadas de las jurisdicciones de instrucción; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el doctor Luis Moreno 
Martínez, contra el veredicto del Jurado de Oposición del 
Distrito Judicial de Duarte de fecha diecinueve de agosto 
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de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de le-
cha 28 de junio de 1957, 

Materia: Penal. 

Recurrente: Marcial Cabral Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema 'Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día siete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcial 
Cabral Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en San Cristóbal, cédula 3031, 
serie 68, cuyo sello de renovación no consta én el expe-
diente, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, dé fecha veinte y ocho de junio de mil nove-
cientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo sé copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha. 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.1-- 

Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— 
Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha 28 de junio de 1957, 

Materia: Penal. 

Recurrente: Marcial Cabral Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día siete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcial 
Cabral Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en San Cristóbal, cédula 3031, 
serie 68, cuyo sello de renovación no consta en el expe-
diente, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, de fecha veinte y ocho de junio de mil nove-
cientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo sé copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafo I, y apartado y 
párrafo IV, de la Ley N" 2022, de 1949, modificada por la 
Ley N9  3749, de 1951; 4 de la Ley NI' 1014, de octubre de 
1935, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiséis de febrero de mil novecientos:cincuenta 
y siete, por actuación de la Policía Nacional y del Fiscaliza-
dor del Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Yaguate, 
y mediante un proceso verbal levantado por éste último en la 
noche del día veinticinco del mismo mes y año, Marcial Ca-
bral Martínez fué sometido a la acción de la justicia, incul-
pado de los delitos de homicidio involuntario en la persona 
de Daniel Rodríguez, causado con el manejo de un vehículo 
de motor, y de golpes y heridas involuntarios a otras perso-
nas que más adelante se indicarán, ocasionados por el mis-
mo accidente; b) que de conformidad con los Certificados 
Médico-Legales expedidos el mismo día veintiséis de febrero 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Tru-
jillo, Daniel Rodríguez sufrió "un fuerte traumatismo de 
la cabeza (aplastamiento del cráneo), mortal por necesi-
dad"; Manuel Santos Rodríguez, "traumatismo en la pelvis, 
curable antes de los diez días, salvo complicaciones"; Jacobo 
Florentino Herrera "traumatismo en la región occipital y 
laceraciones diversas, curables antes de los diez días, salvo 
complicaciones"; y el mismo Marcial Cabral Martínez, "trau-
matismo en el antebrazo izquierdo, curables antes de tos 
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diez días, salvo complicaciones"; c) que el Juzgado' de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo debidamente 
apoderado de la causa, dictó una sentencia en fecha veinte 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, 'euyo dispo-
sitivo se copia íntegramente en el de la senteriéiat  abolla im-
pugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-- 
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal dictó en fecha veintiocho de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular .y vá-
lido el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Mar-
cial Cabral Martínez, contra sentencia de fecha 20 de marzo 
de 1957, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, cuyo dispositivo , aparece.trans-
crito en otra parte del presente fallo; SEGUNDO: Desestima 
el pedimento del abogado defensor, relativo al reenvío de la 
presente causa; TERCERO: Confirma la sentencia apelada, 
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara que el 
prevenido Marcial Cabral Martínez es culpable del delito de 
homicidio involuntario en perjuicio de quien en. vida se llamó 
Daniel Rodríguez y del delito de golpes involuntarios cura-
bles antes de diez días en perjuicio de los señores Jacobo flo-
rentino Herrera, (y) Manuel Santos Rodríguez, (y) en con-
secuencia condena a dicho inculpado a dos años de prisión 
correcional, (y) al pago de una multa de quinientos pesos 
(RD$500.00) oro; Segundo: Ordena la cancelación de la li-
cencia para manejar vehículos de motor por diez años a 
partir de la extinción de la pena impuesta al mencionado 
condenado; (y) Tercero: Condena además a Marcial Cabral 
Martínez al pago de las costas'; y Cuarto: Condena al pre-
venido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
de acuerdo con los elementos de prueba aportados al debate, 
los siguientes hechos: a) que en la tarde del veinticinco de 
febrero de mil novecientos cincuenta y siete, siendo más o 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafo I, y apartado a), y 
párrafo IV, de la Ley 2022, de 1949, modificada por la 
Ley N° 3749, de 1951; 4 de la Ley N' 1014, de octubre de 
1935, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiséis de febrero de mil novecientos cincuenta 
y siete, por actuación de la Policía Nacional y del Fiscaliza-
dor del Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Yaguate, 
y mediante un proceso verbal levantado por éste último en la 
noche del día veinticinco del mismo mes y año, Marcial Ca-
bral Martínez fué sometido a la acción de la justicia, incul-
pado de los delitos de homicidio involuntario en la persona 
de Daniel Rodríguez, causado con el manejo de un vehículo 
de motor, y de golpes y heridas involuntarios a otras perso-
nas que más adelante se indicarán, ocasionados por el mis-
mo accidente; b) que de conformidad con los Certificados 
Médico-Legales expedidos el mismo día veintiséis de febrero 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Tru-
jillo, Daniel Rodríguez sufrió "un fuerte traumatismo de 
la cabeza (aplastamiento del cráneo), mortal por necesi-
dad"; Manuel Santos Rodríguez, "traumatismo en la pelvis, 
curable antes de los diez días, salvo complicaciones"; Jacobo 
Florentino Herrera "traumatismo en la región occipital y 
laceraciones diversas, curables antes de los diez días, salvo 
complicaciones"; y el mismo Marcial Cabral Martínez, "trau-
matismo en el antebrazo izquierdo, curables antes de los 
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diez días, salvo complicaciones"; c) que el Juzgado' de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo . debidániente 
apoderado de la causa, dictó una sentencia en fecha veinte 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, 'cuyo dispo-
sitivo se copia íntegramente en el de la senteriéia -ahoila im-
pugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal dictó en fecha veintiocho de junio de mil moveleientos 
cincuenta y siete la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular .y vá-
lido el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Mar-
cial Cabral Martínez, contra sentencia de fecha 20 de marzO 
de 1957, dictada por el Juzgado de Primera instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, cuyo dispositivo aparece.trans-
crito en otra parte del presente fallo; SEGUNDO: Desestima 
el pedimento del abogado defensor, relativo al, reenvío de la 
presente causa; TERCERO: Confirma la sentencia apelada, 
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara que el 
prevenido Marcial Cabral Martínez es culpable del delito de 
homicidio involuntario en perjuicio de quien en. vida se llamó 
Daniel Rodríguez y del delito de golpes involuntarios cura-
bles antes de diez días en perjuicio de los señores Jacobo flo-
rentino Herrera, (y) Manuel Santos Rodríguez, (y) en con-
secuencia condena a dicho inculpado a dos años de prisión 
correcional, (y) al pago de una multa de quinientos pesos 
(RD$500.00) oro; Segundo: Ordena la cancelación de la li-
cencia para manejar vehículos de motor por diez años a 
partir de la extinción de la pena impuesta al mencionado 
condenado; (y) Tercero: Condena además a Marcial Cabral 
Martínez al pago de las costas'; y Cuarto: Condena al pre-
venido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
de acuerdo con los elementos de prueba aportados al debate, 
los siguientes hechos: a) que en la tarde del veinticinco de 
febrero de mil novecientos cincuenta y siete, siendo Más o 
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menos les 6 .y 30, transitaba el camión de volteo N 9  2409 
al servicio•de Obras Públicas en la dirección de Este a Oes-
te por la carretera "Yaguate-Las Mercedes", conducido por 
Marcial Cabral Martínez; b) que dicho vehículo regresaba 
de Ciudad Trujillo llevando varios trabajadores, entre ellos, 
a Daniel Rodríguez; c) que en el trayecto, ya de regreso, 
el conductor del vehículo montó algunas personas, además 
de les ¡eones, entre ellos a Rosa Elvira Nina y a Clara Ni-
dia Marte, quienes viajaban en la cabina junto al conductor 
y otro paSajero; d) que después de haber pasado el poblado 
de YagHáte y yendo el vehículo con sus luces encendidas 
porcitie había anochecido, al descender una pequeña pen-
diertté,i;ero en un tramo recto de carretera. .. notó la pre-
sencia do dicha carretera, como a una distancia de 30 me-
tres, de una yunta de bueyes conducida por Luis Amado 
VWdez, quien iba montado en una bestia; que sin' reducir la 
mamila del vehículo, trató de pasar a dichos animales y en 
.el momento preciso de hacerlo chocó con uno de los bueyes 
arrancándóle uno de los cuernos, dando un violento viraje 
al vlbículo,.lo que causó su volcadura, quedando con las 
cuatro ruedas para arriba y debajo cogido con el "burro" 

. de la cama el nombrado Daniel Rodríguez, con el cráneo 
•aPlasiado, y resultando con traumatismos en diferentes par-
les del cuerpo Jacobo Florentino Herrera, Manuel Santos 
Rodriguez, quienes también iban en el vehículo y el propio 
conductor Cabral Martínez; f) que el fuerte traumatismo 
recibido en la .  cabeza por Daniel Rodríguez le produjo a 
éste la muerte y las lesiones de los demás curaron antes de 
diez Bias; g) que la causa eficiente y directa del accidente 
tiene su origen en las distintas faltas cometidas por el pre-
venido, 'principalmente en la imprudencia de no reducir la 
velocidad de su vehículo al observar la presencia de los ani-
males, pues según lo admite el prevenido, vió al conductor 
de la yunta de bueyes montado sobre una bestia, hecho que 
por sí solo bastaba para que él tomara todas las precaucio-
nes -para evitar el accidente; h) que a pesar de que el pre-
venido' alega haber reducido la velocidad cuando vió los 

  

bueyes y casi había parado su vehículo, por la declaración 
del peón Florentino Herrera quien expresó "que el preveni-
do le dió al buey y tan pronto le dió redujo la velocidad" y 
por las del propio prevenido ante el Juez del primer grado, 
quien dijo: "alcancé a ver los bueyes como a 20 ó 30 metros 
de distancia... en el momento en que iba a pasarles por el 
lado se lanzaron encima de la guagua y ésta se viró, ví al 
hombre que conducía los bueyes como a 4 metros. .. reduje 
la velocidad en ese momento en que le pasaba a los bueyes 
por el lado", se evidencia la falta de dicho prevenido al no 
adoptar la precaución razonable en el manejo y dirección de 
su vehículo; i) que en semejante situación debió reducir la 
velocidad o detener la marcha hasta que dichos animales 
se encontraran fuera del alcance de la máquina y no ma-
niobrar como lo hizo dando un viraje violento después de 
haberle dado a uno de los bueyes, originando en esa forma 
imprudente y en franca violación de la ley sobre Tránsito de 
Vehículos, el lamentable accidente; j) que, además, "el pre 
venido sostiene como causa justificativa del accidente, que 
éste se produjo porque cuando él trató de defender a los 
animales había a la derecha de la carretera, próximo a la 
cuneta, un hoyo; que la guagua se le fué a dicho hoyo y se 
viró, pero que contrariamente a constituir ese alegato una 
causa eximente de su responsabilidad, la Corte entiende y 
asi lo deja establecido, que el prevenido actuó torpemente 
en la conducción del vehículo al momento del accidente, 
comprometiendo aún más su responsabilidad, primero: por-
que una vez cometida la imprudencia de no reducir la velo-
cidad al notar la presencia de los animales, debió,, pensar 
en el peligro a que estaba exponiendo a las personas que 
con él viajaban, con la marcha precipitada del vehículo, toda 
vez que por la mucha velocidad no pudo evitar darle a los 
bueyes y arrancarle uno de los cuernos, lo que constituye 
sin lugar a dudas otra violación a la ley de tránsito, genera-
dora igualmente de una imprudencia de su parte; y segundo: 
porque en semejante situación debió conducir con más des-
treza su vehículo y no dar un violento viraje, llegar tan 
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menos las 6 y 30, transitaba el camión de volteo N°  2409 
al servicio de Obras Públicas en la dirección de Este a Oes-
te por la carretera "Yaguate-Las Mercedes", conducido por 
Marcial . Cabral Martínez; b) que dicho vehículo regresaba 
de Ciudad Trujillo llevando varios trabajadores, entre ellos, 
a Daniel Rodríguez; c) que en el trayecto, ya de regreso, 
el conductor del vehículo montó algunas personas, además 
de les •ieories, entre ellos a Rosa Elvira Nina y a Clara Ni-
dia larte, quienes viajaban en la cabina junto al conductor 
y otro pasajero; d) que después de haber pasado el poblado 
de Yagwáte y yendo el vehículo con sus luces encendidas 
porgtie había anochecido, al descender una pequeña pen-
dientil, •Pero en un tramo recto de carretera. .. notó la pre-
sencia en dicha carretera, como a una distancia de 30 me-
tres, de una yunta de bueyes conducida por Luis Amado 
•Val.dez, quien iba montado en una bestia; que sin reducir la 
mat cha. del vehículo, trató de pasar a dichos animales y en 
.el momento preciso de hacerlo chocó con uno de los bueyes 
arraricándele uno de los cuernos, dando un violento viraje 
.al váículo, lo que causó su volcadura. quedando con las 
cuatro ruedas para arriba y debajo cogido con el "burro" 
'de la cama el nombrado Daniel Rodríguez, con el cráneo 
•aplastado, y resultando con traumatismos en diferentes par-
tes ael cuerpo Jacobo Florentino Herrera, Manuel Santos 
Rod•igUez, quienes también iban en el vehículo y el propio 
conductor Cabral Martínez; f) que el fuerte traum

-
atismo 

recibido en la cabeza por Daniel Rodríguez le produjo a 
éste la muerte y las lesiones de los demás curaron antes de 
diez Bias; g) que la causa eficiente y directa del accidente 
tiene su origen en las distintas faltas cometidas por el pre-
venido, principalmente en la imprudencia de no reducir la 
velocidad de su vehículo al observar la presencia de los ani-
males, pues según lo admite el prevenido, vió al conductor 
de la yunta de bueyes montado sobre una bestia, hecho que 
por si solo bastaba para que él tomara todas las precaucio-
nes para evitar el accidente; h) que a pesar de que el pre-
venido' alega haber reducido la velocidad cuando vió los 

bueyes y casi había parado su vehículo, por la declaración 
del peón Florentino Herrera quien expresó "que el preveni-
do le dió al buey y tan pronto le dió redujo la velocidad" y 
por las del propio prevenido ante el Juez del primer grado, 
quien dijo: "alcancé a ver los bueyes como a 20 ó 30 metros 
de distancia. .. en el momento en que iba a pasarles por el 
lado se lanzaron encima de la guagua y ésta se viró, vi al 
hombre que conducía los bueyes como a 4 metros... reduje 
la velocidad en ese momento en que le pasaba a los bueyes 
por el lado", se evidencia la falta de dicho prevenido al no 
adoptar la precaución razonable en el manejo y dirección de 
su vehículo; i) que en semejante situación debió reducir la 
velocidad o detener la marcha hasta que dichos animales 
se encontraran fuera del alcance de la máquina y no ma-
niobrar como lo hizo dando un viraje violento después de 
haberle dado a uno de los bueyes, originando en esa forma 
imprudente y en franca violación de la ley sobre Tránsito de 
Vehículos, el lamentable accidente; j) que, además, "el pre .- 
venido sostiene como causa justificativa del accidente, que 
éste se produjo porque cuando él trató de defender a los 
animales había a la derecha de la carretera, próximo a la 
cuneta, un hoyo; que la guagua se le fué a dicho hoyo y se 
viró, pero que contrariamente a constituir ese alegato una 
causa eximente de su responsabilidad, la Corte entiende y 
asi lo deja establecido, que el prevenido actuó torpemente 
en la conducción del vehículo al momento del accidente, 
comprometiendo aún más su responsabilidad, primero: por-
que una vez cometida la imprudencia de no reducir la velo-
cidad al notar la presencia de los animales, debió, pensar 
en el peligro a que estaba exponiendo a las personas que 
con él viajaban, con la marcha precipitada del vehículo, toda 
vez que por la mucha velocidad no pudo evitar darle a los 
bueyes y arrancarle uno de los cuernos, lo que constituye 
sin lugar a dudas otra violación a la ley de tránsito, genera-
dora igualmente de una imprudencia de su parte; y segundo: 
porque en semejante situación debió conducir con más des-
treza su vehículo y no dar un violento viraje, llegar tan 
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cerca de la cuneta, ocasionando así, con esa forma torpe de 
conducir, el vuelco con sus fatales consecuencias ..."; 

Considerando que, en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, están caracterizados los delitos 
de homicidio involuntario en la persona de Daniel Rodríguez 
y de golpes involuntarios curables antes de diez días en per-
juicio de Jacobo Florentino Herrera y Manuel Santos Ro-
dríguez, causados con el manejo de un vehículo de motor, 
previstos y sancionados por el artículo 3, párrafo I, y la 
letra a) de la Ley N° 2022, del año 1949, modificados por 
la Ley N" 3749, del año 1951; que la referida Corte al de-
clarar a dicho prevenido culpable de los mencionados deli-
tos, le dió a los hechos la calificación legal que les corres-
ponde, y al condenarlo a dos años de prisión correccional y 
al pago de una multa de quinientos pesos (RD$500.00) oro, 
aplicando aunque de manera implícita la regla del no cúmu-
lo de penas, impuso las sanciones establecidas por la men-
cionada ley; 

Considerando que igualmente, al mantener la cancela-
ción de la licencia del prevenido, para manejar vehículos 
de motor, por diez años, a partir de la extinción de la pena 
impuesta, en el fallo impugnado se hizo también una correc-
ta aplicación del párrafo IV del citado artículo 3 de la men-
cionada Ley N^ 2022; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Marcial Cabral Martínez, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha veintiocho de junio de mil novecientos cincuenta y 
siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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cerca de la cuneta, ocasionando así, con esa forma torpe de 
conducir, el vuelco con sus fatales consecuencias. . . "; 

Considerando que, en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, están caracterizados los delitos 
de homicidio involuntario en la persona de Daniel Rodríguez 
y de golpes involuntarios curables antes de diez días en per-
juicio de Jacobo Florentino Herrera y Manuel Santos Ro-
dríguez, causados con el manejo de un vehículo de motor, 
previstos y sancionados por el artículo 3, párrafo I, y la 
letra a) de la Ley Nn 2022, del año 1949, modificados por 
la Ley N" 3749, del año 1951; que la referida Corte al de-
clarar a dicho prevenido culpable de los mencionados deli-
tos, le dió a los hechos la calificación legal que les corres-
ponde, y al condenarlo a dos años de prisión correccional y 
al pago de una multa de quinientos pesos (RD$500.00) oro, 
aplicando aunque de manera implícita la regla del no cúmu-
lo de penas, impuso las sanciones establecidas por la men-
cionada ley; 

Considerando que igualmente, al mantener la cancela-
ción de la licencia del prevenido, para manejar vehículos 
de motor, por diez años, a partir de la extinción de la pena 
impuesta, en el fallo impugnado se hizo también una correc-
ta aplicación del párrafo IV del citado artículo 3 de la men-
cionada Ley N^ 2022; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Marcial Cabral Martínez, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha veintiocho de junio de mil novecientos cincuenta y 
siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C. Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 5 de julio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bartolo Jerez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día siete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bartolo 
Jerez dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en el paraje "La Joya", jurisdicción de 
la común de San Francisco de Macorís, cuya cédula personal 
de identidad no se menciona en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 
cinco de julio del presente año mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se reproduce más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura dei rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a Qua, en fecha ocho de julio del co-
rriente año, a requerimiento del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 309, última parte, y 463, apartado 
30, del Código Penal; 1382 del Código Civil y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 29 de noviembre de 1956 Marcelino Payano y Bar-
tolo Jerez fueron sometidos a la justicia inculpados, el pri-
mero, de robo de cosechas en pie; violación de propiedad y 
heridas, en perjuicio del segundo, y éste, o sea Bartolo Jerez 
del hecho de heridas en perjuicib del primero; b) que en 

• fecha 20 de diciembre de 1956, la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte pro-
nunció en el caso, la sentencia de la cual es el dispositivo 
siguiente: "FALLA: Primero: Declara al nombrado Marce-
lino Payano, culpable de los delitos de heridas voluntarias 
curables antes de diez días, violación de propiedad y robo 
de cosecha en pie en perjuicio de Bartolo Jerez y en conse-
cuencia se le condena, en virtud del no cúmulo de penas 
y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, a sufrir 
dos (2) meses de prisión correccional y a pagar una multa 
de RD$20.00; Segundo: Acoge en beneficio de Bartolo Jerez 
la eximente de responsabilidad de la legítima defensa y se 
descarga; Tercero: Ordena la confiscación de un cuchillo pro-
piedad de Marcelino Payano y devolución del colling a Bar-
tolo Jerez, ambas armas que figuran como cuerpo del delito: 
Cuarto: Condena a Marcelino Payano al pago de las costas 
y las declara de oficio en cuanto a Bartolo Jerez"; c) que 
disconforme con este fallo el Procurador General de la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, interpuso recurso 

s 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 5 de julio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bartolo Jerez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día siete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bartolo 
Jerez dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en el paraje "La Joya", jurisdicción de 
la común de San Francisco de Macorís, cuya cédula personal 
de identidad no se menciona en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 
cinco de julio del presente año mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se reproduce más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha ocho de julio del co-
rriente año, a requerimiento del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 309, última parte, y 463, apartado 
30, del Código Penal; 1382 del Código Civil y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 29 de noviembre de 1956 Marcelino Payano y Bar-
tolo Jerez fueron sometidos a la justicia inculpados, el pri-
mero, de robo de cosechas en pie; violación de propiedad y 
heridas, en perjuicio del segundo, y éste, o sea Bartolo Jerez 
del hecho de heridas en perjuicio del primero; b) que en 

• fecha 20 de diciembre de 1956, la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte pro-
nunció en el caso, la sentencia de la cual es el dispositivo 
siguiente: "FALLA: Primero: Declara al nombrado Marce-
lino Payano, culpable de los delitos de heridas voluntarias 
curables antes de diez días, violación de propiedad y robo 
de cosecha en pie en perjuicio de Bartolo Jerez y en conse-
cuencia se le condena, en virtud del no cúmulo de penas 
y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, a sufrir 
dos (2) meses de prisión correccional y a pagar una multa 
de RD$20.00; Segundo: Acoge en beneficio de Bartolo Jerez 
la eximente de responsabilidad de la legítima defensa y se 
descarga; Tercero: Ordena la confiscación de un cuchillo pro-

piedad de Marcelino Payano y devolución del colling a Bar-
tolo Jerez, ambas armas que figuran como cuerpo del delito; 
Cuarto: Condena a Marcelino Payano al pago de las costas 
y las declara de oficio en cuanto a Bartolo Jerez"; c) que 
disconforme con este fallo el Procurador General de la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, interpuso recurso 

1 

  

  

  

    



 

2084 	 BOLETÍN JUDICIAL 

  

BOLETÍN JUDICIAL 	 2085 

         

 

ole apelación, el cual fué resuelto por decisión de dicha 
Corte, de fecha 31 de enero del presente año 1957, mediante 
cuya parte dispositiva se declaró extinguida la acción pú-
blica en lo que se refiere al prevenido Marcelino Payano, 
por haber fallecido; se anuló la sentencia apelada en lo refe-
rente a Bartolo Jerez, en vista de que el "hecho a éste impu-
tado tenía indicios de ser un hecho criminal" y se declinó 
el caso ante la Jurisdicción de instrucción correspondiente...; 
d) que apoderado del caso el Juez de Instrucción del Distrito 
Judicial de Duarte, para instruir la sumaria correspondiente, 
en fecha 15 de febrero del año que cursa, mediante la 
providencia calificativa correspondiente, el procesado Barto-
lo Jerez fué enviado ante el Tribunal de lo Criminal para 
ser juzgado por el crimen de golpes que ocasionaron la 
muerte a Marcelino Payano; e) que apoderada del hecho la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, en fecha 13 de marzo del cursante año 
fué pronunciada la sentencia cuyo dispositivo se transcribe 
en el de la sentencia impugnada; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Procurador General de la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís y por la parte civil constituida 
'sidra Payano Valdez, intervino la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Declara 
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los presentes re-
cursos de apelación interpuestos por el Magistrado Procu-
rador General de esta Corte de Apelación y el licenciado 
Vicente Ferrer Tavárez en representación de la señora Isi-
dra Payano Valdez parte civil constituida contra sentencia 
dictada en fecha trece (13) de marzo del año en curso 
(1957) por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo es 
el siguiente"; 'FALLA: Primero: Que debe descargar como 
al efecto descarga al nombrado Bartolo Jerez, de generales 
anotadas, del crimen de golpes que ocasionaron la muerte 
al que en vida se llamó Marcelino Payano, por haber actua- 

 

do en estado de legítima defensa; Segundo: Que debe decla-
rar y declara inadmisible la constitución en parte civil 
hecha por la señora Isidra Payano Valdez, por no existir 
documentos en el expediente que comprueben la calidad de 
dicha señora, o sea que ella fuera esposa de Marcelino Pa-
yano; Tercero: Que debe declarar como al efecto declara las 
costas penales de oficio y así mismo condena a Isidora Pa-
yano Valdez, al pago de las costas civiles al haber sucum-
bido; Cuarto: Que debe ordenar y ordena que el acusado 
Bartolo Jerez sea puesto en libertad inmediatamente a no 
ser que se halle retenido por otra causa'; Segundo: Revoca 
la sentencia apelada y obrando por propia autoridad declara 
al acusado Bartolo Jerez, culpable de golpes y heridas volun-
tarias que ocasionaron la muerte a Marcelino Payano, sin 
intención de causarla, y, en consecuencia, lo condena a un 
(1) año de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Condena al acusado al 
pago de una indemnización de cuatro mil pesos oro (RD$ 
4,000.00) en favor de la señora Isidra Payano Valdez y sus 
nueve (9) hijos menores procreados con la víctima Marce-
lino Payano, distribuidos así: Mil pesos oro (RD$1,000.00) 
en favor de la primera, y tres mil pesos oro (RD$3,000.00) 
en favor de los mencionados menores; Cuarto: Condena al 
acusado al pago de las costas penales y civiles de ambas 
instancias declarando las últimas distraídas en favor del 
licenciado Vicente Ferrer Tavárez quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, entre otros hechos, los siguientes: a) que el 29 
de noviembre de 1956, como a las tres de la madrugada 
fué sorprendido Marcelino Payano dentro de una parcela 
sembrada de yuca, por el propietario de ésta, Bartolo Jerez; 
b) que entre ambos se entabló una lucha, resultando Payano 
con dos heridas incisas en el ángulo del maxilar inferior 
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de apelación, el cual fué resuelto por decisión de dicha 
Corte, de fecha 31 de enero del presente año 1957, mediante 
cuya parte dispositiva se declaró extinguida la acción pú-
blica en lo que se refiere al prevenido Marcelino Payano, 
por haber fallecido; se anuló la sentencia apelada en lo refe-
rente a Bartolo Jerez, en vista de que el "hecho a éste impu-
tado tenía indicios de ser un hecho criminal" y se declinó 
el caso ante la Jurisdicción de instrucción correspondiente...; 
d) que apoderado del caso el Juez de Instrucción del Distrito 
Judicial de Duarte, para instruir la sumaria correspondiente, 
en fecha 15 de febrero del año que cursa, mediante la 
providencia calificativa correspondiente, el procesado Barto-
lo Jerez fué enviado ante el Tribunal de lo Criminal para 
ser juzgado por el crimen de golpes que ocasionaron la 
muerte a Marcelino Payano; e) que apoderada del hecho la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, en fecha 13 de marzo del cursante año 
fué pronunciada la sentencia cuyo dispositivo se transcribe 
en el de la sentencia impugnada; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Procurador General de la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís y por la parte civil constituida 
Isidra Payano Valdez, intervino la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Declara 
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los presentes re-
cursos de apelación interpuestos por el Magistrado Procu-
rador General de esta Corte de Apelación y el licenciado 
Vicente Ferrer Tavárez en representación de la señora Isi-
,(Ira Payano Valdez parte civil constituida contra sentencia 
dictada en fecha trece (13) de marzo del año en curso 
(1957) por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo es 
el siguiente"; 'FALLA: Primero: Que debe descargar como 
al efecto descarga al nombrado Bartolo Jerez, de generales 
anotadas, del crimen de golpes que ocasionaron la muerte 
al que en vida se llamó Marcelino Payano, por haber actua- 

do en estado de legítima defensa; Segundo: Que debe decla-
rar y declara inadmisible la constitución en parte civil 
hecha por la señora Isidra Payano Valdez, por no existir 
documentos en el expediente que comprueben la calidad de 
dicha señora, o sea que ella fuera esposa de Marcelino Pa-
yano; Tercero: Que debe declarar como al efecto declara las 
costas penales de oficio y así mismo condena a Isidora Pa-
yano Valdez, al pago de las costas civiles al haber sucum-
bido; Cuarto: Que debe ordenar y ordena que el acusado 
Bartolo Jerez sea puesto en libertad inmediatamente a no 
ser que se halle retenido por otra causa'; Segundo: Revoca 
la sentencia apelada y obrando por propia autoridad declara 
al acusado Bartolo Jerez, culpable de golpes y heridas volun-
tarias que ocasionaron la muerte a Marcelino Payano, sin 
intención de causarla, y, en consecuencia, lo condena a un 
(1) año de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Condena al acusado al 
pago de una indemnización de cuatro mil pesos oro (RD$ 
4,000.00) en favor de la señora Isidra Payano Valdez y sus 
nueve (9) hijos menores procreados con la víctima Marce-
lino Payano, distribuidos así: Mil pesos oro (RD$1,000.00) 
en favor de la primera, y tres mil pesos oro (RD$3,000.00) 
en favor de los mencionados menores; Cuarto: Condena al 
acusado al pago de las costas penales y civiles de ambas 
instancias declarando las últimas distraídas en favor del 
licenciado Vicente Ferrer Tavárez quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, entre otros hechos, los siguientes: a) que 'el 29 
de noviembre de 1956, como a las tres de la madrugada 
fué sorprendido Marcelino Payano dentro de una parcela 
sembrada de yuca, por el propietario de ésta, Bartolo Jerez; 
b) que entre ambos se entabló una lucha, resultando Payano 
con dos heridas incisas en el ángulo del maxilar inferior 
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izquierdo y la otra en la palma de la mano izquierda y 
además con "una pedrada sobre la región pectoral", cura-
bles... según el certificado médico-legal, después de veinte, 
días, "salvo complicación posterior" y Jerez con una peque-
ña herida en el dedo índice de la mano izquierda y trauma-
tismos en el antebrazo Izquierdo... y en la espalda... cu-
rables antes de diez días; c) que Payano falleció de "neumo-
nía, complicación ésta debida a los traumatismos que su-
friera"; d) que Payano no estaba robando yuca en la parce-
la propiedad de Jerez, como afirmaran el procesado y al-
gunos testigos, sino que pasaba por dicha parcela para 
"acortar el camino hacia unos trabajos que (la víctima) 
tenía"; f) que Jerez no obró en estado actual de legítima 
defensa, y g) que los golpes inferidos por Jerez a su víctima 
causaron la muerte de ésta, sin que el autor tuviera la 
intención de producirla... ; 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del crimen de golpes y heridas vo-
luntarios que causaron la muerte de la víctima, sin que 
mediara la intención en el ofensor de causar la muerte de 
aquella, hecho previsto por la parte final del Art. 309 de' 
Código Penal y sancionado con la pena de trabajos pú-
blicos; que, en consecuencia, al ser revocada la sentencia 
apelada y declarar la Corte a qua al acusado Bartolo Jerez, 
culpable de dicho crimen, acogiendo la apelación del minis-
terio público, le atribuyó a los hechos de la acusación la 

s.  calificación legal que les corresponde, y al condenarlo a la 
pena de un año de prisión correccional, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, le impuso una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles; 
que al tenor del Art. 1382 del Código Civil, la condenación 
en daños y perjuicios, cuya cuantía es apreciada soberana-
mente por los jueces del fondo, queda justificada cuando 
éstos hayan comprobado: 1) la existencia de una falta lm- 

putable al demandado; 2) un perjuicio ocasionado & quien 
reclama, la reparación y 3) una relación de causa a efecto 
entre la falta y el perjuicio; 

Considerando que a este respecto, la Corte, a qua dió 
por establecido que el crimen cometido por el acusado 
Bartolo Jerez causó daños morales y materiales a hidra 
Payano Valdez, constituida en parte civil, por sí, corno es-
posa de la víctima Marcelino Payano, y como tutora legal' 
de los nueve hijos procreados en su matrimonio; que, por 
consiguiente, al condenar al acusado a pagar a dicha parte . 
civil una indemnización de RD$4,000.00 (cuatro mil pesos) 
distribuida así: mil pesos oro para la viuda y tres mil pesos 
oro para los nueve menores ya indicados, cuyo monto fué 
apreciado soberanamente por los jueces del fondo, én el 
fallo impugnado se ha hecho una correcta aplicación del 
Art. 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos el 
fallo impugnado no contiene ningún vicio que justifique su 
anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bartolo Jerez contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones criminales por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís en fecha cinco de julio 
del presente año mil novecientos cincuenta y siete, s'ébiencia 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente lallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C. Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada* por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y -  Tué" 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,' que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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izquierdo y la otra en la palma de la mano izquierda y 
además con "una pedrada sobre la región pectoral", cura-
bles. .. según el certificado médico-legal, después de veinte 
días, "salvo complicación posterior" y Jerez con una peque-
ña herida en el dedo índice de la mano izquierda y trauma-
tismos en el antebrazo izquierdo... y en la espalda. .. cu-
rables antes de diez días; e) que Payano falleció de "neumo-
nía, complicación ésta debida a los traumatismos que su-
friera"; d) que Payano no estaba robando yuca en la parce-
la propiedad de Jerez, como afirmaran el procesado y al-
gunos testigos, sino que pasaba por dicha parcela para 
"acortar el camino hacia unos trabajos que (la víctima) 
tenía"; f) que Jerez no obró en estado actual de legítima 
defensa, y g) que los golpes inferidos por Jerez a su víctima 
causaron la muerte de ésta, sin que el autor tuviera la 
intención de producirla. ; 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del crimen de golpes y heridas vo-
luntarios que causaron la muerte de la víctima, sin que 
mediara la intención en el ofensor de causar la muerte de 
aquella, hecho previsto por la parte final del Art. 309 del 
Código Penal y sancionado con la pena de trabajos pú-
blicos; que, en consecuencia, al ser revocada la sentencia 
apelada y declarar la Corte a qua al acusado Bartolo Jerez, 
culpable de dicho crimen, acogiendo la apelación del minis-
terio público, le atribuyó a los hechos de la acusación la 
calificación legal que les corresponde, y al condenarlo a la s. 

 pena de un año de prisión correccional, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, le impuso una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles; 
que al tenor del Art. 1382 del Código Civil, la condenación 
en daños y perjuicios, cuya cuantía es apreciada soberana-
mente por los jueces del fondo, queda justificada cuando 
éstos hayan comprobado: 1) la existencia de una falta hm- 

putable al demandado; 2) un perjuicio ocasionado . a quien 
reclama, la reparación y 3) una relación de causa a efecto 
entre la falta y el perjuicio; 

Considerando que a este respecto, la Corte, a qua dió 
por establecido que el crimen cometido por el acusado 
Bartolo Jerez causó daños morales y materiales a hidra 
Payano Valdez, constituida en parte civil, por sí, corno es-
posa de la víctima. Marcelino Payano, y como tutora legal' 
de los nueve hijos procreados en su matrimonio; que, por 
consiguiente, al condenar al acusado a pagar a dicha parte. 
civil una indemnización de RD$4,000.00 (cuatro mil pesos) 
distribuida así: mil pesos oro para la viuda y tres mil pesos 
oro•para los nueve menores ya indicados, cuyo monto fué 
apreciado soberanamente por los jueces del fondó; én el 
fallo impugnado se ha hecho una correcta aplicación' del 
Art. 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos el 
fallo impugnado no contiene ningún vicio que justifique su 
anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bartolo Jerez contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones criminales por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís en fecha cinco de julio 
del presente año mil novecientos cincuenta y siete,Sátencia 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente rallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada' por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y•fués 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 'que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

   

   

   

   

   

   

         



e 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

Senteneia impugnada: corte de Apelación de Santiago de fecha 
16 de junio de 1957, 

Materia: Penal. 

»evIttrénte: Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Én Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlol Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día siete del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audienCia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Polanco Santiago (a) Guito, dominicano, mayor de 
edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente en Gurabo, 
jurisdicción de la común de Santiago, cédula 47523, serie 
31, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, con-
tra sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales 
por la Corte de Apelación de Santiago en fecha diez y siete 
de junio del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo ,d¡spositivo se copia más adelante;" 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte y cinco de 
junio del año que cursa (1957), a requerimiento del recu-
rrente en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los arts. 18, 295, 304, párrafo II, del Código 
Penal; 1382 del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
los nombrados Ramón Antonio Polanco (a) Guito, Rafael 
Polanco (a) Fellito y Zacarías Polanco, fueron sometidos a 
la justicia acusados del crimen de homicidio voluntario en 
la persop de Rafael Antonio Tineo; b) que previo cumpli-
miento Je las formalidades del caso, el Juez de Instrucción 
de la Primera Circunscripción de Santiago, mediante pro-
videncia calificativa de fecha siete de diciembre de 1956, 
envió ante el Tribunal Criminal al nombrado Ramón Anto-
nio Polanco (a) Guito, para ser juzgado por el crimen de 
homicidio voluntario en perjuicio de Rafael . Antonio Tineo y 
por la misma providencia declaró que no existían cargos 
para inculpar a Zacarías Polanco y a Rafael Antonio Po-
lanco (a) Fellito, en la comisión de dicho crimen; c) que 
apoderada del hecho la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha veinte y cuatro de enero del presente año 1957, pro-
nuncio la sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: De-
clara a la parte civil, regularmente constituida; Segundo: 
Declara al nombrado Ramón Antonio Polanco Santiago (a) 
Guito, de generales que constan, culpable del crimen de 
homicidio voluntario, en perjuicio de la persona que en vida 
respondía al nombre de Rafael Antonio Tineo, en conse-
cuencia, lo condena a sufrir la pena de diez años de traba- 
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.„, 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DE 1957 

4■entesusia impugnada: Oorte de Apelación de Santiago de fecha 

16 de junio de 1957, 

Matexia: Penal. 

Iheenti'ente: Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. lIttielo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacioñal, hoy día siete del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tenoia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Polanco Santiago (a) Guito, dominicano, mayor de 
edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente en Gurabo, 
jurisdicción de la común de Santiago, cédula 47523, serie 
31, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, con-
tra sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales 
por la Corte de Apelación de Santiago en fecha diez y siete 
de junio del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo .dispositivo se copia más adelante;" 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte y cinco de 
junio del año que cursa (1957), a requerimiento del recu-
rrente en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los arts. 18, 295, 304, párrafo II, del Código 
Penal; 1382 del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
los nombrados Ramón Antonio Polanco (a) Guito, Rafael 
Polanco (a) Fellito y Zacarías Polanco, fueron sometidos a 
la justicia acusados del crimen de homicidio voluntario en 
la persop de Rafael Antonio Tineo; b) que previo cumpli-
miento eTe las formalidades del caso, el Juez de Instrucción 
de la Primera Circunscripción de Santiago, mediante pro-
videncia calificativa de fecha siete de diciembre de 1956, 
envió ante el Tribunal Criminal al nombrado Ramón Anto-
nio Polanco (a) Guito, para ser juzgado por el crimen de 
homicidio voluntario en perjuicio de Rafael . Antonio Tineo y 
por la misma providencia declaró que no existían cargos 
para inculpar a Zacarías Polanco y a Rafael Antonio Pa 
lanco (a) Fellito, en la comisión de dicho crimen; c) que 
apoderada del hecho la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha veinte y cuatro de enero del presente año 1957, pro- 
nunció la sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: De-
clara a la parte civil, regularmente constituida; Segundo: 
Declara al nombrado Ramón Antonio Polanco Santiago (a) 
Guito, de generales que constan, culpable del crimen de 
homicidio voluntario, en perjuicio de la persona que en vida 
respondía al nombre de Rafael Antonio Tineo, en conse-
cuencia, lo condena a sufrir la pena de diez años de traba- 
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jos públicos; Tercero: Que debe condenar y condena al 
procesado Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito, al 
pago de una indemnización de cinco mil pesos oro (RD 
$5,000.00), en provecho de la señora Gabina Tineo, parte 
civil constituida contra el mencionado acusado, como justa 
reparación a los daños morales y materiales que le ha oca-
sionado con su hecho culposo, que en caso de insolvencia 
la indemnización se compensará con prisión de dos años de 
prisión correccional; Cuarto: Se ordena la confiscación del 
cuchillo que figura como cuerpo del delito y Quinto: Que 
debe condenar además al acusado Santiago (a) Guito. 
pago de las costas penales y civiles"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el acusado y por el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Santiago, fué pronunciada la senten-
cia ahora impugnada, cuya parte dispositiva dice así: "FA-
LLA: Primero: Admite en la forma los recursos de apelación; 
Segundo: Rechaza el pedimento formulado por el abogado de 
la defensa del acusado, tendiente a que sea acogida en favor 
de éste, la excusa legal de la provocación, por improce-
dente e infundada; Tercero: Confirma la sentencia apelada, 
dictada en atribuciones criminales, por la Tercera Cámara 
Penal` del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, en fecha veinticuatro del mes de enero del 
año en curso (1957), que declaró al nombrado Ramón .An-
tonio Polanco (a) Guito, culpable del crimen de homicidio 
voluntario en la persona del que en vida respondía al nom-
bre de Rafael Antonio Tineo, y lo condenó a sufrir la pena 
de diez años de trabajos públicos; declaró regular y válida 
la constitución en parte civil de la señora Gabina del Car-
men Tineo, madre de la víctima y le acordó una indemniza-
ción de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) que deberá pagar-
le el acusado Ramón Antonio Polanco (a) Guito, como jus-
ta reparación a los daños morales y materiales que le ha 
ocasionado con su hecho; ordenó la confiscación del cuchillo 
que figura como cuerpo del delito y condenó al acusado al  

pago de las costas penales y civiles, ordenando esta Corte 
que la indemnización en caso de insolvencia del acusado 
sea compensada con prisión, cuya duración se fija en dos 
años, eliminando el avitamento de correccional que le agre-
gó el Juez a quo; Cuarto: Condena al acusado, al pago de 
las costas penales y civiles de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados al debate, dió por establecido, entre otros hechos, 
los que a continuación se exponen: a) que Ramón Antonio 
Polanco Santiago (a) Guito, era cuñado de Rafael Antonio 
Tineo, por estar éste casado con la hermana de aquél Rosa 
Emilia Polanco (a) Lila; b) que Tineo en cierta ocasión 
dió de golpes a su mujer y causó heridas leves a Ramón 
Antonio Gómez y a Martín Collado, quienes habían inter-
venido para evitar ese hecho por el cual Tineo fué conde-
nado a cinco pesos oro de multa; c) que la esposa de Tineo 
se separó de éste, yendo a vivir a la casa de su padre 
Zacarías Polanco; d) que el día 28 de octubre de 1956, 
i t.afalel Antonio Tineo Ingería bebidas alcohólicas en el 
Bar "El Veganito", ubicado en la "Junta de los Dos Cami-
nos" (Villa Progreso), en unión de Ramón Antonio Gómez, 
con quien se había reconciliado; e) que en dicho Bar se 
presentaron en actitud provocativa para vengar los golpes 
inferidos por Tineo a su esposa Rosa Emilia Polanco, los 
hermanos de ésta Ramón Antonio y Rafael Polanco San-
tiago; no ocurriendo nada, sin embargo, debido a la inter-
vención de Ramón Antonio Gómez; f) que los hermanos 
Rafael y Ramón Antonio discutieron cual de los dos debía 
exigir una satisfacción a Rafael Antonio Tineo, quien venía 
detrás de ellos, luego de salir todos de dicho Bar; g) que 
reunidos los tres en el camino, cómo Tineo oyó la discusión 

-de los dos hermanos acerca de quien deliía pedirle cuentas 
'por lo de su hermana a pesar de estar algo ebrio, se subió' 
"en "una lomita" y de allí les dijo, que "ellos estaban acos-
tumbrados a pelear en grupo como pavos.. . y que le caye- 
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jos públicos; Tercero: Que debe condenar y condena al 
procesado Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito, al 
pago de una indemnización de cinco mil pesos oro (RD 
$5,000.00), en provecho de la señora Gabina Tineo, parte 
civil constituida contra el mencionado acusado, como justa 
reparación a los daños morales y materiales que le ha oca-
sionado con su hecho culposo, que en caso de insolvencia 
la indemnización se compensará con prisión de dos años de 
prisión correccional; Cuarto: Se ordena la confiscación del 
cuchillo que figura como cuerpo del delito y Quinto: Que 
debe condenar además al acusado Santiago (a) Guito, al 
pago de las costas penales y civiles"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el acusado y por el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Santiago, fué pronunciada la senten-
cia ahora impugnada, cuya parte dispositiva dice así: "FA-
LLA: Primero: Admite en la forma los recursos de ayelación; 
Segundo: Rechaza el pedimento formulado por el &Togado de 
la defensa del acusado, tendiente a que sea acogida en favor 
de éste, la excusa legal de la provocación, por improce-
dente e infundada; Tercero: Confirma la sentencia apelada, 
dictada en atribuciones criminales, por la Tercera Cámara 
Penal` del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, en fecha veinticuatro del mes de enero del 
año en curso (1957), que declaró al nombrado Ramón .An-
tonio Polanco (a) Guito, culpable del crimen de homicidio 
voluntario en la persona del que en vida respondía al nom-
bre de Rafael Antonio Tineo, y lo condenó a sufrir la pena 
de diez años de trabajos públicos; declaró regular y válida 
la constitución en parte civil de la señora Gabina del Car-
men Tineo, madre de la víctima y le acordó una indemniza-
ción de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) que deberá pagar-
le el acusado Ramón Antonio Polanco (a) Guito, como jus-
ta reparación a los daños morales y materiales que le ha 
ocasionado con su hecho; ordenó la confiscación del cuchillo 
que figura como cuerpo del delito y condenó al acusado al  

pago de las costas penales y civiles, ordenando esta Corte 
que la indemnización en caso de insolvencia del acusado 
sea compensada con prisión, cuya duración se fija en dos 
años, eliminando el avitamento de correccional que le agre-
gó el Juez a quo; Cuarto: Condena al acusado, al pago de 
las costas penales y civiles de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados al debate, dió por establecido, entre otros hechos, 
los que a continuación se exponen: a) que Ramón Antonio 
Polanco Santiago (a) Guito, era cuñado de Rafael Antonio 
Tineo, por estar éste casado con la hermana de aquél Rosa 
Emilia Polanco (a) Lila; b) que Tineo en cierta ocasión 
dió de golpes a su mujer y causó heridas leves a Ramón 
Antonio Gómez y a Martín Collado, quienes habían inter-
venido para evitar ese hecho por el cual Tineo fué conde-
nado a cinco pesos oro de multa; c) que la esposa de Tineo 
se separó de éste, yendo a vivir a la casa de su padre 
Zacarias Polanco; d) que el día 28 de octubre de 1956, 
Ilafalel Antonio Tineo Ingería bebidas alcohólicas en el 
Bar "El Veganito", ubicado en la "Junta de los Dos Cami-
nos" (Villa Progreso), en unión de Ramón Antonio Gómez, 
con quien se había reconciliado; e) que en dicho Bar se 
presentaron en actitud provocativa para vengar los golpes 
inferidos por Tineo a su esposa Rosa Emilia. Polanco, los 
hermanos de ésta Ramón Antonio y Rafael Polanco San-
tiago; no ocurriendo nada, sin embargo, debido a la inter-
vención de Ramón Antonio Gómez; f) que los hermanos 
Rafael y Ramón Antonio discutieron cual de los dos debía 
exigir una satisfacción a Rafael Antonio Tineo, quien venía 
detrás de ellos, luego de salir todos de dicho Bar; g) que 
reunidos los tres en el camino, cómo Tineo oyó la discusión 

-de los dos hermanos acerca de quien deiiía pedirle cuentas 
'ter lo de su hermana a pesar de estar algo ebrio, se subió' 
"en "una lomita" y de allí les dijo, que "ellos estaban acos-
tumbrados a pelear en grupo como pavos ... y que le caye- 
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ron los dos . .."; h) que en "ese momento Ramón Antonio 
Polanco Santiago (a) Guito, se abalanzó sobre Tineo, ases-
tándole una puñalada en el abdomen, a nivel de la región 
epigástrica con evisceración del epiplón, herida esta que le 
ocasionó a pocos momentos la muerte. . ."; 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del crimen de homicidio voluntario, 
previsto por el Art. 295 del Código Penal y sancionado por 
el Art. 304, párrafo II, del mismo Código, con la pena de 
trabajos públicos; que, en consecuencia, al declarar la Corte 
a qua a Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito, culpa-
ble de dicho crimen, atribuyó al hecho de la acusación la 
calificación legal que le corresponde según su propia natu-
raleza, y al condenarlo a la pena de diez años de :trabajos 
públicos, le impuso una sanción que se encuentra ajustada 
a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles; que 
el actual recurrente fué condenado al pago de una indem-
nización de RD$5,000.00 (cinco mil pesos oro) a título de 
daños y perjuicios en favor de la señora Gabina del Carmen 
Tinco, madre de la víctima, constituida en parte civil, cuyo 
monto fué apreciado soberanamente por los jueces del fondo; 
que dicha condenación está justificada al amparo de las 
disposiciones del Art. 1382 del Código Civil, ya que, según 
consta en el fallo impugnado, la infracción penal cometida 
por el acusado Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito, 
le ha causado daños morales y materiales a la parte civil 
constituida; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifiqué ►  

su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Ramón Antonio Polanco Santiago 
(a) Guito, contra sentencia pronunciada en sus atribucionel 
criminales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha  

diez y siete de junio del presente año mil novecientos cin-
cuenta y siete, sentencia cuyo dispositivo figura copiado- 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista.C.-- 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— iCar-
jossMI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor' 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— • 
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ron los dos. .."; h) que en "ese momento Ramón Antonio 
Polanco Santiago (a) Guito, se abalanzó sobre Tineo, ases-
tándole una puñalada en el abdomen, a nivel de la región 
epigástrica con evisceración del epiplón, herida esta que le 
ocasionó a pocos momentos la muerte. . ."; 
. Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del crimen de homicidio voluntario, 
previsto por el Art. 295 del Código Penal y sancionado por 
el Art. 304, párrafo II, del mismo Código, con la pena de 
trabajos públicos; que, en consecuencia, al declarar la Corte 
a qua a Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito, culpa-
ble de dicho crimen, atribuyó al hecho de la acusación la 
calificación legal que le corresponde según su propia natu-
raleza, y al condenarlo a la pena de diez años de ttrabajos 
públicos, le impuso una sanción que se encuentra ajustada 
a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles; que 
el actual recurrente fué condenado al pago de una indem-
nización de RD$5,000.00 (cinco mil pesos oro) a título de 
daños y perjuicios en 'favor de la señora Gabina del Carmen 
'Timo, madre de la víctima, constituida en parte civil, cuyo 
monto fué apreciado soberanamente por los jueces del fondo; 
que dicha condenación está justificada al amparo de las 
disposiciones del Art. 1382 del Código Civil, ya que, según 
consta en el fallo impugnado, la infracción penal cometida 
por el acusado Ramón Antonio Polanco Santiago (a) Guito, 
le ha causado daños morales y materiales a la parte civil 
constituida; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifiqué ►  

su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Ramón Antonio Polanco Santiago 
(a) Guito, contra sentencia pronunciada en sus atribucione's 
criminales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha  

diez y siete de junio del presente año mil novecientos cin-
cuenta y siete, sentencia cuyo dispositivo figura copiado 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condona a 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista .C.-- 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— bar- 

Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor' 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1957 

 

recurso de apelación interpuesto por la querellante Altagra-
cia Teotiste de los Santos de Landestoy, contra sentencia 
de fecha 9 de abril de 1957, dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; TER-
CERO: Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pensión 
y fija ésta en la suma de RDS15.00, la cual deberá sumi-
nistrar el prevenido mensualmente a la querellante para sub-
venir a las necesidades de dos menores que tienen procrea-
dos; y CUARTO: Condena al prevenido César Alcides Lan-
destoy Báez al pago de las costas"; (Dispositivo de la sen-
tencia apelada) ; "Falla: Primero: Declarar, como al efecto 
declara al nombrado César Alcides Landestoy Báez, de ge-
nerales anotadas, culpable de haber violado la Ley N" 2402, 
de 1950, en perjuicio de los menores Carmen Maribel, de' 
dos años de edad y Mirelis de un año y medio de edad, hijas 
legítimas que tiene procreadas con la señora Altagracia Teo-
tiste de los Santos de Báez, (léase de Landestoy) y en con-
secuencia, se condena a sufrir la pena de dos años de prisión 
correccional que deberá cumplir en la cárcel pública de esta 
ciudad; Segundo: Fijar, como al efecto fija, la suma de diez 
pesos, como pensión mensual que deberá pasar el nombrado 
César Alcides Landestoy Báez a la querellante, para el 
sostenimiento de dichas menores, a partir de la fecha de la 
querella, 17 de febrero de 1957; y Tercero: Condenar, como 

al efecto lo condena, al pago de las costas"; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a ata, en fecha diez de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N" 2402, de 

 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 21 de junio de 1957. 

 

 

Materhi: Penal. 

     

          

 

Eecarrente: César A. Landestoy Báez... 

   

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

     

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C. , Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
MatewFernántlez, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
'95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por César A. 
Landestoy Báez, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado y residente en Baní, cédula 15540, serie 3, sello 892-
'604, contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha veintiuno de junio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia 
el defecto coatra el prevenido César Alcides Landestoy Báez, 
por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué 
legalmente citado; SEGUNDO: Declara regular y válido el 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1957 

Seratencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 21 de junio de 1957. 

Materlei: Penal. 

Recitrreute: César A. Landestoy Báez... 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
Vicia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
'95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por César A. 
Landestoy Báez, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado y residente en Baní, cédula 15540, serie 3, sello 892-
'604, contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha veintiuno de junio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia 
el defecto contra el prevenido César Alcides Landestoy Báez, 
por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué 
legalmente citado; SEGUNDO: Declara regular y válido el  

recurso de apelación interpuesto por la querellante Altagra-
cia Teotiste de los Santos de Landestoy, contra sentencia 
de fecha 9 de abril de 1957, dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; TER-
CERO: Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pensión 
y fija ésta en la suma de RD$15.00, la cual deberá sumi-
nistrar el prevenido mensualmente a la querellante para sub-
venir a las necesidades de dos menores que tienen procrea-
dos; y CUARTO: Condena al prevenido César Alcides Lan-
destoy Báez al pago de las costas"; (Dispositivo de la sen-
tencia apelada) ; "Falla: Primero: Declarar, como al efecto 
declara al nombrado César Alcides Landestoy Báez, de ge-
nerales anotadas, culpable de haber violado la Ley N" 2402, 
de 1950, en perjuicio de los menores Carmen Maribel, de' 
dos años de edad y Mirelis de un año y medio de edad, hijas 
legítimas que tiene procreadas con la señora Altagracia Teo-
tiste de los Santos de Báez, (léase de Landestoy) y en con-
secuencia, se condena a sufrir la pena de dos años de prisión 
correccional que deberá cumplir en la cárcel pública de esta 
ciudad; Segundo: Fijar, como al efecto fijo, la suma de diez 
pesos, como pensión mensual que deberá pasar el nombrado 
César Alcides Landestoy Báez a la querellante, para el 
sostenimiento de dichas menores, a partir de la fecha de la 
querella, 17 de febrero de 1957; y Tercero: Condenar, como 

al efecto lo condena, al pago de las costas"; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a atta, en fecha diez de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N" 2402, de 
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1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional, no podrán 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en libertad 
provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pena 
de dos años de prisión correccional; que no se ha establecido 
que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya 
obtenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artículos 
7 y 8 de la Ley N" 2402, de 1950; que, por tanto, el presente 
recurso no puede ser admitido; 

Par tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por César Alcides Landestoy 
Báez, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha veintiuno de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recu-
rrente el pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
.Contín Aybar. Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1957 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 10 
de julio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lucila Hernández Zapata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete,, . años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucila 
Hernández Zapata,' dominicana, mayor de edad, soltera, de 
oficios domésticos, domiciliada y residente en la ciudad de 
La Vega, con cédula personal N^ 5103, serie 50, (no se indi-
ca número del sello), contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega, de fecha diez de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, sen-
tencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional, no podrán 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en libertad 
provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pena 
de dos años de prisión correccional; que no se ha establecido 
que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya 
obtenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artículos 
7 y 8 de la Ley N^ 2402, de 1950; que, por tanto, el preserie 
recurso no puede ser admitido; 

Per tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por César Alcides Landestoy 
Báez, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha veintiuno de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recu-
rrente el pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.. Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1957 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 10 
de julio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lucila Hernández Zapata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete,. 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucila 
Hernández Zapata,' dominicana, mayor de edad, soltera, de 
oficios domésticos, domiciliada y residente en la ciudad de 
La Vega, con cédula personal N^ 5103, serie 50, (no se indi-
ca número del sello), contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega, de fecha diez de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, sen-
tencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 4, párrafo W, de la Ley NQ 
2402, de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha ocho de abril de mil novecientos cincuenta y siete 
compareció Lucila Hernández Zapata, de generales que 
constan, por ante el Oficial del Día del Cuartel General de 
la 8va. Compañía de la Policía Nacional en la ciudad de 
La Vega, y presentó querella contra Genaro Antonio Gar-
cía, dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula 29366, 
serie 47, del domicilio y residencia de la misma ciudad, por 
el hecho de éste "no atender a sus obligaciones de padre de 
dos menores de nombres Augusto Antonio y María de Jesús" 
procreados con dicha querellante, expresando a la vez su 
deseo de que se le asignara una pensión mensual de RD 
$30.00 Oro, para la manutención de dichos dos menores; 
b) que en el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
del Municipio de La Vega, el presunto padre sólo ofreció 
una pensión de diez pesos oro, que la madre no aceptó y no 
hubo por tanto, ninguna conciliación; que en fecha 24 de 
mayo de 1957, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, debidamente 
apoderada, conoció de la causa y dictó una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se declara al nom-
brado Genaro Antonio García, de generales anotadas, cul-
pable del delito de violación a la Ley. N°  2402, de 1950, 
en perjuicio de los menores Augusto Antonio y María de 
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Jesús, de dos años y de siete meses de edad, respectivamen-
te, que tiene procreados con Lucila Hernández, y en conse-
cuencia, se le condena a sufrir dos años de prisión correc-
cional, y se le fija una pensión de RD$16.00 oro mensuales 
para ayudar a la manutención de los referidos •menores a 
partir de la querella; Segundo: Se ordena la ejecución pro-
visional de esta sentencia no obstante cualquier recurso que 
contra ella se interponga; y Tercero: Se condena al preve-
nido al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido y por la querellante, la Corte de 
Apelación de La Vega dictó en fecha diez de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, la sentencia ahora impugnada. 
cuyo dispositivo copiado textualmente, dice así: "FALLA: 
Primero: Declara regulares y válidos, en cuanto a sus res-
pectivas formas, los presentes recursos de apelación; Segun-
do: Confirma en lo penal la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, el veinticuatro de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, en cuanto condenó al prevenido y apelante 
Genaro Antonio García, de generales conocidas, a sufrir la 
pena de dos años de prisión correccional y al pago de las 
costas, por el delito de violación a la Ley N" 2402, de 1950. 
en perjuicio de los menores Augusto Antonio y María de 
Jesús, de dos años y de nueve meses de edad, respectiva-
mente, procreados con la querellante y apelante Lucila Her-
nández; Tercero: Modifica dicha sentencia en cuanto fijó 
en dieciséis pesos oro la pensión mensual que el referido 
prevenido deberá pasar a la madre querellante para la ma-
nutención de los referidos menores: en el sentido de fijar 
en la suma de doce pesos oro (RD$12.00) en beneficio de los 
citados menores, (dicha pensión), a partir de la fecha de la 
querella y no obstante cualquier recurso; y Cuarto: Condena, 
además, al prevenido Genaro Antonio García, al pago de las 
costas de esta instancia"; 

Cc:isiderando que, como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión correccional, que es la esta- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 4, párrafo IV, de la Ley I\19 
2402, de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha ocho de abril de mil novecientos cincuenta y siete . 

compareció Lucila Hernández Zapata, de generales que 
constan, por ante el Oficial del Día del Cuartel General de 
la 8va. Compañía de la Policía Nacional en la ciudad de 
La Vega, y presentó querella contra Genaro Antonio Gar- 
cía, dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula 29366, 
serie 47, del domicilio y residencia de la misma ciudad, por 
el hecho de éste "no atender a sus obligaciones de padre de 
dos menores de nombres Augusto Antonio y María de Jesús" 
procreados con dicha querellante, expresando a la vez su 
deseo de que se le asignara una pensión mensual de RD 

011›. $30.00 Oro, para la manutención de dichos dos menores; 
b) que en el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
del Municipio de La Vega, el presunto padre sólo ofreció 
una pensión de diez pesos oro, que la madre no aceptó y no 
hubo por tanto, ninguna conciliación; que en fecha 24 de 
mayo de 1957, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, debidamente 
apoderada, conoció de la causa y dictó una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se declara al nom-
brado Genaro Antonio García, de generales anotadas, cul-
pable del delito de violación a la Ley. N" 2402, de 1950, 
en perjuicio de los menores Augusto Antonio y María de 
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Jesús, de dos años y de siete meses de edad, respectivamen-
te, que tiene procreados con Lucila Hernández, y en conse-
cuencia, se le condena a sufrir dos años de prisión correc-
cional, y se le fija una pensión de RD$16.00 oro mensuales 
para ayudar a la manutención de los referidos •menores a 
partir de la querella; Segundo: Se ordena la ejecución pro-
visional de esta sentencia no obstante cualquier recurso que 
contra ella se interponga; y Tercero: Se condena al preve-
nido al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido y por la querellante, la Corte de 
Apelación de La Vega dictó en fecha diez de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, la sentencia ahora impugnada. 
cuyo dispositivo copiado textualmente, dice así: "FALLA: 
Primero: Declara regulares y válidos, en cuanto a sus res-
pectivas formas, los presentes recursos de apelación; Segun-
do: Confirma en lo penal la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, el veinticuatro de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, en cuanto condenó al prevenido y apelante 
Genaro Antonio García, de generales conocidas, a sufrir la 
pena de dos años de prisión correccional y al pago de las 
costas, por el delito de violación a la Ley N" 2402, de 1950. 
en perjuicio de los menores Augusto Antonio y María de 
Jesús, de dos años y de nueve meses de edad, respectiva-
mente, procreados con la querellante y apelante Lucila Her-
nández; Tercero: Modifica dicha sentencia en cuanto fijó 
en dieciséis pesos oro la pensión mensual que el referido 
prevenido deberá pasar a la madre querellante para la ma-
nutención de los referidos menores: en el sentido de fijar 
en la suma de doce pesos oro (RD$12.00) en beneficio de los 
citados menores, (dicha pensión), a partir de la fecha de la 
querella y no obstante cualquier recurso; y Cuarto: Condena, 
además, al prevenido Genaro Antonio García, al pago de las 
costas de esta instancia"; 

Cc:isiderando que, como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión correccional, que es la esta- 
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lalecida por la Ley No 2402, de 1950, para el delito por el 
cual se le declaró culpable, el presente recurso de casación 
interpuesto por la madre querellante. está necesariamente 
restringido a lo relativo al monto de la pensión; 

Considerando que la Corte a qua, en el presente caso, 
para modificar la sentencia apelada, en el sentido de rebajar' 
la pensión de dieciséis pesos oro mensuales impuesta en 
primera instancia al prevenido a la suma de doce pesos oro 
mensuales, dió por establecido en el fallo impugnado lo si-
guiente: "que Genaro Antonio García es dueño de un co-
mercio de provisiones establecido en el Mercado Público de 
la ciudad de La Vega, negocio por el cual paga una patente 
semestral de seis pesos con ochentitrés centavos, de donde 
se colige que sus existencias no superan los mil pesos; que, 
es casado y tiene fundado un hogar con otra señora y ayuda 
económicamente a su madre"; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua hizo 
en la sentencia impugnada y en el aspecto examinado, una 
correcta aplicación de los artículos 1, 4 y párrafo IV, de la 
Ley N0 2402, de 1950; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada en lo que concierne al interés de la 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Lucila Hernández Zapata, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de feche diez 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, dictada en atri-
buciones correccionales, sentencia cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Declara 
las costas de oficio; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. Ravelo de la Fuente.— Néstor  

confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.---- Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 21 

de mayo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Peña, 
Abogado: Dr. Luis Osiris Duquela Morales. 

interviniente: Manuel Pimentel Restituyo. 
Abogado: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 

Dids, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nonmbre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
II. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casaéión, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Peña, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, domi-
ciliado y residente en la ciudad de La Vega, cédula 29356, 
serie 54, sello 356114, contra sentencia correccional pro-
nunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
veintiuno de mayo del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en ctro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Héctor E. .Corominas P., cédula 41196, serie 
31, sello 46530, en representación del Dr. Luis Osiris Du-
quela Morales, cédula 20229, serie 47, sello 47484, abogada 
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B , cédula 3726, serie 
r, sello 5956, abogado del interviniente Manuel Pimentel 
Restituyo, dominicano, mayor de edad, soltero, hacendado, 
cédula 143, serie 51, sello 1156, domiciliado en La Vega, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de mayo 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Dr. Luis Osiris Duquela Morales, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha diecinueve de 
agosto del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Luis Osiris Duquela Morales, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha diecinueve de 
agosto del mil novecientos cincuenta y sietg, suscrito por 
el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., abogado de Mantiel Pimen-
tel Restituyo, parte civil constituida; 

Visto el escrito de ampliación del interviniente, de fecha 
veintitrés de agosto del mil novecientos cincuenta y siete. 
suscrito por el Lic. Quirico Elpidio Pérez B; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell -- 
berado, y vistos los artículos 62 de la Constitución de la 
República, 43 de la Ley de Organización Judicial, 3 del 
Código de Procedimiento Criminal, 51 del Código Penal, 
141 y 173 del.Código de Procedimiento Civil, y 1, 62 y f5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que• 
en fecha quince de noviembre del mil novecientos cincuenta 
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y seis, Manuel de Jesús Pimentel Restituyo, presentó por 
ante el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de La Vega, querella en contra de Víctor Peña (a) Vitín 
y Rafael Peña, por los delitos de abuso de•confianza y esta-
fa; b) que apoderada del asunto la Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
después de. algunos reenvíos, a fines de una mejor sustan-
ciación de la causa,, fué conocida ésta el día veinte de 
mayo del mil novecientos cincuenta y siete, y fallada en la 
misma fecha por sentencia de la cual es el siguiente dispo-
sitivo: "Primero: Se declara regular y válida en cuanto a 
la forma la constitución en parte civil hecha por Manuel 
Pirnehter Restituyo, en contra del prevenido Rafael Peña; 
Seguhdo: Se descargan los prevenidos Víctor Peña y Rafael 
Peña, 'de generales anotadas, de los delitos de Abuso de 
Confianza y estafa en perjuicio de Manuel Pimentel Resti-
tuyo, el primero, por no haberlo cometido y al segundo por 
insufíciencia de pruebas; Tercero: Se condena al mencionado 
Rafael Peña al pago de una indemnización de (RD$3.000.00) 
(tres inil pesos oro dominicanos) en provecho de la parte 
civil coñstituída' Manuel Pimentel Restituyo: envolviendo 
dicha suma pagos e indemnizaciones; Cuarto: Se rechaza el 
pedime'nto hecho por el prevenido Víctor Peña de condenar 
a las costas civiles a Manuel Pimentel Restituyo, hasta el 
momento del desistimiento de su constitución en parte civil, 
por improcedente e infundado; Quinto: Se condena al pre-
citado Rafael Peña al pago de las cost4s civiles, ordenándose 
su distracción en provecho del abogad Dr. Vinicio Castillo 
por baber manifestado que las avanzó en su mayor parte; 
Sexto: Se declaran las costas penales de oficio; Séptimo: 
Se da acta al representante del Ministerio Público para 
perseguir .  al prevenido Rafael Peña, por violación a la Ley 
de Policía"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de La Vega, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se co- 

pía a continuación: "FALLA: Primero: Declara regular y 
válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por Rafael Peña, en lo que se refiere a las condena-
dones civiles impuéstales; Segundo: Rechaza la excepción 
propuesta por Rafael Peña, de generales conocidas, de 
irregularidad de apoderamiento del tribunal correccional, 
por no haberla propuesto en primera instancia, y la excep-
ción de que el Juez a quo juzgó ultra-petita, por improce-
cente; Tercero: Condena a Rafael Peña, al pago de un mil 
trescientos pesos, en favor de Manuel de Jesús Pimentel, a 
título de restitución de la parte no pagada del precio en 
que fué convenida la venta, por existir falta civil imputable 
al prevenido, no obstante su descargo; Cuarto: Condeha a 
Rafael Peña al pago de las costas civiles de esta instancia, 
distrayéndolas en favor del Dr. M. Vinicio Castillo Rodrí-
guez, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca, en apoyo de su 
recurso, los siguientes medios: "Primer Medio: Violación del 
artículo 173 del Código de Procedimiento Civil, por falsa 
aplicación del mismo; Segundo Medio: Violación del artículo 
3 del Código de Procedimiento Criminal. Violación del ar-
tículo 51 del Código Penal. Violación del articulo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, por insuficiencia de motivos. 
Falta de base legal"; 

Considerando que en relación con ambos medios, el 
recurrente aduce, en síntesis, que al rechazar la Corte a qua 
su pedimento de que el Tribunal Correccional estuvo mal 
apoderado de la acción civil, fundamentó su criterio en que 
dicho prevenido no propuso dicha excepción ante el tribunal 
de primer grado y que tal vicio meramente procesal fué cu-
bierto por sus conclusiones al fondo"; pero que, al respecto, 
"la Corte a qua incurrió en un error de juicio, pues en 'sus 
conclusiones de primera instancia el prevenido Rafael Peña, 
de una manera general solicitó en palabras textuales "que re-
chacéis la constitución en parte civil por improcedente y mal 
Fundada", expresión amplia que abarca en su contenido la 
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irregularidad de puros trámites procesales"; que el Art. 173 
del Código de Procedimiento Civil se aplica rigurosamente 
"en la materia civil, o sea en el ejercicio de la acción civil 
incoada por ante los Tribunales Civiles" pero que en la 
especie, en que fué "ejercida la acción civil accesoriamente 
a la acción pública, con la manifestación del prevenido de que 
se rechazara la constitución en part? civil, se evitaba que la 
nulidad procedimental quedara cubierta y con su formula-
ción ante la Corte a qua, quedaba cridalizado lo que se había 
solicitado implícitamente ante el tribunal de primer grado"; 
que, "además, la nulidad propuesta por Rafael Peña, es un 
verdadero medio de defensa o de inadmisibilidad que podía 
ser reiterado, tal como lo hizo por ante la Corte de Apela-
ción"; que, por todo esto, "es necesario apreciar que se ha 
hecho una falsa aplicación del artículo 173 del Código de 
Procedimiento Civil"; que, además, "al operarsé el des-
cargo de Rafael Peña, el tribunal de primer grado y conse-
cuencialmente la Corte de alzada, no podía retener una falta 
civil a cargo del prevenido, porque no se fundaba en los mis-
mos elementos de la prevención, sino en relaciones pura-
mente contractuales ajenas al ámbito jurídico de los tribuna-
les represivos"; que "la acción en restitución tiende a devol-
ver al verdadero propietario, el cuerpo del delito, que ha 
sido ocupado por la policía judicial en ocasión de una infrac-
ción"; que, "en la especie, ese no es el carácter que presenta 
la restitución ordenada por la sentencia impugnada, pues 
se establece formalmente que a Ratael Peña no le ha sido 
ocupada suma alguna de dinero, en la prevención de los 
delitos de abuso de confianza y estafa puestos a su cargo, 
sino que la condenación operada en su contra, ha sido por 
un remanente de precio, de un contrato de venta de anima-
les que efectuó Manuel de Jesús Pimentel Restituyo con el 
exponente"; que "por otra parte, la sentencia impugnada 
establece también las relaciones contractuales del quere-
llante originario y del prevenido" y que "tal situación evi-
dencia que la Corte a qua ha retenido una falta contractual 
en franca violación a los textos y principios legales que 

informan la acción en restitución en materia represiva"; 
pero 

Considerando que en virtud del principio de la unidad 
de jurisdicción, el Juzgado de Primera Instancia, actuando 
en sus atribuciones correccionales, es competente, aún en 
caso de descargo del prevenido, para estatuir sobre la ac-
ción civil ejercida por la parte civil, accesoriamente a la 
acción pública, cuando, no obstante el descargo, subsiste 
una falta civil imputable al prevenido, y siempre que la 
demanda en daños y perjuicios' esté fundada en los mismos 
elementos de hecho que constituyen el objeto de la preven-
ción y que la condenación no sea contradictoria con el 
fallo de la acción pública; 

Considerando que, contrariamente a lo expresado por 
el recurrente, en los casos a que se ha hecho referencia, 
para determinar dicha competencia, es indiferetne la natu-
raleza de la falta retenida por los jueces del fondo, la cual 
puede consistir en un delito o un cuasi delito civil o bien en 
la inejecución de una obligación contractual; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en el fa-
llo impugnado que el prevenido Rafael Peña, descargado de 
los delitos de abuso de confianza y estafa, en prejuicio de 
Manuel Pimentel Restituyo "ha cometido una falta civil 
que le es imputable" y que esa falta civil se pone de mani-
fiesto por los hechos comprobados por ella, mediante las 
declaraciones de los testigos, del prevenido, de la parte civil 
constituida y por los demás elementos y circunstancias de 
la causa; que esos hechos son los siguientes: "que en el 
curso del año 1956, Manuel de Jesús Pimentel (a) Ney, 
vendió a Víctor Peña una partida de ocho cerdos por la 
suma de quinientos y pico de pesos; que días después Ma-
nuel de Jesús Pimentel vendió a Rafael Peña varias parti-
das de cerdos, pagándole éste la suma de un mil pesos oro 
en el momento de_la entrega de la primera partida y com-
prometiéndose a hacerle pagos del resto del precio a medida 
que fuera sacrificando los animales; que de esa venta Manuel 



2106 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 2107 

irregularidad de puros trámites procesales"; que el Art. 173 
del Código de Procedimiento Civil se aplica rigurosamente 
"en la materia civil, o sea en el ejercicio de la acción civil 
incoada por ante los Tribunales Civiles" pero que en la 
especie, en que fué "ejercida la acción civil accesoriamente 
a la acción pública, con la manifestación del prevenido de que 
se rechazara la constitución en part. civil, se evitaba que la 
nulidad procedimental quedara cubierta y con su formula-
ción ante la Corte a qua, quedaba cristalizado lo que se había 
solicitado implícitamente ante el tribunal de primer grado"; 
que, "además, la nulidad propuesta por Rafael Peña, es un 
verdadero medio de defensa o de inadmisibilidad que podía 
ser reiterado, tal como lo hizo por ante la Corte de Apela-
ción" ; que, por todo esto, "es necesario apreciar que se ha 
hecho una falsa aplicación del artículo 173 del Código de 
Procedimiento Civil"; que, además, "al operarse el des-
cargo de Rafael Peña, el tribunal de primer grado y conse-
cuencialmente la Corte de alzada, no podía retener una falta 
civil a cargo del prevenido, porque no se fundaba en los mis-
mos elementos de la prevención, sino en relaciones pura-
mente contractuales ajenas al ámbito jurídico de los tribuna-
les represivos"; que "la acción en restitución tiende a devol-
ver al verdadero propietario, el cuerpo del delito, que ha 
sido ocupado por la policía judicial en ocasión de una infrac-
ción"; que, "en la especie, ese no es el carácter que presenta 
la restitución ordenada por la sentencia impugnada, pues 
se establece formalmente que a Rafael Peña no le ha sido 
ocupada suma alguna de dinero, en la prevención de los 
delitos de abuso de confianza y estafa puestos a su cargo, 
sino que la condenación operada en su contra, ha sido por 
un remanente de precio, de un contrato de venta de anima-
les que efectuó Manuel de Jesús Pimentel Restituyo con el 
exponente"; que "por otra parte, la sentencia impugnada 
establece también las relaciones contractuales del quere-
llante originario y del prevenido" y que "tal situación evi-
dencia que la Corte a qua ha retenido una falta contractual 
en franca violación a los textos y principios legales que 

informan la acción en restitución en materia represiva"; 
pero 

Considerando que en virtud del principio de la unidad 
de jurisdicción, el Juzgado de Primera Instancia, actuando 
en sus atribuciones correccionales, es competente, aún en 
caso de descargo del prevenido, para estatuir sobre la ac-
ción civil ejercida por la parte civil, accesoriamente a la 
acción pública, cuando, no obstante el descargo, subsiste 
una falta civil imputable al prevenido, y siempre que la 
demanda en daños y perjuicios esté fundada en los mismos 
elementos de hecho que constituyen el objeto de la preven-
ción y que la condenación no sea contradictoria con el 
fallo de la acción pública; 

Considerando que, contrariamente a lo expresado por 
el recurrente, en los casos a que se ha hecho referencia, 
para determinar dicha competencia, es indiferetne la natu-
raleza de la falta retenida por los jueces del fondo, la cual 
puede consistir en un delito o un cuasi delito civil o bien en 
la inejecución de una obligación contractual; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en el fa-
llo impugnado que el prevenido Rafael Peña, descargado de 
los delitos de abuso de confianza y estafa, en prejuicio de 
Manuel Pimentel Restituyo "ha cometido una falta civil 
que le es imputable" y que esa falta civil se pone de mani-
fiesto por los hechos comprobados por ella, mediante las 
declaraciones de los testigos, del prevenido, de la parte civil 
constituida y por los demás elementos y circunstancias de 
la causa; que esos hechos son los siguientes: "que en el 
curso del año 1956, Manuel de Jesús Pimentel (a) Ney, 
vendió a Víctor Peña una partida de ocho cerdos por la 
suma de quinientos y pico de pesos; que días después Ma-
nuel de Jesús Pimentel vendió a Rafael Peña varias parti-
das de cerdos, pagándole éste la suma de un mil pesos oro 
en el momento deja entrega de la primera partida y com-
prometiéndose a hacerle pagos del resto del precio a medida 
que fuera sacrificando los animales; que de esa venta Manuel 



de Jesús Pimentel no ha podido determinar a cuánto ascen-
dió el total de la misma y que acepta haber recibido otras 
entregas de dinero a cuenta de la misma y el comprador Ra-
fael Peña alega haber cubierto la totalidad del precio de la 
referida venta de cerdos; que ninguno de los contratantes 
llevaba cuenta escrita de los negocios que mantenían recí-
procamente; que después de la venta de cerdos, Maunel de 
Jesús Pimentel vendió a Rafael Peña cuarenta y cinco ca-
bezas de ganado, por la suma de un mil ochocientos pesos, 
entregándole el comprador la suma de trescientos pesos, 
como avance del precio y comprometiéndose a, pagarle el 
resto del precio a medida que fuera sacrificando los anima-
les; que Rafael Peña vendió parte de dichos animales y 
sacrificó los demás, y, a pesar de que alega que solamente 
adeuda a Pimentel ochocientos cuarenta pesos, no lf tia podido 
comprobar por ningún modo de prueba que entregara a 
Pimentel, además de los trescientos pesos iniciales, y de 
doscientos pesos que le remitiera con el testigo Luis García, 
para abonar a su deuda por el negocio de las vacas, que 
haya hecho otro pago a su vendedor Pimentel"; que la 
Corte a qua ha establecido, además, que de esos hechos 
por ella comprobados y que acaban de ser transcritos se 
evidencia "que Rafael Peña adeuda todavía a Pimentel, a 
cuenta de las vacas, la suma de un mil trescientos pesos, 
y que al no haber pagado dicha suma después que dispuso 
de los animales vendidos, ha cometido una falta civil que le 
es imputable, cuya reparación se resuelve en la restitución 
al vendedor de la suma adeudada"; 

Considerando que, aunque en términos impropios, que 
no vician de nulidad su fallo, la Corte a qua ha comprobado 
la existencia de una falta civil, imputable al recurrente y 
fundada en la inejecución de un contrato de venta por falta 
de pago del precio; que habiendo presentado conclusiones 
el abogado de la parte civil constituida tendiente a obtener 
el pago de la parte del precio no pagado de la venta, ante 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de La 

Vega, las cuales fueron acogidas por ésta en la sentencia 
cuya confirmación solicitó luego el interviniente' ante la 
Corte a qua, es evidente que los jueces del fondo, tenían. com-
petencia para conocer y fallar esa demanda,: aún en caso 
de descargo del prevenido, si se reunían las condiciones ya 
señaladas; 

Considerando que en el presente caso las comprobacio-
nes realizadas por los jueces del fondo demuestran-aparte 
de la existencia de una falta civil imputable al actuaf•recu-
rrente, que le ha causado un perjuicio a la parte civil ínter-
viviente, que la demanda está fundada en los mismos ele-• 
mentos de hecho que constituyen el objeto de•la prevención' 
y que, además, la condenación pronunciada en favor de la 
parte civil no es contradictoria con la decisión intervenida 
sobre la acción pública; que, como consecuencia de todo lo 
precedentemente expuesto, la Corte a gua, lejos de haber 
violado el artícjlo 3 del Código de Procedimiento Criminal 
ha hecho de él una correcta aplicación en la sentencia im-
pugnada, al condenar al recurrente a pagar á lá parte civil 
la cantidad de un mil trescientos pesos oro, como reparación 
de la falta que le fué imputada, en perjuicio del último, sin 
que, por otra parte, se violara con ello, tampoco, el artículo 
51 del Código Penal, el cual permite, precisamente, condenar 
al culpable, en favor de la parte agraviada, si este lo requie-
re, a la indemnización de los daños que aquel le. hubiere 
irrogado, pudiendo éstos agregarse a las restituciones, pro-. 
píamente dichas, o ser debidos sin que haya lugar a resti-
tución; 

Considerando en relación con la invocada violación, por 
falsa aplicación, del artículo 173 del Código de Procedimien-
to Civil, que el examen anterior pone de manifiesto que, en 
la especie en lás condiciones ya apuntadas, no se podía sus-
citar con fundamento, ninguna cuestión relativa al apodera-
miento del Tribunal, en cuanto a la acción civil se refiere, 
Una vez aceptada la constitución en parte civil, sino a sí 
aquél era o no competente para conocer de ella; que, por 
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de Jesús Pimentel no ha podido determinar a cuánto ascen-
dió el total de la misma y que acepta haber recibido otras 
entregas de dinero a cuenta de la misma y el comprador Ra-
fael Peña alega haber cubierto la totalidad del precio de la 
referida venta de cerdos; que ninguno de los contratantes 
llevaba cuenta escrita de los negocios que mantenían recí-
procamente; que después de la venta de cerdos, Maunel de 
Jesús Pimentel vendió a Rafael Peña cuarenta y cinco ca-
bezas de ganado, por la suma de un mil ochocientos pesos, 
entregándole el comprador la suma de trescientos pesos, 
como avance del precio y comprometiéndose a pagarle el 
resto del precio a medida que fuera sacrificando los anima-
les; que Rafael Peña vendió parte de dichos animales y 
sacrificó los demás, y, a pesar de que alega que solamente 
adeuda a Pimentel ochocientos cuarenta pesos, no ha podido 
comprobar por ningún modo de prueba que entregara a 
Pimentel, además de los trescientos pesos iniciales, y de 
doscientos pesos que le remitiera con el testigo Luis García, 
para abonar a su deuda por el negocio de las vacas, que 
haya hecho otro pago a su vendedor Pimentel"; que la 
Corte a qua ha establecido, además, que -de esos hechos 
por ella comprobados y que acaban de ser transcritos se 
evidencia "que Rafael Peña adeuda todavía a Pimentel, a 
cuenta de las vacas, la suma de un mil trescientos pesos, 
y que al no haber pagado dicha suma después que dispuso 
de los animales vendidos, ha cometido una falta civil que le 
es imputable, cuya reparación se resuelve en la restitución 
al vendedor de la suma adeudada"; 

Considerando que, aunque en términos impropios, que 
no vician de nulidad su fallo, la Corte a qua ha comprobado 
la existencia de una falta civil, imputable al recurrente y 
fundada en la inejecución de un contrato de venta por falta 
de pago del precio; que habiendo presentado conclusiones 
el abogado de la parte civil constituida tendiente a obtener 
el pago de la parte del precio no pagado de la venta, ante 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de La 

Vega, las cuales fueron acogidas por ésta en la sentencia 
cuya confirmación solicitó luego el interviniente: ante la 
Corte a qua, es evidente que los jueces del fondo, tenían com-
petencia para conocer y fallar esa demanda,: aún en caso 
de descargo del prevenido, si se reunían las condiciones ya 
señaladas; 

Considerando que en el presente caso las comprobacio-
nes realizadas por los jueces del fondo demuestran. aparte 
de la existencia de una falta civil imputable al actual:, recu-
rrente, que le ha causado un perjuicio á la parte civil •inter-
viniente, que la demanda está fundada en los mismos: ele-
mentos de hecho que constituyen el objeto de•la prevención! 
y que, además, la condenación pronunciada en favor de la 
parte civil no es contradictoria con la decisión intervenida 
sobre la acción pública; que, como consecuencia de todo lo 
precedentemente expuesto, la Corte a qua, lejos de haber 
violado el artículo 3 del Código de Procedimiento Criminal 
ha hecho de él una correcta aplicación en la sentencia im-
pugnada, al condenar al recurrente a pagar a la parte civil 
la cantidad de un mil trescientos pesos oro, como reparación 
de la falta que le fué imputada, en perjuicio del .  último, sin 
que, por otra parte, se violara con ello, tampoco, el artículo 
51 del Código Penal, el cual permite, precisamente, condenar 
al culpable, en favor de la parte agraviada, si @ste lo requie-
re, a la indemnización de los daños que aquel le. hubiere 
irrogado, pudiendo éstos agregarse a las restituciones, pro-. 
piamente dichas, o ser debidos sin que haya lugar a resti-
tución; 

Considerando en relación con la invocada violación, por 
falsa aplicación, del artículo 173 del Código de Procedimien-
to Civil, que el examen anterior pone de manifiesto que, en• 
la especie en lás condiciones ya apuntadas, no se podía sus-
citar con fundamento, ninguna cuestión relativa al apodera-
miento del Tribunal, en cuanto a la acción civil se refiere, 
una vez aceptada la constitución en parte civil, sino a sí 
aquél era o no competente para conocer de ella; que, por 
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tanto, y como consecuencia de todo lo expuesto con ante-
rioridad, que por ser motivos de derecho suple esta Corte, 
en la sentencia impugnada no se ha cometido la violación 
del texto legal indicado por el recurrente, a que se acaba 
de hacer referencia; 

Considerando, en cuanto a la insuficiencia de motivos 
y a la falta de base legal también alegadas en el medio que 
se exanlina; que la sentencia impugnada contiene motivos 
suficteliréS'que justifican plenamente su dispositivo, así co-
mo una exposición completa de los hechos y una descripción 
de las circunstancias de la causa que han permitido veri-
ficar que dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación 
de 4a ley a los hechos que fueron soberanamente compro- 

.por los jueces del fondo; que, por todo lo preceden-
temente expuesto se evidencia que los dos medios del re-
curso carecen de fundamento y deben, por tanto, ser des-
estimados; 

Considerando, por último, que examinada en sus demás 
aspectos, en cuanto concierne al interés del recurrente, la 
sentencia impugnada no contiene ningún otro vicio que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Manuel Pimentel Restituyo, parte civil constituida; Segan-
do: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Peña contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha veintiuno de mayo del mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo; y Tercero: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
`
t ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

ir certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



'2110 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 2111 

tanto, y como consecuencia de todo lo expuesto con ante-
rioridad, que por ser motivos de derecho suple esta Corte, 
en la sentencia impugnada no se ha cometido la violación 
del texto legal indicado por el recurrente, a que se acaba 
de hacer referencia; 

Considerando, en cuanto a la insuficiencia de motivos 
y a la falta de base legal también alegadas en el medio que 
se exainina; que la sentencia impugnada contiene motivos 
suficirentéS'que justifican plenamente su dispositivo, así co-
mo una exposición completa de los hechos y una descripción 
de las circunstancias de la causa que han permitido veri-
ficar que dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación 
de $a ley a los hechos que fueron soberanamente compro-
bados por los jueces del fondo; que, por todo lo preceden-
temente expuesto se evidencia que los dos medios del re-
curso carecen de fundamento y deben, por tanto, ser des-
estimados; 

Considerando, por último, que examinada en sus demás 
aspectos, en cuanto concierne al interés del recurrente, la 
sentencia impugnada no contiene ningún otro vicio que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Manuel Pimentel Restituyo, parte civil constituida; Segun-
do: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Peña contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha veintiuno de mayo del mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo; y Tercero: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera.Billini.— Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señoreá Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

~tífico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

26 de junio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Santana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República; la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis ,- 
trito Nacional, hoy día once del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia 

 
 pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 

Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, del domicilio 
y residencia de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cé-
dula 26705, serie 31, sello 3215583, para 1957, contra sen-
teneia pronunciada en sus atribuciones correccionales pdr 
la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinte y seis de 
junio del presente año mil novecientos cincuenta y siete. . 

cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el°  dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiséis de junio 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casacióri; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 309, 311, párrafo I, y 463, apar- 
tado 69, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobrero  Pce-a 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
los nombrados Antonio Santana y Marcelino González, fue-
ron sometidos a la acción de la justicia, prevenidos, el 
primero, de los delitos de heridas, en perjuicio de Amada 
Alvarez Luna, que curaron después de veinte días y de 
Ricardo Grullón, que curaron antes de los diez días y de 
violencias en perjuicio de Ana Justina Díaz, y el segundo, 
de los delitos de golpes y violencias en perjuicio de Rosa 
Emilia Olivares; b) que la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago 
apoderada del caso, pronunció en fecha diez de mayo del 
presente año, mil novecientos cincuenta y siete, la senten-
cia cuyo dispositivo dice. así: "Primero: Que debe declarar 
y declara al nombrado Antonio Santana, de generales que 
constan, culpable de los delitos de heridas en perjuicio de 
Amada Alvarez Luna, curables después de los noventa días 
y antes de los ciento veinte; heridas en perjuicio de Ricardo 
Grullón, curables antes de los diez días; y violencias, en 
perjuicio de Ana Justina Díaz, y, en consecuencia, debe 
condenar y condena al referido inculpado a sufrir la pena 
de seis meses de prisión correccional y a pagar una multa 
de cincuenta pesos oro (RD$50.00); Segundo: Que debe de-
clarar y declara al nombrado Marcelino González, de gene-
rales que constan, culpable de los delitos de golpes y vio-
lencias en perjuicio de Rosa Emilia Olivares, y, en conse-
cuencia, debe condenar y condena al expresado procesado 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

26 de junio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Santana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República; la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis ,- 
trito Nacional, hoy día once del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au- . 
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, del domicilio 
y residencia de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cé-
dula 26705, serie 31, sello 3215583, para 1957, contra sen-
tenáa pronunciada en sus atribuciones correccionales pdr 
la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinte y seis de. 
junio del presente año mil novecientos cincuenta y siete. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el°  dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretáría de la Corte a qua, en fecha veintiséis de junio 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 309, 311, párrafo I, y 463, apar-
tado 69, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
los nombrados Antonio Santana y Marcelino González, fue-
ron sometidos a la acción de la justicia, prevenidos, el 
primero, de los delitos de heridas, en perjuicio de Amada 
Alvarez Luna, que curaron después de veinte días y de 
Ricardo Grullón, que curaron antes de los diez días y de 
violencias en perjuicio de Ana Justina Díaz, y el segundo, 
de los delitos de golpes y violencias en perjuicio de Rosa 
Emilia Olivares; b) que la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago 
apoderada del caso, pronunció en fecha diez de mayo del 
presente año, mil novecientos cincuenta y siete, la senten-
cia cuyo dispositivo dice. así: "Primero: Que debe declarar 
y declara al nombrado Antonio Santana, de generales que 
constan, culpable de los delitos de heridas en perjuicio de 
Amada Alvarez Luna, curables después de los noventa días 
y antes de los ciento veinte; heridas en perjuicio de Ricardo 
Grullón, curables antes de los diez días; y violencias, en 
perjuicio de Ana Justina Díaz, y, en consecuencia, debe 
condenar y condena al referido inculpado a sufrir la pena 
de seis meses de prisión correccional y a pagar una multa 
de cincuenta pesos oro (RD$50.00); Segundo: Que debe de-
clarar y declara al nombrado Marcelino González, de gene-
rales que constan, culpable de los delitos de golpes y vio-
lencias en perjuicio de Rosa Emilia Olivares, y, en conse-
cuencia, debe condenar y condena al expresado procesado 
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a pagar una multa de diez pesos oro (RD$10.00) ; y Terce-
ro: Que debe condenar y condena a los aludidos prevenidos, 
al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Antonio Santana, fué pronunciada la sentencia 
ahora impugnada, de la cual es el dispositivo siguiente: 
"FALLA: Primero: Admite en la forma el recurso de ape-
lación; Segundo: Modifica la sentencia apelada, dictada en 
atribuciones correccionales, en fecha diez del mes de mayo 
del año en curso (1957), por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, que condenó al procesado Antonio Santana, de genera-
les anotadas, a sufrir la pena de seis meses de prisión co-
rreccional, cincuenta pesos oro de multa y al pago de las 
costas, por los delitos de heridas en perjuicio de Amada 
Alvarez Luna, curables después de los noventa días y antes 
de los ciento veinte; heridas en perjuicio de Ricardo Gru-
llón, curables antes de los diez días y violencias en per-
juicio de Ana Justina Díaz, en el sentido de condenarlo a 
la pena de cuatro meses de prisión correccional y cincuenta 
pesos oro de multa, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, como autor de los referidos delitos; Tercero: 
Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron aportados al debate, lo que a continuación, en síntesis 

se expone: 1) que Amada Alvarez Luna y su marido 
Marcelino González, tenían un establecimiento comercial 
en la calle "27 de Febrero" de la ciudad de Santiago y muy 
cerca de allí, vivían Rosa Emilia Olivares de Santana y 
su esposo Antonio Santana; 2) que el día 26 de diciembre 
de 1956, Rosa Emilia Olivares de Santana visitó dicho esta- 
blecimiento para hacer algunas compras, y en esta ocasión, 
Salomón González, uno de los empleados del establecimiento, 
usó una broma con dicha señora, motivo por el cual entre 
Amada Alvarez Luna y la mencionada Rosa Emilia Olivares 

de Santana se "cruzaron algunas palabras enojosas"; 3) 
que Rosa Emilia se retiró del establecimiento y a poco 
volvió, infiriéndole a Amada Alvarez Luna algunos golpes 
en la cara . . 4) que varias horas después, Marcelino Gon-
zález, enterado de lo ocurrido, se dirigió a la casa donde 
vivía Rosa Emilia Olivares, a quien infirió varios golpes; 
5) que Antonio Santana, enterado de estos hechos, a su 
vez se dirigió a dicho establecimiento en busca de Marcelino 
González, y al no encontrar a éste, inmediatamente le infi-
rió una herida a Amada Alvarez Luna, en el tórax, a nivel 
de la región supra-escapular derecha, dos heridas a Ricardo 
Grullón, quien servía también en el establecimiento indicado, 
y usó violencias contra Ana Justina Díaz, sirvienta de la 
Alvarez Luna; 6) que las heridas inferidas a Ana Alvarez 
Luna, curaron "después de los 90 días y antes de los 120" y 
las heridas y lesiones recibidas por Ricardo Grullón y Ana 
Justina (o Ana Julia) Díaz, curaron "antes de los diez 
días. .." según los certificados médico-legales correspon-
dientes... ; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte .1 qua, se encuentran reunidos, en cuan-
to respecta a Antonio Santana, los elementos constitutivos 
del delito de heridas voluntarias que curaron después de 
veinte días, en perjuicio de Amada Alvarez Luna, hecho 
éste previsto por el Art. 309 del Código Penal y sancionado 
con las penas de seis meses a dos años de prisión y multa 
de diez a cien pesos; el delito de heridas voluntarias, que 
curaron antes de diez días, en perjuicio de Ricardo Grullón 
y el delito de violencias en perjuicio de Ana Justina Díaz, 
hechos estos previstos por el Art. 311, párrafo I del mismo 
Código y sancionados con las penas de prisión correccional 
de seis a sesenta días y multa de cinco a sesenta pesos; 
que, en consecuencia, al declarar culpable a Antonio Santa-
na de dichos delitos, la Corte a qua atribuyó a los hechos 
de la prevención la calificación legal que les corresponde 
según su propia naturaleza, y al condenarlo a las penas de 
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a pagar una multa de diez pesos oro (RD$10.00); y Terce-
ro: Que debe condenar y condena a los aludidos prevenidos, 
al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Antonio Santana, fué pronunciada la sentencia 
ahora impugnada, de la cual es el dispositivo siguiente: 
"FALLA: Primero: Admite en la forma el recurso de ape-
lación; Segundo: Modifica la sentencia apelada, dictada en 
atribuciones correccionales, en fecha diez del mes de mayo 
del año en curso (1957), por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, que condenó al procesado Antonio Santana, de genera-
les anotadas, a sufrir la pena de seis meses de prisión co-
rreccional, cincuenta pesos oro de multa y al pago de las 
costas, por los delitos de heridas en perjuicio de d Amada 
Alvarez Luna, curables después de los noventa días y antes 
de los ciento veinte; heridas en perjuicio de Ricardo Gru-
llón, curables antes de los diez días y violencias en per-
juicio de Ana Justina Díaz, en el sentido de condenarlo a 
la pena de cuatro meses de prisión correccional y cincuenta 
pesos oro de multa, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, como autor de los referidos delitos; Tercero: 
Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron aportados al debate, lo que a continuación, en síntesis 

se expone: 1) que Amada Alvarez Luna y su marido 
Marcelino González, tenían un establecimiento comercial 
en la calle "27 de Febrero" de la ciudad de Santiago y muy 
cerca de allí, vivían Rosa Emilia Olivares de Santana y 
su esposo Antonio Santana; 2) que el día 26 de diciembre 
de 1956, Rosa Emilia Olivares de Santana visitó dicho esta- 
blecimiento para hacer algunas compras, y en esta ocasión, 
Salomón González, uno de los empleados del establecimiento, 
usó una broma con dicha señora, motivo por el cual entre 
Amada Alvarez Luna y la mencionada Rosa Emilia Olivares 

de Santana se "cruzaron algunas palabras enojosas"; 3) 
que Rosa Emilia se retiró del establecimiento y a poco 
volvió, infiriéndole a Amada Alvarez Luna algunos golpes 
en la cara . . . 4) que varias horas después, Marcelino Gon-
zález, enterado de lo ocurrido, se dirigió a la casa donde 
vivía Rosa Emilia Olivares, a quien infirió varios golpes; 
5) que Antonio Santana, enterado de estos hechos, a su 
vez se dirigió a dicho establecimiento en busca de Marcelino 
González, y al no encontrar a éste, inmediatamente le infi-
rió una herida a Amada Alvarez Luna, en el tórax, a nivel 
de la región supra-escapular derecha, dos heridas a Ricardo 
Grullón, quien servía también en el establecimiento indicado, 
y usó violencias contra Ana Justina Díaz, sirvienta de la 
Alvarez Luna; 6) que las heridas inferidas a Ana Alvarez 
Luna, curaron "después de los 90 días y antes de los 120" y 
las heridas y lesiones recibidas por Ricardo Grullón y Ana 
Justina (o Ana Julia) Díaz, curaron "antes de los diez 
días. . ." según los certificados médico-legales correspon-
dientes. .. ; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte qua, se.encuentran reunidos, en cuan-
to respecta a Antonio Santana, los elementos constitutivos 
del delito de heridas voluntarias que curaron después de 
veinte días, en perjuicio de Amada Alvarez Luna, hecho 
éste previsto por el Art. 309 del Código Penal y sancionado 
con las penas de seis meses a dos años de prisión y multa 
de diez a cien pesos; el delito de heridas voluntarias, que 
curaron antes de diez días, en perjuicio de Ricardo Grullón 
y el delito de violencias en perjuicio de Ana Justina Díaz, 
hechos estos previstos por el Art. 311, párrafo I del mismo 
Código y sancionados con las penas de prisión correccional 
de seis a sesenta días y multa de cinco a sesenta pesos; 
que, en consecuencia, al declarar culpable a Antonio Santa-
na de dichos delitos, la Corte a qua atribuyó a los hechos 
de la prevención la calificación legal que les corresponde 
según su propia naturaleza, y al condenarlo a las penas de 
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cuatro meses de prisión correccional y a una multa de cin-
cuenta pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, resulta que las sanciones que le han sido impuestas se 
encuentran ajustadas a la combinación de los textos arriba 
citados con el apartado 6", del Art. 463 del Código Penal, 
así como al principio del no cúmulo de penas; 

Considerando, que examinada en Sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Santana, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santiago en fecha veinte y seis de junio 
del presente año mil novecientos cincuenta y siete, sentencia 
cuyo dispositivo se transcribe en otro lugar del presente fa-
llo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Motel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera 'Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo, de fecha 14 de diciembre de 1956. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Tito D'Sanctis. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

Recurrido: Santiago de León. 

Abogado: Dr. Caonabo Jiménez Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo. Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tito D'Sanc-
lis, dominicano, domiciliado y residente en esta ciudad, cé-
dula 16772, serie 47, sello 40626, contra sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Trujillo, como Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do, en fecha catorce de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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cuatro meses de prisión correccional y a una multa de cin-
cuenta pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, resulta que las sanciones que le han sido impuestas se 
encuentran ajustadas a la combinación de los textos arriba 
citados con el apartado 6", del Art. 463 del Código Penal, 
así como al principio del no cúmulo de penas; 

Considerando, que examinada en s"us demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Santana, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santiago en fecha veinte y seis de junio 
del presente ario mil novecientos cincuenta y siete, sentencia 
cuyo dispositivo se transcribe en otro lugar del presente fa-
llo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SIINTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DE 1957 

4.:entencia, impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo, de fecha 14 de diciembre de 1956. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Tito D'Sanctis. 
Abora, do: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

Reeurrido: Santiago de L,eón. 
Abogado: Dr. Caonabo Jiménez Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo. Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete. arios 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tito D'Sanc-
tis. dominicano, domiciliado y residente en esta ciudad, cé-
dula 16772, serie 47, sello 40626, contra sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Trujillo, como Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do, en fecha catorce de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula 3726, serie 

1, sello 5956, abogado del recurrente, en la lectura de ,z  
conclusiones; 

Oído el Dr. Caonabo Jiménez Paulino, cédula 32037, 
serie 31, sello 7734, abogado del recurrido Santiago de León, 
dominicano, cobrador de guagua, de este domicilio y resi-
dencia, cédula 65251, serie 1, sello 225409, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General  
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el primero de 
febrero del corriente año ' (1957), suscrito por el Lic. Quíri-
co Elpidio Pérez B., abogado del recurrente, en el cual se 
invocan los siguientes medios: "Primer medio: Violación del 
Art. 21 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; desconó-
cimiento de los efectos y alcance de la apelación, Arts. 457 
y 462 del Código de Procedimiento Civil, combinados con el 
Art. 691 del Código Trujillo de Trabajo y 57 de la Ley N 
637 sobre Contratos de Trabajo, año 1944"; "Segundo medio: 
Falta de Base Legal; violación de las reglas de la prueba y 
desnaturalización de los hechos de la causa"; "Tercer medio: 
Violación de los Arts. 168, 169, 660 combinados con los 
Arts. 691 del Código Trujillo de Trabajo y del 63 de la Ley 
NQ 637 sobre Contratos de Trabajos, año de 1944"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Cao-
nabo Jiménez Paulino, abogado del recurrido, notificado al 
abogado del recurrente en fecha catorce de marzo del cc - 
rriente año (1957); 

Visto el memorial de ampliación de fecha cuatro •- 
abril del corriente año, suscrito por el abogado del recurrido - 

La Suprema Corte de Justicia, después de habe .r delibe-
rado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 2 y 691 del 
:ódigo de Trabajo, y 1, 20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 

siguiente: "1) que con motivo de la demanda en pago de 

las prestaciones que el Código Trujillo de Trabajo acuerda 
a los trabajadores despedidos sin causa justificada, el Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción del DistMo de 
Santo Domingo (hoy Distrito Nacional), dictó, en Inficio-
nes de tribunal de trabajo de primer grado en fecha 
veintinueve de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, una sentencia con el siguiente dispositivo: 'TALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto declara, el 
despido injustificado del obrero Santiago de León y resuelto • 
el contrato entre éste y su patrono señor Tito D'Sanctis 2  por 
culpa de éste último; SEGUNDO: Que debe condenar, como 
al efecto condena, al patrono señor Tito D'Sanctis, a pagarle 
al señor Santiago de León, a razón de RD$3.00 diarios, las 
sumas correspondientes a 24 días y 60 días por concepto 
de desahucio o preaviso y auxilio de cesantía; TERCERO: 
Que debe condenar, como al efecto condena, al señor Tito 
D'Sanctis, a pagarle al obrero Santiago de León, a 'razón 
de RD$3.00 diarios, cuatro (4) semanas de vacaciones; 
CUARTO: que debe condenar, como al efecto condena; al 
señor Tito D'Sancti, a pagarle al obrero Santiago de León' 
una suma igual a los salarios que habría recibido el trabaja-
dor desde el día de su demanda hasta la fecha de la sentencia 
definitiva dictada en última instancia, sin exceder esta suma 
de los salarios correspondientes a tres meses; QUINTO: Que 
debe condenar, como al efecto condena, al señorTiibkD'Sanc-
tis, al pago de las costas"; 2) que sobre el recurso de apela-
ción interpuesto por Tito D'Sanctis, la Cámara Civil y Co-
mercial del Distrito Nacional, después de haber realizado la 
información testimonial ordenada por su sentencia del ca-
torce de marzo de mil novecientos cincuenta y cinco s  dictó 
sentencia sobre el fondo en fecha siete de julio de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, la cual contiene el dispositivo 
siguiente: "FALLA: Primero: Rechaza, por ser infundado 
el recurso de apelación interpuesto por Tito D'Sanctis, con-
tra la sentencia de trabajo del Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción de este Distrito, de fecha 29 de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, dictada en favor de 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
s Oído el Lic. Quirico Elpidio Pérez B., cédula 3726, serie 

1, sello 5956, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. Caonabo Jiménez Paulino, cédula 32037, 
serie 31, sello 7734, abogado del recurrido Santiago de León. 
dominicano, cobrador de guagua, de este domicilio y resi-
dencia, cédula 65251, serie 1, sello 225409, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el primero de 
febrero del corriente ario • (1957), suscrito por el Lic. Qu'U-l-
eo Elpidio Pérez B., abogado del recurrente, en el cual se_ 
invocan los siguientes medios: "Primer medio: Violación de: 
Art. 21 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; desconó-
cimiento de los efectos y alcance de la apelación, Arts. 457 
y 462 del Código de Procedimiento Civil, combinados con e! 
Art. 691 del Código Trujillo de Trabajo y 57 de la Ley- :\ 
637 sobre Contratos de Trabajo, año 1944"; "Segundo medi,_ 
Falta de Base Legal; violación de las reglas de la prueba y 
desnaturalización de los hechos de la causa"; "Tercer medio: 
Violación de los Arts. 168, 169, 660 combinados con los 
Arts. 691 del Código Trujillo de Trabajo y del 63 de la Ley 
N° 637 sobre Contratos de Trabajos, ario de 1944"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Cac.- 
nabo Jiménez Paulino, abogado del recurrido, notificado a: 
abogado del recurrente en fecha catorce de marzo del cc - 
rriente año (1957) ; 

Visto el memorial de ampliación de fecha cuatro el,- 
abril del corriente ario, suscrito por el abogado del recurrido - 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 2 y 691 del 
-7ódigo de Trabajo, y 1, 20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta in 

siguiente: "1) que con motivo de la demanda en pago ri,-•  

las prestaciones que el Código Trujillo de Trabajo acuerda 

a los trabajadores despedidos sin causa justificada, ei Juz-
aado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distito de. 
lanto Domingo (hoy Distrito Nacional), dictó, en 'Uncio-
nes de tribunal de trabajo de primer grado en fecha 
veintinueve de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
pRIMERO: Que debe declarar, como al efecto declara, el 
despido injustificado del obrero Santiago de León y resuelto • 
el contrato entre éste y su patrono señor Tito D'Sanctisi por 
culpa de éste último; SEGUNDO: Que debe condenar, como 
al efecto condena, al patrono señor Tito D'Sanctis, a pagarle 
al señor Santiago de León, a razón de RD$3.00 diarios, las 
sumas correspondientes a 24 días y 60 días por concepto, 
de desahucio o preaviso y auxilio de cesantía; TERCERO: 
Que debe condenar, como al efecto condena, al señor Tito 
D'Sanctis, a pagarle al obrero Santiago de León, a 'razón 
de RD$3.00 diarios, cuatro (4) semanas de Vacátiones; 
CUARTO: que debe condenar, como al efecto condena; al 
señor Tito D'Sancti, a pagarle al obrero Sarülago de León. 
una suma igual a los salarios que habría recibido el trabaja-
dor desde el día de su demanda hasta la fecha de la sentencia 
definitiva dictada en última instancia, sin exceder esta suma 
de los salarios correspondientes a tres meses; QUINTO: ,Que 
debe condenar, como al efecto condena, al señoiTityD'Sane-
tis, al pago de las costas"; 2) que sobre el recurso de apela-
ción interpuesto por Tito D'Sanctis, la Cámara CiVit y Co-
mercial del Distrito Nacional, después de haber realizado la 
información testimonial ordenada por su sentencia del ca-
torce de marzo de mil novecientos cincuenta y cinco, dictó 
sentencia sobre el fondo en fecha siete de julio de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, la cual contiene el dispositivo 
siguiente: "FALLA: Primero: Rechaza, por ser infundado 
el recurso de apelación interpuesto por Tito D'Sanctis, con-
tra la sentencia de trabajo del Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción de este Distrito, de fecha 29 de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, dictada en favor de- 



Santiago de León; y, en consecuencia, confirma la sentencia 
impugnada en todas sus partes, por los motivos ya prece-
dentemente expuestos; Segundo: Condena a la parte inti-
mante al pago de tan solo los costos"; 3) que sobre el 
recurso de casación interpuesto por Tito D'Sanctis la Supre-
ma Carie de Justicia dictó en fecha diez de febrero de mil 
novecientos cincuenta y seis, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Priniera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo (hoy Distrito Nacio-
nal), en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado. 
en fecha siete .de julio de mil novecientos cincuenta y cinco, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: Compensa, las cos-
tas"; y 4) que el Tribunal de envío dictó en fecha catorce de 
diciembre ,de mil novecientos cincuenta y seis la sentencia 
ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Rechaza por improcedente e infun-
dado el recurso de apelación interpuesto por el señor Tito J11 

D'Sanctis, contra la sentencia de trabajo dictada por el Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito Na-
cional, de fecha 29 de septiembre de 1954. dictada en favor 
del obrero Santiago de León y, en consecuencia, confirma 
la refnida sentencia; SEGUNDO: Condena al señor Tito 
D'Sanctis, parte apelante al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se invoca la desnaturalización de los hechos de la causa, 
falta de base legal y la violación de las reglas de la prueba; 
que el, recurrente ha venido sosteniendo ante los jueces del 
fondo, que no obstante pertenecerld el vehículo en donde 
prestaba sus servicios el demandante Santiago de León, él 
no era lu patrono, porque había alquilado dicho vehículo a 
Julio E. Bon, por el precio de $14.00 diarios, según contrato 
registrado el once de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres; que, especialmente, ante el Tribunal a quo  

el recurrente Tito D'Sanctis, por órgano de su abogado, 
apoderado especial, Lic. Quírico Elpidio Pérez B., alegó en 
el ordinal segundo de sus conclusiones de audiencia, que el 
testimonio de Armando Ramón Aybar "confirmaba los tér-
minos del contrato de alquiler de la guagua, registrado, que 
obra en el expediente", y que, "en tales condiciones, las 
relaciones del señor Santiago de León lo unen con una ter-

,' cera persona. ..", y que, "consiguientemente cualquiera re- 
clamación fundada en el contrato de trabajo. .. debió ini-

_ ciarse contra su co-contratante. . . "; 

Considerando que en presencia de estas conclusiones 
formales, el Tribunal a quo estaba en el deber de ponderar 
el contrato de alquiler alegado por el actual recurrente co-
mo un medio de defensa encaminado a demostrar que si 
originariamente él fué patrono de Santiago de León, a par-

: tir de la fecha del referido contrato él fué sustituido como 
patrono por la persona a quien se le había dado en alquiler 
el vehículo; que al no haber ponderado esa circunstancia de 
la causa, susceptible de influir en la solución del litigio, el 
Tribunal a quo no ha justificado legalmente su decisión; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente tem- 
' bién sostiene que el Juez a quo ha desnaturalizado los he-

chos de la causa al afirmar que "el cobrador recibió siempre 
'según ha sido informado' su material de trabajo, uniformes, 

1  cartera de cobrador, órdenes e instrucciones del señor Tito 
D'Sanctis", pues "el informativo demostró lo contrario";  
que tampoco expresa la sentencia impugnada "de dónde 
emana la información. .. extraña a cuanto se dijera en el 
juicio. .. o si la obtuvo 'fuera del proceso..."; 

Considerando que, ciertamente, en el cuarto "conside- 
rando", el fallo impugnado ha admitido que "el mencionado 
chófer, Julio E. Bon, así como Santiago de León percibían 

t el pago de sus labores de Tito D'Sanctis; y que el cobrador 
Santiago de León, además del pago de sus salarios, recibió 
siempre según ha sido informado, su material de trabajo, 
uniforme, cartera de cobrador, órdenes e instrucciones del 
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Santiago de León; y, en consecuencia, confirma la sentencia 
impugnada en todas sus partes, por los motivos ya prece-
dentemente expuestos; Segundo: Condena a la parte inti-
mante al pago de tan solo los costos"; 3) que sobre el 
recurso de casación interpuesto por Tito D'Sanctis la Supre-
ma Certe de Justicia dictó en fecha diez de febrero de mil 
novecientos cincuenta y seis, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Cá-
mara Civil y ComerGial del Juzgado de PriMera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo (hoy Distrito Nacio-
nal), en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en feoha siete.de julio de mil novecientos cincuenta y cinco, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envia el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: Compensa, las cos-
tas"; y 4) que el Tribunal de envío dictó en fecha catorce de 
diciembre .de mil novecientos cincuenta y seis la sentencia 
ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
"FALLA:. PRIMERO: Rechaza por improcedente e infun-
dado el recurso de apelación interpuesto por el señor Tito 
D'Sanctis, cóntra la sentencia de trabajo dictada por el Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito Na-
cional, de fecha 29 de septiembre de 1954. dictada en favor 
del obrero Santiago de León y, en consecuencia, confirma 
la referida sentencia; SEGUNDO: Condena al señor Tito 
D'Sanctis, parte apelante al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se invoca la desnaturalización de los hechos de la causa, 
'falta de base legal y la violación de las reglas de la prueba; 
que el mcurrente ha venido sosteniendo ante los jueces del 
fondo, que no obstante pertenecerlé el vehículo en donde 
prestaba sus servicios el demandante Santiago de León, él 
no era Su patrono, porque había alquilado dicho vehículo a 
Julio E. Bon, por el precio de $14.00 diarios, según contrato 
regíslrado el once de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres; que, especialmente, ante el Tribunal a quo 

el recktrrente Tito D'Sanctis, por órgano de su abogado, 
apoderado especial, Lic. Quírico Elpidio Pérez B., alegó en 
el ordinal segundo de sus conclusiones de audiencia, que el 
testimonio de Armando Ramón Aybar "confirmaba los tér-
minos del contrato de alquiler de la guagua, registrado, que 
obra en el expediente", y que, "en tales condiciones, las 
relaciones del señor Santiago de León lo unen con una ter-
cera persona. . .", y que, "consiguientemente cualquiera re-
clamación fundada en el contrato de trabajo... debió ini-
ciarse contra su co-contratante..."; 

Considerando que en presencia de estas conclusiones 
formales, el Tribunal a quo estaba en el deber de ponderar 
el contrato de alquiler alegado por el actual recurrente co-
mo un medio de defensa encaminado a demostrar que si 
originariamente él fué patrono de Santiago de León. a par-

i tir de la fecha del referido contrato él fué sustituído como 
patrono por la persona a quien se le había dado en alquiler 
el vehículo; que al no haber ponderado esa circunstancia de 

, la causa, susceptible de influir en la solución del litigio, el ni 
1 nibunal a quo no ha justificado legalmente su decisión; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente tam-
" bién sostiene que el Juez a quo ha desnaturalizado los he- 

chos de la causa al afirmar que "el cobrador recibió siempre 
, 'según ha sido informado' su material de trabajo, uniformes, 

cartera de cobrador, órdenes e instrucciones del señor Tito L 
D'Sanctis", pues "el informativo demostró lo contrario"; 
que tampoco expresa la sentencia impugnada "de dónde 

1 emana la información . . . extraña a cuanto se dijera en el 
,,',, juicio... o si la obtuvo 'fuera del proceso. .."; 
, 	Considerando que, ciertamente, en el cuarto "conside- 
trando", el fallo impugnado ha admitido que "el mencionado 

chófer, Julio E. Bon, así como Santiago de León percibían 
el pago de sus labores de Tito D'Sanctis; y que el eobrador 
Santiago de León, además del pago de sus salarios, recibió 
siempre según ha sido informado, su material de trabajo, 
filiforme, cartera de cobrador, órdenes e instrucciones del 
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señor Tito D'Sanctis, circunstancias y hechos que en la pre-
sente permiten edificar la convicción del Juez, para admitir 
que Tito D'Sanctis era el patrono de Santiago de León"; 

Considerando que en este otro aspecto el tribunal a quo 
tampoco ha justificado legalmente su decisión, pues al dar 
por comprobado lo que ha sido anteriormente expuesto, el 
Juez a quo no precisa de dónde obtuvo los elementos de jui-
cio retenidos para fundar su fallo, limitándose' a expresar 
que "el cobrador Santiago de León además del pago de los 
salarios recibió siempre según ha sido informado-- su ma-
terial de trabajo, uniforme, cartera de cobrador, órdenes e 
instrucciones del señor Tito D'Sanctis...", expresión equí-
voca e insuficiente, pues no se puede determinar, con rigu-
rosa exactitud, si esa información ia obtuvo el Juez fuera 
del ejercicio de sus funciones, lo que sería contrarid a las 
reglas de prueba, o si por el contrario formó su criterio 
apoyándose en elementos de prueba sometidos a la discusión 
de las partes en los debates y al examen del juez en la de-
cisión; 

Considerando que, por consiguiente, la sentencia im-
pugnada debe ser anulada, sin que sea necesario examinar 
los demás medios del recurso; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso 3, 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas po-
drán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada 
por falta de base legal, falta o insuficiencia de motivos, des-
naturalización de los hechos o por cualquiera otra violación 
de las reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de 
los jueces; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de 'Trujillo, como Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha catorce de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Pri- 

mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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señor Tito D'Sanctis, circunstancias y hechos que en la pre-
sente permiten edificar la convicción del Juez, para admitir 
que Tito D'Sanctis era el patrono de Santiago de León": 

Considerando que en este otro aspecto el tribunal a quo 
tampoco ha justificado legalmente su decisión, pues al dar 
por comprobado lo que ha sido anteriormente expuesto, el 
Juez a quo no precisa de dónde obtuvo los elementos de jui-
cio retenidos para fundar su fallo, limitándose' a expresar 
que "el cobrador Santiago de León además del pago de los 
salarios recibió siempre según ha sido informado— su ma-
terial de trabajo, uniforme, cartera de cobrador, órdenes e 
instrucciones del señor Tito D'Sanctis...", expresión equí-
voca e insuficiente, pues no se puede determinar, con rigu-
rosa exactitud, si esa información la obtuvo el Juez fuera 
del ejercicio de sus funciones, lo que sería contrarió a las 
reglas de la. prueba, o si por el contrario formó su criterio 
apoyándose en elementos de prueba sometidos a la discusión 
de las partes en los debates y al examen del juez en la de-
cisión; 

Considerando que, por consiguiente, la sentencia im-
pugnada debe ser anulada, sin que sea necesario examinar 
los demás medios del recurso; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso S, 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas po-
drán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada 
por falta de base legal, falta o insuficiencia de motivos, des-
naturalización de los hechos o por cualquiera otra violación 
de las reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de 
los jueces; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronLii-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de 'Trujillo, como Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha catorce de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Pri- 

mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
aod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

29 de mayo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Félix Martínez. 
Ahogado: Dr. Miguel Angel Sosa Duarte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día dieciocho del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Mar-
tínez, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, domi-
ciliado y residente en Puerto Plata, cédula 12716, serie 3'7 
sello 3008614, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha veintinueve de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en `atribuciones correccionales, 
sentencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el doctor Salvador Cornielle Segura, cédula 1739 ; 
 serie 18, con sello 8165, en representación del doctor Miguel 

Angel Sosa Duarte, cédula 11011, serie 56, sello 34999, abo-
gado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación 11 ,bantada en' la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de junio de mil 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
tiséis de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el doctor Miguel Angel Sosa Duarte, abogado del, recu-
rrente, en el cual se invocan los medios de casación . que 
más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379 del Código Penal, y. 1 y . 

43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a).: .que 
por ante el Cuartel de la Policía Nacional en la ciudad de 
Puerto Plata, compareció el día diez de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y seis el señor Clemente L. Pickett, 
Administrador de "Industria de Pastas Alimenticias, C. por-
A.", y denunció que estaba fabricando un tipo de macarro-
nes cortados (coditos), del cual, solamente había vendido y 
para uso personal, una caja de diez libras a Félix Martínez, 
y otra de diez libras a Manuel Santana. y que con extrañeza 
había visto una caja del mismo tipo de macarrones, conte-
niendo diecisiete libras, para el expendio, en el establecimien-
to comercial del señor Julio Pascual, en la calle "Camino 
Real" de dicha ciudad de Puerto Plata, lo que informó "pa-
ra los fines de investigación"; b) que practicadas las dili-
gencias de lugar, por oficio 1627 de fecha 17 de diciembre . 
de 1956,' suscrito por el oficial comandante de la P.N., des- 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

29 de mayo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Félix Martínez. 

Ahogado: Dr. Miguel Angel Sosa Duarte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodorniro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día dieciocho del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, arios 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Mar-
tínez, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, dorn:- 
ciliado y residente en Puerto Plata, cédula 12716, serie 37, 
sello 3008614, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha veintinueve de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete, dictada en 'atribuciones correccionales, 
sentencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el doctor Salvador Cornielle Segura, cédula 1739,- 
serie 18; con sello 8165, en representación del doctor Miguel' 
Angel Sosa Duarte, cédula 11011, serie 56, sello 34999, abo-
gado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación 14antáda en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de junio de mil 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio deterisninado de 
casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
tiséis de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el doctor Miguel Angel Sosa Duarte, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379 del Código Penal, y: 1 y 
43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)..que 
por ante el Cuartel de la Policía Nacional en la ciudad de 
Puerto Plata, compareció el día diez de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y seis el señor Clemente L. Pickett, 
Administrador de "Industria de Pastas Alimenticias, C. por 
A.", y denunció que estaba fabricando un tipo de macarro-
nes cortados (coditos), del cual, solamente había vendido y 
para uso personal, una caja de diez libras a Félix Martínez, 
y otra de diez libras a Manuel Santana. y que con extrañeza 
habia visto una caja del mismo tipo de macarrones, conte-
niendo diecisiete libras, para el expendio, en el establecimien-
to comercial del señor Julio Pascual, en la calle "Camino 
Real" de dicha ciudad de Puerto F:lata. lo que informó "pa-
ra los fines de investigación"; b) que practicadas las dili-
gencias de lugar, por oficio 1627 de fecha 17 de diciennbre 
de 1956, suscrito por el oficial comandante de la P.N., des- 
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tacado en Puerto Plata, Capitán Clodomiro Gautreaux Pi-
mentel, el cual dice así: "Del: Oficial Comandante de la 
12da. P.N.— Al: Magistrado Procurador Fiscal-Ciudad. 
—Asunto: Sometimiento judicial en contra del nombrado 
Félix Martínez, acusado de ser presunto autor de robo de 
macarrones cortados en perjuicio del Sr. Clemente L. Pic-
kett, sobre el asunto.— Anexos: 1)— Un (1) acta suscrita 
por el ler. Tte. Segundo Márquez Abreu, P.N., de acuerdo 
con la deramcia presentada por el Sr. Clement L. Pickett, 
sobre. el' asunto.— 2)— Un (1) recibo suscrito por el Sr. 

-Julio Pascual.— 1.— La Policía Nacional apodera a ese 
Digno Representante del Ministerio Público del presente ca-
so, para que el expediente a cargo del nombrado Félix Mar-
tínez, sea ventilado debidamente en la Justicia, conforme la 
denuncia suscrita por el Sr. Clement L. Pickett, que figura 
en el anexo, pieza básica de este expediente y lo que se 
indica en el-asunto.— 2.— No obstante la parte denunciante 
del eai.o haber expresado finalmente en el acta anexa, -que 
su propia denuncia carecía de base, por razonamientos pos-
teriores, la POlicia Nacional, sí considera que hay motivos 
suficientes para someter al nombrado Félix Martínez, como 
presunto autor de robo de macarrones, en perjuicio del se-
ñor Ciernent L. Pickett, siendo asalariado.— 3.— La caja 
de macarrones que fué ocupada por la Policía Nacional, al 
comerciante Julio Pascual, le fué devuelta mediante recibo 
que figura en el anexo (2)"; c) que apoderado del hecho, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, dictó en fecha diecinueve de febrero de mil 
novecientos cincuenta y siete una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: que debe variar, como 
en efecto varía, la calificación del delito de robo que se le 
imputa al nombrado Félix Martínez, por la del delito de esta-
fa; Segundo: que debe declarar y declara que el supradicho 
Félix Martínez, de generales que constan en el expediente, 
es culpable del delito de estafa en perjuicio de la Industria 
de Pastas Alimenticias, C. por A., hecho previsto y penado 
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por el artículo 405 del Código Penal; y en consecuencia, lo 
condena al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$ 
01°0), compensables en caso de insolvencia, a razón de un 
'cha de prisión por cada peso dejado de pagar, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; condenándolo, además, 
al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
;puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago 
dictó en fecha veintinueve de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forrna el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha diecinueve del mes de febrero del año mil novecientos 
cincuenta y siete, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata, mediante la cual varió 

.la calificación del delito de robo que se le imputaba al 
nombrado Félix Martinei, por la de delito de estafa, en 
perjuicio de la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., 
y como autor de este delito, lo condenó al pago de una multa 
de veinte pesos (RD$20.00) oro, compensables, en caso de 
insolvencia, a razón de un día de prisión por cada peso 
dejado de pagar, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y al pago de las costas, únicamente, en el sentido 
de restituir la calificación primitiva de robo, considerando la 

:cosa sustraída de un valor menor de veinte pesos, confir-
',, mando la expresada sentencia en sus demás aspectos; y 
TERCERO: Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "PRIMER MEDIO: Vio-
lación del derecho de defensa"; SEGUNDO MEDIO: Vio-
lación del artículo 405 del Código Penal", y "TERCER ME-
DIO: Violación del artículo 379 del Código Penal" y "Falta 
de base legal"; 

Considerando que por el tercero y último medio del 
_recurso, el recurrente invoca la "Violación del artículo 379 
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tácado en Puerto Plata, Capitán Clodomiro Gautreaux Pi-
mentel, el cual dice así: "Del: Oficial Comandante de la 
12da. Cía. P.N.— Al: Magistrado Procurador Fiscal-Ciudad. 
—Asunto: Sometimiento judicial en contra del nombrado 
Félix Martínez, acusado de ser presunto autor de robo de 
macarrones cortados en perjuicio del Sr. Clemente L. Pic-
kett, sobre el asunto.— Anexos: 1)— Un (1) acta suscrita 

-por el ler. Tte. Segundo Márquez Abreu, P.N., de acuerdo 
con la denuncia presentada por el Sr. Clement L. Pickett, 
sobre.  el' asunto.— 2)— Un (1) recibo suscrito por el Sr. 

.Julio Pascual.— 1.— La Policía Nacional apodera a ese 
Digno Representante del Ministerio Público del presente ea-
so, para que el expediente a cargo del nombrado Félix Mar-
tínez, sea ventilado debidamente en la Justicia, conforme la 
denuncia suscrita por el Sr. Clement L. Pickett, que figura 
en el anexo, pieza básica de este expediente y lo que se 
indica en el-asunto.— 2.— No obstante la parte denunciante 
del ca..o haber expresado finalmente en el acta anexa, que 
su propia denuncia carecía de base, por razonamientos pos-
teriores, la POlicía Nacional, sí considera que hay motivos 
suficientes para someter al nombrado Félix Martínez, como 
presunto autor de robo de macarrones, en perjuicio del se-
ñor Clement L. Pickett, siendo asalariado.— 3.— La caja 
de macarrones que fué ocupada por la Policía Nacional, al 
comerciante Julio Pascual, le fué devuelta mediante recibo 
que figura en el anexo (2)"; e) que apoderado del hecho, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, dictó en fecha diecinueve de febrero de mil 
novecientos cincuenta y siete una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: que debe variar, como 
en efecto varía, la calificación del delito de robo que se le 
imputa al nombrado Félix Martínez, por la del delito de esta-
fa; Segundo: que debe declarar y declara que el supradicho 
Félix Martínez, de generales que constan en el expediente, 
es culpable •del delito de estafa en perjuicio de la Industria 
de Pastas Alimenticias, C. por A., hecho previsto y penado 

r el artículo 405 del Código Penal; y en consecuencia, lo 
ndená al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$ 
.00), compensables en caso de insolvencia, a razón de un 

de prisión por cada peso dejado de pagar, acogiendo en 
favor circunstancias atenuantes; condenándolo, además, 
pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago 
dictó en fecha veintinueve de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y siete, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha diecinueve del mes de febrero del año mil novecientos 

. cincuenta y siete, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata, mediante la cual varió 
la calificación del delito de robo que se le imputaba al 
nombrado Félix Martinei, por la de delito de estafa, en 
perjuicio de la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., 
y como autor de este delito, lo condenó al pago de una multa 
de veinte pesos (RD$20.00) oro, compensables, en caso de 
insolvencia, a razón de un día de prisión por cada peso 
dejado de pagar, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y al pago de las costas, únicamente, en el sentido 
de restituir la calificación primitiva de robo, considerando la 
cosa sustraída de un valor menor de veinte pesos, confir-

• mando la expresada sentencia en sus demás aspectos; y 
TERCERO: Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "PRIMER MEDIO: Vio-
lación del derecho de defensa"; SEGUNDO MEDIO: Vio-
lación del artículo 405 del Código Penal", y "TERCER ME-
DIO: Violación del artículo 379 del Código Penal" y "Falta 
de base legal"; 

Considerando que por el tercero y último medio del 
.recurso, el recurrente invoca la "Violación del artículo 379 
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del Código Penal" y aduce, en resumen, que en la espede 
no ha habido sustracción de la cosa de otro; que esa cosa 
le fué a él entregada por compra que hizo de la misma, - 
que la Corte a qua al expresar en el fallo impugnado se 
modificaba la sentencia apelada "únicamente, en el sentido 
de restituir la calificación primitiva de robo, considerando 
la cosa sustraída, de un valor menor de veinte pesos", y 
confirmar la pena impuesta por el Juez del primer grado, 
sin que el prevenido pudiera ser objeto de condenación por 
robo, al faltar los elementos constitutivos de este delito, :7., 
decisión carece de "base legal"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido en 
el fallo impugnado: a) que el prevenido trabajaba por ajus-
te en la Industria de Pastas Alimenticias establecida en 
Puerto Plata, donde ganaba aproximadamente un peso con 
cincuenta centavos por día; b) que en fecha cinco de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y seis dicha industria le 
vendió, según lo acostumbraba con sus trabajadores, una 
caja de pastas en cuyo exterior se leía que contenía "fideos", 
ccm diez libras netas, la cual a su vez vendió, al siguienT, 
día, jueves seis de diciembre, al comerciante Julio Pasct„, 
por el mismo precio que la había adquirido, o sea un peso 
setenta. ceigavos; c) que dos días después, o sea el sábado 
ocho de diciembre, Julio Pascual y su vendedor Maitínez 
procedieron a abrir la caja y a pesar su contenido, y al 
realizar esa operación, dicha caja resultó no ser de "fideos" 
como se leía en el exterior de la misma y que él había en-
tendido comprar, sino de macarrones del tipo denominado 
"coditos", y con dos libras en exceso, o sea un total de doce 
libras en vez de diez; d) que frente a esa circunstancia, e! 
prevenido y su comprador convinieron en que éste pagaría 
mayor precio, o sea dos pesos por dicha caja de coditos; e', 
que el mencionado prevenido dispuso en su beneficio dei 
valor de las dos libras de pasta recibidas en exceso, cuyc 
valor de treinta centavos le fué abonado en su cuenta con 
la casa comercial de Julio Pascual; 

Considerando que en la especie, la Corte a qua, por 
tener dudas sobre la existencia de las maniobras 'fraudu-
lentas, elemento constitutivo de la estafa, cambió la califi-
cación dada por el Juez del primer grado por la del delito 
de robo; Pero, 

Considerando que la sustracción es uno de los elementos 
constitutivos del robo; que la remisión o entrega voluntaria 
de la cosa por el propietario o poseedor, aún cuando haya 
sido por error y retenida fraudulentamente por el que la 
haya recibido, hace desaparecer la sustracción; que los he-
chos comprobados y admitidos en el fallo impugnado evi-
dencian que la caja de pastas alimenticias que contenía 
las dos libras de macarrones cortados (coditos) en exceso, 
fué entregada espontáneamente al prevenido Martínez por 
su propietario la Industria de Pastas Alimenticias, C. por 
A.; que en tales circunstancias, la sustracción, elemento in-
dispensable para que el delito de robo se encuentre debida-
mente caracterizado, no existe en el presente caso; que, 
por tanto, la Corte a qua al fallar en la forma que lo hizo, 
violó el artículo 379 del C,ódigo Penal y, consecuentemente, 
la sentencia recurrida debe ser casada, sin que sea necesario 
examinar los otros dos medios de casación invocados; 

Considerando que al tenor del artículo 43 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, si se anulare el fallo por-
que el hecho que dió lugar a la condenación no es castigado 
por la ley y no hubiese parte civil, no se dispondrá el envío 
del asunto a ningún tribunal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atri-
buciones correccionales, el veintinueve de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segtuido: Declara de oficio las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
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del Código Penal" y aduce, en resumen, que en la espet_lt, 
no ha habido sustracción de la cosa de otro; que esa cosa 
le fué a él entregada por compra que hizo de la misma. -
que la Corte a qua al expresar en el fallo impugnado 
modificaba la sentencia apelada "únicamente, en el sentido 
de restituir la calificación primitiva de robo, considerando 
la cosa sustraída, de un valor menor de veinte pesos", y 
confirmar la pena impuesta por el Juez del primer grado. 
sin que el prevenido pudiera ser objeto de condenación por 
robo, al faltar los elementos constitutivos de este delito. 3 1_,  
decisión carece de "base legal"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido en 
el fallo impugnado: a) que el prevenido trabajaba por ajus-
te en la Industria de Pastas Alimenticias establecida en 
Puerto Plata, donde ganaba aproximadamente un peso con 
cincuenta centavos por día; b) que en fecha cinco de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y seis dicha industria te 
vendió, según lo acostumbraba con sus trabajadores, una 
caja de pastas en cuyo exterior se leía que contenía "fideos". 
con diez libras netas, la cual a su vez vendió, al siguienr. 
día, jueves seis de diciembre, al comerciante Julio Pasc ∎  
por el mismo precio que la había adquirido, o sea un peso 
setenta centavos; e) que dos días después, o sea el sábado 
ocho de diciembre, Julio Pascual y su vendedor Martínez 
procedieron a abrir la caja y a pesar su contenido, y al 
realizar esa operación, dicha caja resultó no ser de "fideos' 
como se leía en el exterior de la misma y que él había en-
tendido comprar, sino de macarrones del tipo denominado 
"coditos", y con dos libras en exceso, o sea un total de doce 
libras en vez de diez; d) que frente a esa circunstancia, el 
prevenido y su comprador convinieron en que éste pagarla 
mayor precio, o sea dos pesos por dicha caja de toditos; 
que el mencionado prevenido dispuso en su beneficio dei 
valor de las dos libras de pasta recibidas en exceso, cuyo 
valor de treinta centavos le fué abonado en su cuenta con 
la casa comercial de Julio Pascual; 

Considerando que en la especie, la Corte a qua, por 
tener dudas sobre la existencia de las maniobras 'fraudu-
lentas, elemento constitutivo de la estafa, cambió la califi-
cación dada por el Juez del primer grado por la del delito 
de robo; pero, 

Considerando que la sustracción es uno de los elementos 
constitutivos del robo; que la remisión o entrega voluntaria 
de la cosa por el propietario o poseedor, aún cuando haya 
Sido por error y retenida fraudulentamente por el que la 
haya recibido, hace desaparecer la sustracción; que los he-
chos comprobados y admitidos en el fallo impugnado evi-
dencian que la caja de pastas alimenticias que contenía 
las dos libras de macarrones cortados (coditos) en exceso, 
fué entregada espontáneamente al prevenido Martínez por 
su propietario la Industria de Pastas Alimenticias, C. por 
A.; que en tales circunstancias, la sustracción, elemento in-
dispensable para que el delito de robo se encuentre debida-
mente caracterizado, no existe en el presente caso; que, 
por tanto, la Corte a qua al fallar en la forma que lo hizo, 
violó el artículo 379 del Código Penal y, consecuentemente, 
la sentencia recurrida debe ser casada, sin que sea necesario 
examinar los otros dos medios de casación invocados; 

. 	Considerando que al tenor del artículo 43 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, si se anulare el fallo por-
que el hecho que dió lugar a la condenación no es castigado 
por la ley y no hubiese parte civil, no se dispondrá el envío 
del asunto a ningún tribunal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atri-
buciones correccionales, el veintinueve de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Declara de oficio las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
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Confin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la ao. 
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fijé 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTE/NICIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DE 1957 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 27 

de junio de 1957, 

ldatei ia: Penal. 

Et,ecurrente: Ana Mercedes Rodríguez Molina. 

IP En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala ctonde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, h.oy día dieciocho del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, arios 114' de la Independencia. 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Mer-
cedes Rodríguez Molina, de generales ignoradas, cédula 
7578, serie lra., cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia pronunciada en atribuciones 
correcionales por la Corte de Apelación de La Vega, en 
fecha veintisiete de junio de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 1 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

, .de la República; 
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Contin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Erne 
Curiel hijo, Secretario General.. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au, 

diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTEÑCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 27 
de junio de 1957, 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ana Mercedes Rodríguez Molina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, lioy día dieciocho del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia. 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Mer-
cedes Rodríguez Molina, de generales ignoradas, cédula 
7578, serie 1ra., cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia pronunciada en atribuciones 
correcionales por la Corte de Apelación de La Vega, en 
fecha veintisiete de junio de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 1 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en J a 
 Secretaría de la Corte a qua, el día cinco de julio de mil 

novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19, párrafo a) de la Ley ''\To 
1608, Sobre Ventas Condicionales de Muebles, del año 1947; 
406 y 463, apartado 6to., del Código Penal; 188 y 208 del 
Código de Procedimiento Criminal y 1 y 65 de la Ley sob 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis 
fué sometida Ana Mercedes Rodríguez Molina, a la acción 
-de la justicia, prevenida del delito de abuso de confianza en 
perjuicio de Diego Teruel Roca; b) que habiendo conocido 
del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictó el día treinta y uno 
de enero de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
-en defecto, con el siguiente dispositivo: "Primero: Se pro-
nuncia defecto contra la nombrada Ana Mercedes Rodrí-
guez, de generales ignoradas, por no haber comparecido a 
la audiencia para la cual fué citada legalmente; Segundo: 
Se condena a dicha nombrada Ana Mercedes Rodríguez 

-a seis meses de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes por el delito de abuso de con-
fianza en perjuicio de Diego Teruel Roca; Tercero: Se con-
dena además al pago de las costas"; c) que no conforme con 
'dicha sentencia, Ana Mercedes Rodríguez Molina, inter-
puso recurso de oposición, el cual fué conocido por dicha 
Cámara Penal, y fallado por sentencia de fecha veintiséis 
de 'febrero del mismo año de mil novecientos cincuenta y 
siete, con el siguiente dispositivo: "Primero: Se declara 
nulo y sin ningún efecto el presente recurso de oposición 
interpuesto por la prevenida Ana Mercedes Rodríguez, con-
tra sentencia de esta Cámara Penal de fecha 31 del mes de 
enero del 1957, que la condenó en defecto a seis meses de  

prisión correccional y costas acogiendo en su favor circuts-
rancias atenuantes por el delito de Abuso de Confianza en 
perjuicio de Diego Teruel Roca; por no haber comparecido 
as  la audiencia a pesar de .haber sido legalmente citada; 
segundo: Se condena a la recurrente además al pago de 
las costas"; d) que no conforme tampoco con dicho fallo, 
_Ama Mercedes Rodríguez Molina interpuso recurso de ape-
lación, del cual conoció la Corte de Apelación de La Vega, 
dictando en fecha dos de mayo del año en curso (1957), 

una sentencia en defecto cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: Primero: Declara regular y válido, en cuanto a 

la forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Decla-
ra defecto en contra da la inculpada Ana Mercedes Rodrí-
guez, por no haber comparecido a audiencia a pesar de 
haber sido legalmente citada; Tercero: Modifica la sentencia 
rendida por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, el treinta y uno de 
enero del año mil novecientos cincuenta y siete, que condenó 
a la prevenida Ana Mercedes Rodríguez, —de generales 
en el expediente—, a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional y costas, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, por el delito de abuso de confianza en perjuicio 
de Diego Teruel Roca; en el sentido de condenar a dicha 
Ana Mercedes Rodríguez a sufrir la pena de dos meses de 
prisión correccional por el delito antes citado del cual se le 
reconoce autora responsable, acogiendo en su favor más 
amplias circunstancias atenuantes; Cuarto: Condena ade 
más a la prevenida Ana Mercedes Rodríguez al pago de las 
costas de esta instancia"; e) que, sobre el recurso de opo-
:,HOn interpuesto por la actual recurrente contra esa sen- 

ncia. fué pronunciada en defecto la sentencia ahora im- 
j..:nada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: De- 
,ra defecto en contra de la inculpada Ana Mercedes Ro- 
',guez, por no haber comparecido a esta audiencia a pesar 

haber sido citada legalmente; Segundo: Declara nulo el 
iurso de oposición interpuesto en fecha seis de mayo del 

-::9 mil novecientos cincuenta y siete, por la prevenida Ana 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en 
Secretaría de la Corte a qua, el día cinco de julio de 
novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de la recu 
rrente, en la cual no se invoca ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del' 
berado, y vistos los artículos 19, párrafo a) de la Ley N 
1608, Sobre Ventas Condicionales de Muebles, del año 1947 
406 y 463, apartado 6to., del Código Penal; 188 y 208 de 
Código de Procedimiento Criminal y 1 y 65 dé la Ley sob 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis 
fué sometida Ana Mercedes Rodríguez Molina, a la acción 
-de la justicia, prevenida del delito de abuso de confianza en 
perjuicio de Diego Teruel Roca; b) que habiendo conocido 
del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictó el día treinta y uno 
de enero de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
en defecto, con el siguiente dispositivo: "Primero: Se pro-
nuncia defecto contra la nombrada Ana Mercedes Rodrí-
guez, de generales ignoradas, por no haber comparecido a 
la audiencia para la cual fué citada legalmente; Segundo: 
Se condena a dicha nombrada Ana Mercedes Rodríguez 
a seis meses de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes por el delito de abuso de con-
fianza en perjuicio de Diego Teruel Roca; Tercero: Se con-
dena además al pago de las costas"; c) que no conforme con 
dicha sentencia, Ana Mercedes Rodríguez Molina, inter-
puso recurso de oposición, el cual fué conocido por dicha 
Cámara Penal, y fallado por sentencia de fecha veintiséis 
de febrero del mismo año de mil novecientos cincuenta y 
siete, con el siguiente dispositivo: "Primero: Se declara 
nulo y sin ningún efecto el presente recurso de oposición 
interpuesto por la prevenida Ana Mercedes Rodríguez, con-
tra sentencia de esta Cámara Penal de fecha 31 del mes de 
enero del 1957, que la condenó en defecto a seis meses de  

risión correccional y costas acogiendo en su favor circutis-
tancias atenuantes por el delito de Abuso de Confianza en 
perjuicio de Diego Teruel Roca; por no haber comparecido 

a la audiencia a pesar de .haber sido legalmente citada; 
segundo: Se condena a la recurrente además al pago de 
las costas"; d) que no conforme tampoco con dicho fallo, 
Ana Mercedes Rodríguez Molina interpuso recurso de ape-
lación, del cual conoció la Corte de Apelación de La Vega, 
dictando en fecha dos de mayo del año en curso (1957), 
una sentencia en defecto cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: Primero: Declara regular y válido, en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Decla-
ra defecto en contra da la inculpada Ana Mercedes Rodrí-
guez, por no haber comparecido a audiencia a pesar de 
haber sido legalmente citada; Tercero: Modifica la sentencia 
rendida por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, el treinta y uno de 
enero del año mil novecientos cincuenta y siete, que condenó 
a la prevenida Ana Mercedes Rodríguez, —de generales 
en el expediente—, a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional y costas, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, por el delito de abuso de confianza en perjuicio 
de Diego Teruel Roca; en el sentido de condenar a dicha 
Ana Mercedes Rodríguez a sufrir la pena de dos meses de 
prisión correccional por el delito antes citado del cual se le 
reconoce autora responsable, acogiendo en su favor más 
amplias circunstancias atenuantes; Cuarto: Condena ade 
más a la prevenida Ana Mercedes Rodríguez al pago de las 
costas de esta instancia"; e) que, sobre el recurso de opo-
sición interpuesto por la actual recurrente contra esa sen-
tencia, fué pronunciada en defecto la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: De-

: clara defecto en contra de la inculpada Ana Mercedes Ro-
dríguez, por no haber comparecido a esta audiencia a pesar 
<-k= haber sido citada legalmente; Segundo: Declara nulo el 

curso de oposición interpuesto en fecha seis de mayo del 
mil novecientos cincuenta y siete, por la prevenida Ana 
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Metcedes Rodríguez, —de generales en el expediente—, col - 
tra sentencia dictada por esta Corte el dos de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y siete, que la condenó, ac 
giendo en su favor circunstancias atenuantes, en defecto, 
a sufrir la pena de dos meses de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de abuso de confianza en 
perjuicio de Diego Teruel Roca; por no haber comparecido 
a la audiencia para la cual fué citada regularmente; Tercero: 
Condena a la nombrada Ana Mercedes Rodríguez al pago 
de las costas de esta instancia"; 

Considerando, que como el recurso de casación inter-
puesto contra una sentencia correccional que declara nula la 
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener 
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto 
que estatuyó sobre el fondo de la prevención, procede el 
examen de ambas decisiones; 

Considerando, en cuanto a la sentencia del veinte y 
siete de junio del presente año mil novecientos cincuenta y 
siete, que declaró la nulidad de la oposición; que al tenor 
de los arts. 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
la oposición a una sentencia en defecto pronunciada en ma-
teria correccional es nula si el oponente no compareciere 
a sostener la oposición; que en la sentencia impugnada cons-
ta que la oponente no compareció a la audiencia fijada para 
el conocimiento del recurso, no obstante haber sido legal-
mente citada y que el ministerio público pidió en sus conclu-
siones la nulidad de la oposición; que, en tales condiciones. 
la  Corte a qua aplicó correctamente los mencionados textos 
legales al pronunciar la nulidad del recurso de oposición 
interpuesto por Ana Mercedes Rodríguez, contra la senten-
cia en defecto del dos de mayo del presente año (1957) , 
pronunciada por la misma Corte que estatuyó sobre eI 
fondo de la prevención; 

Considerando, en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende como se ha expresado ya, el presente re-
curso de casación; que la Corte a qua dió por establecido,  

mediante la ponderación de los elementos de prueba apor-
tados al debate: 10 que en fecha diecisiete de diciembre de , 

 mil novecientos cincuenta y cinco, Diego Teruel Roca vendió 
a  Ana Mercedes Rodríguez Molina, de conformidad con las 
previsiones de la Ley N^ 1608 del año 1947, sobre Ventas 
Condicionales de Muebles "una máquina de coser marca 
"New Yorker", por el precio de ciento cuarenta pesos (RD 
$140.00) ; 2" que de dicho precio Ana Mercedes Rodríguez 
Molina, quedó adeudando al vendedor la suma de RD$40.00, 
correspondiente a los pagarés de mayo, junio, julio y agos-
agosto de mil novecientos cincuenta y seis; 3" que en fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, 
—después de infructuosa intimación de pago dentro- del 
plazo legal—, el vendedor obtuvo del Juzgado de Paz de 
la Segunda Circunscripción de La Vega, Auto d'e Incautación ' 

de dicha máquina de coser, el cual fué notificado a Ana 
Mercedes Rodríguez Molina, en fecha diez y siete del indi-
cado mes por acto de alguacil, con intimación a la vez de , 

 que entregara la mencionada máquina de coser a Diego Te-
niel Roca, intimación a la cual contestó la requerida, di-
ciendo: "que no tiene máquina por haber dispuesto de ella"; 
y 4" por último, que la prevenida dispuso de dicha máquina. 
"sin el consentimiento del propietario"; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza, pre-
visto por el Art. 19, párrafo a) de la Ley N 9  1608 .dél .  año 
1947, sobre Ventas Condicionales de Muebles, y sancionado 
por el Art. 406 del Código Penal, aplicable al caso, con las 
penas de prisión correccional de uno a dos años y multa 
que no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de 
la tercera parte de las indemnizationes y restituciones 
que se deban al agraviado; que, en consecuencia, al declarar 
culpable la Corte a qua a Ana Mercedes Rodríguez Molina 
del delito puesto a su cargo, atribuyó a los hechos de la pre-
vención la calificación legal que les corresponde según su 
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Metcedes Rodríguez, —de generales en el expediente—, con-
tra sentencia dictada por esta Corte el dos de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y siete, que la condenó, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, en defecto, 
a sufrir la pena de dos meses de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de abuso de confianza en 
perjuicio de Diego Teruel Roca; por no haber comparecido 
a la audiencia para la cual fué citada regularmente; Tercero: 
Condena a la nombrada Ana Mercedes Rodríguez al pago 
de las costas de esta instancia"; 

Considerando, que como el recurso de casación inter-
puesto contra una sentencia correccional que declara nula la 
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener 
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto 
que estatuyó sobre el fondo de la prevención, procede el 
examen de ambas decisiones; 

Considerando, en cuanto a la sentencia del veinte y 
siete de junio del presente año mil novecientos cincuenta y 
siete, que declaró la nulidad de la oposición; que al tenor 
de los arts. 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
la oposición a una sentencia en defecto pronunciada en ma-
teria correccional es nula si el oponente no compareciere 
a sostener la oposición; que en la sentencia impugnada cons-
ta que la oponente no compareció a la audiencia fijada para 
el conocimiento del recurso, no obstante haber sido legal-
mente citada y que el ministerio público pidió en sus conclu-
siones la nulidad de la oposición; que, en tales condiciones, 
la Corte a qua aplicó correctamente los mencionados textos 
legales al pronunciar la nulidad del recurso de oposición 
interpuesto por Ana Mercedes Rodríguez, contra la senten-
cia en defecto del dos de mayo del presente año (1957), 
pronunciada por la misma Corte que estatuyó sobre eI 
fondo de la prevención; 

Considerando, en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende como se ha expresado ya, el presente re-
curso de casación; que la Corte a qua dió por establecido,  

mediante la ponderación de los elementos de prueba apor-
tados al debate: 1" que en fecha diecisiete de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y cinco, Diego Teruel Roca vendió 
a  Ana Mercedes Rodríguez Molina, de conformidad con las 
previsiones de la Ley N" 1608 del año 1947, sobre Ventas 
Condicionales de Muebles "una máquina de coser marca 
,,New Yorker", por el precio de ciento cuarenta pesos (RD 
$140.00) ; 2" que de dicho precio Ana Mercedes Rodríguez 
Molina, quedó adeudando al vendedor la suma de RD$40.00, 
correspondiente a los pagarés de mayo, junio, julio y agos-
agosto de mil novecientos cincuenta y seis; 3" que en fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, 
—después de infructuosa intimación de pago dentro- del 
plazo legal—, el vendedor obtuvo del Juzgado de Paz de 
la Segunda Circunscripción de La Vega, Auto d'e Incautación 
de dicha máquina de coser, el cual fué notificado a Ana 
Mercedes Rodríguez Molina, en fecha diez y siete del indi-
cado mes por acto de alguacil, con intimación a la vez de , 

 que entregara la mencionada máquina de coser a Diego Te-
ruel Roca, intimación a la cual contestó la requerida, di-
ciendo: "que no tiene máquina por haber dispuesto de ella"; 
y 4^ por último, que la prevenida dispuso de dicha máquina. 
"sin el consentimiento del propietario"; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza, pre-
visto por el Art. 19, párrafo a) de la Ley No 1608 dél -año 
1947, sobre Ventas Condicionales de Muebles, y sancionado 
por el Art. 406 del Código Penal, aplicable al caso, con las 
penas de prisión correccional de uno a dos años y multa 
que no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de 
la tercera parte de las indemnizationes y restituciones 
que se deban al agraviado; que, en consecuencia, al declarar 
culpable la Corte a qua a Ana Mercedes Rodríguez Molina 
del delito puesto a su cargo, atribuyó a los hechos de la pre-
vención la calificación legal que les corresponde según su 
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propia naturaleza, y al condenarla a la pena de dos meses 
de prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, le impuso sanciones que se encuentran ajustadas 
a la combinación del texto legal antes citado con el apartado 
e., del Art. 463 del Código Penal; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su atiulátión; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación "interpuesto por Ana Mercedes Rodríguez Molina, 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por ta -Corte de Apelación de La Vega, en fecha vein-
tisiete dé junio' del presente año mil novecientos cincuenta 
y siete; sentencia cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar fiel presente fallo; y Segundo: Condena a dicha »ecu-
rrente al pago de las costas. 

(FIrmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.—T. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin 'Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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siNTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1957 

ritvnein impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo de fecha 24 de abril de 1957. 

Materia: Penal. 

urrente: Marcelino Cordones Moreno. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcelino 
Cordones Moreno, dominicano, mayor de edad, soltero, obre-
ro y chófer, cédula 7135, serie 8, sello 182131, para 1956, 
contra sentencia pronunciada en grado de apelación y en 
sus atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, en fecha veinte y 
cuatro de abril del presente año mil novecientos cincuenta 
Y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del 'rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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propia naturaleza, y al condenarla a la pena de dos meses 
de prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, le impuso sanciones que se encuentran ajustadas 
a la combinación del texto legal antes citado con el apartado 
e., del Art. 463 del Código Penal; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su ~ladón; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación -interpuesto por Ana Mercedes Rodríguez Molina, 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por ta .Corte de Apelación de La Vega, en fecha vein-
tisiete de junio del presente año mil novecientos cincuenta 
y siete; sentencia cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicha `recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lárnarche H.-7. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1957 

S•ntencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo de fecha 24 de abril de 1957. 

materia: Penal. 

R4 • iTente : Marcelino Cordones Moreno. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcelino 
Cordones Moreno, dominicano, mayor de edad, soltero, obre-
ro y chófer, cédula 7135, serie 8, sello 182131, para 1956, 
contra sentencia pronunciada en grado de apelación y en 

, sus atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, en fecha veinte y 
cuatro de abril del presente año mil novecientos cincuenta 
Y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

, k" 	Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
• 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinticinco de abril 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del re-
currente en la cual no se invoca ningún medio determinad 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber 
berado, y vistos los Arts. 3, inciso a), de la Ley NY 2022 del 
año 1949, modificado por la Ley N° 3749 del año 1954, 
el párrafo IV del mismo artículo, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de febrero de mil novecientos cincuenta 
y siete, por actuaciones de la Policía Nacional, fueron some-
tidos ante el representante del ministerio público del -
do de Paz del municipio de Monte Plata, los nombrados J 
sé del Carmen Betancourt y Marcelino Cordones Morer 
por el "hecho de choque de vehículos, y violación a la L. 
N° 2022 sobre accidentes de vehículos"; b) que dicho fun-
cionario apoderó del hecho, al Juzgado del municipio de 
Monte Plata, el cual pronunció en fecha veintiocho de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y siete, la sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "Primero: Que debe condenar y condena, 
al nombrado José del Carmen Betancourt, de generales 
anotadas, al pago de una multa de diez pesos oro (RD$10. 
00) por no haber guardado su derecha rigurosamente mien-
tras transitaba por la carretera Sabana Grande de Boyá-
Monte Plata, para darle paso al vehículo que se lo pedía 
con toques de bocina; Segundo: Que debe condenar y con-
dena al nombrado Marcelino Cordones Moreno, también de 
generales anotadas al pago de una multa de veinte pesos oro 
(RD$20.00) y a sufrir seis (6) días de prisión por haber 
chocado el vehículo que conducía delante José del Carme 
Betancourt, cuando se proponía pasarle sin tener asegurado 
el espacio suficiente, dándole un impacto en la parte trasera 
que lo precipitó a la cuneta, produciéndole golpes curables  

antes de diez días a varios de sus ocupantes; Tercero: Que 
debe ordenar y ordena la cancelación de la licencia dechó-

fer al sentenciado Marcelino Cordones Moreno durante dos 
meses después de la extinción de su condena; Cuarto: Que 
debe condenar y condena a ambos sentenciados al pago de 
las costas"; 

Considerando, que sobre la apelación de los prevenidos, 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Trujillo pronunció la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Declara con res-
pecto al pedimento de reenvío de la causa, hecho por el 
abogado que representa a José del Carmen Betancourt, que 
los hehos de dicha causa, están suficientemente sustanciados, 
para conocer del fondo de ésta; Segundo: Declara regular 
y válido los recursos de apelación interpuestos por José del 
Carmen Betancourt y Marcelino Cordones Moreno; Tercero: 
Confirma la sentencia apelada en todas sus partes; Cuarto: 
Condena además a los acusados al pago de las costas"; 

Considerando, que el Tribunal a quo, dió por estableci-
do, mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, en lo que respecta al actual recurrente, Marcelino 
Cordones Moreno, que éste, mientras manejaba una 'gua-
gua" por la carretera que conduce de Sabana Grande de 
Boyá a Ciudad Trujillo, trató de pasarle, en una curva, al 
carro que manejaba José del Carmen Betancourt, que iba 
delante, "sin tener asegurado el espacio suficiente para ello 
hacia su izquierda", chocando "a dicho carro por detrás", 
lo cual provocó que por su imprudencia, este vehículo vol-
cara, resultando en dicha volcadura, la señora Severa 
Manzueta con lesiones que curaron antes de diez días... ; 
que, en los hechos así comprobados y admitidos por el Tri-
bunal a quo, se encuentran reunidos los elementos constitu-
tivos del delito de golpes involuntarios causados con el 
manejo de un vehículo de motor, que curaron antes de diez 
días, en perjuicio de Severa Manzueta, hecho previsto por 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinticinco de abril' 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
currente en la cual no se invoca ningún medio determina_ 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 3, inciso a), de la Ley 1\19 2022 del 
año 1949, modificado por la Ley NQ 3749 del, año 1954, y 
el párrafo IV del mismo artículo, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en -los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de febrero de mil novecientos cincuenta 
y siete, por actuaciones de la Policía Nacional, fueron some-
tidos ante el representante del ministerio público del 'Juz,- 
do de Paz del municipio de Monte Plata, los nombrados J. 
sé del Carmen Betancourt y Marcelino Cordones Morer . 
por el "hecho de choque de vehículos, y violación a la Ley 
N" 2022 sobre accidentes de vehículos"; b) que dicho fu- - 
cionario apoderó del hecho, al Juzgado del municipio de 
Monte Plata, el cual pronunció en fecha veintiocho de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y siete, la sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "Primero: Que debe condenar y condena, 
al nombrado José del Carmen Betancourt, de generales 
anotadas, al pago de una multa de diez pesos oro (RD$10. 
00) por no haber guardado su derecha rigurosamente mies 
tras transitaba por la carretera Sabana Grande de Soy, 
Monte Plata, para darle paso al vehículo que se lo ped. 
con toques de bocina; Segundo: Que debe condenar y cc' 
dena al nombrado Marcelino Cordones Moreno, también de 
generales anotadas al pago de una multa de veinte pesos oro 
(RD$20.00) y a sufrir seis (6) días de prisión por hab, 
chocado el vehículo que conducía delante José del Carme:  
Betancourt, cuando se proponía pasarle sin tener asegurad,  
el espacio suficiente, dándole un impacto en la parte trasel 
que lo precipitó a la cuneta, produciéndole golpes curable  

antes de diez días a varios de sus ocupantes; Tercero: Que 
debe ordenar y ordena la cancelación de la licencia dechó-
fer al sentenciado Marcelino Cordones Moreno durante dos 
meses después de la extinción de su condena; Cuarto: Que 
debe condenar y condena a ambos sentenciados al pago de 
las costas"; 

Considerando, que sobre la apelación de los prevenidos, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo pronunció la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Declara con res-
pecto al pedimento de reenvío de la causa, hecho por el 
abogado que representa a José del Carmen Betancourt, que 
los hehos de dicha causa, están suficientemente sustanciados, 
para conocer del fondo de ésta; Segundo: Declara regular 
y válido los recursos de apelación interpuestos por José del 
Carmen Betancourt y Marcelino Cordones Moreno; Tercero: 
Confirma la sentencia apelada en todas sus partes; Cuarto: 
Condena además a los acusados al pago de las costas"; 

Considerando, que el Tribunal a quo, dió por estableci-
do, mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron, regularmente administrados en la instrucción de la 

-. causa, en lo que respecta al actual recurrente, Marcelino 
Cordones Moreno, que éste, mientras manejaba una 'gua-
gua" por la carretera que conduce de Sabana Grande de 
Boyá a Ciudad Trujillo, trató de pasarle, en una curva, al 
carro que manejaba José del Carmen Betancourt, que iba 
delante, "sin tener asegurado el espacio suficiente para ello 
hacia su izquierda", chocando "a dicho carro por detrás", 
lo cual provocó que por su imprudencia, este vehículo vol-
cara, resultando en dicha volcadura, la señora Severa 

\ Manzueta con lesiones que curaron antes de diez días... ; . 
' que, en los hechos así comprobados y admitidos por el Tri-

bunal a quo, se encuentran reunidos los elementos constitu-
tivos del delito de golpes involuntarios causados con el 
manejo de un vehículo de motor, que curaron antes de diez 
días, en perjuicio de Severa Manzueta, hecho previsto por 
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el Art. 3 de la Ley 2022 del año 1949, modificado por la Ley.  
NQ 3749 del año 1949, inciso a), y sancionado con las pen 
de seis días a seis meses de prisión y multa de seis pesos a 
ciento ochenta pesos; que, en consecuencia, al declarar cul-
pable al prevenido del delito puesto a su cargo, el Tribun 
a quo atribuyó a los hechos de la prevención la calificació 
legal que le corresponde según su propia naturaleza, y a 
condenarle a las penas de seis días de prisión y multa de 
veinte pesos, y mantener además, la cancelación de su li 
cencia para manejar vehículos de motor por el término de 
dos meses contados a partir de la extinción de las penas 
pronunciadas, resulta que las sanciones que le han sido im-
puestas al recurrente, se encuentran ajustadas al texto legal 
antes citado, así como al párrafo IV del Art. 3, de la men-
cionada Ley 2022; 

Considerando, que examinada la sentencia impUgnada 
en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justi-
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Marcelino Cordones Moreno, contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación y en atribu-
ciones correccionales por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo, en fecha veinte y cuatro 
de abril del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
sentencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pn 
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha 'sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.-- 

BOLETÍN JUDICIAL 
	 2141 

Recurrente: Andrés Díaz (a) Amador. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

, . 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernándo 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre .de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

tencia: . 
Sobre el recurso de casación interpuesto por , Andrés 

Díaz (a) Amador, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en la sección de Hondu-

ras, Baní, cuya cédula de identidad no consta en el expe-

diente, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-

lación de San Cristóbal, en atribuciones criminales, en fecha 
once de julio de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo se copiará en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;- 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

• de la República; 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE D1..1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San CriitÓbal, de 

fecha 11 de julio de 1957, 

(Materia: Penal. 
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el Art. 3 de la Ley 2022 del año 1949, modificado por la Ley 
N9 3749 del año 1949, inciso a), y sancionado con las penas 
de seis días a seis meses de prisión y multa de seis pesos a 
ciento ochenta pesos; que, en consecuencia, al declarar cul-
pable al prevenido del delito puesto a su cargo, el Tribunal 
a quo atribuyó a los hechos de la prevención la calificaci • 

 legal que le corresponde según su propia naturaleza, y 
condenarle a las penas de seis días de prisión y multa 
veinte pesos, y mantener además, la cancelación de su - 
cencia para manejar vehículos de motor por el término de 
dos meses contados a partir de la extinción de las penas 
pronunciadas, resulta que las sanciones que le han sido im-
puestas al recurrente, se encuentran ajustadas a] texto legal 
antes citado, así como al párrafo IV del Art. 3, de la men-
cionada Ley 2022; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justi-
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Marcelino Cordones Moreno, contra , 

 sentencia pronunciada en grado de apelación y en atribu-
ciones correccionales por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo, en fecha veinte y cuatro 
de abril del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
sentencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto CuriP' 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha' sido dada y firmada por l' 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en 1 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada 'por mí, Secretario General, que_ 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DY.1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San CriStóbal, de 

fecha 11 de julio de 1957, 

LE, materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Díaz (a) Amador. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C.,. Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernándo 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General,, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de octubre .de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por , Andrés 
Díaz (a) Amador, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en la sección de Hondu-
ras, Baní, cuya cédula de identidad no consta en el expe-
diente, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, en atribuciones criminales, en fecha 
once de julio de mil novecientos cincuenta y síete, cuyo dis-
positivo se copiará en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 



Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha dieciocho de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte 'de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309, última parte, del Código 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en virtud de una providencia calificativa del Magistrado 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Trujillo Valdez 
de fecha seis de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
seis, el inculpado Andrés Díaz (a) Amador, fué enviado al 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo Valdez, en atribuciones criminales, como "presunto 
autor de_l crimen de herida voluntaria que causó la muerte 
con premeditación y asechanza a Manuel Emilio Santana 
(a) Viejo, hecho ocurrido en la sección de Honduras, juris-
dicción del municipio de Baní"; 2) que dicho tribunal cono-
ció en fecha once de enero de mil novecientos cincuenta y 
siete, de la causa seguida al acusado Andrés Díaz (a) Ama-
dor, y decidió el caso por su sentencia de esa misma Techa, 
que contiene el siguiente dispositivo; "FALLA: PRIMERO: 
Que debe variar, como al efecto varía, la calificación dada 
al hecho y puesta a cargo del nombrado Andrés Díaz (a) 
Amador, del crimen de herida voluntaria con premeditación 
y asechanza que causó la muerte en la persona del que en 
vida respondía al nombre de Manuel Emilio Santana (a) 
Viejo, por la del crimen de herida voluntaria que causó la 
muerte en la persona del que en vida respondía al nombre 
de Manuel Emilio Santana (a) Viejo; SEGUNDO: Declarar, 
como al efecto declaramos al nombrado Andrés Díaz (a) 
Amador, de generales anotadas, culpable del crimen de he-
rida voluntaria que causó la muerte del que en vida respon- 
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día al nombre de Manuel Emilio Santana (a) Viejo, y en 

consecuencia se condena a sufrir la pena de diez (10) años 

de trabajos públicos que deberá cumplir en la Cárcel Pú-
blica de esta ciudad; TERCERO: Ordenar, como al efecto 
ordenamos, la confiscación del cuchillo que figura como 
cuerpo del delito; CUARTO: Condenar, como al efecto lo 
condenamos al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado, fué dictada la sentencia ahora im-
pugnada contentiva del siguiente dispositivo: "FALLA:—
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el acusado Andrés Díaz (a) Amador, contra 
sentencia de fecha 11 de enero de 1957, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo 
Valdez, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo; SEGUNDO: Modifica en cuanto .a la pena 
la sentencia contra la cual se apela, y, en consecuencia, 
condena al acusado Andrés Díaz (a) Amador, a 6 (seis) 
años de trabajos públicos, por el crimen de herida volunta-
ria que ocasionó la muerte al que en vida respondía al 
nombre de Manuel Emilio Santana; y TERCERO: Condena 
al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la causa- 
o siguiente: 1) "que siendo aproximadamente las ocho de 
la noche del domingo nueve de septiembre del año 1956, 
mientras se celebraba una fiesta en la casa de Eliseo Lara 
Martínez, situada en la sección de Honduras, del Municipio 
de Baní, el nombrado Andrés Díaz (a) Amador, le infirió 
una herida a Manuel Emilio Santana (a) Viejo, que le oca- 

onó la muerte; 2) qué según certificación médica que 'Zi- 
ra en el expediente, la víctima Manuel Emilio Santana 

resentaba 'herida incisa punzante en el flanco izquierdo, 
n perforación en el colon transverso y descendente sec- 

i-, ndo el epiplon mayor, que causaron la muerte'; 3) que el 
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so. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha dieciocho de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte 'de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309, última parte, del Código 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en virtud de una providencia calificativa del Magistrado 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Trujillo Valdez 
de fecha seis de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
seis, el inculpado Andrés Díaz (a) Amador, fué enviado al 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo Valdez, en atribuciones criminales, como "presunto 
autor del crimen de herida voluntaria que causó la muerte 
con premeditación y asechanza a Manuel Emilio Santana 
(a) Viejo, hecho ocurrido en la sección de Honduras, juris-
dicción del municipio de Baní"; 2) que dicho tribunal cono-
ció en fecha once de enero de mil novecientos cincuenta y 
siete, de la causa seguida al acusado Andrés Díaz (a) Ama-
dor, y decidió el caso por su sentencia de esa misma Techa, 
que contiene el siguiente dispositivo; "FALLA: PRIMERO: 
Que debe variar, como al efecto varía, la calificación dada 
al hecho y puesta a cargo del nombrado Andrés Díaz (a) 
Amador, del crimen de herida voluntaria con premeditación 
y asechanza que causó la muerte en la persona del que en 
vida respondía al nombre de Manuel Emilio Santana (a) 
Viejo, por la del crimen de herida voluntaria que causó la 
muerte en la persona del que en vida respondía al nombre 
de Manuel Emilio Santana (a) Viejo; SEGUNDO: Declarar, 
como al efecto declaramos al nombrado Andrés Díaz (a) 
Amador, de generales anotadas, culpable del crimen de he-
rida voluntaria que causó la muerte del que en vida respon- 

día al nombre de Manuel Emilio Santana (a) Viejo, y en 

consecuencia se condena a sufrir la pena de diez (10) años 
de trabajos públicos que deberá cumplir en la Cárcel Pú-
blica de esta ciudad; TERCERO: Ordenar, como al efecto 
ordenamos, la confiscación del cuchillo que figura como 
cuerpo del delito; CUARTO: Condenar, como al efecto lo 
condenamos al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado, fué dictada la sentencia ahora im-
pugnada contentiva del siguiente dispositivo: "FALLA:— 
PRIMERO: Declara regular y válido eI recurso de apelación 
interpuesto por el acusado Andrés Díaz (a) Amador, contra 
sentencia de fecha 11 de enero de 1957, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo 
Valdez, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo; SEGUNDO: Modifica en cuanto a la pena 
la sentencia contra la cual se apela, y, en consecuencia, 
condena al acusado Andrés Díaz (a) Amador, a 6 (seis) 
años de trabajos públicos, por el crimen de herida volunta-
ria que ocasionó la muerte al que en vida respondía al 

, nombre de Manuel Emilio Santana; y TERCERO: Condena 
al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
1. mediante la ponderación de los elementos de prueba que 

fueron regularmente aportados en la instrucción de la causa- 
lo siguiente: 1) "que siendo aproximadamente las ocho de 
la noche del domingo nueve de septiembre del año 1956, 
mientras se celebraba una fiesta en la casa de Eliseo Lara 
Martínez, situada en la sección de Honduras, del Municipio 

/ de Baní, el nombrado Andrés Díaz (a) Amador, le infirió 
una herida a Manuel Emilio Santana (a) Viejo, que le oca-

_ sionó la muerte; 2) qué según certificación médica que •Zi-
, 

gura en el expediente, la víctima Manuel Emilio Santana 
presentaba 'herida incisa punzante en el flanco izquierdo, 
con perforación en el colon transverso y descendente see-
nando el epiplon mayor, que causaron la muerte'; 3) que el 



acusado y la víctima eran enemigos porque anteriormente 
Santana había herido a Díaz en la cara; 4) que mientras 
Díaz bailaba con su antigua concubina Atala Mejía, se des-
prendió voluntariamente de ésta y le dió la herida a San-
tana, sin éste haberlo provocado y sin darle oportunidad de 
defenderse; 5) que tan pronto como el acusado Díaz come-
tió el hecho, salió huyendo, pero luego, al día siguiente, 
lunes 10 de septiembre de 1956, en horas de la mañar„, 
se presentó a las autoridades de Baní"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias a.,.1 
comprobados y admitidos por la Corte a pm está caract 
rizado el crimen de heridas voluntarias que ocasionaron 1 
muerte del agraviado, sin intención de darla, crimen puest 
a cargo del recurrente, y previsto y sancionado por el ar-
tículo 309, última parte, del Código Penal, ton la pena 
trabajos públicos; que, en consecuencia, al declarar al ac 
sado Andrés Díaz (a) Amador culpable del mencionado 
crimen, la Corte a qua le atribuyó al hecho la calificación 
legal que le corresponde, y al condenarlo a la pena de se, , 

 años de trabajos públicos, le aplicó una sanción ajustac, 
a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto , . 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca 
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de c 
sación interpuesto por Andrés Díaz (a) Amador, cont 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
fecha once de julio de mil novecientos cincuenta y siete, cu 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presen 
fallo; y Segundo: Condena ál recurrente al pago de 1 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-Ili 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.-411 ( 

Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que- 
certifico.— Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha .23 de mayo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Modesto Pernas López. 
Abogado: Dr. Roberto Rymer Kuisser. 

Prevenido: Basilio Blanco Romero. 
Abogado: Dr. Héctor Barón Goicn. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C. Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Áybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Modesto 
Pernas López, de nacionalidad española, mayor de edad, 
soltero, mecánico-chófer, del domicilio y residencia de esta 
ciudad, cédula 80751, serie P, sello 273952, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha veinte y tres de 
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ayo del, presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia 'más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el abogado del recurrente Dr. Roberto Rymer 

Kuisser, cédula 1644, serie 66, sello 49513, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Doctor Héctor Barón Goico, cédula 4804, serie 
25, sello 21253, abogado del prevenido Basilio Blanco Rome-
ro, cédula 80462, serie 1°, sello 86775, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de mayo 
del año en curso (1957), a requerimiento del recurrente, 
constituido en parte civil en el proceso a cargo del preve-
nido Basilio Blanco Romero, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha die-
cinueve de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por su abogado constituido Dr. Roberto Rymer K., en 
el cual se invoca: "Errónea interpretación y falsa aplicación 
de la Ley N° 3143, publicada en la Gaceta Oficial N 9  7363(• 
del 15 de diciembre de 1951"; 

Visto el memorial de defensa del prevenido Basilio Blan-
co Romero, español, mayor de edad, casado, domiciliado y 
residente en la calle Colón N° 54, chófer, cédula 80462, serle 
1', cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
depositado en fecha treinta de agosto del presente año , 

 (1957), suscrito por su abogado constituido, Dr. Héctor .  
Barón Goico; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 1, 2, 3, 4 y 5 de la Ley N° 3143 
del año 1951; 163 y 212 del Código de Procedimiento Cri-
minal; y 1, 20, 23, inciso 5, 43 y 65, incisos 2 y 3, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de agosto de mil novecientos cincuenta 
y seis, Modesto Pernas López presentó querella ante el 

• Procurador Fiscal del Distrito Nacional, contra Basilio Blan- 
co Romero, por el hecho de "haberle efectuado un trabajo 
-a éste, ascendente a RD$320.21 y no habérsele pagado . .."; 
b) que requerido Basilio Blanco Romero, compareció ante 

-el indicado funcionario y le expresó: "Señor, él —Pernas 
López— pieza no puso ninguna, pues todas las he pagado 
yo. Solo le debo parte de la mano de obra. Creo no alcanza 
a la suma de RD$30.00"; c) que el Procurador Fiscal con-
'cedió a Blanco Romero un plazo de cinco días para que "se 
aviniera a las obligaciones que dijo el querellante haber 
contraído con él"; d) que vencido el indicado plazo, fué 
apoderado del hecho la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
:de Primera instancia del Distrito Nacional, la cual pronun-
ció en fecha veinticinco de febrero del año en curso (1957), 
la sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: 
Se acepta la constitución en parte civil del señor Modesto 
Pernas López; Segundo: Se condena, a Basilio Blanco Rome-
ro a diez pesos oro de multa (RD$10.00); Tercero: Que debe 
condenar, y condena, al prevenido Basilio Blanco Romero 
a pagar al querellante Modesto Pernas López la suma de 
RD$118.46, por los trabajos realizados al señor Blanco Ro-
mero, y lo condena además al pago de una indemnización 
de RD$75.00 (setenta y cinco pesos oro) justa reparación 
por los daños materiales recibidos; Cuarto: Que debe con-
denar y condena, al prevenido Basilio Blanco Romero al 
pago de las costas 'penales y las civiles en provecho del Dr. 
Publio Maximiliano Marte Marión por haber afirmado ha-
berlas avanzado"; 

Considerando, que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido y por la parte civil constituida, Mo-
desto Pernas. López, la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo pronunció la sentencia ahora impugnada, de la cuál  

el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Declara re-
lares y válidos en la forma las apelaciones interpuestas; 

Segundo: Revoca en todas sus partes la sentencia apelada, 
dictada en fecha veinticinco de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, por la Segunda Cámara de lo 
penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
al, cuyo dispositivo se copia anteriormente, y obrando por 
ropia autoridad descarga al prevenido Basilio Blanco Ro-

mero del hecho que se le imputa (violación a la ley NQ 3143), 
r no haberlo cometido; Tercero: Rechaza la demanda de 

a parte civil, por improcedente y mal fundada; y Cuarto: 
('clara las costas penales de oficio"; 

Considerando, que el recurrente invoca en el único 
medio de su recurso, en resumen, que... "el espíritu de 
dicha Ley (la N -  3143 del año 1951) es reprimir el tipo de 
fraude a que ella se refiere. .."; que "la Corte a qua se ha 
basado en que Basilio Blanco Romero no es contratista de 
obra (para serle aplicada dicha ley) lo que prueba que ... 
no fueron vistos los Arts. 3, 4 y 5 de la indicada ley. .." 
a ... "cuyo tenor no es necesario ser contratista de obra" 
sino que ... "a cualquiera persona, sea física o moral —la 
ley— puede serle aplicada... si esa persona ordenare un 

'trabajo y luego, dentro de lo convenido no pagare el pre-
cio . .."; que, además, "aún cuando la Corte a qua hubiera 
descargado al prevenido. .. fundándose en lb jurispruden-
cia y en el Art. 1370 del Código Civil... hubiera debido 
condenar al prevenido al pago de la suma adeudada. .."; 
pero, 

Considerando, que al tenor de los Arts. 1 y 2 de la Ley 
N^ 3143 del año 1951, se sanciona con las penas establecidas 

' en el Art. 401 del Código Penal, a las personas que "con 
motivo de una prdfesión, arte u oficio, reciba dinero, efectos 
u otra compensación, ya sea como anticipo o pago total del 
trabajo que se obligó a ejecutar o como materiales para el 

. mismo y no cumpla su obligación en el tiempo convenido 
o en el que sea necesario para ejecutarlo, así como a aque- 
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es el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Declara re-
culares y válidos en la forma las apelaciones interpuestas; 
Segundo: Revoca en todas sus partes la sentencia apelada, 
dictada en fecha veinticinco de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, por la Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nado-

nal, cuyo dispositivo se copia anteriormente, y obrando por 
propia autoridad descarga al prevenido Basilio Blanco Ro-
mero del hecho que se le imputa (violación a la ley N' 3143), 

r no haberlo cometido; Tercero: Rechaza la demanda de 
a parte civil, por improcedente y mal fundada; y Cuarto: 
Declara las costas penales de oficio"; 

Considerando, que el recurrente invoca en el único 
medio de su recurso, en resumen, que... "el espíritu de 
dicha Ley (la N -  3143 del año 1951) es reprimir el tipo de 
fraude a que ella se refiere. .."; que "la Corte a qua se ha 
basado en que Basilio Blanco Romero no es contratista de 
obra (para serle aplicada dicha ley) lo que prueba que... 
no fueron vistos los Arts. 3, 4 y 5 de la indicada ley. .." 
a ... "cuyo tenor no es necesario ser contratista de obra" 
sino que ... "a cualquiera persona, sea física o moral —la 
ley— puede serle aplicada... si esa persona ordenare un 
trabajo y luego, dentro de lo convenido no pagare el pre-
cio. .."; que, además, "aún cuando la Corte a qua hubiera 
descargado al prevenido. .. fundándose en lb jurispruden-
cia y en el Art. 1370 del Código Civil... hubiera debido 
condenar al prevenido al pago de la suma adeudada. .."; 
pero, 

Considerando, que al tenor de los Arts. 1 y 2 de la Ley 
l‘P 3143 del año 1951, se sanciona con las penas establecidas 
en el Art. 401 del Código Penal, a las personas que "con 
motivo de una prdfesión, arte u oficio, reciba dinero, efectos 
u otra compensación, ya sea como anticipo o pago total del 
trabajo que se obligó a ejecutar o como materiales para el 
mismo y no cumpla su obligación en el tiempo convenido 
O en el que sea necesario para ejecutarlo, así como a aque- 
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Ilas personas que contrataren trabajadores y no pagaren 
éstos la remuneración que les corresponda en la fecha con 
venida o a la terminación del servicio a ellos encomendado 
después que el que hubiera contratado dichos trabajadores 
haya recibido el costo de la obra, aún cuando sea sin nin-
guna estipulación sobre el pago a los trabajadores"; que, el 
Art. 3", de la misma ley prescribe que "la intención frau-
dulenta se comprobará por la circunstancia de no ejecutar 
el trabajo en el tiempo convenido o en el que sea necesario 
para ejecutarlo o por no pagar a los trabajadores... en la 
fecha convenida o a la terminación del trabajo, salvo que 
un caso de fuerza mayor, debidamente comprobado o e 
hecho de no haber recibido el costo de la obra, haya impe-
dido el oportuno cumplimiento de tales obligaciones... - : 

Considerando que en la especie, la Corte a qua para 
vocar el fallo apelado y descargar al prevenido porque 
hecho no estaba previsto en la ley mencionada, se fun , ' 
en que "Basilio Blanco Romero, propietario de tres vehíc, 
los de motor (camionetas) contrató en su nombre personal 
con Modesto Pernas López (mecánico-chófer) la reparación 
y pintura de dichos vehículos, por cuyo servicio le pagó par-
te del precio convenido, adeudándole a la terminación del 
trabajo una suma en dinero, sobre cuyo monto están en 
discusión . .."; que de "ese contrato no resulta... que el 
prevenido fuera encargado por ninguna persona o entidad 
de contratar los trabajadores o servicios del querellante 
para los fines indicados, ni que, como contratista estuviera 
sujeto a recibir ni recibiera el costo de la ejecución del ser-
vicio o trabajo realizado por el querellante, puesto que e-
el prevenido el que estaba obligado personalmente a pagar 
y pagó en parte, la retribución convenida ..."; 

Considerando, que tal y como lo admitió la Corte a qua. 
el hecho de que una persona actúe en su propio nombre . 
contrate los servicios de determinado trabajador y no pague 
a éste el servicio prestado o deje de pagar parte del precio 
del trabajo encomendado, no caracteriza el delito previsto y 
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sancionado por los Arts. 1, 2 y 3 de la Ley N 9  '3143; que, 
en efecto, para que el delito a que se refieren dichos textos 
legales se encuentre caracterizado, es necesario que' quien 
contrate los servicios de los trabajadores —sea persona fí-
sica o moral— haya actuado a nombre de otra pércona o' 
entidad o como contratista de obra y que haya recibido el 
pago de ésta, no pagando a su vez— salvo las excepciones 
previstas por el Art. 3 de dicha ley— el servicio prestado 
por los trabajadores empleados por dicha persona; que, en 
consecuencia, al declarar la Corte a qua que el hecho -puesto 
a cargo del prevenido no estaba incriminado por la Ley N' 
3143, del año 1951, hizo una correcta interpretación de dicha 
Ley, y al descargarlo de las condenaciones penales que se 
le impusieron en primera instancia, aplicó correctamente el 
Art. 212 del Código de Procedimiento Criminal; 

► 	Considerando, en cuanto a la acción civil, que la•Corte 
a qua rechazó las conclusiones de la parte civil constituida, 
sobre el 'fundamento de que su demanda está basada en 
hechos extraños a la prevención; 

Considerando, sin embargo, que el examen de las con-
clusiones presentadas por la parte civil tanto en primera 
instancia, como en apelación, demuestra que su demanda 
a fines civiles está fundada en los mismos elementos de 
hecho que constituyen el objeto de la prevención, o sea que 
el prevenido no ha cumplido con la obligación de pagarle el 
precio de su trabajo, que consistió —según se expresa en 
el fallo impugnado— en la reparación de tres camionetas, 
lo cual constituyó el motivo de la querella y de las perse-
cuciones judiciales iniciadas a requerimiento del ministerio 
público; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte sk qua era 
competente para estatuir sobre la acción civil interpuesta 
por el actual recurrente, y al descargar al prevenido, debió 
investigar si subsistía un delito o un cuasi delito civil o una 
falta civil fundada en la inejecución de una obligación con-
tractual, imputables al prevenido; 
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lías personas que contrataren trabajadores y no pagaren a 
éstos la remuneración que les corresponda en la fecha co: -
venida o a la terminación del servicio a ellos encomenda(: 
después que el que hubiera contratado dichos trabajado r 
haya recibido el costo de la obra, aún cuando sea sin nin-
gima estipulación sobre el pago a los trabajadores"; que, el 
Art. 3", de la misma ley prescribe que "la intención fra. 
dulenta se comprobará por la circunstancia de no ejecut 
el trabajo en el tiempo convenido o en el que sea necesar,;) 
para ejecutarlo o por no pagar a los trabajadores... en la 
fecha convenida o a la terminación del trabajo, salvo que 
un caso de fuerza mayor, debidamente comprobado o el 
hecho de no haber recibido el costo de la obra, haya impe-
dido el oportuno cumplimiento de tales obligaciones. .."; 

Considerando que en la especie, la Corte a qua para re-
vocar el fallo apelado y descargar al prevenido porque 
hecho no estaba previsto en la ley mencionada, se fund 
en que "Basilio Blanco Romero, propietario de tres vehícI, 
los de motor (camionetas) contrató en su nombre personal 
con Modesto Pernas López (mecánico-chófer) la reparación 
y pintura de dichos vehículos, por cuyo servicio le pagó par-
te del precio convenido, adeudándole a la terminación del 
trabajo una suma en dinero, sobre cuyo monto están ( 
discusión . .."; que de "ese contrato no resulta... que 
prevenido fuera encargado por ninguna persona o entidad 
de contratar los trabajadores o servicios del querellante 
para los fines indicados, ni que, como contratista estuviera 
sujeto a recibir ni recibiera el costo de la ejecución del ser-
vicio o trabajo realizado por el querellante, puesto que era 
el prevenido el que estaba obligado personalmente a pagar 
y pagó en parte, la retribución convenida..."; 

Considerando, que tal y como lo admitió la Corte a qu 
el hecho de que una persona actúe en su propio nombre 
contrate los servicios de determinado trabajador y no pagt 
a éste el servicio prestado o deje de pagar parte del precio 
del trabajo encomendado, no caracteriza el delito previsto y  

sancionado por los Arts. 1, 2 y 3 de la Ley N9  '3143; que, 
en efecto, pára que el delito a que se refieren dichos textos 
legales se encuentre caracterizado, es necesario que quien 
contrate los servicios de los trabajadores —sea persona fl-

.; sica o moral— haya actuado a nombre de otra pércona o' 
entidad o como contratista de obra y que haya recibido el 
pago de ésta, no pagando a su vez— salvo las .excepciones 
previstas por el Art. 3 de dicha ley— el servicio prestado 
por los trabajadores empleados por dicha persona; que, en 
consecuencia, al declarar la Corte a qua que el hecho -puesto • 
a cargo del prevenido no estaba incriminado por la Ley N" 
3143, del año 1951, hizo una correcta interpretación de dicha 
Ley, y al descargarlo de las condenaciones penales que se 
le impusieron en primera instancia, aplicó correctamente el 
Art. 212 del Código de Procedimiento Criminal; 

k. 	Considerando, en cuanto a la acción civil, que la• Corte 
a qua rechazó las conclusiones de la parte civil constituida, 
sobre el 'fundamento de que su demanda está basada en 
hechos extraños a la prevención; 

Considerando, sin embargo, que el examen de las con-
clusiones presentadas por la parte civil tanto en primera 
instancia, como en apelación, demuestra que su demanda 
a fines civiles está fundada en los mismos elementos de 
hecho que constituyen el objeto de la prevención, o sea que 
el prevenido no ha cumplido con la obligación de pagarle el 
precio de su trabajo, que consistió —según se expresa en 
el fallo impugnado— en la reparación de tres camionetas, 
lo cual constituyó el motivo de la querella y de las perse-
cuciones judiciales iniciadas a requerimiento del ministerio 
público; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte qua era 
competente para estatuir sobre la acción civil interpuesta 
por el actual recurrente, y al descargar al prevenido, debió 
investigar si subsistía un delito o un cuasi delito civil o una 
falta civil fundada en la inejecución de una obligación con-
tractual, imputables al prevenido; 
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Considerando que al rechazar la Corte a qua la acción 
civil por el único motivo de que dicha acción está fundada i 

 en hechos extraños a la prevención, dejó sin motivos apro-1 
piador este aspecto del fallo impugnado; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto al aspecto 
civil solamente, la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veintitrés de mayo del 
corriente año, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente falla, y envía el asunto, así delimitado, ante la 
Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: Compensa 
las costas; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.- 1 
 Juan A. •Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-

los ML Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué. 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que . 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 1957 

teneia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo de fecha 21 de junio de 1957. 

•.'atería: Penal. 

-*urente: Julio Ernesto Luna Brito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
•ja, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 

.S,,stituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
luto de Presidente; Damián Báez Luis Logroño Co-
én, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
ernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 

Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Er-
nesto Luna Brito, dominicano, mayor de edad, soltero, me-
cánico, domiciliado y lesidente en Sainaguá, común de 
San Cristóbal, Provincia Trujillo, cédula 24899, serie 2, 
cuyo sello de renovación no se menciona en el expediente, 
contra sentencia pronunciada en grado de apelación por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo, en fecha veinte y uno de junio del presente año mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2153 2152 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que al rechazar la Corte a qua la acción 
civil por el único motivo de que dicha acción está fundada 
en hechos extraños a la prevención, dejó sin motivos apro-
piados este aspecto del fallo impugnado; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto al aspecto 
civil solamente, la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veintitrés de mayo del 
corriente año, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto, así delimitado, ante la 
Corte de. Apelación de San Cristóbal; y Segundo: Compensa 
las costas; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. -Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto curiel 
hijo, Secretario General. 
— La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y Publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 111 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
'" .1a, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez 4., Luis Logroño Co-
hén. Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 

rnando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
)domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene- 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru- 
; Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes de octu- 

• de mil novecientos cincuenta y siete, arios 114' de la 
lependencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
ajillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

' ,iguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Er-

nesto Luna Brito, dominicano, mayor de edad, soltero, me-
cánico, domiciliado y lesidente en Sainaguá, común de 
San Cristóbal, Provincia Trujillo, cédula 24899, serie 2, 
cuyo sello de renovación no se menciona en el expediente, 
contra sentencia pronunciada en grado de apelación por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo, en fecha veinte y uno de junio del presente ario mil 
talacrgacnietentos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 

OIL 	Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

-4yrtencla impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrit0 
Judicial de Trujillo de fecha 21 de junio de 1957. 

m.,kteria: Penal. 

}-..,-urrente: Julio Ernesto Luna Brito. 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 1957 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 



         

        

BOLETÍN JUDICIAL 	 2155 2154 	 BOLETÍN JUDICIAL 

    

       

       

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal ' quo, en fecha veinte y siete de 
junio de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el inciso a) y el párráfo V del Art. 3° de la 
Ley N" 2022 del año 1949, modificado por la Ley N" 3749 del 
año 1954; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) ,que 
en fecha siete de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
por actuaciones del Ejército Nacional en funciones policiales, 
fué enviado ante el Fiscalizador del Juzgado de Paz del 
municipio de San Cristóbal, para ser sometido a la justicia, 
el nombrado Julio Ernesto Luna Brito, por el hecho de ha-
berse puesto a manejar la camioneta placa N 9  18450, pro-
piedad de Julio Luna, sin estar provisto de licencia para 
manejar vehículos de motor; haberla volcado en la sección 
de Sainaguá la noche del día 2-6-57 y haber ocasionado gol-
pes a los nombrados Francisco Antonio Aquino Cuevas; 
Samuel Mojica y Dionisio Mieses" curables antes de diez 
días; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz antes 
mencionado, lo resolvió mediante la sentencia pronunciada 
en fecha diez de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo es el dispositivo siguiente: "Primero: Que debe con-
denar y condena al nombrado Julio Ernesto Luna Brito, de 
generales anotadas, al pago de upa multa de ciento ochenta 
pesos y prisión de seis meses, inculpado de violar la ley 
2022; Segundo: Que debe condenar y condena al prevenido 
al pago de las costas"; 

Considerando, que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, el Juzgado de Primera Instancia 

, del Distrito Judicial Trujillo pronunció la sentencia ahora 
jmpugnada, de la cual es el dispositivo siguiente: "FALLA: 
Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por Julio Ernesto Luna Brito contra sentencia 
del Juzgado de Paz de este Municipio de San Cristóbal, que 
lo condenó a seis meses de prisión correccional, al pago de 
una multa de ciento ochenta pesos y al pago, de las costas, 
por el delito de "manejar sin licencia y ocasionarle golpes 
a Francisco Aquino Cuevas, Samuel Mojica y Dionisio •Mie-
ses"; Segundo: Declara que Julio Ernesto Luna Brito, es 
culpable del delito de golpes involuntarios en perjuicio de 
los nombrados Samuel Mojica y Francisco Antonio Aquino 
Cuevas, curables antes de diez días, en consecuencia lo con-
dena a seis meses de prisión correccional y al pago de una 
multa de ciento ochenta Pesos oro •(RD$180.00); Tercero: 
Condena además a Julio Ernesto Luna Brito al pago de las 
costas"; 

Considerando, que el Tribunal a quo dió por estable-
cido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa, los hechos que a continuación se exponen: 1) que 
Julio Ernesto Luna Brito conducía una camioneta, por la 
carretera de Sainaguá, sin estar provisto de la licencia co-
rrespondiente para manejar vehículos de motor; 2). que 
dicha camioneta se fué a la cuneta y chocó ccn un árbol, 
resultando con lesiones curables antes de diez días, Samuel 
Mojica y Francisco Aquino Cuevas; y 3) que dicho accidente 
ocurrió porque el conductor, torpe e imprudentemente, al 
cruzarse con otro carro que venía de frente, desvió el ve-
hículo por él conducido hacia el sitio donde el caso ocurrió; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Juez a quo, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de golpes involuntarios cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor que curaron 
antes de diez días, previsto por el inciso a) del Art. 3" de 
la Ley N- 2022 de 1949, modificado por la Ley N,3749 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinte y siete de 
junio de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el inciso a) y el párrdo V del Art. 3" de la 
Ley N" 2022 del ario 1949, modificado por la Ley N' 3749 del 
ario 1954; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

„ sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) ,que 
en fecha siete de junio mil novecientos cincuenta y siete, 
por actuaciones del Ejército Nacional en funciones policiales, 
fué enviado ante el Fiscalizador del Juzgado de Paz del 
municipio de San Cristóbal, para ser sometido a la justicia, 
el nombrado Julio Ernesto Luna Brito, por el hecho de ha-
berse puesto a manejar la camioneta placa 1\19 18450, pro-
piedad de Julio Luna, sin estar provisto de licencia para 
manejar vehículos de motor; haberla volcado en la sección 
de Sainaguá la noche del día 2-6-57 y haber ocasionado gol-
pes a los nombrados Francisco Antonio Aquino Cuevas; 
Samuel Mojica y Dionisio Mieses" curables antes de diez 
días; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz antes 
mencionado, lo resolvió mediante la sentencia pronunciada 
en fecha diez de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo es el dispositivo siguiente: "Primero: Que debe con-
denar y condena al nombrado Julio Ernesto Luna Brito, de 
generales anotadas, al pago de upa multa de ciento ochenta 
pesos y prisión de seis meses, inculpado de violar la ley 
2022; Segundo: Que debe condenar y condena al prevenido 
al pago de las costas"; 

Considerando, que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, el Juzgado de Primera Instancia 

clel Distrito Judicial Trujillo pronunció la sentencia ahora 
jai. pugna'da, de la cual es el dispositivo siguiente: "FALLA: 
primero: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por Julio Ernesto Luna Brito contra sentencia 
del Juzgado de Paz de este Municipio de San Cristóbal, que 
lo condenó a seis meses de prisión correccional, al pago de 
uria multa de ciento ochenta pesos y al pago. de las costas, 
por el delito de "manejar sin licencia y ocasionarle golpes 
a Francisco Aquino Cuevas, Samuel Mojica y Dionisio Mie- 

, , ses"; Segundo: Declara que Julio Ernesto Luna Brito, es 1 
culpable del delito de golpes involuntarios en perjuicio de 

, los nombrados Samuel Mojica y Francisco Antonio Aquino 
Cuevas, curables antes de diez días, en consecuencia lo con-
dena a seis meses de prisión correccional y al pago de una 
multa de ciento ochenta Pesos oro (RD$180.00); Tercero: 
Condena además a Julio Ernesto Luna Brito al pago de las 
costas"; 

Considerando, que el Tribunal a quo dió por estable-
cido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa, los hechos que a continuación se exponen: 1) que 
Julio Ernesto Luna Brito conducía una camioneta, por la 
catTetera de Sainaguá. sin estar provisto de la licencia co-
rrespondiente para manejar vehículos de motor; 2). que 
dicha camioneta se fué a la cuneta y chocó c'on un árbol, 
resultando con lesiones curables antes de diez días, Samuel 
Mojica y Francisco Aquino Cuevas; y 3) que dicho accidente 
ocurrió porque el conductor, torpe e imprudentemente, al 
cruzarse con otro carro que venía de frente, desvió el ve-
hículo por él conducido hacia el sitio donde el caso ocurrió; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Juez a quo, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de golpes involuntarios cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor que curaron 
antes de diez días, pre.visto por el inciso a) del Art. 3" de 
la Ley No 2022 de 1949, modificado por la Ley N- 3749 
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del año 1954, y sancionado con las penas de seis días a seis• 
meses de prisión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos; 
que, en consecuencia, al declarar el Tribunal a quo al pre-
venido culpable del delito puesto a su cargo, atribuyó a los 
hechos de la prevención la calificación legal que les corres-
ponde según su propia naturaleza, y al condenarle a las pe-
nas de seis meses de prisión y multa de ciento ochenta 
pesos, que son las sanciones máximas establecidas para el 
delito de que se trata, por la circunstancia de qué no estaba 
provisto de licencia para manejar vehículo de motor, resulta 
que las sanciones que le han sido impuestas se encuentran 
justificadas por aplicación del texto legal antes citado com-
binado con el párrafo V del artículo 3 de la Ley N' 2022; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio Ernesto Luna Brito, contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación y en sus atri-
buciones correccionales, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial Trujillo, en fecha veinte y uno 
de junio del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente Tallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas; 

(Firmados) 	Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.- 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Matéo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y ^año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 1957 

tejida impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 30 de mayo de 1957. 

Merla: Penal. 

Rédarrente: Inocencio de Jesús Escolástico. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corté de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista .C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Inocencio 
de Jesús Escolástico, dominicano, mayor de edad, casado, 
practicante, del domicilio y residencia de la común de Hi-

. güey, Provincia Altagracia, cédula 2440, serie 58, sello 
68240, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en fecha treinta del mes de mayo del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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del año 1954, y sancionado con las penas de seis días a seis 
meses de prisión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos: 
que, en consecuencia, al declarar el Tribunal a quo al pre-
venido culpable del delito puesto a su cargo, atribuyó a los " 
hechos de la prevención la calificación legal que les corres-
ponde según su propia naturaleza, y al condenarle a las pe-
nas de seis meses de prisión y multa de ciento ochenta 
pesos, que son las sanciones máximas establecidas para el 
delito de que se trata, por la circunstancia de qué no estaba 
provisto de licencia para manejar vehículo de motor, resulta 
que las sanciones que le han sido impuestas se encuentran 
justificadas por aplicación del texto legal antes citado com 
binado con el párrafo V del artículo 3 de la Ley N" 2022; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio Ernesto Luna Mito, contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación y en sus atri-
buciones correccionales, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial Trujillo, en fecha veinte y uno 
de junio del presente año mil novecientos cincuenta y siete. 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente Tallo; y 40, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas; 

(Firmados) R. Herrera Billini.— Pedro R. Batista L — 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Matéo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por :os 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 1957 

-.Menda impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís de fecha 30 de mayo de 1057. 

materia: Penal. 

ileourrente: Inocencio de Jesús Escolástico. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corté de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista .C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. More!, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro , 

 Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Inocencio 
de Jesús Escolástico, dominicano, mayor de edad, casado, 
practicante, del domicilio y residencia de la común de Hi-
güey, Provincia Altagracia, cédula 2440, serie 58, sello 
68240, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en fecha treinta del mes de mayo del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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tel dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Arista-el acta del recurso de casación levantada eh' la 
Secretaría de la Corte a qua., en fecha tres de junio del pre-
sente año (1957), a requerimiento del recurrente en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
berado, y vistos los Arts. 3, letra c) y párrafos II y IV de 
la Ley N9 2022 del año 1948, modificado por la Ley N 9 1 
3749 del año 1954, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y seis, por actuaciones de la Policía Nacional, fué enviado 
ante el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de "La Al-
tágracia", el nombrado Inocencio de Jesús Escolástico, pre' 
venido del hecho de golpes involuntarios causados con el 
manejo de una motoneta, en perjuicio del menor Baudilio 
Sánchez, curables después de cuarenta días y antes de se-
senta (fractura del antebrazo derecho y herida frontal iz-
quietda)• según el certificado médico legal correspondiente; 
b) cine' apoderado del hecho el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en fecha dos 
de abril del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
pronunció la sentencia cuyo dispositivo díce así: "FALLA: 
Primero: Que debe declarar como al efecto declara, al nom-
brado Joaquín A. Vicioso, de generales anotadas, no culpa-
ble de violación a la Ley N^ 2022 y en consecuencia lo des-
carga por no haber violado ninguna de sus disposiciones; 
Segundo: Que debe declarar, como al efecto declara al nom-
brado Inocencio de Jesús Escolástico, de generales anotadas, 
culpable del delito de golpes involuntarios producidos con el 
manejo de una motoneta, curables después de cuarenta días 
y antes de sesenta, en perjuicio del menor Baudilio Sánchez 
(Violación a la Ley N' 2022) y en consecuencia lo condena 
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asufrir la pena de seis (6) meses de prisión correccional y 
al pago de,una multa de cien pesos oro (RD$100.00) ; Ter-
cero: Que debe ordenar, como al efecto ordena, por esta 
misma sentencia, la cancelación de la Licencia para conducir 
una motoneta a Inocencio de Jesús Escolástico, por el tér-
mino de seis (6) meses, a partir de la extinción de la pena 
principal: Cuarto: Que debe condenar como al efecto con-
dena, a este último, al pago de las costas penales; declarán-
dolas de oficio en cuanto al primero"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San Pecfro 
de Macorís pronunció la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Declara regulares 
y válidos en cuanto a la forma, tanto el recurso de apela-
ción interpuesto del Procurador General de esta Corte, co-
rno el del inculpado Inocencio de Jesús Escolástico; Segundo: 
Modifica la sentencia recurrida en cuanto a considerar que 
hay falta tanto de parte del inculpado Inocencio de Jesús 
Escolástico, como de la víctima, el menor Baudilio Sánchez, 
en el hecho de golpes involuntarios curables después de cua-
renta días y antes de sesenta, producidos con el manejo de 
una motoneta, Ley N 9  2022, en perjuicio del referido menor 
Baudilio Sánchez, y, en consecuencia, condena al mencio-
nado inculpado Inocencio de Jesús Escolástico, a tres meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de cincuenta 
pesos oro (RD$50.00) ; y ordena además, la cancelación de 
la licencia a dicho inculpado para conducir una motoneta, 
por el término de tres meses a partir de la extinción de la 
licencia a dicho inculpado para conducir una motoneta, por 
el término de tres meses a partir de la extinción de la pena 
prinpipal; Terciero: (Confirma la sentencia en lo que se 
refiere al descargo del inculpado Joaquín Vicioso; y Cuarto: 
Condena al pago de las costas a Inocencio de Jesús Esco-
lástico y las declara de oficio en lo que se refiere a Joaquín 
Vicioso"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
-mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
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oído Tel dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

amista.el acta del recurso de casación levantada eh la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha tres de junio del pre-
sente año (1957), a requerimiento del recurrente en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 3, letra c) y párrafos II y IV de 
la Ley N9 2022 del año 1948, modificado por la Ley NY 
3749 del año 1954, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y seis, por actuaciones de la Policía Nacional, fué enviado 
ante el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de "La Al-
tágracia", el nombrado Inocencio de Jesús Escolástico, proa 
venido del hecho de golpes involuntarios causados con el 
manejo de una motoneta, en perjuicio del menor Baudilio 
Sánchez, curables después de cuarenta días y antes de se-
senta (fractura del antebrazo derecho y herida frontal iz-
quierda) según el certificado médico legal correspondiente; 
b) (lie apoderado del hecho el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en fecha dos 
de abril del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
pronunció la sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
Primero: Que debe declarar como al efecto declara, al nom-
brado Joaquín A. Vicioso, de generales anotadas, no culpa-
ble de, violación a la Ley N? 2022 y en consecuencia lo des- . 

 carga por no haber violado ninguna de sus disposiciones; 
Segundo: Que debe declarar, como al efecto declara al nom-
brad.° Inocencio de Jesús Escolástico, de generales anotadas, 
culpable del delito de golpes involuntarios producidos con el 
manejo de una motoneta, curables después de cuarenta días 
y antes de sesenta, en perjuicio del menor Baudilio Sánchez 
(Violación a la Ley NY 2022) y en consecuencia lo condena 
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sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correccional y 

al pago de,una multa de cien pesos oro (RD$100.00); Ter-
ro: Que debe ordenar, como al efecto ordena, por esta 

ma sentencia, la cancelación de la Licencia para conducir 
a motoneta a Inocencio de Jesús Escolástico, por el tér-

mino de seis (6) meses, a partir de la extinción de la pena 
principal: Cuarto: Que debe condenar como al efecto con-
dena, a este último, al pago de las costas penales; declarán-
dolas de oficio en cuanto al primero"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San Pecfro 
de Macorís pronunció la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Declara regulares 
y válidos en cuanto a la forma, tanto el recurso de apela- 
ción interpuesto del Procurador General de esta Corte, co- 

, 1-  mo el del inculpado Inocencio de Jesús Escolástico; Segundo: 
'! Modifica la sentencia recurrida en cuanto a considerar que 

kr 1- hay falta tanto de parte del inculpado Inocencio de Jesús 
r Escolástico, como de la víctima, el menor Baudilio Sánchez, 

en el hecho de golpes involuntarios curables después de cua-
1 renta días y antes de sesenta, producidos con el manejo de 

una motoneta, Ley N 9  2022, en perjuicio del referido menor 
Baudilio Sánchez, y, en consecuencia, condena al mencio- 
nado inculpado Inocencio de Jesús Escolástico, a tres meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de cincuenta 
pesos oro (RD$50.00); y ordena además, la cancelación de 

, la licencia a dicho inculpado para conducir una motoneta, 
por el término de tres meses a partir de la extinción de la 
licencia a dicho inculpado para conducir una motoneta, por 

1 el término de tres meses a partir de la extinción de la pena 
E prinpipaI,; Terciero: (Confirma la sentencia en lo que se 

refiere al descargo del inculpado Joaquín Vicioso; y Cuarto: 
Condena al pago de las costas a Inocencio de Jesús Esco- 
lástico 	c”;ylas declara de oficio en lo que se refiere a Joaquín v   

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
-mediante la ponderación de los elementos de prueba que 

• 
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fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, entre otros hechos, los que a continuación se exilo: 
nen; 1) que el día veinticinco de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, en el kilómetro 8 de la carretera Higüell 
San Rafael de Yuna, la motoneta guiada por Inocencio de 1 
Jesús Escolástico sufrió un vuelco; 2) que dicho vuelco se 
debió a la velocidad imprudente con que su conductor con-
ducía dicho vehículo, a pesar de estar la carretera en mal 
estado; 3) que en dicho accidente sufrió la fractura del - 
antebrazo derecho y una herida en la frente, el menor Bau-
dilio Sánchez, de diez años de edad, lesiones éstas curables 
después de veinte días; 4) que dicho menor fué imprudente 
al ir subido en la cama de dicha motoneta; y 5) que no se 
probó que' la causa del accidente —como lo pretendiera el 
prevenido—,  se debiera a que el camión manejado por Joa-
quín Vicioso, "rozara o chocara" a dicha camioneta; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la COrte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de golpes y heridas involun-
tarios causados con el manejo de un vehículo de motor. 
curables después de veinte días, previsto por el Art. 3, letra 
c) de la Ley N" 2022 del año 1949, modificado por la Ley /57'› 
3749 del año 1954, y sancionado con las penas de seis meses 
a dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos; 
que, en consecuencia, al declarar culpable a Inocencio de 
Jesús Escolástico de ese delito, la Corte a qua atribuyó a 
los hechos de la prevención la calificación legal que les 
corresponde según su propia naturaleza; que, por otra parte 
al condenar a dicho prevenido a las penas de tres meses de 
prisión correccional y a cincuenta pesos oro de multa, por 
haberse admitido que la víctima también incurrió en  falta, 
y al mantenerse además la cancelación de la licencia de 
dicho prevenido, para manejar vehículos de motor, por un 
término de tres meses, contado a partir de la extinción 
de la pena principal, resulta que la indicada Corte ha im-
puesto al actual recurrente, sanciones que se encuentran 
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ajustadas al texto legal antes citado, así como a los pá- 

rrafos II y IV del mencionado Art. 3, de la Ley N 9  2022; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 

su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Inocencio de Jesús Escolástico, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 
treinta de mayo del presente año mil novecientos cincuenta 

y siete, sentencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 

presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 

de las costas; 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 

Juan A. Moret.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
—ñores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au- 
diencia pública del día, mes yaño en él expresados y fu& 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, entre otros hechos, los que a continuación se expo. 
nen; 1) que el día veinticinco de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, en el kilómetro 8 de la carretera Higüey.. 
San Rafael de Yuna, la motoneta guiada por Inocencio de.  
Jesús Escolástico sufrió un vuelco; 2) que dicho vuelco se 
debió a la velocidad imprudente con que su conductor con-
ducía dicho vehículo, a pesar de estar la carretera en mal 
estado; 3) que en dicho accidente sufrió la fractura del 
antebrazo derecho y una herida en la frente, el menor Bau-
dilio Sánchez, de diez años de edad, lesiones éstas curables 
después de veinte días; 4) que dicho menor fué imprudente 
al ir subido en la cama de dicha motoneta; y 5) que no se 
probó que .  la  causa del accidente —como lo pretendiera el 
prevenido--• se debiera a que el camión manejado por Joa-
quín Vicioso, "rozara o chocara" a dicha camioneta; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de golpes y heridas involun-
tarios causados con el manejo de un vehículo de motor, 
curables después de veinte días, previsto por el Art. 3, letra 
c) de la Ley N" 2022 del año 1949, modificado por la Ley N9  
3749 del año 1954, y sancionado con las penas de seis meses 
a dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos; 
que, en consecuencia, al declarar culpable a Inocencio de 
Jesús Escolástico de ese delito, la Corte a qua atribuyó a 
los hechos de la prevención la calificación legal que les 
corresponde según su propia naturaleza; que, por otra parte 
al condenar a dicho prevenido a las penas de tres meses de 
prisión correccional y a cincuenta pesos oro de multa, por 
haberse admitido que la víctima también incurrió en falta, 
y al mantenerse además la cancelación de la licencia de 
dicho prevenido, para manejar vehículos de motor, por un 
término de tres meses, contado a partir de la extinción 
de la pena principal, resulta que la indicada Corte ha im-
puesto al actual recurrente, sanciones que se encuentran  

ajustadas al texto legal antes citado, así como a los pá- 

rrafos II y IV del mencionado Art. 3, de la Ley N 9  2022; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 

su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Inocencio de Jesús Escolástico, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 
treinta de mayo del presente año mil novecientos cincuenta 
y siete, sentencia cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 

de las costas; 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes yaño en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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4 
!Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 2 de  
noviembre de 1956. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Horacio Domínguez Larancuent y Compartes. 
Abogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario. 

Recurrido: Compañia de Petróleo Regent (Santo Domingo), C. 
por A. 

Abogados: Dr, Enrique Peynado y Licdos. Julio F. Peynado y M 
nue] V. Feliú. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la RepúbliCa, la Suprema Corte ,de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez. licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la* 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de lá Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 	 - 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Horacio 
Domínguez Larancuent, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, obrero, de este domicilio y residencia, cédula 3073, serie 
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23, sello 41067; Eladio Montero, dominicano, mayor de edad, 
soltero, chófer, de este domicilio y residencia, cédula 5054; 
serie 1, sello 275064; y Amable Herrera, domiñicano, mayor 
de edad, obrero, de este domicilio y residencia, cédula 52084, 
serie 1, sello 955166, contra sentencia dictada por la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en funciones de Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha dos •de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

()ido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
, 

Oído el Dr. Juan Canto Rosario, cédula 8429, serie 23, 

sello 51264, en representación del Dr. Bienvenido Canto y 
Rosario, cédula 16776, serie 47, sello 42052, abogado de los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230, serie 1, 
sello 23596, por sí y en representación de los Licdos. Manuel 
Vicente Feliú, cédula 1196, serie »23, sello 2079, y Julio F. 
Peynado, cédula 7687, serie 1, sello 252, abogados de la 
parte recurrida, la Compañía de Petróleo Regent (Santo 
Domingo), C. por A., compañía comercial organizada de 
conformidad con las leyes de la República Dominicana, con 
su domicilio en la casa Ne 72 de la calle Palo Hincado, de 
esta ciudad, representada por su Gerente, José Luis Rodrí-
guez Villacañas, español, domiciliado y residente en esta 
ciudad, cédula 45145, serie 1, sello 3348, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial dé casación depositado en fecha cator-
ce de febrero del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. Bienvenido Canto y Rosario, abogado de los recu-
rrentes, en el cual se invocan los medios que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha dieciocho de 
marzo del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 1957 

1 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DE 1957 

sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 2 de 
noviembre de 1956. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Horacio Domínguez Larancuent y Compartes. 
Abogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario. 

Recurrido: Compañía de Petróleo Regent (Santo Domingo), C. 
por A. 

Abogados: Dr, Enrique Peynado y Licdos. Julio F. Peynado y M 
nuel V. Feliú. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 4,, 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez. licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: - 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Horacio 
Domínguez Larancuent, dominicano, mayor de edad, solte- 
ro,  

 obrero, de este domicilio y residencia, cédula 3073, serie 
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23, sello 41067; Eladio Montero, dominicano, mayor de edad, 
soltero, chófer, de este domicilio y residencia, cédula 5054, 
serie 1, sello 275064; y Amable Herrera, dominicano, mayor 
de edad, obrero, de este domicilio y residencia, cédula 52084, 
serie 1, sello 955166, contra sentencia dictada por la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en funciones de Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha dos de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan Canto Rosario, cédula 8429, serie 23, 

sello 51264, en representación del Dr. Bienvenido Canto y 
Rosario, cédula 16776, serie 47, sello 42052, abogado de los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230, serie 1, 
sello 23596, por sí y en representación de los Licdos. Manuel 
Vicente Feliú, cédula 1196, serie -23, sello 2079, y Julio F. 
Peynado, cédula 7687, serie 1, sello 252, abogados de la 
parte recurrida, la Compañía de Petróleo Regent (Santo 
Domingo), C. por A., compañía comercial organizada de 
conformidad con las leyes de la República Dominicana, con 
su domicilio en la casa N" 72 de la calle Palo Hincado, de 
esta ciudad, representada por su Gerente, José Luis Rodrí-
guez Villacañas, español, domiciliado y residente en esta 
ciudad, cédula 45145, serie 1, sello 3348, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República: 

Visto el memorial de casación depositado en fecha cator-
ce de febrero del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 

,por el Dr. Bienvenido Canto y Rosario, abogado de loá recu-
rrentes, en el cual se invocan los medios que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha dieciocho de 
marzo del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el 
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Licdo. Manuel V. Feliú, y el Dr. Enrique Peynado, por sl 
mismos y por el Lic. Julio F. Peynado, abogados de la parte 
recurrida; 

Visto el memorial de ampliación de la parte recurrida, 
de fecha doce de agosto del mil novecientos cincuenta y 
siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado, y vistos los artículos 37, 42, ordinal 7 9 ;.85, párrafo 
I, 86, ordinales 4", 5", 8", 13" y 15"; 140, ordinal 29, y 606 del 
Código de Trabajo; 57, de la Ley N 9  637, del 1944, sobre 
Contratos de Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Código 
de Procedimiento Civil, y 1, 15 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo, 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
previa acta de no conciliación, de fecha nueve de noviembre 
del mil novecientos cincuenta y cinco, levantada por el Jefe 
de la Sección de Querellas ,y Conciliación del Departamento 
Sur de la Secretaría de Estado de Trabajo, los obreros., 
Horacio Domínguez Larancuent, Eladio Montero y Amable 
Herrera, demandaron, en fecha seis de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis, en cobro de preaviso, auxilio de 
cesantía y otras indemnizaciones a la Compañía de Petróleo 
Trinidad (Santo Domingo) ; b) que en ocasión de esa de-
manda el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción, 
en atribuciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, 
dictó, en fecha veintisiete de julio del mil novecientos cin-
cuenta y seis, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: Acoger, como por la presente acoge 'favorable-
mente la demanda incoada por los señores Horacio Domín-
guez Larancuent, Eladio Montero y Amable Herrera contra 
la Compañía de Petróleo Trinidad (Santo Domingo), C. por 
A., por encontrala justa y procedente; SEGUNDO: Conde-
nar, como al efecto condena, a la Compañía de Petróleo 
Tririidad (Santo Domingo), C. por A., a pagar en favor del . 
señor Horacio Domínguez Larancuent: 187 días a razón de 

RD$4.23, 60 días de cesantía, 24 días de preaviso, 13 días 
de suspensión injusta y 90 días'de daños y perjuicios, cuyo 
total asciende a la suma de setecientos ochentiún pesos oro 
con un centavo (RD$781.01) de acuerdo con los artículos 
precitados en los motivos; TERCERO: Condenar, como al 
efecto condena, a la Compañía de Petróleo Trinidad (Santo 
Domingo), C. por A., a pagar al demandante Eladio Monte-
ro: 187 días a razón de RD$3.85; 60 días de cesantía, 24 días 
de preaviso, 13 días de suspensión injusta y 90 días de daños 
y perjuicios cuyo total asciende a la suma de setecientos 
diecinueve pesos oro con noventa y cinco centavos (RD 
$719.95) de acuerdo con los artículos precitados en los mo-
tivos; CUARTO: Condenar, como al efecto condena, a la 
Compañía de Petróleo Trinidad (Santo Domingo). C. por 
A., a pagar al, demandante Amable Herrera: 242 días a RD 
$2.19; 10 días de cesantía; 12 días de preaviso; 130 de 
salarios dejados de percibir por culpa del patrono; 90 días 
de daños y perjuicios; más la diferencia de salario entre 
RD$41.50 recibido y el salario legal de RD$2.19 es decir, 
RD$0.69 durante 225 días que asciende a un total de 
seiscientos ochenta y cinco pesos con veintitrés centavos 
(RD$685.23), de acuerdo a los artículos precitados en los 
motivos; QUINTO: Condenar, como al efecto condena, a 
la Compañía de Petróleo Trinidad (Santo Domingo), C. 
por A., al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la Compañía de Petróleo Regent (Santo Domin-
go), C. por A., (antes Compañía de Petróleo Trinidad (San-
to Domingo), C. por A., la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional 
dictó, en atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: Primero: Acoge, por ser jus-
to y reposar sobre prueba legal, el recurso de apelación inter-
puesto por la Compañía de Petróleo Regent (Santo Domin-
go), C. por A., contra la sentencia de trabajo del Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción de este Distrito Na- 
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Licdo. Manuel V. Feliú, y el Dr. Enrique Peynado, por 
mismos y por el Lic. Julio F. Peynado, abogados de la part 
recurrida; 

Visto el memorial de ampliación de la parte recurri 
de fecha doce de agosto del mil novecientos cincuenta 
siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado, y vistos los artículos 37, 42, ordinal 7 9 ;,85, párrafo 
I, 86, ordinales 4^, 5^, 8^, 13" y 15"; 140, ordinal 29, y 606 del 
Código de Trabajo; 57, de la Ley N9 637, del 1944, sobre 
Contratos de Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Código 
de Procedimiento Civil, y 1, 15 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo, 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
previa acta de no conciliación, de fecha nueve de noviembre 
del mil novecientos cincuenta y cinco, levantada por el Jefe 
de la Sección de Querellas .y Conciliación del Departamento 
Sur de la Secretaría de Estado de Trabajo, los obrero:, 
Horacio Domínguez Larancuent, Eladio Montero y Amable 
Herrera, demandaron, en fecha seis de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis, en cobro de preaviso, auxilio de 
cesantía y otras indemnizaciones a la Compañía de Petróleo 
Trinidad (Santo Domingo) ; b) que en ocasión de esa de-
manda el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción, 
en atribuciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, 
dictó, en fecha veintisiete de julio del mil novecientos cin-
cuenta y seis, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: Acoger, como por la presente acoge 'favorable-
mente la demanda incoada por los señores Horacio Domín-
guez Larancuent, Eladio Montero y Amable Herrera contra 
la Compañía de Petróleo Trinidad (Santo Domingo), C. por 
A., por encontrala justa y procedente; SEGUNDO: Conde-
nar, como al efecto condena, a la Compañía de Petróleo 
Trinidad (Santo Domingo), C. por A., a pagar en favor del 
señor Horacio Domínguez Larancuent: 187 días a razón de 

RD$4.23, 60 días de cesantía, 24 días de preaviso, 13 días 
de suspensión injusta y 90 días'de daños y perjuicios, cuyo 

total asciende a la suma de setecientos ochentiún pesos oro 

con un centavo (RD$781.01) de acuerdo con los artículos 
precitados en los motivos; TERCERO: Condenar, como al 
efecto condena, a la Compañía de Petróleo Trinidad (Santo 
Domingo), C. por A., a pagar al demandante Eladio Monte-
ro: 187 días a razón de RD$3.85; 60 días de cesantía, 24 días 
de preaviso, 13 días de suspensión injusta y 90 días de daños 
y perjuicios cuyo total asciende a la suma de setecientos 
diecinueve pesos oro con noventa y cinco centavos (RD 
$719.95) de acuerdo con los artículos precitados en los mo-
tivos; CUARTO: Condenar, como al efecto condena, a la 
Compañía de Petróleo Trinidad (Santo Domingo), C. por 
A., a pagar al, demandante Amable Herrera: 242 días a RD 
$2.19; 10 días de cesantía; 12 días de preaviso; 130 de 
salarios dejados de percibir por culpa del patrono; 90 días 
de daños y perjuicios; más la diferencia de salario entre 
RD$41.50 recibido y el salario legal de RD$2.19 es decir, 
RD$0.69 durante 225 !días que asciende a un total de 
seiscientos ochenta y cinco pesos con veintitrés centavos 

1  (RD$685.23), de acuerdo a los artículos precitados en los 

1 
 motivos; QUINTO: Condenar, como al efecto condena, a 
' la Compañía de Petróleo Trinidad (Santo Domingo), C. 

por A., al pago de las costas"; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por la Compañía de Petróleo Regent (Santo Domin-
go), C. por A., (antes Compañía de Petróleo Trinidad (San-
to Domingo), C. por A., la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional 
dictó, en atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: Primero: Acoge, por ser jus-
to y reposar sobre prueba legal, el recurso de apelación inter-
puesto por la Compañía de Petróleo Regent (Santo Domin-
go), C. por A., contra la sentencia de trabajo del Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción de este Distrito Na- 
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cional de fecha 27 de julio del 1956 dictada en favor de Ho-
racio Domínguez Larancuent, Eladio Montero y Amable 
Herrera; desestimando las conclusiones de esta parte por 
infundadas y, en consecuencia, y según los motivos prece-
dentemente expuestos, declara injustificada la dimisión de 
los trabajadores y Revoca la sentencia recurrida en todas 
sus partes; Segundo: Condena al trabajador que sucumbe 
al pago de tan solo los costos"; 

Considerando que la parte recurrida solicita que el es-
crito de ampliación de los recurrentes de fecha cinco de 
agosto del año en curso y que fué notificado a la Compañía 
intimada y a sus abogados el día seis de los mismos mes y 
año "debe declararse excluido por haberse notificado des-
pués del octavo día franco anterior a la audiencia", la cual 
habia sido fijada para el día catorce de agosto del año en 
curso; 

Considerando que al tenor del artículo 15 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación los escritos de ampliación 
del recurrente "deberán estar notificados a la parte contra-
ria no menos de ocho días antes de la audiencia" y que, de 
acuerdo con el artículo 66 de la misma Ley, todos los plazos 1$ 1 

 establecidos en ella, "en favor de las partes, son francos' 
Considerando que, en la especie, al haberse celebrado 

• la audiencia para' conocer del recurso del cual se trata en 
fecha catorce de agosto del mil novecientos cincuenta y 
siete, es evidente que los recurrentes no podían notificar 
ningún escrito de ampliación después del día cinco de los 
mismos mes y año; que, consecuentemente, el escrito de los 
recurrentes notificado a la parte recurrida y a sus abogados 
en fecha seis dé agosto del mil novecientos cincuenta y siete, 
será excluido, tal como éstos últimos lo solicitan; 

Considerando que los recurrentes invocan, en su memo- 
rial de casación, los siguientes medios: "1": Falta de base 
legal, esto es violación de los artículos 141 del Código de 
Procedimiento Civil; 57 de la Ley 637, sobre Contratos de 
Trabajo y 1315 del Código Civil; 2Q: Falta de base legal, esto 

es, 
violación a los artículos: 37, 42 ordinal 7", 86 oiviinales 

50, 139  y'15", 140, ordinal 2'; 434 del Código Trujillo de 
Trabajo y al artículo 141 del Código de Procedimiewto Civil, 
en este aspecto; 3 9 : Falta de motivos y contradicción.en los 
mismos, esto es, violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil"; 

Considerando que en apoyo del primero y segundo me--
dios, los cuales se reúnen para su examen, los recurrentes 
alegan, en síntesis, lo siguiente: "que los Tribunales de 
Trabajo pueden formar su convicción dentro de la libertad 
de las pruebas que rige la materia, pero la base de la sen-
tencia ha de descansar, sobre hechos, claros y precisos y 
hacer constar todas y cada una de las circunstancias que al 
fin son los motivos de la misma, hacerlos constar lógica-
mente, aplicando serena y juiciosamente la ley"; que "el 
Tribunal" a quo 'violó los artículos 1315 del Código Civil 
y 57 de la Ley N" 637 sobre Contratos de Trabajo, al admi-
tir como ciertos, hechos que no han sido probados por la 
Compañía de Petróleo Regent (Santo Domingo), C. por A."; 
"que la Ley ha sido violada porque el Juez a quo, hizo una'  
apreciación de los hechos contraria a la realidad vertida en . 

 el conocimiento de la causa"; que al patrono se le impone 
la obligación "de examinar todos los detalles de cualquiera 
información, muy especialmente, si ha sido dañado en su 
patrimonio, para entonces proceder a denuncjan, mpexfIlarse 
etc., en fin hacer uso del derecho que le asiste"; que "ac-
tuando como lo hizo la Compañía de Petróleo Regent (Santo 
Domingo), C. por A., viola en esencia el contrato, las dispo-
siciones del art. 37"; "que denunció el caso a la policía, por 
un supuesto informe de Amable Herrera, el cual ha sida 
aniquilado definitivamente"; que no ha sido víctima de nin-
gún daño y que actuó sin cerciorarse en la hipótesis de ser-
cierta la información de Herrera; que pese a la negación 
que pretenden hacer de que no fueron sindicados los, nom-
bres de Horacio Domínguez y Eladio Montero por el señor 
Villacañas, Gerente de la Compañía, es constante que éste- 
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cional de fecha 27 de julio del 1956 dictada en favor de Ho-
rado Domínguez Larancuent, Eladio Montero y Amable 
Herrera; desestimando las conclusiones de esta parte por 
infundadas y, en consecuencia, y según los motivos prece-
dentemente expuestos, declara injustificada la dimisión (I , 

 los trabajadores y Revoca la sentencia recurrida en todas 
sus partes; Segundo: Condena al trabajador que sucumbe 
al pago de tan solo los costos"; 

Considerando que la parte recurrida solicita que el es-
crito de ampliación de los recurrentes de fecha cinco de 
agosto del año en curso y que fué notificado a la Compañía 
intimada y a sus abogados el día seis de los mismos mes y 
año "debe declararse excluido por haberse notificado des-
pués del octavo día franco anterior a la audiencia", la cual 
había sido fijada para el día catorce de agosto del año en 
curso; 

Considerando que al tenor del artículo 15 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación los escritos de ampliación 
del recurrente "deberán estar notificados a la parte contra-
ria no menos de ocho días antes de la audiencia" y que, de 
acuerdo con el artículo 66 de la misma Ley, todos los plazos 
establecidos en ella, "en favor de las partes, son francos"; 

Considerando que, en la especie, al haberse celebrado 
la audiencia para' conocer del recurso del cual se trata en 
fecha catorce de agosto del mil novecientos cincuenta y 
siete, es evidente que los recurrentes no podían notificar 
ningún escrito de ampliación después del día cinco de los 
mismos mes y año; que, consecuentemente, el escrito de los 
recurrentes notificado a la parte recurrida y a sus abogados 
en fecha seis dé agosto del mil novecientos cincuenta y siete, 
será excluido, tal como éstos últimos lo solicitan; 

Considerando que los recurrentes invocan, en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: "1": Falta de base 
legal, esto es violación de los artículos 141 del Código de 
Procedimiento Civil; 57 de la Ley 637, sobre Contratos de 
Trabajo y 1315 del Código Civil; 2 9 : Falta de base legal, esto  

es , violación a los artículos: 37, 42 ordinal 7^, 86 mykinales 
4% 5% 13° y '15', 140, ordinal 2'; 434 del Código Trujillo de 
Trabajo y al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
en este aspecto; 3": Falta de motivos y contradicción.en los 
mismos, esto es, violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil"; 

Considerando que en apoyo del primero y segundo me-
dios, los cuales se reúnen para su examen, los recurrentes 
alegan, en síntesis, lo siguiente: "que los Tribunales de 
Trabajo pueden formar su convicción dentro de la libertad 
de las pruebas que rige la materia, pero la base de la sen-
tencia ha de descansar, sobre hechos, claros y precisos y 
hacer constar todas y cada una de las circunstancias que al 
fin son los motivos de la misma, hacerlos constar lógica-
mente, aplicando serena y juiciosamente la ley"; que "el 
Tribunal" a quo 'violó los artículos 1315 del Código Civil 
y 57 de la Ley NY 637 sobre Contratos de Trabajo, al admi-
tir como ciertos, hechos que no han sido probados por la 
Compañía de Petróleo Regent (Santo Domingo), C. por A."; - 

 "que la Ley ha sido violada porque el Juez a quo, hizo una . 
 apreciación de los hechos contraria a la realidad vertida en• 

el conocimiento de la causa"; que al patrono se le impone 
la obligación "de examinar todos los detalles de cualquiera 
información, muy especialmente, si ha sido dañádo en su 
patrimonio, para entonces proceder a denuncjar:querellarse 
etc., en fin hacer uso del derecho que le asiste"; que "ac-
tuando como lo hizo la Compañía de Petróleo Regent (Santo 
Domingo), C. por A., viola en esencia el contrato, las dispo-
siciones del art. 37"; "que denunció el caso a la policía, por 
un supuesto informe de Amable Herrera, el cual ha sido 
aniquilado definitivamente"; que no ha sido víctima de nin-
gún daño y que actuó sin cerciorarse en la hipótesis de ser 
cierta la información de Herrera; que pese a la negación 
que pretenden hacer de que no fueron sindicados los, nom-
bres de Horacio Domínguez y Eladio Montero por el señor 
Villacañas, Gerente de la Compañía, es constante que éste- 
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declaró ante el Juzgado de Instrucción, que sí "Amable Re, 
rrera había mencionado los nombres de Domínguez y Mon_ 
tero" -, que "olvida el Juez del Tribunal "a quo" la aquies_ 
cencia prestada por la Compañía de Petróleo Regent (Santo 
Domitto), C. por A., al serle notificado el acto instrumenta. 
do por el Alguacil de Estrados de la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judicial, 
ciudadano Juan Tomás Manuel, en fecha 2 de agosto de .• .• 
1956";.  que ninguna ley . . . obliga a un trabajador a volver 
a trabajar después de un hecho insólito como el cometido por 
la Compañía de Petróleo Regent (Santo Domingo), C. poi 
A., hechos que constituyen . . . una injuria laboral, la cual ne 
necesita de los elementos constitutivos o integrales de la in-
juria.benal"; pero, 

Considerando que para acoger el recurso de los ahorl, 
intimados la 'Cámara a qua, en sus atribuciones de Tribuna 
de Trabajo de segundo grado, dió como motivos, entre otros. 
que del estudio del expediente "no se desprende en manera 
alguna• que el patrono cometiera un abuso de derecho al 
presentar ante las autoridades policiales correspondientes la 
dentmria que. le- había expuesto uno de los demandantes; 
que según se desprende del acta levantada el patrono se 
limitó a hacer pura y simplemente un ejercicio normal de 
su derechia al denunciar los hechos ya dichos, sin que pueda 
imputársele responsabilidad alguna en el proceso que se 
llevó a cabo contra los mencionados trabajadores,. incoado 
por -sómeliimiento que hiciera la Consultoría Jurídica de la 
Policía Nacional; que, pues, la dimisión de los trabajadores, 
basada en- tal causa, carecía de 'fundamento"; 

• Considerando que, el examen del expediente, lo cual 
es indispensable para determinar si el juez a quo incurrió 
en la-desnaturalización de los hechos, denunciada por los 
recurrentes, revela que en él figura una Certificación expe-
dida por el Dr. José Espronceda Hernández Acosta, Capitán 
Auxiliar de •a Consultoría Jurídica de la Policía Nacional, 
el día •siete de noviembre del mil novecientos cincuenta y  

co, en •a cual consta que en fecha trece de octubre del 
novecientos cincuenta y cinco, compareció por -  ante el 

k,  Jefe del Departamento de Investigaciones para Robos, José 
Luis Rodríguez Villacañas, quien declaró lo siguiente: "Ven-
go a este Departamento P. N., en representación de la 
'Compañía de Petróleo Trinidad', de la cual soy gerente a 
denunciar que el Sereno Amable Herrera, hace un instante 
me denunció, que fmientras elstaba 'ncargado de la 
Bomba de gasolina, situada en los depósitos de la Cía., calle 
la Marina de esta Ciudad, y estando dicha bomba destina-
da al suministro de gasolina para el uso de los camiones 
de dicha Cía., así como también para la venta al público. 

A? suministrarle gasolina, a dos camiones de la Cía., dichos 
choferes le firmaron vales oficiales de consumo, por una 
cantidad de gasolina mayor a la que en realidad habían 
tomado, entregando el Sereno Herrera, a dichos choferes en 
efectivo. el valor de la gasolina tomada de menos, dicho 
efectivo provenía de la gasolina vendida al público en el 
mismo día. Caso que denuncio a la Policía 'Nacional para 
los fines de investigaciones"; que, asimismo consta pn el 
expediente una copia certificada del interrogatorio héchole 
a Amable Herrera, en fecha catorce de octubre del mil 
novecientos cincuenta y cinco en el cual éste declara ser 
cierto que él le comunicó a José Luis Rodríguef Villacañas 
lo denunciado por éste a la Policía Nacional; que, por último 
consta en el expediente una certificación expedida por el 
Secretario de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha cinco de septiembre del mil novecientos cincuenta y 
seis, en la cual consta que en los archivos a su cargo hay 
un expediente penal marcado con el N 9  7/1956, que contiene 
el ofiCio Número 247188, de feiha quince de octubre del mil 
novecientos cincuenta y cinco, dirigido por la Consultoría 
Jurídica de la Policía Nacional al Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de Santo Domingo, en el cual 
se expresa que la Policía Nacional somete "a la acción judi-
cial•a Amable Herrera, Eladio Montero y Horacio Domín- 
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decfaxó ante el Juzgado de Instrucción, que sí "Amable Re. 
rrera había mencionado los nombres de Domínguez y Mon_ 
teto"; que "olvida el Juez del Tribunal "a quo" la aquies. 
cencia prestada por la Compañía de Petróleo Regent (Santo 
~hiño), C. por A., al serle notificado el acto instrumentas 
do por el Alguacil de Estrados de la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judicial, 
ciudadano Juan Tomás Manuel, en fecha 2 de agosto de 
19567;, que ninguna ley . . obliga a un trabajador a volver 1 
a trabajar después de un hecho insólito como el cometido por 
la Compañia de Petróleo Regent (Santo Domingo), C. por 
A., hechos que constituyen . . . una injuria laboral, la cual no 
necesita de los elementos constitutivos o integrales de la in-
juria.penár, pero, 

Considerando que para acoger el recurso de los ahora 
intimados •la Cámara a qua, en sus atribuciones de Tribunal 
de Trabajo de segundo grado, dió como motivos, entre otros, 
que del estudio del expediente "no se desprende en manera 
alguna• que el patrono cometiera un abuso de derecho al 
presentar ante las autoridades policiales correspondientes la 
den/mCia que le había expuesto uno de los demandantes; 
que según se desprende del acta levantada el patrono se 
limitó A hacer pura y simplemente un ejercicio normal de 
su derechtl al denunciar los hechos ya dichos, sin que pueda 
imputársele responsabilidad alguna en el proceso que se 
llevó a cabo contra los mencionados trabajadores, - incoado 
por -sómetimiento que hiciera la Consultoría Jurídica de la 
Policía Nacional; que, pues, la dimisión de los trabajadores, 
basada en tal- causa, carecía de 'fundamento"; 

Considerando que, el examen del expediente, lo cual, 
es indispensable para determinar si el juez a quo incurrió 
en la-'desnaturalización de los 'hechos, denunciada por los 
recurrentes, revela que en él figura una Certificación expe-
dida- por el Dr. José Espronceda Hernández Acosta, Capitán . 

 Auxiliar de la Consultoría Jurídica de la Policía Nacional, 
el día siete de noviembre del mil novecientos cincuenta y  

co, en 4a cual consta que en fecha trece de octubre del 
novecientos cincuenta y cinco, compareció por ante el 

Jefe del Departamento de Investigaciones para Robos, José 
Luis Rodríguez Villacañas, quien declaró lo siguiente: "Ven- 
go a este Departamento P. N., en representación de la 
'Compañía de Petróleo Trinidad', de la cual soy gerente a 
denunciar que el Sereno Amable Herrera, hace un instante 
me denunció, que mientras él elstaba 'ncargado de ja 
Bomba de gasolina, situada en los depósitos de la Cía., calle 
la Marina de esta Ciudad, y estando dicha bomba destina- 
da al suministro de gasolina para el uso de los camiones 
de dicha Cía., así como también para la venta al público. 

A! suministrarle gasolina, a dos camiones de la Cía., dichos 
choferes le firmaron vales oficiales de consumo, por una 
cantidad de gasolina mayor a la que en realidad habían 
tomado, entregando el Sereno Herrera, a dichos choferes en 
efectivo. el valor de la gasolina tomada de menos, dicho 
efectivo provenía de la gasolina vendida al público en el 
mismo día. Caso que denuncio a la Policía 'Nacional para 
los fines de investigaciones"; que, asimismo consta pn el 
expédiente una copia certificada del interrogatorio héchole 
a Amable Herrera, en fecha catorce de octubre del mil 
novecientos cincuenta y cinco en el cual éste declara ser 
cierto que él le comunicó a José Luis RodrigueZ Villacañas 
lo denunciado por éste a la Policía Nacional; que, por último 
consta en el expediente una certificación expedida por el 
Secretario de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha cinco de septiembre del mil novecientos cincuenta y 
seis, en la cual consta que en los archivos a su cargo hay 
un expediente penal marcado con el N 9  7/1956, que contiene 
el oficio Número 247188, de feiha quince de octubre del mil 
novecientos cincuenta y cinco, dirigido por la Consultoría 
Jurídica de la Policía Nacional al Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de Santo Domingo, en el cual 
se expresa que la Policía Nacional somete "a la acción judi-
cial a Amable Herrera, Eladio Montero y Horacio Domín- 
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guez, de acuerdo con las actas anexas, levantadas en el 
Departamento de Investigación de Robos, P. N."; 

Considerando que del examen de los documentos 
figuran en el expediente y que tuvo a la vista el Juez a quo, 
se evidencia que éste ejerció su facultad soberana de apre-: 
ciar los hechos sin desnaturalizarlos, en cuanto a la actua-
ción del Gerente de la Compañíá intimada se refiere y dió 
también motivos suficientes al respecto; que, por otra parte, 
al estimar el juez a quo, que al fundarse los trabajadores en 
la querella presentada por el Gerente Rodríguez Villacaña,, 
para dar por terminados sus contratos de trabajo no ha-- 
bían justificado esa dimisión por no haber probado la exis-
tencia de una justa causa prevista al respecto por el Código 
de "Trabajo, al tenor de lo dispuesto por el párrafo I, del 
artículo 85 (Modificado) del mencionado Código, no ha co-
metido ninguna de las violaciones a la ley señaladas por los 
recurrentes, en los medios que se examinan y a las cuales 
se ha hecho referencia; 

Considerando que esto es así porque el ejercicio del dere-
cho de presentar una querella, sobre todo cuando, como en 
la especie, ésta está fundada en una denuncia de uno de 
los trabajadores, y sólo fué hecha para fines de investig 
ción, sin intención de dañar ni mala fé comprobadas, y, si: 
temeridad, imprudencia o ligereza censurables, puesto que 
el descargo pronunciado por la Corte de Apelación no basta, 
por si solo, para demostrarlas, no puede constituir quebran-
tamiento de ninguna de las disposiciones supletorias dicta-
das en el Código de Trabajo para regir las relaciones entre 
trabajadores y patronos, que el artículo 37 del mismo consi-
dera, como incluidas en todo contrato de trabajo, ya que 
en la especie sólo se ha hecho uso de un derecho y no abuso 
del mismo, sobre todo si se tiene en cuenta que en la senten-
cia impugnada consta que el sometimiento judicial fué he 
cho por la Consultoría Jurídica de la Policía Nacional, por 
medio del Magistrado Procurador Fiscal; que, tampoco, se 
ha cometido la violación del artículo 86„ en sus ordinales •  

4., 5-, 8°, 13^ y 15', porque al ejercer normalmente el dere-
cho de querellarse de un hecho del cual se cree perjudicado, 
ho incurre el patrono, dentro del servicio, en faltas de pro-
bidad u honradez, ni en actos o intentos de violencia, inju-
rias o malos tratamientos contra el trabajador, que son las 
causa3 de dimisión previstas en el ordinal 4 9  del artículo 86 
del Código de Trabajo; que, tampoco, el referido ejercicio, 
constituye esas mismas faltas, incurridas fuera del servicio, 
que es la especie a que se refiere el ordinal 5" del artículo 
86 del mencionado Código, ni se ha comprobado el mal trato 
de palabra o de obra previsto por el ordinal 8", ni violación 
a ninguna de las disposiciones contenidas en el artículo 43 
(no 42 como erróneamente expresan los recurrentes), al 
cual reenvía el ordinal 13" del repetido artículo 86, ni, por 
último, puede tal acción constituir "incumplimiento de una 
obligación sustancial a ergo del patrono", que es lo previsto 
por el ordinal 15"; que, además, en cuanto al alegato de que 
el Juez a quo no tuvo en cuenta que la compañía recurrida 
dió aquiescencia a la sentencia del Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 
veintisiete de julio del mil novecientos cincuenta y seis, al 
serle ésta notificada, no consta que los recurrentes presen- 
taran conclusiones en ese sentido ante el juez del fondo, por 

r lo cual éste no estaba obligado a dar motivos al respecto y, 
por otra parte, resultaría ahora un medio nunvc en casación, 
y por tanto, inadmisible; 

Considerando en cuanto a las violaciones de los artícu-
' los 42, ordinal 7^, y 140, ordinal 2 9, del Código de Trabajo, 

alegadas también por los recurrentes en el segundo medio, 
que como consecuencia de los desarrollos anteriores, ha que-
dado evidenciado que el tiempo perdido por los trabajadores, 
cuando se vieron imposibilitados de trabajar, a causa de su 
prisión, no fué por culpa del patrono y que asimismo, el 
tiempo en que permanecieron en inactividad los mismos no 
Puede computarse en la jornada como tiempo de trabajo 
efectivo porque esa inactividad no era extraña a las causas 
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guez, de acuerdo con las actas anexas, levantadas en el 
Departamento de Investigación de Robos, P. N."; 

Considerando que del examen de los documentos que 
figuran en el expediente y que tuvo a la vista el Juez a quo, 
se evidencia que éste ejerció su facultad soberana de apre.: 
ciar los hechos sin desnaturalizarlos, en cuanto a la actua-
ción del Gerente de la Compañíá intimada se refiere y dió 
también motivos suficientes al respecto; que, por otra parte, 
al estimar el juez a quo, que al fundarse los trabajadores en 
la querella presentada por el Gerente Rodríguez Villacaña.., 
para dar por terminados sus contratos de trabajo no ha-. 
bían justificado esa dimisión por no haber probado la exis-
tencia de una justa causa prevista al respecto por el Código 
de Trabajo, al tenor de lo dispuesto por el párrafo I, del 
artículo 85 (inodificado) del mencionado Código, no ha co-
metido ninguna de las violaciones a la ley señaladas por 1, 
recurrentes, en los medios que se examinan y a las cuales 
se ha hecho referencia; 

Considerando que esto es así porque el ejercicio del dere-
cho de presentar una querella, sobre todo cuando, como en 
la especie, ésta está fundada en una denuncia de uno de 
los trabajadores, y sólo fué hecha para fines de investiga-
ción, sin intención de dañar ni mala fé comprobadas, y, sir 
temeridad, imprudencia o ligereza censurables, puesto que 
el descargo pronunciado por la Corte de Apelación no basta, 
por sí solo, para demostrarlas, no puede constituir quebran-
tamiento de ninguna de las disposiciones supletorias dicta-
das en el Código de Trabajo para regir las relaciones entrí 
trabajadores y patronos, que el artículo 37 del mismo consi 
dera, como incluidas en todo contrato de trabajo, ya que 
en la especie sólo se ha hecho uso de un derecho y no abuso 
del mismo, sobre todo si se tiene en cuenta que en la senten-
cia impugnada cónsta que el sometimiento judicial fué he-
cho por la Consultoría Jurídica de la Policía Nacional, por 
medio del Magistrado Procurador Fiscal; que, tampoco, se 
ha cometido la violación del artículo 86„ en sus ordinales 
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4. ,  5-, 89, 139  y 15', porque al ejercer normalmente el dere-
cho de querellarse de un hecho del cual se cree perjudicado, 
ho incurre el patrono, dentro del servicio, en 'faltas de pro-
bidad u honradez, ni en actos o intentos de violencia, inju-
rjas o malos tratamientos contra el trabajador, que son las 
causas de dimisión previstas en el ordinal 49  del artículo 86 
del Código de Trabajo; que, tampoco, el referido ejercicio, 
constituye esas mismas faltas, incurridas fuera del servicio, 
que es la especie a que se refiere el ordinal 5" del artículo 
86 del mencionado Código, ni se ha comprobado el mal trato 
de palabra o de obra previsto por el ordinal 8", ni violación 
a ninguna de las disposiciones contenidas en el artículo 43 
(no 42 como erróneamente expresan los recurrentes), al 
cual reenvía el ordinal 13" del repetido artículo 86, ni, por 
último, puede tal acción constituir "incumplimiento de tma -
obligación sustancial a ergo del patrono", que es lo previsto 
por el ordinal 15"; que, además, en cuanto al alegato de que 
el Juez a quo no tuvo en cuenta que la compañía recurrida 
dió aquiescencia a la sentencia del Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 
veintisiete de julio del mil novecientos cincuenta y seis, al 
serle ésta notificada, no consta que los recurrentes presen- 
taran conclusiones en ese sentido ante el juez del fondo, por 
lo cual éste no estaba obligado a dar motivos al respecto y, 
por otra parte, resultaría ahora un medio nueve en casación, 
y por tanto, inadmisible; 

Considerando en cuanto a las violaciones de los artícu- 
c los 42, ordinal 7^, y 140, ordinal 29, del Código de Trabajo, 

alegadas también por los recurrentes en el segundo medio, 
que como consecuencia de los desarrollos anteriores, ha que-
dado evidenciado que el tiempo perdido por los trabajadores, 
cuando se vieron imposibilitados de trabajar, a causa de su 
prisión, no fué por culpa del patrono y que asimismo, el 
tiempo en que permanecieron en inactividad los mismos no 
puede computarse en la jornada como tiempo de trabajo 
efectivo porque esa inactividad no era extraña a las causas 
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legítimas de suspensión del contrato, puesto que, al tenor 
del artículo 47, ordinal 7^ la prisión preventiva del traba-
jador seguida o no de libertad provisional, es causa de sus-
pensión de los contratos; 

Considerando en cuanto a la alegada violación del ar-
tículo 434 del Código de Trabajo, que los recurrentes sos-
tienen que ese texto legal sirvió "de sostén y fundamento al 
ordinal cuarto de la sentencia del Juzgado de Paz' revocada 
por la del Juez a quo, "en aplicación de la Tarifa para peo-
nes de almacén del Distrito de Santo Domingo"; que la 
revocación total de la sentencia del Juzgado a quo funda-
mentada en que la dimisión no fué justificada, conllevaba, 
necesariamente, la de todas las condenaciones que tuvieron 
como bgse tal dimisión; 

Considerando que de todo lo precedentemente expuesto 1. 1 ; 
resulta que en la sentencia impugnada no se ha cometido 
ninguna de las violaciones ni ningún vicio de los señalado,b 
por los recurrentes en los medios primero y segundo de su 
recurso, por lo cual éstos carecen de fundamento y deben, 
por tanto, ser desestimados; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, por el cual se 
invoca falta de motivos y contradicción en los mismos, y 
a la desnaturalización de los hechos y falta de base legal 
sostenida en el desarrollo de todos los medios del recurso, 
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en desna-
turalización alguna; que, por el contrario, las comprobacio-
nes realizadas por el juez del fondo, fueron el resultado de 
la ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de 
las partes en los debates y al examen del juez en la decisión; 
que, además, la sentencia impugnada contiene motivos sufi-
cientes, pertinentes y no contradictorios que justifican ple-
namente su dispositivo, así como una exposición completa de 
los hechos y una descripción de las circunstancias de la 
causa, que han permitido verificar que dicho fallo es el 
resultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos 
que 'fueron soberanamente comprobados por los jueces del 
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fondo; que, en consecuencia, el medio que se examina, así 
como todos los del recurso, deben ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Horacio Domínguez Larancuent, Elá.--- 
dio Montero y Amable Herrera, contra sentencia pronuncia-
da  por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, .en funciones de 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha dos de no- • 
viembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
ha sido precedentemente transcrito; y Segundo: Condena a 
dichos recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C:— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C,— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—.Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pOr los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, - y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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legítimas de suspensión del contrato, puesto que, al tenor 
del artículo 47, ordinal 7^ la prisión preventiva del traba-
jador seguida o no de libertad provisional, es causa de sus-
pensión de los contratos; 

Considerando en cuanto a la alegada violación del - 
tículo 434 del Código de Trabajo, que los recurrentes sos-
tienen que ese texto legal sirvió "de sostén y fundamento al .41" 
ordinal cuarto de la sentencia del Juzgado de Paz' revocada 
por la del Juez a quo, "en aplicación de la Tarifa para peo-
nes de almacén del Distrito de Santo Domingo"; que !a 
revocación total de la sentencia del Juzgado a quo funda-
mentada en que la dimisión no fué justificada, conllevaba, 
necesariamente, la de todas las condenaciones que tuvieron 
como bgse tal dimisión; 

Considerando que de todo lo precedentemente expuesy 
resulta que en la sentencia impugnada no se ha cometidc 
ninguna de las violaciones ni ningún vicio de los señalados 
por los recurrentes en los medios primero y segundo de su 
recurso, por lo cual éstos carecen de fundamento y deben, 11 . 

 por tanto, ser desestimados; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, por el cual se 
invoca falta de motivos y contradicción en los mismos, y 
a la desnaturalización de los hechos y falta de base legal'? 
sostenida en el desarrollo de todos los medios del recurso, 
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en desna-
turalización alguna; que, por el contrario, las comprobacio-
nes realizadas por el juez del fondo, fueron el resultado de 
la ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de • 
las partes en los debates y al examen del juez en la decisión; 
que, además, la sentencia impugnada contiene motivos sufi-
cientes, pertinentes y no contradictorios que justifican ple-
namente su dispositivo, así como una exposición completa de 
los hechos y una descripción de las circunstancias de la 
causa, que han permitido verificar que dicho fallo es el 
resultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos 
que 'fueron soberanamente comprobados por los jueces del  

fondo; que, en consecuencia, el medio que se examina, así 
como todos los del recurso, deben ser desestimado; - 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Horacio Domínguez Larancuent, Ela-
dio Montero y Amable Herrera, contra sentencia pronuncia-
da por la Cámara de lo Civil y Comercial del Júzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en funciones de 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha dos de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
ha sido precedentemente transcrito; y Segundo: Condena a 
dichos recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C:— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—.Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pOr los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en- la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, - y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1957 

-Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
fecha 22 de julio de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Domingo. Cuesta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Bilini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño .Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Cuesta, dominicano, mayor de edad, casado, mecánico, do-
miciliado y residente en esta ciudad, cédula 33730, serie 1, 
sello 34327, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, de fecha veintidós de julio de mil novecien-
tos cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido, en la forma, el presente recurso 
de apelación; SEGUNDO: Modifica, en cuanto a la pensión 
se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciones co- 
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rreccionales, por la Primera Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha ca-
torce del mes de junio del año mil novecientos cincuenta y 

Fiete, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; y obrando por propia autoridad, fija en la 
suma de diez pesos (RD$10.00) oro, el monto de la pensión 
mensual que el prevenido Domingo Cuesta debe pasar a la 
madre querellante señora Norma Claribel Milanesse para 
las atenciones y necesidades del menor José Antonio, pro-
creado por ambos; y TERCERO: Condena al prevenido Do-
mingo Cuesta, al pago de las costas"; (el dispositivo de la 
sentencia apelada: "Falla: Primero: que debe pronunciar y 
pronuncia el defecto, contra Domingo Cuesta, por no haber 
comparecido a esta audiencia, para la cual fué regularmen-
te citado; Segundo: que debe declarar y declara al nombrado 
Domingo Cuesta, de generales ignoradas, culpable del delito 
de violación a la Ley N9 2402, de 1950, en perjuicio del 
menor José Antonio Milanesse, procreado con la señora Nor-
ma Claribel Milanesse Boyes, y en consecuencia, lo condena 
a dos años de prisión correccional; Tercero: que debe fijar 
y fija, en la suma de veinte pesos, (RD$20.00) oro, men-
suales, el monto de la pensión alimenticia que el prevenido 
deberá suministrarle a la madre querellante para las aten-
ciones y necesidades del menor en referencia; Cuarto: Que 
debe ordenar y ,ordena la ejecución provisional de la sen-
tencia a partir de la fecha de la querella; Quinto: que debe 
condenar y condena al inculpado al pago de las costas pena-
les causalas"); 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de julio 

de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se expone ningún medio determi-
nado de casación; 
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SEZITENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1957 

'Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
fecha 22 de julio de 1957. 

'Materia: Penal. 

Recurrente: . Domingo Cuesta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

'En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H.  

Herrera Bilini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Cuesta, dominicano, mayor de edad, casado, mecánico, do-
miciliado y residente en esta ciudad, cédula 33730, serie 1, 
sello 34327, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, de fecha veintidós de julio de mil novecien-
tos cincuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido, en la forma, el presente recurso 
de apelación; SEGUNDO: Modifica, en cuanto a la pensión 
se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciones co- 
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rreccionales, por la Primera Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha ca-
torce del mes de junio del año mil novecientos cincuenta y 

Flete, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; y obrando por propia autoridad, fija en la 
suma de diez pesos (RD$10.00) oro, el monto de la pensión 
mensual que el prevenido Domingo Cuesta debe pasar a la 
madre querellante señora Norma Claribel Milanesse para 
las atenciones y necesidades del menor José Antonio, pro-
creado por ambos; y TERCERO: Condena al prevenido Do-
mingo Cuesta, al pago de las costas"; (el dispositivo de la 
sentencia apelada: "Falla: Primero: que debe pronunciar y 
pronuncia el defecto, contra Domingo Cuesta, por no haber 
comparecido a esta audiencia, para la cual fué regularmen-
te citado; Segundo: que debe declarar y declara al nombrado 
Domingo Cuesta, de generales ignoradas, culpable del delito 
de violación a la Ley N" 2402, de 1950, en perjuicio del 
menor José Antonio Milanesse, procreado con la señora Nor-
ma Claribel Milanesse Boyes, y en consecuencia, lo condena 
a dos años de prisión correccional; Tercero: que debe fijar 
y fija, en la suma de veinte pesos, (RD$20.00) oro, men-
suales, el monto de la pensión alimenticia que el prevenido 
deberá suministrarle a la madre querellante para las aten-
ciones y necesidades del menor en referencia; Cuarto: Que 
debe ordenar y ,ordena la ejecución provisional de la sen-
tencia a partir de la fecha de la querella; Quinto: que debe 
condenar y condena al inculpado al pago de las costas pena-
les causalas"); 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de julio 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se expone ningún medio determi-
nado de casación; 
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Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito p( 
el doctor José Martín Elsevyf López, cédula 49724, serie 
sello 50315, a nombre y en representación del recurrente, 
en el cual se invoca "que la Corte a qua desnaturalizó los 
hechos y tergiversó las pruebas.. . no estimándolas,. . sino 
de una manera superficial y poco precisa"; y "desnaturali-
zación de los medios de prueba y falta de base legal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N^ 2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-
pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley N" 2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Domingo Cuesta, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintidós de julio de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini — Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.=- Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué. 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que-
, prtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Visto el memorial de casación depositado en fecha di, 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito p, 
el doctor José Martín Elsevyf López, cédula 49724, serie 1, 
sello 30315, a nombre y en representación del recurrente, 
en el cual se invoca "que la Corte a qua desnaturalizó los 
hechos y tergiversó las pruebas.. . no estimándolas,. .. sino 
de una manera superficial y poco precisa"; y "desnaturali-
zación de los medios de prueba y falta de base legal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N° 2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-
pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley N° 2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Domingo Cuesta, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintidós de julio de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini — Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.= Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué. 
irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que-
rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 18 
de julio de 1957. 

• 
Materia: Penal. 

Recurrente: Fabio Romero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete ,años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio Ro-
mero, dominiCano, mayor de edad, soltero, agricultor, del 
domicilio y residencia de Las Lagunas, jurisdicción de Co-
tuí, Provincia Sánchez Ramírez, cédula 11346, serie 49, sello 
30203, contra sentencia de la Corte de Apelación de La 
Vega, de fecha dieciocho de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Declara defecto en contra  

del prevenido Fabio Romero, por no haber comparecido a 
esta audienCia a pesar de haber sido citado legalmente; 
TERCERO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, el dieciocho de junio de mil novecientos cincuenta y 
siete, que condenó al prevenido y apelante Fabio Romero, 
de generales en el expediente, asufrir la pena de dos años de 
prisión correccional y al pago de las costas, por el delito de 
violación a la Ley 1\1 9  2402, de 1950, en perjuicio de la 
menor Yolanda, de un año de edad, procreada con la señora 
Julia Acevedo y fijó en la suma de cinco pesos oro, la pen-
sión mensual que dicho prevenido deberá pasar a la madre 
querellante para la manutención de la referida menor, orde-
nando la ejecución de esta sentencia no obstante cualquier 
recurso; y CUARTO: Condena, además, al inculpado Fabio 
Romero, al pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciocho del mes de 
julio de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N' .  2402, de 

1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sa c ió n ; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo 'fianza; 

Considerando que el recurrente Fabio Romero fué con-
denado a la pena de dos años de prisión correccional; que 

no se ha establecido que dicho recurrente esté en prisión, 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 18 
de julio de 1957. 

• 
Materia: Penal. 

Recurrente: Fabio Romero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete ,años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de• casación interpuesto por Fabio Ro-
mero, dominiCano, mayor de edad, soltero, agricultor, del 
domicilio y residencia de Las Lagunas, jurisdicción de Co-
tuí, Provincia Sánchez Ramírez, cédula 11346, serie 49, sello 
30203, contra sentencia de la Corte de Apelación de La 
Vega, de fecha dieciocho de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, dictada en atribuciones correccionales, sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Declara defecto en contra  

del prevenido Fabio Romero, por no haber comparecido a 
esta audiencia a pesar de haber sido citado legalmente; 
TERCERO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-

mírez, el dieciocho de junio de mil novecientos cincuenta y 
siete, que condenó al prevenido y apelante Fabio Romero, 
de generales en el expediente, asufrir la pena de dos años de 
prisión correccional y al pago de las costas, por el delito de 
violación a la Ley N" 2402, de 1950, en perjuicio de la 
menor Yolanda, de un año de edad, procreada con la señora 
Julia Acevedo y fijó en la suma de cinco pesos oro, la pen-
sión mensual que dicho prevenido deberá pasar a la madre 
querellante para la manutención de la referida menor, orde-
nando la ejecución de esta sentencia no obstante cualquier 
recurso; y CUARTO: Condena, además, al inculpado Fabio 
Romero, al pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciocho del mes de 
julio de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N" 2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sa ci ó n ; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo 'fianza; 

ConsiderandO que él recurrente Fabio Romero fué con-
denado a la pena de dos años de prisión correccional; que 
no se ha establecido que dicho recurrente esté en prisión, 
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ni tampoco que haya obtenido su libertad provisional bajo 
fianza o la suspensión de la ejecución de la pena, de con-
formidad con los artículos 7 y 8 de la Ley N 9  2402, de 1950; 
que, por tanto, el presente recurso de casación no puede ser 
admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Fabio Romero, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
dieciocho de julio de mil novecientos cincuenta y siete, dic-
tada er atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde-
na, a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. – 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 17 de julio de 1957. 

- tateria: Penal. 

Recurrente: Esteban Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpueáo por Esteban 
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, 
del domicilio y residencia de Baoba del Piñal, sección del 
municipio de Cabrera, Provincia de Samaná, cuya cédula 
personal de identidad no se menciona en el expediente, con-
tra sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha diez y siete de julio del presente año mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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ni tampoco que haya obtenido su libertad crovisional bajo 
fianza o la suspensión de la ejecución de la pena, de con-
formidad con los artículos 7 y 8 de la Ley N9 2402, de 1950; 
que, por tanto, el presente recurso de casación no puede ser 
admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Fabio Romero, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega,' de fecha 
dieciocho de julio de mil novecientos cincuenta y siete, dic-
tada er atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde-
Tm a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C. 
Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
üertifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

atenela impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 17 de julio de 1957. 

ateria: Penal. 

.1;z T'urente: Esteban Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tcia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, arios 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esteban 
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, 
deI domicilio y residencia de Baoba del Piñal, sección del 
municipio de Cabrera, Provincia de Samaná, cuya cédula. 
personal de identidad no se menciona en el expediente, con-
tra sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha diez y siete de julio del presente ario mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez y nueve de julio 
del corriente año, a requerimiento del recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 379, 381, inciso 4", 384, 390, 31-1, 
395, 463 apartado 3 9, del Código Penal y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha diez de febrero del presente año 1957, por actup-
cione§ del Ejército Nacional, fué sometido a la justicia 
nombrado Esteban Hernández, como presunto autor del 
hecho de robo, cometido de noche y en casa habitada, con 
fractura exterior e interior, en perjuicio de Federico Blan-
co Camacho; b) que el Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Samaná, en vista de que el hecho tenía las aparien-
cias de ser un crimen, apoderó del caso al Juez de Instruc-
ción de la sumaria correspondiente, la cual culminó con la 
providencia calificativa de fecha cuatro de abril de este año, 
mediante cuya parte dispositiva fué enviado Esteban Her-
nández al Tribunal Criminal, para ser juzgado por el cri-
men de robo, cometido en casa habitada, con fractura exte-
rior e interior, en perjuicio de Federico Blanco Camachc: 
c) que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Samaná, apoderado del hecho, pronunció en fecha diez 
y siete de maya del cursante año, la sentencia condenatoria 
cuya parte dispositiva se transcribe en la sentencia 
nada; 

Considerando, que sobre el recurso de apelación del 
acusado, la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís 
pronunció la sentencia que ahora se impugna, cuya parte 
dispositiva dice así: "FALLA: Primero: Declara regular y 
válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de apela- 

Mil interpuesto por el acusado Esteban Hernández, contra 
sentencia dictada en fecha diez y siete (17) de mayo chal 4año 
en curso (1957), por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Samaná, cuyo dispositivo dice así: `Falla: 
Primero: Que debe condenar y condena al nombrado Este-
ban Hernández, cuyas generales constan, a sufrir }a pena 
de un año de prisión correccional, por el crimen de robo con 
fractura exterior e interior, y en casa habitada. en perjuicio 
de Federico Blanco Camacho, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Segundo: Se condena a dicho acusado 
al pago de las costas'; Segundo: Confirma la sentencia ape-
lada en todas sus partes; y Tercero: Condena al acusado al 
pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando, que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido, entre otros hechos, los que a continuación se exponen. 
a) que Federico Blanco Camacho, residente en Baobá del" 
Piñal (Municipio de Cabrera) fué víctima de un robo -con-
sistente en cuatro cajones de arroz; b) que para introducirse 
el ladrón en la casa de la víctima, rompió un candado que 
cerraba la puerta principal y ya dentro, rompió también las 
cerraduras de dos maletas que allí se encontraban; e) que' 
de dicha casa desapareció el arroz antes indicado; d) que 
Benito Ruiz García, vecino de la víctima, vid salir de la 
casa de éste al procesado Esteban Hernández, corra a las 
diez de la mañana, llevando "un saco que contenla algo 
dentro"; e)- que el procesado vendió dicho arroz a Tomás 
Castillo, quien lo compró porque el vendedor le aseguró que 
lo había adquirido de Anastacio Martínez; f) que éste ha 
negado haber vendido el producto indicado —clase "Inges"' 
—al procesado, aunque no negando haberle vendido, dial 

tes, arroz del tipo `Espartillo Criollo"; j) que el tipo -  clase 
ges" era el cosechado por la víctima, y el arroz encon-
do en poder de Tomás Castillo, que fué vendido por el 

do era de este tipo; y h) que a pesar de su negativa,. 
autor de dicho robo fué Esteban Hernández; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez y nueve de julil 
del corriente ario, a requerimiento del recurrente, en la cua 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 379, 381, inciso 4", 384, 390, 394, 
395, 463 apartado 39, del Código Penal y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 103 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha diez de febrero del presente ario 1957, por actua-
cioneA del Ejército Nacional, fué sometido a la justicia ', 
nombrado Esteban Hernández, como presunto autor del 
hecho de robo, cometido de noche y en casa habitada, con 
fractura exterior e interior, en perjuicio de Federico Blan-
co Camacho; b) que el Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Samaná, en vista de que el hecho tenía las aparien-
cias de ser un crimen, apoderó del caso al Juez de Instruc-
ción de la sumaria correspondiente, la cual culminó con la 
providencia calificativa de fecha cuatro de abril de este año, 
mediante cuya parte dispositiva fué enviado Esteban Her-
nández al Tribunal Criminal, para ser juzgado por el cri-
men de robo, cometido en casa habitada, con fractura exte-
rior e interior, en perjuicio de Federico Blanco Camacho; 
c) que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Samaná, apoderado del hecho, pronunció en fecha diez 
y siete de mayo del cursante año, la sentencia condenatoria. 
cuya parte dispositiva se transcribe en la sentencia imptuy 
nada; 

Considerando, que sobre el recurso de apelación del 
acusado, la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís 
pronunció la sentencia que ahora se impugna, cuya parte 
dispositiva dice así: "FALLA: Primero: Declara regular y 
válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de apela- 

ción interpuesto por el acusado Esteban Hernández, contra 
sentencia dictada en fecha diez y siete (17) de mayo del alío 
eri curso (1957), por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Samaná, cuyo dispositivo dice así: `Falla: 
Primero: Que debe condenar y condena al nombrado Este-
ban Hernández, cuyas generales constan, a sufrir fa pena 
de un año de prisión correccional, por el crimen de robo con 
Tactura exterior e interior, y en casa habitada. en perjuicio - 
e Federico Blanco Camacho, acogiendo en su favor cireuns-
ncias atenuantes; Segundo: Se condena a dicho acusado 
pago de las costas'; Segundo: Confirma la sentencia- ape-

da en todas sus partes; y Tercero: Condena al acusado al 
go de las costas de esta instancia"; 

Considerando, que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido, entre otros hechos, los que a continuación se expone-n:. 
a) que Federico Blanco Camacho, residente en Baobá 
Piñal (Municipio de Cabrera) fué víctima de un robo -con-
sistente en cuatro cajones" de arroz; b) que para introducirse 
el ladrón en la casa de la víctima, rompió un candado que 
cerraba la puerta principal y ya dentro, rompió también las 
cerraduras de dos maletas que allí se encontraban; c) que> 
de dicha casa desapareció el arroz antes indicado; d) que 
Benito Ruiz García, vecino de la víctima, vió salir de la 
casa de éste al procesado Esteban Hernández, como- a- las 
diez de la mañana, llevando "un saco que contenla algo 
dentro"; e). que el procesado vendió dicho arroz a Tomás 
Castillo, quien lo compró porque el vendedor le aseguró que 
lo había adquirido de Anastacio Martínez; f) que éste ha. 
negado haber vendido el producto indicado —clase "Inges"' 
—al procesado, aunque no negando haberle vendido, días-
antes, arroz del tipo 'Espartillo Criollo"; j) que el tipo. clase 
"Inges" era el cosechado por la víctima, y el arroz encon-
trado en poder de Tomás Castillo, que fué vendido por el 
procesado era de este tipo; y h) que a pesar de su negativa, 
el autor de dicho robo fué Esteban Hernández; 
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Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del crimen de robo con fractura, pre-
visto por .el .Art. 384 del Código Penal y sancionado con la 
pena, de cinco a veinte años de trabajos públicos; que, en 
consecuencia al declarar culpable a Esteban Hernández de 
dicho, crimen, la Corte a qua atribuyó a los hechos de la 
acusación, la calificación legal qué les corresponde según su 
propia .naturaleza, y al condenarlo a la pena de un año de 
prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, ;a sanción que le ha sido impuesta se encuentra 
justificada, por aplicación del texto legal ya citado, combi-
nado .cou ei, apartado 3<?, del Art. 463 del mismo Código; 

nlíderando, que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia no revela ningún vicio que justifique su anu-
lación; . 

Portales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
'sación : interpuesto. por Esteban Hernández, contra sentencia 
pronuociada en sus atribuciones .criminales por la Corte de 
ApelagiAn. de San Francisco de Macorís, en fecha diez y siete 
de julio: del-presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo .  se  copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.-
Carlos MI-Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Confin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel. hilo,. Secretario General. 

La preselte sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia publica del día, mes y año en él expresado y fué 
firmadas  leída y publicada por mi, Secretario General, que 

certifico,7– (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1957 

•,t7).tencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
16 de julio de 1957, 

Materia: Penal. 

17,;,,Lurrente: Esmeraldo Grullón Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B.,' Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamai-che Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sara donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dieta en audiencia pública, como corte de casación la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esmeraldo 
Grullón .Rosario, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en la ciudad de loca, Provincia 
Espaillat, cédula 17949, serie 54, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia pronunciada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de La Vega, en fecha diez y seis de julio del presente año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
ni¿s adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Considerando, que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos, por. la  Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del crimen de robo con fractura, pre-
vistó por el. Art. . 384 del Código Penal y sancionado con la 
pena :  de cipo a veinte años de trabajos públicos; que, en 
consecuencia al declarar culpable a Esteban Hernández de 
dicho, crimen, la Corte a qua atribuyó a los hechos de la 
acusación. la calificación legal que les corresponde según su 
propia .naturaleza, y al condenarlo a la pena de ün año de 
-prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias 
-atenuantes, la sanción que le ha sido impuesta se encuentra 
justificada, por aplicación del texto legal ya citado, combi-
nado .con, el, apartado 30, del Art. 463 del mismo Código; 

nsiderando, que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia no revela ningún vicio que justifique su anu-
lación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación : interpuesto por Esteban Hernández, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones .criminales por la Corte de 
Apelación. de San Francisco de Macorís, en'  echa diez y siete 
de julio. del-presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyp d,ispositivo, se copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan, A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— 
CarlosMl-Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Confín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel. hijo, Secretario General. 

Lo presegte sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia •ública del día, mes y año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica :, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1957 

7t,:n.tencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega; de fecha 
16 de julio de 1,957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Esmeraldo Grullón Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B.,' Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamai-che Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sara donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esmeraldo 
Grullón Rosario, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en la ciudad dellitoca, Provincia 
Espaillat, cédula 17949, serie 54, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia pronunciada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de La Vega, en fecha diez y seis de julio del presente año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y siete de julio 
del año que discurre, a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 1, 11, 12, 19, inciso e) de la Ley 
N') 1608 del año 1947, Sobre Ventas Condicionales de Mue-
bles; 406 y 463, apartado 6to., del Código Penal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha dieciocho de enero de mil novecientos cincuenta y 
seis, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del 
Distrito Nacional, ordenó la incautación de un radio marca 
"Philips", modelo BX207-U, serie N'? 115484, que fué ven-
dido condicionalmente por la R. Esteva & Cía. C. por A. a 
Esmeraldo Grullón Rosario, por incumplimiento de éste en 
el pago de la parte del precio convenido; b) que requerida 
legalmente la entrega de dicho radio al prevenido, éste con-
fesó haberlo vendido, por cuyo motivo fué apoderado del 
hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Espaillat, el cual pronunció en fecha siete de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y seis una sentencia en defec-
to condenando al prevenido Esmeraldo Grullón Rosario a 
tres meses de prisión correccional por el delito de abuso de 
confianza en perjuicio de la R. Esteva y Co. C. por A., y al 
pago de las costas; c) que sobre la oposición del prevenido 
fué pronunciada por mismo tribunal, en fecha veinte de 
junio de novecientos cincuenta y seis, la sentencia en 
defecto cuyo dispositivo se copia a continuación: "Primero: 
Declara nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el nombrado Esmeraldo Grullón, contra 
sentencia dictada por este Juzgado de Primera Instancia, de 
fecha siete de mayo del año mil novecientos cincuenta y  

seis, que lo condenó en defecto a sufrir tres meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas, por el delito de 
abuso de confianza en perjuicio de la "R. Esteva & Co., C. 
por A., por falta de comparecencia del recurrente; Segundo: 
Ordena pura y simplemente, la ejecución de la sentencia 
recurrida y condena al oponente al pago de las costas"; 

Considerando, que sobre la apelación interpuesta por el 
procesado, fué pronunciada por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fecha siete de mayo del presente año (1957), 
la sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: "Primero: 
Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación; Segundo: Declara defecto en contra 
del prevenido Esmeraldo Grullón, por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fué legalmente citado; Tercero: 
Modifica la sentencia rendida por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, el veinte de junio 
del año mil novecientos cincuenta y seis, que condenó al 
prevenido y apelante Esmeraldo Grullón Rosario, —de ge-
nerales en el expediente—, a sufrir la pena de tres meses de 
prisión correccional y al pago de las costas, por el delito 
de abuSo de confianza en perjuicio de R. Esteva & Compañía, 
C. por A., en el sentido de condenar a dicho inculpado Es-
meraldo Grullón Rosario a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional, por el delito antes citado del cual se 
le reconoce autor responsable, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Cuarto: Condena además a Esmeraldo 
Grullón Rosario al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando, que sobre el recurso de oposición del 
prevenido intervino la sentencia ahora impugnada, cuya 
parte dispositiva dice así: "FALLA: Primero: Declara re-
gular y válido, en cuanto a su forma, el presente recurso de 
oposición; Segundo: Modifica la sentencia rendida por esta 
Corte el siete de mayo del año mil novecientos cincuenta y 
siete, que condenó en defecto al prevenido y apelante Esme-
raldo Grullón, —de generales conocidas—, a sufrir la pena 
de un mes de prisión correccional y al pago de las costas 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y siete de julio 
del año que discurre, a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los Arts. 1, 11, 12, 19, inciso e) de la Ley 
N0 1608 del año 1947, Sobre Ventas Condicionales de Mue-
bles; 406 y 463, apartado 6to., del Código Penal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha dieciocho de enero de mil novecientos cincuenta y 
seis, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del 
Distrito Nacional, ordenó la incautación de un radio marca 
"Philips", modelo BX207-U, serie N Y  115484, que fué ven-
dido condicionalmente por la R. Esteva & Cía. C. por A. a 
Esmeraldo Grullón Rosario, por incumplimiento de éste en 
el pago de la parte del precio convenido; b) que requerida 
legalmente la entrega de dicho radio al prevenido, éste con-
fesó haberlo vendido, por cuyo motivo fué apoderado del 
hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Espaillat, el cual pronunció en fecha siete de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y seis una sentencia en defec-
to condenando al prevenido Esmeraldo Grullón Rosario a 
tres meses de prisión correccional por el delito de abuso de 
confianza en perjuicio de la R. Esteva y Co. C. por A., y al 
pago de las costas; c) que sobre la oposición del prevenido 
fué pronunciada por .el mismo tribunal, en fecha veinte de 
junio de tnil novecientos cincuenta y seis, la sentencia en 
defecto cuyo dispositivo se copia a continuación: "Primero: 
Declara nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el nombrado Esmeraldo Grullón, contra 
sentencia dictada por este Juzgado de Primera Instancia, de 
fecha siete de mayo del año mil novecientos cincuenta y  

seis, que lo condenó en defecto a sufrir tres meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas, por el delito de 
abuso de confianza en perjuicio de la "R. Esteva & Co., C. 
por A., por falta de comparecencia del recurrente; Segundo: 
Ordena pura y simplemente, la ejecución de la sentencia 
recurrida y condena al oponente al pago de las costas"; 

C&Isiderando, que sobre la apelación interpuesta por el 
procesado, fué pronunciada por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fecha siete de mayo del presente año (1957), 
la sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: "Primero: 
Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación; Segundo: Declara defecto en contra 
del prevenido Esmeraldo Grullón, por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fué legalmente citado; Tercero: 
Modifica la sentencia rendida por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, el veinte de junio 
del año mil novecientos cincuenta y seis, que condenó al 
prevenido y apelante Esmeraldo Grullón Rosario, —de ge-
nerales en el expediente—, a sufrir la pena de tres meses de 
prisión correccional y al pago de las costas, por el delito 
de abuSo de confianza en perjuicio de R. Esteva & Compañía, 
C. por A., en el sentido de condenar a dicho inculpado Es-
meraldo Grullón Rosario a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional, por el delito antes citado del cual se 
le reconoce autor responsable, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Cuarto: Condena además a Esmeraldo 
Grullón Rosario al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando, que sobre el recurso de oposición del 
prevenido intervino la sentencia ahora impugnada, cuya 
parte dispositiva dice así: "FALLA: Primero: Declara re-
gular y válido, en cuanto a su forma, el presente recurso de 
oposición; Segundo: Modifica la sentencia rendida por esta 
Corte el siete de mayo del año mil novecientos cincuenta y 
siete, que condenó en defecto al prevenido y apelante Esme-
raldo Grullón, —de generales conocidas—, a sufrir la pena 
de un mes de prisión correccional y al pago de las costas 
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acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el deli_ 
to de abuso de confianza en perjuicio de R. Esteva & Com-
pañía, C. por A.; En el sentido de condenar a dicho oponente 
Esmeraldo Grullón Rosario a sufrir la pena de quince días 
de prisión correccional, por el delito antes citado del cual se 
reconoce autor responsable, acogiendo en su favor más am-
plias circunstancias atenuantes; Tercero: Condena además 
a Esmeraldo Grullón al pago de las costas de esta ins r 

 tancia"; 

Considerando, que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, en resumen, que la R. Esteva & y Cía, C. por A 
vendió a Esmeraldo Grullón Rosario, en fecha quince 
diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, un radio 
marca Philips (el ya mencionado) por la suma de P. 7 ' 
$75.00; que de este precio, el comprador quedó adeudanri, 
la suma de RD$21.50; que dicha venta se hizo de conform.- 
dad con la Ley N° 1608 del año 1947, sobre Ventas Con-
dicionales de Muebles; que la R. Esteva & Cía., C. por A 
obtuvo del Juzgado de Paz de la Segunda Circuncripción 
del Distrito Nacional, en fecha dieciocho de enero de 
novecientos cincuenta y seis, Auto de Incautación de 
radio; que el alguacil Arturo Alfonso y Quezada notificó 
dicho auto al deudor, en fecha veintinueve de febrero del 
citado año, intimándole la entrega del radio mencionado; 
que el deudor respondió que "hacía tiempo había vendido 
dicho radio"; y por último, que para esta venta, el compra-
dor' no había sido autorizado por la R. Esteva & Cía., C. 
por A.; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y a 
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los el:  
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza, pr 
visto por el inciso e) del Art. 19 de la Ley 1\1 9  1608 del af.  
1947, sobre Ventas Condicionales de Muebles y sancionado:  
con las penas establecidas en el Art. 406 del Código Penal;  

que, en consecuencia, al declarar culpable a Esmeraldo Gru-
llón Rosario del delito puesto a su cargo, la Corte a qua atri-

buyó a los hechos de la prevención la calificación legal que 
les corresponde según su propia naturaleza, y al condenarla , 

 a quince días de prisión por dicho delito, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, resulta que la sanción que 
le ha sido impuesta se encuentra justificada por aplicación 
del Art. 406 del Código Penal, combinado con el apartado 
6to., del Art. 463 del mismo Código; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no revela ningún vicio que justifique 
su anulación;  

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Esmeraldo Grullón Rosario, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de La Vega en fecha diez y seis de 
julio del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
sentencia cuyo dispositivo se transcribe en otro higáridel pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al lag() de -  las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batilta C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada' por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 'la au-
diencia:pública del día, mes y año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



2188 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 

acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el dell. 
to de abuso de confianza en perjuicio de R. Esteva & Com-
pañía, C. por A.; En el sentido de condenar a dicho oponente 
Esmeraldo Grullón Rosario a sufrir la pena de quince d" 
de prisión correccional, por el delito antes citado del cual se 
reconoce autor responsable, acogiendo en su favor más am 
plias circunstancias atenuantes; Tercero: Condena ademáa 
a Esmeraldo Grullón al pago de las costas de esta ins. 
tancia"; 

Considerando, que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, en resumen, que la R. Esteva & y Cía, C. por A., 
vendió a Esmeraldo Grullón Rosario, en fecha quince de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, un raf: 
marca Philips (el ya mencionado) por la suma de R. 
$75.00; que de este precio, el comprador quedó adeudan ,-: 
la suma de RD$21.50; que dicha venta se hizo de conformi-
dad con la Ley N9 1608 del año 1947, sobre Ventas Con-
dicionales de Muebles; que la R. Esteva & Cía., C. por A 
obtuvo del Juzgado de Paz de la Segunda Circuncripción 
del Distrito Nacional, en fecha dieciocho de enero de mil 
novecientos cincuenta y seis, Auto de Incautación de dicho 
radio; que el alguacil Arturo Alfonso y Quezada notificó 
dicho auto al deudor, en fecha veintinueve de febrero del 
citado año, intimándole la entrega del radio mencionado; 
que el deudor respondió que "hacía tiempo había vendida 
dicho radio"; y por último, que para esta venta, el compra-
dor' no había sido autorizado por la R. Esteva & Cía., C. 
por A.; 

Considerando, que en los hechos así comprobados y a 
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza, pre-
visto por el inciso e) del Art. 19 de la Ley Ny 1608 del ají() 
1947, sobre Ventas Condicionales de Muebles y sancionado 
con las penas establecidas en el Art. 406 del Código Penal;  

que, en consecuencia, al declarar culpable a Esmeraldo Gru-
llón Rosario del delito puesto a su cargo, la Corte a qua atri-
buyó a los hechos de la prevención la calificación legal que 
les corresponde según su propia naturaleza, y.al condenarlo .,  
a quince días de prisión por dicho delito, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, resulta que la sanción que' 
le ha sido impuesta se encuentra justificada por aplicación 
del Art. 406 del Código Penal, combinado con el apartado 
6to., del Art. 463 del mismo Código; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no revela ningún vicio qué justifique . 

 su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Esmeraldo Grullón Rosario, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de La Vega en fecha diez y seis de 
julio del presente año mil novecientos cincuenta y siete, 
sentencia cuyo dispositivo se transcribe en otrtiiiigar'aei pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al Pago de -  las 
costas. 

(Firmados) 'H. Herrera Billini.— Pedro R. BatiSta C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto .  Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada` por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento; en la au-
diencia:pública del día, mes y año en él expreáado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

 

dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: Se 

acoge la apelación interpuesta en fecha 23 de julio de 1956, 
por la señora Enoema de los Santos (a) Negra; Segundo: 
Se revoca la Decisión N" 1 del Tribunal de Tierras de juris-
dicción original de fecha 16 de julio del 1956, en relación 
con el solar N" 31 de la manzana N" 41 del Distrito Catastral 
número 1 del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo, en cuanto 
al fallo de las mejoras se refiere, para que su dispositivo 
en lo sucesivo se lea de la siguiente manera: Solar número 
31 de la manzana número 41: Se ordena el registro del dere-
cho de propiedad de este solar en favor del señor Sotero 
Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, propietario, 
domiciliado y residente en la casa número 85 de la calle "Ba-
rahona" de Ciudad Trujillo, Distrito Nacional; Haciéndose 
constar que las mejoras existentes en este solar, consistentes 
en una casa de bloques, techada de zinc, marcada con el 
N" 85 de la calle "Barahona" de Ciudad Trujillo, con sus 
dependencias y anexidades, pertenecen a los señores Sotero 
Martínez y Enoema de los Santos (a) Negra, en la propor-
ción de un cincuenta por ciento (50%) para cada uno. Se 
ordena al Secretario del Tribunal de Tierras que, una vez 
recibidos por él los planos definitivos de este solar, prepara-
dos por el Agrimensor Contratista y debidamente aprobados 
por la Dirección General de Mensuras Catastral, y transcu-
rrido el plazo de dos meses señalado por la ley para recurrir 
en casación contra esta sentencia, sin que este recurso haya 
sido interpuesto, proceda a la expedición del correspon-
diente decreto de registro"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José del Carmen Peguero Peña, cédula 65, 

serie 22, sello 49973, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Félix Tomás del Monte, cédula 988, serie 
1  , sello 7565, en representación del Lic. Salvador Espinal 
Miranda, cédula 8632, serie 1", sello 24052, abogado de la 
recurrida Enoema de los Santos, dominicana, mayor de 
'dad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi- 

 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 14 
de febrero de 1957. 

 

Illet?ria: Tierras. 

        

 

Iteetu rente: Sotero Martínez. 

Aboga<IO.:' Dr. José del Carmen Peguero Peña. 

 

 

Recarrillo: Enoema de los Santos. 

Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda. 

 

    

  

Dios, Patria y Libertad. • 
República Dominicana. - 

   

 

.En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Remera. Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
.de Presidente;. Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos; Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 

-Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sipa .donde  celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sotero 
Martínez, doMinicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y 
residente en la ciudad de Barahona, cédula 12770, serie la , 
euye sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, 
en fecha catorce de febrero del corriente año (1957), cuyo 

  

r. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

:Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 1 
de febrero de 1957. 

114aVn:4a: Tierras. 

Iteelarreute: Sotero Martínez. 

Atlogadtk'.1Dr. José del Carmen Peguero Peña. 

Recurriao: Enoema de los Santos. 
Abrigado: Lic. Salvador Espinal Miranda. 

• 	Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
11. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
.de Presidente;- Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlo; Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
"Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 

.donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sotero 
Martínez, donlinicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y 
residente en la ciudad de Barahona, cédula 12770, serie 1a, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, 
en fecha catorce de febrero del corriente año (1957), cuyo  

dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: Se 
acoge la apelación interpuesta en fecha 23 de julio de 1956, 
por la señora Enoema de los Santos (a) Negra; Segundo: 
Se revoca la Decisión N' 1 del Tribunal de Tierras de juris-
dicción original de fecha 16 de julio del 1956, en relación 
con el solar N" 31 de la manzana N" 41 del Distrito Catastral 
número 1 del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo, en cuanto 
al fallo de las mejoras se refiere, para que su dispositivo 
en lo sucesivo se lea de la siguiente manera: Solar número 
31 de la manzana número 41: Se ordena el registro del dere-
cho de propiedad de este solar en favor del señor Sotero 
Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, propietario, 
domiciliado y residente en la casa número 85 de la calle "Ba-
rahona" de Ciudad Trujillo, Distrito Nacional; Haciéndose 
constar que las mejoras existentes en este solar, consistentes 
en una casa de bloques, techada de zinc, marcada con el 
N" 85 de la calle "Barahona" de Ciudad Trujillo, con sus 
dependencias y anexidades, pertenecen a los señores Sotero 
Martínez y Enoema de los Santos (a) Negra, en la propor-
ción de un cincuenta por ciento (50% ) para cada uno. Se 
ordena al Secretario del Tribunal de Tierras que, una vez 
recibidos por él los planos definitivos de este solar, prepara-
dos por el Agrimensor Contratista y debidamente aprobados 
por la Dirección General de Mensuras Catastral, y transcu-
rrido el plazo de dos meses señalado por la ley para recurrir 
en casación contra esta sentencia, sin que este recurso haya 
sido interpuesto, proceda a la expedición del correspon-
diente decreto de registro"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José del Carmen Peguero Peña, cédula 65, 

serie 22, sello 49973, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Félix Tomás del Monte, cédula 988, serie 
1  , sello 7565, en representación del Lic. Salvador Espinal 
Miranda, cédula 8632, serie P, sello 24052, abogado de la 
recurrida Enoema de los Santos, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi- 
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dente en esta ciudad, cédula 26979, serie 1', sello 1443548 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el día trei -t, 
de abril del corriente año (1957), suscrito por el Dr. José 
del Carmen Peguero Peña, abogado del recurrente, en 
cual no se invoca ningún medio de terminado de casaci 

Visto el memorial de defensa suscrito por el • abogado 
la recurrida, Lic. Salvador Espinal Miranda, notificado 
doce de junio del corriente año; 

Visto el memorial de ampliación del recurrente, suscrit 
por su abogado Dr. José del Carmen Peguero Peña; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del' 
berado, y vistos los artículos 119 y 134 de la Ley de Regis 
tro de Tierras; 133 y 1033 del Código de Procedimiento Ci-
vil; 1, 5, 65, 66 y 67 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que la recurrida ha pedido en su mem 
rial de defensa que se declare inadmisible el recurso de ca 
ración interpuesto por Sotero Martínez, por haberlo sido 
fuera del plazo legal, y además, porque en el memorial de 
casación no se indican los medios en que se funda; 

Considerando que al tenor del artículo 134 de la Ley d 
• • Registro de Tierras, el recurso de casación será interpuesto, 

instruido y juzgado, tanto en materia civil como en materia 
penal, conforme a las reglas del derecho común; que el 
artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación pres-
cribe que en los asuntos civiles y comerciales el recurso de 
casación se interpondrá por un memorial suscrito por abo 
gado, con la indicación de los medios en que se funda, que 
deberá ser depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia en los dos meses de la notificación de la sentencia; 
que, por otra parte, de conformidad con la parte final del 
artículo 119 de la Ley de Registro de Tierras, los plazos 
para ejercer los recursos contra las decisiones dictadas por 

el Tribunal de Tierras, se cuentan desde la fecha de la.fija- 
con del dispositivo de la sentencia en la puerta principal 
del Tribunal que la dictó; que, además, según el artículo 66 
de  la  Ley sobre Procedimiento de Casación, todos los plazos 
establecidos en esta ley en favor de las partes son francos. 
y de acuerdo con el artículo 67, estos plazos, así como el 
término de la distancia, se calcularán del mismo modo que 

fijados en las leyes de procedimiento; que, finalmente. 
tenor del artículo 1033 del Código de Procedimiento Civil. 
ando en materia civil o comercial haya lugar a 'aumenta - 

n plazo en razón de la distancia, éste se aumentará un día 
ór cada treinta kilómetros, y las fracciones mayores de 

quince kilómetros aumentarán también el término por an 

día; 

Considerando que en el expediente consta lo siguiente; 
1) que la copia de la sentencia impugnada fué fijada en la 
puerta principal del local aue ocupa el Tribunal que la dictó, 
en fecha quince de febrero de mil novecientos cincuenta y 

, siete; 2) que el recurrente Sotero Martínez, depositó en la 
Sécretaría de la Suprema Corte de Justicia el memorial de 
casación, suscrito por su abogado Dr. José del Carmen Pe-
guero Peña, el día treinta de abril de mil novecientos cin-
cuenta y siete; y 3) que dicho recurrente tiene su domicilio 
en la ciudad de Barahona, la cual está a una distancia de 
202 kilómetros de Ciudad Trtijillo; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente que 
el plazo de dos meses fijado por el artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, más el aumento a que hay lu-
gar en razón de la distancia, estaba vencido el día en que 
se interpuso el recurso de casación, o sea el treinta de abril 
de mil novecientos cincuenta y siete; que, en efecto, el plazo 
•de dos meses, que se cuenta de fecha a fecha, venció el 15 
'de abril, el cual, por ser franco quedó prorrogado hasta el 
día siguiente, esto es, el 16; que, agregándole a dicho plazo 
el aumento de siete días a que hay lugar en razón de la dis-
tancia de 202 kilómetros que existe entre Ciudad Trujillo y 
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dente en esta ciudad, cédula 26979, serie 1', sello 1443548 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el día trein 
de abril del corriente año (1957), suscrito por el Dr. J 
del Carmen Peguero Peña, abogado del recurrente, en e 
cual no se invoca ningún medio de terminado de casación; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado dg 
la recurrida, Lic. Salvador Espirtal Miranda, notificado e 
doce de junio del corriente año; 

Visto el memorial de ampliación del recurrente, suscrit 
por su abogado Dr. José del Carmen Peguero Peña; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
berado, y vistos los artículos 119 y 134 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 133 y 1033 del Código de Procedimiento Ci-
vil; 1, 5, 65, 66 y 67 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que la recurrida ha pedido en su memo-
rial de defensa que se declare inadmisible el recurso de ca-
sación interpuesto por Sotero Martínez, por haberlo sido 
fuera del plazo legal, y además, porque en el memorial de 
casación no se indican los medios en que se funda; 

Considerando que al tenor del artículo 134 de la Ley de 
e • Registro de Tierras, el recurso de casación será interpuesto 

instruido y juzgado, tanto en materia civil como en materi 
penal, conforme a las reglas del derecho común; que el 
artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación pres-
cribe que en los asuntos civiles y comerciales el recurso de 
casación se interpondrá por un memorial suscrito por abo-
gado, con la indicación de los medios en que se funda, que 
deberá ser depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia en los dos meses de la notificación de la sentencia; 
que, por otra parte, de conformidad con la parte final del 
artículo 119 de la Ley de Registro de Tierras, los plazos 
para ejercer los recursos contra las decisiones dictadas por 

Tribunal de Tierras, se cuentan desde la fecha de la.fija-
cion del dispositivo de la sentencia en la puerta principal 
el Tribunal que la dictó; que, además, según el artículo 66 
e  la Ley sobre Procedimiento de Casación, todos los plazos 
tablecidos en esta ley en favor de las partes son francos. 
de acuerdo con el artículo 67, estos plazos, así como el 

érmino de la distancia, se calcularán del mismo modo que 
los fijados en las leyes de procedimiento; que, finalmente, 
al tenor del artículo 1033 del Código de Procedimiento Civil, 
cuando en materia civil o comercial haya lugar a aumenta -
n plazo en razón de la distancia, éste se aumentará un día 
r cada treinta kilómetros, y las fracciones mayores de . 

quince kilómetros aumentarán también el término por dr' 
día; 

Considerando que en el expediente consta lo siguiente; 
1) que la copia de la sentencia impugnada fué fijada en la 
puerta principal del local aue ocupa el Tribunal que la dictó, 
en fecha quince de febrero de mil novecientos cincuenta y 
siete; 2) que el recurrente Sotero Martínez, depositó en la 
Sécretaría de la Suprema Corte de Justicia el memorial de 
casación, suscrito por su abogado Dr. José del Carmen Pe-
guero Peña, el día treinta de abril de mil novecientos cin-
cuenta y siete; y 3) que dicho recurrente tiene su domicilio 
en la ciudad de Barahona, la cual está a una distancia de 
202 kilómetros de Ciudad Trtijillo; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente que 
el plazo de dos meses fijado por el artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, más el aumento a que hay lu-
gar en razón de la distancia, estaba vencido el día en que 
se interpuso el recurso de casación, o sea el treinta de abril 
de mil novecientos cincuenta y siete; que, en efecto, el plazo 
de dos meses, que se cuenta de fecha a fecha, venció el 15 
de abril, el cual, por ser franco quedó prorrogado hasta el 
día siguiente, esto es, el 16; que, agregándole a dicho plazo 
el aumento de siete días a que hay lugar en razón de la dis-
tancia de 202 kilómetros que existe entre Ciudad Trujillo y 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

az 	Judicial de Azua de fecha 15 de noviembre de 1956. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Arsimenio Méndez. 
Abogado: Lic. Antonio Germosén Mayi. 

Recurrido: Dominican Fruit S.S. _Co. 
Ahogado: Lic. Digno Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciadós 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo. 
dicta en audiencia : pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arsimenio 
Méndez, dominicano, mayor de edad, jornalero, del domici-
lio y residencia de "Las Baria", sección rural del municipio 
de Azua, cédula 7902, serie 10, sello 988988, contra senten- 
cia dictada como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 

..ládia  Por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

la ciudad de Barahona, domicilio del recurrente, el últim o 
 día útil para interponer el recurso de casación era el día 23 

de abril; siendo, por consiguiente, tardío el recurso de q ue 
 se trata, intentado el día $0 del mismo mes; 

Considerando que, además el memorial de casación su s_ 
crito por el Dr. José del Carmen Peguero Peña, abogad o 

 constituido por el recurrente, Sotero Martínez, no contiene 
 la exposición de los medios en que se funda el recurso, ni 

la indicación de los textos legales que hayan sido violados 
por la sentencia impugnada, ni tampoco su escrito contiene 
expresión alguna que permita determinar la regla o princi. 
pío jurídico que haya sido violado; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Sotero Martínez, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras del catorce de 
febrero del corriente año (1957), cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena 
en provecho del Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de 
la recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Mi Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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la ciudad de Barahona, domicilio del recurrente, el últim o 
 día útil para interponer el recurso de casación era el día 23 

de abril; siendo, por consiguiente, tardío el recurso de qu e 
 se trata, intentado el día 30 del mismo mes; 

Considerando que, además el memorial de casación s 
crito por el Dr. José del Carmen Peguero Peña, abogado 
constituido por el recurrente, Sotero Martínez, no contien e 

 la exposición de los medios en que se funda el recurso, ni 
la indicación de los textos legales que hayan sido violados 
13or la sentencia impugnada, ni tampoco su escrito contiene 
expresión alguna que permita determinar la regla o princi-
pio jurídico que haya sido violado; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Sotero Martínez, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras del catorce de 
febrero del corriente año (1957), cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena 
en provecho del Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de 
la recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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ENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

tendí' impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua de fecha 15 de noviembre de 1956. 

materia: Trabajo. 

Recurrente: Arsimenio Méndez. 
abogado: Lic. Antonio Germosén Mayl. 

Recorrido: Dominican Fruit S.S. Co. 
Abogado: Lic. Digno Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciadbs 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia . pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arsimenio 
Méndez, dominicano, mayor de edad, jornalero, del domici-
lio y residencia de "Las Baria", sección rural del municipio 
de Azua, cédula 7902, serie 10, sello 988988, contra senten-
cia dictada como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
Por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
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Azua, en fecha quince de noviembre del mil novecientos"ch l, 
cuenta y seis, cuyo dispositivo se copia en, otro lugar d e l 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fech a 
 veinte ,k cuatro de abril del' mil novecientos cincuent, 

 siete, suscrito por el Lic. Antonio Germosén Mayí, abogada 
del recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que más adelante se expondrán; 

Visto el escrito de defensa, suscrito por el Lic. Digno 
Sánchez, cédula 2819, serie 14, sello 21781, abogado de la 
parte recurrida, la Dominican Fruit S.S. Co., Compañía 
Agrícola establecida de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica, con su domicilio en Ciudad Trujillo, notificado en 
fecha veintinueve de mayo del mil novecientos cincuenta y 
s iete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 7, 8, 9, 
81, 82, 84, y 607 del Código de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que, previa 
citación en conciliación y levantamiento de Acta de Des-
acuerdo por ante el Representante Local de Trabajo en el 
Distrito de Azua, Arsimenio Méndez, demandó a la Domi-
nican Fruit and Steamship Co., C. por A., en pago de pre-
aviso y auxilio de cesantía; b) que, con motivo de dicha 
demanda el Juzgado de Paz del municipio de Azua, en,  
atribuciones (de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, 
dictó en fecha veintidós de diciembre del mil novecientos 
cincuenta y cinco, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: Primero: Que debe condenar y condena a la 
Dominican Fruit and Steamship Co., C. por A., parte de-
mandada. a pagar en favor del señor Arsimenio Méndez,  

— - 
porte demandante; a—) la suma de cuarentiocho pesos oro 

(RD$48. 00 ) ,  equivalentes a veinticuatro días de Desahu-
cio; b—) la suma de ciento veinte pesos oro (RD$120.00), 

equivalentes a sesenta días de Auxilio de Cesantía; y c—) la 
suma de cincuenticuatro pesos oro (RD$54.00), equivalentes 
al ¡importe de salarios que ha dejado de percibir desde la 
fecha de la demanda hasta la fecha de esta sentencia; y 
segundo: Que debe condenar y condena a la Dominican 
Fruit and Steamship Co., C. por A., parte demandada, al 

vipago de las costas de esta instancia"; c) que sobre el recur- 
so de apelación interpuesto por la Dominican Fruit and 
Steamship Co., el Juzgado a quo, en sus indicadas funcio- 
nes, pronunció la sentencia de fecha treintiuno de agosto del 
mil novecientos cincuentiséis, con el siguiente dispositivo: 
"Primero: Que debe ordenar como al efecto ordena un 
informativo para los fines siguientes: a) Para oir a las 
personas que declararon en el Juzgado de Paz de este Mu- 
nicipio el día de la audiencia y con motivo de este expe-
diente; b) Para oir a los compañeros de trabajo que al 
momento del despido que alega Arsimenio Méndez estaban 
trabajando junto con él; c) Para saber el tiempo que éste 

. último trabajó en la Dominican Fruit and Steamship Co., 
d) Para investigar por quién fué despedido Arsimenio Mén-
dez y motivo del despido en caso de que en realidad esto 
se haya producido; e) El sueldo devengado por el trabaja-
dor y cualquier otro hecho de interés para las partes y la 
justicia; Segundo: Que debe ordenar y ordena que dicho 
informativo tenga lugar por ante el Magistrado Juez de 
Primera Instancia de este Distrito Judicial el día (8) del 
mes de octubre del año en curso (1956) a las 10 horas de 
la mañana; Tercero: Que debe ordenar y ordena que los 
documentos mencionados más arriba y cualquier otro que 
le interese a las partes, sean depositados en la Secretaría de 
este Juzgado de Primera Instancia, a más tardar el día 
que se efectúe el informativo ordenado"; 

Considerando que en fecha quince de noviembre del 
1 novecientos cincuenta y seis, el Juzgado a quo, dictó la 
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Azua, en fecha quince de noviembre del mil novecientos 
cuenta y seis, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
veinte cuatro de abril del' mil novecientos cincuenta y 
siete, suscrito por el Lic. Antonio Germosén Mayí, abogado 
del recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que más adelante se expondrán; 

Visto el escrito de defensa, suscrito por el Lic. Digno 
Sánchez, cédula 2819, serie la , sello 21781, abogado de la 
parte recurrida, la Dominican Fruit S.S. Co., Compañía 
Agrícola establecida de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica, con su domicilio en Ciudad Trujillo, notificado en 
fecha veintinueve de mayo del mil novecientos cincuenta y 
siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 7, 8, 9, 
81, 82, 84, y 607 del Código de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que, previa 
citación en conciliación y levantamiento de Acta de Des-
acuerdo por ante el Representante Local de Trabajo en el 
Distrito de Azua, Arsimenio Méndez, demandó a la Domi-
nican Fruit and Steamship Co., C. por A., en pago de pre-
aviso y auxilio de cesantía; b) que, con motivo de dicha 
demanda el Juzgado de Paz del municipio de Azua, en 
atribuciones (de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, 
dictó en fecha veintidós de diciembre del mil novecientos 
cincuenta y cinco, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: Primero: Que debe condenar y condena a 1 
Dominican Fruit and Steamship Co., C. por A., parte de-
mandada. a pagar en favor del señor Arsimenio Méndez,  

parte demandante; a—) la suma de cuarentiocho pesos oro 
$48.00), equivalentes a veinticuatro días de Desahu- 

; b—) la suma de ciento veinte pesos oro (RD$120.00), 
equivalentes a sesenta días de Auxilio de Cesantía; y c—) la 
quina de cincuenticuatro pesos oro (RD$54.00), equivalentes 
al importe de salarios que ha dejado de percibir desde la 
fecha de la demanda hasta la fecha de esta sentencia; y 
segundo: Que debe condenar y condena a la Dominican 
Fruit and Steamship Co., C. por A., parte demandada, al 

go de las costas de esta instancia"; c) que sobre el recur- 
de apelación interpuesto por la Dominican Fruit and 

eamship Co., el Juzgado a quo, en sus indicadas funcio- 
es, pronunció la sentencia de fecha treintiuno de agosto del 

mil novecientos cincuentiséis, con el siguiente dispositivo: 
"Primero: Que debe ordenar como al efecto ordena un 
informativo para los fines siguientes: a) Para oir a las 
personas que declararon en el Juzgado de Paz de este Mu- 
nicipio el dia de la audiencia y con motivo de este expe- 
diente; b) Para oir a los compañeros de trabajo que al 
momento del despido que alega Arsimenio Méndez estaban 
trabajando junto con él; c) Para saber el tiempo que éste 
último trabajó en la Dominican Fruit and Steamship Co., 
d) Para investigar por quién fué despedido Arsimenio Mén- 
dez y motivo del despido en caso de que en realidad esto 
se haya producido; e) El sueldo devengado por el trabaja- 
dor y cualquier otro hecho de interés para las partes y la 
justicia; Segundo: Que debe ordenar y ordena que dicho 
informativo tenga lugar por ante el Magistrado Juez de 
Primera Instancia de este Distrito Judicial el día (8) del 
mes de octubre del año en curso (1956) a las 10 horas de 
la mañana; Tercero: Que debe ordenar y ordena que los 
documentos mencionados más arriba y cualquier otro que 
le interese a las partes, sean depositados en la Secretaría de 

te Juzgado de Primera Instancia, a más tardar el día 
que se efectúe el informativo ordenado"; 

Considerando que en fecha quince de noviembre del 
il novecientos cincuenta y seis, el Juzgado a quo, dictó la 
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sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a con.. 
tinuación: "FALLA: Primero: Que debe declarar y decla-
ra regular y válido el recurso de apelación motivo de esta 
ventencia, porque el mismo fué interpuesto en tiempo hábil 
y de acuerdo con la Ley; Segundo: Que debe revocar /y al 
efecto revoca en todas sus partes la sentencia 1\1 -  24 dictada 
por el Juzgado de Paz del Municipio de Azua actuando 
como Tribunal de Trabajo de Primer Grado el día 22 de 
diciembre de 1955 y cuyo dispositivo figura anotado en 
otra parte de esta sentencia por las razones expuestas en 
la misma; Tercero: Que debe condenar y condena al señor 
Arsimenio Méndez al pago de las costas, al haber sucum-
bido"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: "1.—Violación del Art. 1315 
del Código Civil.— 2.—Interpretación errónea de los ar-
tículos 7 y 8 del Código Trujillo de Trabajo.— 3.—Violación 
de los artículos 82 y 84 del mismo Código"; 

Considerando que en cuanto a los tres, medios del re-
curso se alega, en síntesis, lo siguiente: que "fué violado el 
Art. 1315 del Código •Civil, porque después que Arsimenio 
Méndez presentó las evidencias de la existencia del contrato 
de trabajo intervenido entre él y la Dominican Fruit, con 
las declaraciones de los testigos y los documentos presen-

' tados por dicha Compañía; el tiempo que permaneció tra-
bajando... el salario que ganaba, que era de RD$0.05 por 
cada paquete de hojas que cortara. .. ; y el hecho del des-
pido... es evidente que para que la Compañía pudiese estar 
liberada de pagarle las sumas correspondientes y reclama-
das, era necesario que ella aportara la prueba de la justa 
causa del despido, cosa que no hizo"; que "fueron interpre-
tados erróneamente los artículos 7 y 8 del Código Trujillo 
de Trabajo, porque al considerar el Juez a quo que el hecho 
de que se le pagara a Méndez RD$0.05 por paquete de hoja 
cortada, evidenciaba que el contrato que existía entre las 
partes era un contrato por ajuste (o sea para una obra "  

o  servicio determinado...) y que por esa razón al iiaberlo 
despedido la Compañía, no incurrió en responsabilidad, es 
evidente que habiendo quedado establecido que el trabaio 
que realizaba Méndez, era de naturaleza permanent& Y1 1- 
que tenía 3 años consecutivos trabajando en dicha Conipa-
fda, bajo la dirección de un superior inmediato, se intcrpietó 
erróneamente los textos citados, ya que por el Contrarío. 
en esas condiciones el contrato que existía entre las 'partes 
en causa, era un contrato por tiempo indefinido, que da dere-
cho al trabajador, a reclamaciones contra su Patronc›, cuan-
do se le despide sin una justa causa"; que "al no cumplir 
la Dominican Fruit con las disposiciones del Art. 82 de 
dicho Código. .. ello bastaba por sí sólo para. presumir' 
que dicho trabajador había sido despedido sin causa jus 
tificada"; que, por último, "fué violado el Art. 84 del MiSrno 
Código, porque no se le reconoció en dicha sentencia objeto 
de este recurso, las prestaciones que dicho texto de ley lé 
acuerda al recurrente, ya que el Juez, ajustándose a las 
prescripciones de la letra (d) del Art. 1, del Reglamento 
N9  8015 del 30 de enero de 1952 debió condenar a la Compa-
ñia apelante, al pago de dichas prestaciones, ya (pie no exis 
tió la justa causa del despido"; pero 

Considerando que tal como lo admite el .recurreilte; 
corresponde al trabajador que invoca la terrriinOóíi dél 
contrato de trabajo por la voluntad unilateral del Patrono, 
probar la existencia del contrato y el despido .de :qtle ha 
sido objeto; que en el presente caso, el Juzgado a que ha 
admitido en el fallo impugnado que el recurrente "no era 
un trabajador fijo de la Dominican Fruit and Stea~ip 
Co,"; que "su contrato de trabajo no era por tiempo jnde-
finido", y que "no fué despedido injustamente"; que a tal 
comprobación llegó dicho Tribunal después de haber esta-
blecido que el recurrente 'trabajaba por ajuste', todo romo 
resultado de la ponderación del informativo celebrado al 
efecto; 

Considerando que, la sentencia impugnada, para esta-
blecer la clase del contrato existente entre el trabajador 
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sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a con. 
tinuación: "FALLA: Primero: Que debe declarar y decla-
ra regular y válido el recurso de apelación motivo de esta 
sentencia, porque el mismo fué interpuesto en tiempo hábil 
y de acuerdo con la Ley; Segundo: Que debe revocar /y al 
efecto revoca en todas sus partes la sentencia 24 dictada 
por el Juzgado de Paz del Municipio de Azua actuando 
como Tribunal de Trabajo de Primer Grado el día 22 de 
diciembre de 1955 y cuyo dispositivo figura anotado en 
otra parte de esta sentencia por las razones expuestas en 
la misma; Tercero: Que debe condenar y condena al señor 
Arsimenio Méndez al pago de las costas, al haber sucum-
bido"; 

'Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: "1.—Violación del Art. 1315 
del Código Civil.— 2.—Interpretación errónea de los ar-
tículos 7 y 8 del Código Trujillo de Trabajo.— 3.—Violación 
de los artículos 82 y 84 del mismo Código"; 

Considerando que en cuanto a los trel medios del re-
curso se alega, en síntesis, lo siguiente: que "fué violado el 
Art. 1315 del Código Civil, porque después que Arsimenio 
Méndez presentó las evidencias de la existencia del contrato 
de trabajo intervenido entre él y la Dominican Fruit, con 
las declaraciones de los testigos y los documentos presen-

' tados por dicha Compañía; el tiempo que permaneció tra-
bajando.. . el salario que ganaba, que era de RD$0.05 por 
cada paquete de hojas que cortara . ; y el hecho del des-
pido. .. es evidente que para que la Compañía pudiese estar 
liberada de pagarle las sumas correspondientes y reclama-
das, era necesario que ella aportara la prueba de la justa 
causa del despido, cosa que no hizo"; que "fueron interpre-
tados erróneamente los artículos 7 y 8 del Código Trujillo 
de Trabajo, porque al considerar el Juez a quo que el hecho 
de que se le pagara a Méndez RD$0.05 por paquete de hoja 
cortada, evidenciaba que el contrato que existía entre las 
partes era un contrato por ajuste (o sea para una obra  

o servicio determinado. .. ) y que por esa razón al lllberlo 
despedido la Compañía, no incurrió en responsabiliM, es 
evidente que habiendo quedado establecido que el trabajo 
que realizaba Méndez, era de naturaleza permanente, 3T-
que tenía 3 años consecutivos trabajando en dicha Conipa-
ñía, bajo la dirección 'de un superior inmediato, se interpretó 
erróneamente los textos citados, ya que por el céritrario, 
en esas condiciones el contrato que existía entre las 'parte'; 
en causa, era un contrato por tiempo indefinido, que da dere-
cho al trabajador, a reclamaciones contra su patrono, cuan-
do se le despide sin una justa causa"; que "al no eurnplir 
la Dominican Fruit con las disposiciones del Art. 82 de 
dicho Código. .. ello bastaba por sí sólo para 'presumir -
que dicho trabajador había sido despedido sin éausa jtis-
tificada"; que, por último, "fué violado el Art. 84 del Mismo 
Código, porque no se le reconoció en dicha sentencia objeto 
de este recurso, las prestaciones que dicho texto de ley le' 
acuerda al recurrente, ya que el Juez, ajustándose a las. 
prescripciones de la letra (d) del Art. 1, del Reglamento 
N9  8015 del 30 de enero de 1952 debió condenar a la Cornpa-
ñía apelante, al pago de dichas prestaciones, ya que no exis-
tió la justa causa del despido"; pero 

Considerando que tal como lo admite el .'reck.rrente; 
corresponde al trabajador que invoca la tern;ina¿tón dé] 
contrato de trabajo por la voluntad unilateral del Patrono, 
probar la existencia del contrato y el deSpido .de triné ha 
sido objeto; que en el presente caso, el Juzgado a iple ha 
admitido en el fallo impugnado que el recurrente "no era 
un trabajador fijo de la Dominican Fruit anta Stea0Ship 
Co,"; que "su contrato de trabajo no era por tiempo joie-
finido", y que "no fué despedido injustamente"; que a tal . 

 comprobación llegó dicho Tribunal después de haber esta-
blecido que el recurrente 'trabajaba por ajuste', todo corno 
resultado de la ponderación del informativo celebrado al 
efecto; 

Considerando que, la' sentencia impugnada, para. esta-
blecer la clase del contrato existente entre el trabajador 
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recurrente, y la compañía recurrida, se fundamenta en el 
artículo 9 del Código de Trabajo, del cual hace una correcta 
aplicación, sin que ,por otra parte haya interpretado erró-
nearnente los artículos 7 y 8 del mismo Código como preten. 
de el recurrente; que en tales condiciones, el Juzgado a quo 
no ha:podido violar el artículo 82 del repetido Código, que 
preVé que en caso de no comunicarse el despido a la autori-
dad correspondiente en el término indicado en el artículo 
81, ,Iste .se reputa que carece de justa causa; rii tampoco 
ha :Mido. violar el artículo 84 del mismo Código que esta-
blece que si el patrono no prueba la justa causa invocada co-
mo fundamento del despido, éste se declarará injustificado 
y. resuelto el contrato por culpa del patrono, con las consi-
guientes condenaciones de este último al pago de los valores 
correspondientes; que de todo lo precedentemente expuesto 
resulta que los tres medios del recurso carecen de funda; 
mento y deben, por tanto, ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Arsimenio Méndez, contra sentencia 

• pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Anua, en funciones de Tribunal de Traba-
jo de segundo grado, en fecha quince de noviembre del mil 
novecientos cincuenta y seis, -  cuyo dispositivo se copia en 
otro •  lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juar:«A. Moret.— Damián Báez B.— Luis Logroiló C.— Car-
los M1: •Lámarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contíni Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señóres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dieriCia pública del día, mes y año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certificó. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 
7 de mayo de 1957. 

materia: Penal. 
Recurrente: Ayudante del Procurador Fiscal del Distrito Judicial 

de Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy veintinueve del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete; años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el'recurso de casación interpuesto por el Ayu-
dante del Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santia-
go, representante del ministerio público ante el Tribunal 
a quo, contra sentencia pronunciada por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito 
Judicial, en grado de apelación, en fecha siete de mayó del 
corriente año, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
«FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar y pronuncia el 
defecto contra el nombrado Federico Carlos José Alvarez 
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recurrente_ y la compañía recurrida, se fundamenta en el 
artículo 9 del Código de Trabajo, del cual hace una correcta 
aplicación, sin que ,por otra parte haya interpretado erró-
neamente los artículos 7 y 8 del mismo Código como preten. 
de el recurrente; que en tales condiciones, el Juzgado a quo 

no ha. podido violar el artículo 82 del repetido Código, que 
preVé que en caso de no comunicarse el despido a la autori-
dad correspondiente en el término indicado en el artículo 
81, .éste .se reputa que carece de justa causa; ni tampoco 
ha .p,odido violar el artículo 84 del mismo Código que esta-
blece que si el patrono no prueba la justa causa invocada co-
mo fundamento del despido, éste se declarará injustificado 
y resuelto , 

el contrato por culpa del patrono, con las consi. 
guiente.s condenaciones de este último al pago de los valores 
correspondientes; que de todo lo precedentemente expuesto 
resulta que los tres medios del recurso carecen de funda 
mentó y deben, por tanto, ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Arsimenio Méndez, contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Anua, en funciones de Tribunal de Traba-
jo de segundo grado, en fecha quince de noviembre del mil 
novecientos cincuenta y seis, -  cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juar A.• Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroñó C.— Car-
los MI: .Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contíni Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

ta presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dienCia pública del día, mes y año en él expresado y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 
7 de mayo de 1957. 

materia: Penal. 
Recurrente: Ayudante del Procurador Fiscal del Distrito Judicial 

de Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 

-Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy veintinueve del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete; años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el 'recurso de casación interpuesto por el Ayu-
dante del Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santia-
go, representante del ministerio público ante el Tribunal 
a quo, contra sentencia pronunciada por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito 
Judicial, en grado de apelación, en fecha siete de mayó del 
corriente año, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar y pronuncia el 
defecto contra el nombrado Federico Carlos José Alvarez 
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Morales, de generales ignoradas, por no haber comparecido 
a la audiencia de este día, habiendo sido legalmente citado; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara regular y válido 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Federi-
co Carlos José Alvarez Morales, contra sentencia de fecha 
22 del mes de marzo del año 1957, del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Municipio de Santiago que lo; 
condenó a pagar una multa de RD$50.00 por violación al 
artículo 115 de la Ley N°  4017; TERCERO: Que debe revo-
car y revoca la aludida sentencia y actuando este Tribunal 
por propia autoridad debe descargar y descarga a dicho re-
currente del hecho puesto a su cargo en vista de la causa 
de fuerza mayor que le asiste; y, CUARTO: Que debe decla-
rar y declara de oficio las costas del procedimiento"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del 'recu-
rrente, en fecha trece de mayo del corriente año (1957), en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; _ 

La Suprema Corte. de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que cuando el recurso de ea-
saión sea interpuesto por el ministerio público., por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la indicación de los medios será obligatorio, 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la 
declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el representante 
del ministerio público, recurrente en casación, no invocó 
cuando declaró su recurso ningún medio determinado cit 
casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado con  

posterioridad a la declaración del recurso, el memorial con 
la indicación de los medios de casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por el Ayudante del Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Santiago, en representación del mi-
nisterio público, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha siete de mayo del corriente año (1957), cuyo disposi-
tivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
'señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y- fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Morales, de generales ignoradas, por no haber comparecido 
a la audiencia de este día, habiendo sido legalmente citado; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara regular y válido 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Federi-
co Carlos José Alvarez Morales, contra sentencia de fecha 
22 del mes de marzo del año 1957, del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Municipio de Santiago que lw 
condenó a pagar una multa de RD$50.00 por violación al 
artículo 115 de la Ley 1\1 9  4017; TERCERO: Que debe revo-
car y revoca la aludida sentencia y actuando este Tribunal 
por propia autoridad debe descargar y descarga a dicho re-
currente del hecho puesto a su cargo en vista de la causa 
de fuerza mayor que le asiste; y, CUARTO: Que debe decla-
rar y declara de oficio las costas del procedimiento"; 

Oído el alguacil de turno en la -lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del 'recu-
rrente, en fecha trece de mayo del corriente año (1957), en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación;. 

La Suprema Corte. de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que cuando e] recurso de ca-
salón sea interpuesto por el ministerio público; por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la indicación de los medios será obligatorio, 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la 
declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el representante 
del ministerio público, recurrente en casación, no invoci 
cuando declaró su recurso ningún medio determinado 
casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado con 
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posterioridad a la declaración del recurso, el memorial con 
la indicación de los medios de casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por el Ayudante del Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Santiago, en representación del mi-
nisterio público, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha siete de mayo del corriente año (1957), cuyo disposi-
tivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y- fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana, de fecha 4 de abril de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Sánchez. 
Abogado: Dr. Oscar Viñas Bonnelly. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados. Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en el paraje "Los Arroyos", sección 
de "Hato Nuevo", jurisdicción del municipio de San Juan 
de la Maguana, provincia Benefactor, cédula 5380, serie 12, 
sello 876519, contra sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana en sus atribuciones 
correccionales en fecha cuatro de abril del año mil nove- 

cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más alíe- . 
lante; , 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha quince .de mayo del 
corriente año (1957), a requerimiento del doctor José Oscar 
Viñas Bonnelly, cédula 18849, serie 56, sello 25711, Mimado 
del recurrente y a nombre de éste, en la 'cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en la- Secre-
taría de esta Corte en fecha doce de agosto del corrient:... 
año, suscrito por el abogado antes mencionado, en :el cual 
se alega lo que después será expuesto; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber' deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley N° 43, de 1930; 
456 del Código Penal, modificado por la Ley del 30 de junio 
de 1910; y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada r . en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y seis, Andrés Sánchez presentó querella ante el. Jefe de 
Puesto de la Policía Nacional (Destacamento de Juan He-
rrera), contra Pedro Sánchez, imputando a éste "haberse 
introducido en su propiedad (del lquerellante), ubicada .en 
el paraje de 'Los Arroyos', seccion de 'Hato Nuevo', y. ha-
berle 'picoteado' los alambres de púas de la cerca así como 
destruido 'la raqueta' de seguridad de dicha propiedad"; b) 
que enviado el expediente al Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Benefactor, este funcionario apoderó del hecho 
al Juzgado de Primera Instancia de dicho distrito judicial, 
el cual pronunció en fecha cinco de febrero del presente 
año 1  mil novecientos cincuenta y siete una sentencia• por 
cuyo dispositivo se dispone: "rechazar el pedimento ,del 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana, de fecha 4 de abril de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Sánchez. 
Abogado: Dr. Oscar Viñas Bonnelly. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados. Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en el paraje "Los Arroyos", sección 
de "Hato Nuevo", jurisdicción del municipio de San Juan 
de la Maguana, provincia Benefactor, cédula 5380, serie 12, 
sello 876519, contra sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana en sus atribuciones 
correccionales en fecha cuatro de abril del año mil nove- 

cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más ade-
'anteojo; 

de la República; 	 — , 
iícldo

;) el alguacil de turno en la lectura del rol; 
el dictamen del Magistrado Procurador General 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha quince .de mayo del 
corriente año (1957), a requerimiento del doctor José Oscar 
Viñas Bonnelly, cédula 18849, serie. 56, sello 25711, abogado 
del recurrente y a nombre de éste, en la 'cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en la- Secre-
taría de esta Corte en fecha doce de agosto del corrient,‘ 
año, suscrito por el abogado antes mencionado, en ,el cual 
se alega lo que después será expuesto; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber. deli 
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley N 9  43, de 1930; 
456 del Código Penal, modificado por la Ley del 30 de junio 
de 1910; y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada r en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y seis, Andrés Sánchez presentó querella ante el. Jefe de 
Puesto de la Policía Nacional (Destacamento de Juan He-
rrera), contra Pedro Sánchez, imputando a éste "haberse 
introducido en su propiedad (del 9querellante), ubicada en 
el paraje de 'Los Arroyos', sección de 'Hato Nuevo', y. ha-
berle 'picoteado' los alambres de púas de la cerca así como 
destruido 'la raqueta' de seguridad de dicha propiedad'?; b) 
que enviado el expediente al Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Benefactor, este funcionario apoderó del hecho 
al Juzgado de Primera Instancia de dicho distrito judicial, 
el cual pronunció en fecha cinco de febrero del presente 
ario mil novecientos cincuenta y siete una sentencia• por 
cuyo dispositivo se dispone: "rechazar el pedimento del 
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inculpádo; ordenar la continuación de la vista de la causa 
y consecuentemente la audición del testigo Generoso López 
y ruervar las costas"; 

COnsiderando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana 
pronunció la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo 
dispolátivo dice así: "FALLA: Primero: Declara regular y 
válido en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en 
los plazos y mediante el cumplimiento de los demás requi-

- 
sitol leg-ales el recurso de apelación intentado por Pedro 
Sánchez en fecha 5 del mes de febrero del año 1957 contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor dictada en atribuciones correccionales 
en fecha 5 del mes de febrero del año 1957; Segundo: Confir-
ma la sentencia recurrida; Tercero: Condena al recurrente 
al pago de las costas de alzada"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de 
su recurso —en el cual no articula específicamente los me-
dios de casación— que "Andrés Sánchez se ha empeñado en 
sostener que entregó a su hermano Pedro Sánchez. .. la 
suma cle RD$60.00 (sesenta pesos) como precio de la parcela 
en discusión...; que Pedro Sánchez es el propietario de dicha 
parcela, según reconoce el mismo Andrés, al admitir que se 
la compró, aunque sin haber probado por escrito dicha ven-
ta, superior a treinta pesos. .. ; que Pedro Sánchez lo que 
hizo fué arrendar verbalmente a Andrés Sánchez dicha par-
cela, por el término de seis años; que Pedro Sánchez, frente 
a la querella de Andrés Sánchez, quien se ampara en su 
querella de la violación de la Ley No 43. . . y del delito de 
destrucción de cercas. .. al suscitar la cuestión de pro-
piedad, se opuso a que fuera oído el testigo Generoso López, 
ya que Andrés Sánchez no podía- probar por testigos dicha 
convención . ; que al confirmar la Corte a qua la senten-
cia apelada... no ha aplicado correctamente dicha ley,' 
ni tampoco los artículos 1775 y 1716 del Código Civil, ya 
que, como el arrendamiento fué s.rerbal. . al tenor de estos  

extos legales, pasado el año de dicho arrendamiento, An-
drés Sánchez ni siquiera podría invocar dicho arrendamiento, 
porque en virtud de la misma ley, dicha convención se 
encontraba perimida, por reputarse haberse hecho por el 
término de un año o por el término de la cosecha . .."; 

Considerando que en realidad, lo que el recurrente sos-
tiene es que al suscitarse la cuestión de propiedad, la Corte 

qua debió sobreseer el conocimiento del asunto hasta tanto 
dicha cuestión hubiera sido dirimida por el Juez compe-
tente; 

. 	Considerando que cuando en una persecución relativa 
.a una infracción atentatoria a las propiedades inmobiliarias, 
-el prevenido sostiene que él tenía derecho a hacer lo que se 
le reprocha, invocando como medio de defensa, sea un 
derecho de propiedad o cualquier otro derecho real o una 
posesión legal, la jurisdicción represiva debe sobreseer el 
fallo de la acción pública hasta cuando la cuestión civil sea 
juzgada por los tribunales competentes; que, además, no es 
indispensable que el prevenido haya presentado conclusiones 
formales tendientes al reenvío ante la jurisdicción civil, bas-
tando que él haya alegado su derecho de propiedad o un 
derecho real y que este pedimento sea serio; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el prevenido Pedro Sánchez invocó ante 
los jueces del fondo que él era el propietario de la parcela 
de que se trata; 

Considerando que es obvio que el derecho de propiedad 
alegado por el prevenido, de ser reconocido por la jurisdic-
ción competente, despojaría" al hecho que se le imputa de 
su carácter delictuoso; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua no 
podía, como el sobreseimiento lo imponía, examinar el fondo 
de la prevención, ni ordenar ninguna medida tendiente a es-
clarecer su religión; que solamente después que la sentencia 
sobre la cuestión civil de propiedad decidiere que dicho pre-

-venido no es propietario, sino el querellante, será cuando po- 
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inculpado; ordenar la continuación de la vista de la causa 
y consecuentemente la audición del testigo Generoso López 
y rnervár las costas"; 

COnsiderando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana 
pronunció la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Declara regular y 
válido en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en 
los plazos y mediante el cumplimiento de los demás requi- 

legales el recurso de apelación intentado por Pedro 
Sánchez en fecha 5 del mes de febrero del año 1957 contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor dictada en atribuciones correccionales 
en fecha 5 del mes de febrero del año 1957; Segundo: Confir-
ma la .sentencia recurrida; Tercero: Condena al recurrente 
al pago de las costas de alzada"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de 
'su recurso —en el cual no articula específicamente los me-
dios de casación— que "Andrés Sánchez se ha empeñado en 
sostener que entregó a su hermano Pedro Sánchez. .. la 
'suma de RD$60.00 (sesenta pesos) como precio de la parcela 
en discusión...; que Pedro Sánchez es el propietario de dicha 
parcela, según -reconoce el mismo Andrés, al admitir que se 
la compró, aunque sin haber probado por escrito dicha ven-
ta, superior a treinta pesos. .. ; que Pedro Sánchez lo que 
hizo fué arrendar verbalmente a Andrés Sánchez dicha par-
cela. por el término de seis años; que Pedro Sánchez, frente 
a la querella de Andrés Sánchez, quien se ampara en su 
querella de la violación de la Ley N" 43... y del delito de 
destrucción de cercas. .. al suscitar la cuestión de pro-
piedad, se opuso a que fuera oído el testigo Generoso López, 
ya que Andrés Sánchez no podía -probar por testigos dicha 
convención . . . ; que al confirmar la Corte a qua la senten-
cia apelada... no ha aplicado correctamente dicha ley,' 
ni tampoco los artículos 1775 y 1716 del Código Civil, ya 
que, como el arrendamiento fué s7erbal... al tenor de estos 
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extos legales, pasado el año de dicho arrendamiento, An-
drés Sánchez ni siquiera podría invocar dicho arrendamiento, 
porque en virtud de la misma ley, dicha convención se 

`encontraba perimida, por reputarse haberse hecho por el 
término de un año o por el término de la cosecha. ."; 

Considerando que en realidad, lo que el recurrente sos-
tiene es que al suscitarse la cuestión de propiedad, la Corte 
a qua debió sobreseer el conocimiento del asunto hasta tanto 
dicha cuestión hubiera sido dirimida por el Juez compe-
tente; 

Considerando que cuando en una persecución relativa 
.a una infracción atentatoria a las propiedades inmobiliarias, 
el prevenido sostiene que él tenía derecho a hacer lo que se 
le reprocha, invocando como medio de defensa, sea un 
derecho de propiedad o cualquier otro derecho real o una 
posesión legal, la jurisdicción represiva debe sobreseer el 
fallo de la acción pública hasta cuando la cuestión civil sea 
juzgada por los tribunales competentes; que, además, no es 
indispensable que el prevenido haya presentado conclusiones 
formales tendientes al reenvío ante la jurisdicción civil, bas-
tando que él haya alegado su derecho de propiedad o un 
derecho real y que este pedimento sea serio; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el prevenido Pedro Sánchez invocó ante 
los jueces del fondo que él era el propietario de la parcela 
de que se trata; 

Considerando que es obvio que el derecho de propiedad 
alegado por el prevenido, de ser reconocido por la jurisdic-
ción competente, despojaría' al hecho que se le imputa de 
su carácter delictuoso; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua no 
podía, como el sobreseimiento lo imponía, examinar el fondo 
de la prevención, ni ordenar ninguna medida tendiente a es-
clarecer su religión; que solamente después que la sentencia 
sobre la cuestión civil de propiedad decidiere que dicho pre-
venido no es propietario, sino el querellante, será cuando po- 

• 
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drá el tribunal apoderado de la acción pública estatuir 
bre los demás elementos de la infracción; 

Considerando que al estatuir como lo ha hecho, la Co 
te a qua ha desconocido las reglas relativas a las excepcio' 
prejudiciales; 

Considerando que no procede la condenación en cost os 
 de Andrés Sánchez, parte civil constituida, por no babé 

intervenido en el recurso de casación; 
Por tales motivos, casa la sentencia pronunciada polis' 

la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana en fecha 
cuatro del mes de abril del presente año mil novecient-n 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
presente fallo y envía el asunto ante la Corte de Apela-  
de San Cristóbal. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C 
Juan A. Morel.— Damián Báéz B.— Luis Logroño C.— C 
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés -
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu: 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la - 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 1. 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qtte 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

eritencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Espaillat de fecha 6 de marzo de 1957. 

yiatésia: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 
Aogado: Dr. Antonio M. Frías Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por lqs Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño 
Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Torres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio 
de Moca, provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, contra 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fe-
cha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositi-
vo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular el recurso de apelación interpuesto por el procesado -
Fermín Torres Morillo, en fecha 18 de febrero de 1957, 



2208 BOLETÍN JUDICIAL 

drá el tribunal apoderado de la acción pública estatuir 
bre los demás elementos de la infracción; 

Considerando que al estatuir como lo ha hecho, la C 
te a qua ha desconocido las reglas relativas a las excepcio , ' 
prejudiciales; 

Considerando que no procede la condenación en cos 
de Andrés Sánchez, parte civil constituida, por no hai:-: , 
intervenido en el recurso de casación; 

Por tales motivos, casa la sentencia pronunciada -- 
la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana en fecha 
cuatro del mes de abril del presente año mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar de 
presente fallo y envía el asunto ante la Corte de Apelació 
de San Cristóbal. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C — 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Ca -
los Ml. Lamarche H..— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.—' Ernesto Curi 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada poi -
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a - 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Espaillat de fecha 6 de marzo de 1957. 

y ¿ a tpria.: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 

Abo..-ado: Dr. Antonio M:Frías Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por lqs Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño 
Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Torres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio 
de Moca, provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, contra 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fe-
cha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositi-
vo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular el recurso de apelación interpuesto por el procesado -
Fermín Torres Morillo, en fecha 18 de febrero de 1957, 

)3, 
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bre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las prescripciones 

ideechl 
la en lacual el tribunal encargado de conocer de la 

de' Amnistía, es necesario tener en cuenta la 

infraccitIm ha 4ido apoderado, pues es precisamente pn 

esa fecha cuando el procesado puede reputarse, con riguro-

sa exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva;.  

. Considerando que, en este orden de ideas, el actual 
recurrente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad al 31 de di-
ciembre de 1956, por el contrario, el tribunal competente 
para conocerlas fué apoderado con posterioridad a esa 
fecha; co  

nsiderandb que el Tribunal a quo dió por establecido-
lo siguiente: "a) que según se consigna en el acta de con-
travención N' .  (?), siendo las 5 horas de la tarde del día 
4 del mes de julio, 1956, el Raso Emilio Santana, de la P.N., 
sorprendió al procesado Fermín Torres Morillo contravinien-
do las disposiciones de la Ley N" 4017, al 'conducir la gua-
gua placa pública 6583, matriculada para 19 pasajeros 
y llevar 26, sitio en que fué sorprendido, Piedra Blanca'; 
b) que según el acta comprobatoria N9  60182, el 28 de ju-
lio, 1956, a las 5 horas y 20 minutos de la tarde, el Agente 
de Tránsito Miguel Angel Núñez M., P.N., sorprendió en el 
kilómetro 14 carretera Duarte (Ciudad Trujillo) al proce-
sado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa 
N° 6576 'sin llevar su correspondiente botiquín para casos 
de emergencia en el mismo'; c) que según el acta compro-
batoria N" 92675, el día 7 del mes de octubre, 1956, a las 
diez horas de la mañana, el Agente de Tránsito Manuel de 
Js. Pichardo, P.N., sorprendió en el kilómetro 23 de la 
carretera Duarte (Ciudad Trujillo), al procesado Fermín 
Torres Morillo, conduciendo la guagua placa N" 6577 y lle-
vando en la misma 'bultos que no corresponden a los equi-
pajes de los pasajeros'; d) que según acta comprobatoria.  
N^ 81257, el día 8 del mes de octubre, 1956, a las once 
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contra sentencia N" 280 del Juzgado de Paz del Municipio de  
Moca dictada en primer grado en fecha 18 de febrero, 1957 , 

 que lo condenó por violación a las disposiciones de la Ley 
 N" 4017 sobre tránsito de vehículos relativas a los artículos 

 8, 150 y 163, a pagar RD$40.00 de multa, en virtud del prin-
cipio del no cúmulo de penas; SEGUNDO: Confirma l a 

 sentencia recurrida en todas sus partes y condena al pro-
cesado referido al pago de las costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, én fecha catorce de marzo 
del corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, 150, 163 y 171, párrafo I, 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos N^ 4017, de 1954; 
1 y 2 de la Ley N" 4787, de 1957, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley N" 4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los choferes y conductores que, con , anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a 
la Ley N9  4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y cu-
yas causas no hayan sido falladas; que, además, según lo 
dispone el artículo 2, la amnistía acordada beneficia tam-
bién a los choferes y conductores que sometidos con ante-
rioridad a la fecha señalada en el artículo anterior, hayan 
sido condenados a penas que no se hubiesen ejecutado; 

Considerando que la citada ley se refiere en sin dos 
disposiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época en 
que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, para 
determinar si una infracción a la Ley N' 4017, de 1954, so- 



.2210 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 

	
2211 

contra sentencia N" 280 del Juzgado de Paz del Municipio de 
 Moca dictada en primer grado en fecha 18 de febrero, 1957 

que lo condenó por violación a las disposiciones de la L ey' 
N" 4017 sobre tránsito de vehículos relativas a los artícul os 

 8, 150 y 163, a pagar RD$40.00 de multa, en virtud del prin-
cipio del no cúmulo de penas; SEGUNDO: Confirma l a 

 sentencia recurrida en todas sus partes y condena al pro-
cesado referido al pago de las costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, én fecha catorce de marzo 
del corriente año (2957), a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, 150, 163 y 171, párrafo I, 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos N" 4017, de 1954; 
1 y 2 de la Ley N" 4787, de 1957, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley N0 4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los choferes y conductores que, con .anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a 
la Ley N9  4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y cu-
yas causas no hayan sido falladas; que, además, según lo 
dispone el artículo 2, la amnistía acordada beneficia tam-
bién a los choferes y conductores que sometidos con ante-
rioridad a la fecha señalada en el artículo anterior, hayan 
sido condenados a penas que no se hubiesen ejecutado; 

Considerando que la citada ley se refiere en sul dos 
disposiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época en 
que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, para 
determinar si una infracción a la Ley N" 4017, de 1954, so- 

---- - 
bre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las prescripciones 

de la.  Ley  de' Amnistía, es necesario tener en cuenta la 
fecha en la cual el tribunal encargado de conocer de la 
infracción ha elido apoderado, pues es precisamente len 
esa fecha cuando el procesado puede reputarse, con riguro-
sa exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva;.  

Considerando que, en este orden de ideas, el actual 
recurrente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad al 31 de di-
ciembre de 1956, por el contrario, el tribunal competente . 

 para conocerlas fué apoderado con posterioridad a esa 

fecha; co  
nsiderandb que el Tribunal a quo dió por establecido-

lo siguiente: "a) que según se consigna en el acta de con-
travención N" (?), siendo las 5 horas de la tarde del día 
4 del mes de julio, 1956, el Raso Emilio Santana, de la P.N., 
sorprendió al procesado Fermín Torres Morillo contravinien-
do las disposiciones de la Ley N" 4017, al 'conducir la gua-
gua placa pública N" 6583, matriculada para 19 pasajeros 
y llevar 26, sitio en que fué sorprendido, Piedra Blanca'; 
b) que según el acta comprobatoria N° 60182, el 28 de ju-
lio, 1956, a las 5 horas y 20 minutos de la tarde, el Agente 
de Tránsito Miguel Angel Núñez M., P.N., sorprendió en el 
kilómetro 14 carretera Duarte (Ciudad Trujillo) al proce-
sado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa 
N9 6576 'sin llevar su correspondiente botiquín para casos 
de emergencia en el mismo'; c) que según el acta compro-
batoria N" 92675, el día 7 del mes de octubre, 1956, a las 
diez horas de la mañana, el Agente de Tránsito Manuel de 
Js. Pichardo, P.N., sorprendió en el kilómetro 23 de la 
carretera Duarte (Ciudad Trujillo), al procesado Fermín 
Torres Morillo, conduciendo la guagua placa N" 6577 y lle-
vando en la misma 'bultos que no corresponden a los equi-
pajes de los pasajeros'; d) que según acta comprobatoria 
N' 81257, el día 8 del mes de octubre, 1956, a las once 
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horas y cinco minutos de la mañana. el Agente de Tránsit o . 
Juan Pelegrín García, P.N., sorprendió en el kilómetro 70 
de la carretera Duarte (Monseñor Nouel) al procesado Fer 
mín Torres Morillo conduciendo la guagua placa 1\l'' 65 
sin estar provi1to del correspondiente botiquín; e) q 
según acta comprobatoria N" 92576, el día 11 de octubre, 
1956, a las once horas y treinta y cinco minutos de la ma-
ñana, el Agente de Tránsito Joaquín Hdo. Féliz F., P.N., 
sorprendió en el kilómetro 46 de la carretera .  Duarte al 
procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N9  6577 'llevando bultos en la parte exterior tales 
como 1 cama, 1 jaula de gallinas y otros bultos'; f) que se-
gún el acta comprobatoria N" 81268, el día 23 de octubre, 
1956. a las diez horas y cinco minutos de la mañana, el 
Agente de Tránsito Juan Pelegrín García, P.N., sorprendió 
.en el kilómetro 10 de la carretera Duarte (Monseñor Nouel) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N" 6583 y 'no llevar su correspondiente botiquín'; g) 
que según el acta comprobatoria N" 558, el día 25 de octu-
bre de 1956, a las diez horas y cuarenta minutos de la 
mañana, el Agente de Tránsito Saturnino V. Segura, P.N., 
sorprendió en el kilómetro 73 de la carretera Duarte (Pie-
dra Blanca) al procesado Fermín Torres Morillo condu-
ciendo la guagua placa N" 6583 con 25 pasajeros, estando 
matriculada para 21; h) que el procesado admite los hechos 
imputádoles según las actas comprobatorias referidas, ex-
presando 'yo hice el recurso con el fin de que aquí me cono-
cieran las 54 contravenciones juntas"; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pre-
venido Fermín Torres Morillo, culpable de las infracciones 
previstas por los artículos 8, 150 y 163 de la Ley sobre 
Tránsito de Vehículos, relativas,- al exceso de pasajeros; al 
botiquín reglamentario para casos de emergencia, y al trans-
porte de carga que no forma parte del equipaje de los pasa-
jeros, el Tribunal a quo atribuyó a los hechos la calificación 
legal que les corresponde, y al condenar a dicho prevenido 

ja pena de cuarenta pesos de multa, que es la sanción apli-
t3e al hecho más grave, o sea al exceso de pasajeros, hizo 
a correcta aplicación del artículo 171, párrafo I, de la 
icionada ley y del principio del no cúmulo de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi- 

fique su casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Fermín Torres Morillo contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyó dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo. Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrit 
Judicial de Esnaillat de fecha 6 de marzo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 
Abogado: Dr. Antonio M. Frías Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Torres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer. 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio 
de Moca, provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, contra 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado„de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular el recurso de apelación del procesado, Fermín 
Torres Morillo, contra sentencia N° 277 del 18 de febrero.  

1957, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Moca„ 
que condenó al referido procesado por violación a los ar-
tículos 8, 11, 101, 116 y 163 de la Ley NQ 4017 sobre trán-
sito de vehículos, a pagar una multa de RD$50.00 acogien-
do en su favor el no cúmulo de penas; SEGUNDO: Confir-
ma en todas sus partes la aludida sentencia y condena 32 
procesado al pago de las costas del recurso”; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el diftamen del Magistrado Procurador Generas 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo del 
corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio M. 
Frias Pérez, abogado, cédula 11861. serie 54, sello 6055, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, 11, 56, 101, 116, 163 y 171. 
párrafo I, de la Ley N" 4017, de 1954, sobre Tránsito de 
Vehículos; 1 y 2 de la Ley 4787, de 1957, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley N° 4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los choferes y conductores que, con anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley N' 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y cu-
yas causas no hayan sido fallas; que, además, según lo 
dispone el artículo 2, la amnistía acordada beneficia tam-
bién a los choferes y conductores que sometidos con ante-. 
rioridad a la fecha señalada en el artículo anterior, hayan 
sido condenados a penas que no se hubiesen ejecutado; 

Considerando que la citada ley se refiere en sus dos 
disposiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época 
en que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, 
para determinar si una infracción a la Ley N' 4017, de 
1954, sobre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las pres.- 
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dispone el artículo 2, la amnistía acordada beneficia tam-
bién a los choferes y conductores que sometidos con ante-. 
rioridad a la fecha señalada en el artículo anterior, hayan 
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cripciones de la Ley de Amnistía, es necesario tener en 
cuenta la fecha en la cual el tribunal encargado de conoce r 

 de la infracción ha sido apoderado, pues es precisamente en 
esa fecha cuando el procesado puede reputarse, con riguro-
sa exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual 
recurrente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad 'al 31 de 
diciembre de 1956, por el contrario, el tribunal competente 
pai a conocerlas fué apoderado con posterioridad a esa 
fesa; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por estableci-
do lo siguiente: "a) que según acta comprobatoria N° 52249 
del 20 de enero (1956), a las 10:30 a.m., el Agente de Trán-
sito Manuel de Js. Pichardo P.N., sorprendió en el kilóme-
tro 66 de la carretera Duarte (La Cumbre) al procesado 
Fermín Torres Morillo conduciendo el camión placa No 
17115 'y no haber pintado la 4ta. parte del farol derecho 
de rojo subido'; b) que según acta N° 84871, el 28 de mayo, 
1956, a las dos horas y treinta minutos de la tarde, el 
Agente de Tránsito Adolfo Antonio Bello N., P.N., sorpren-
dió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte (Ciudad Tru-
jillo) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo el 
camión placa N° 17270, y llevando en el mismo, además de 
los peones indicados en la matrícula, una mujer como pa-
sajera; c) que según el acta comprobatoria N°  66614, el día 
5 del mes de julio, 1956, a las cinco horas y treinta minutos 
de la mañana, el Agente de Tránsito Ramón M. Fernández, 
P.N., sorprendió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte 
(Ciudad Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo con-
duciendo la guagua placa N° 6583 llevando en el mismo 
`veinte y seis (26) pasajeros, estando matriculado para diez 
y nueve (19) pasajeros'; d) que según el acta comprobatoria 
N" 8544 .  levantada en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros por el Raso de la P.N., Aureliano Martínez Fernández,  

día 19 de julio, 1956, siendo las diez horas y diez minutos 

e la mañana, dicho miembro P.N., sorprendió al procesado 
Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa N 9  6459 
por la Avenida Franco Bidó de aquella ciudad 'sin llevar con-
sigo su matrícula'; e) que según acta comprobatoria N° 
66884, el día 10 de agosto, 1956, a las tres horas y quince 
minutos de la tarde, el Agente de Tránsito Abel Rafael 
Castillo Veras, P.N., sorprendió en el kilómetro 66 de la 
carretera Duarte (La Cumbre) al procesado Fermín To-
rres Morillo conduciendo la guagua placa N° 6577 y llevan-
do como pasajera 'a la nombrada Casimira Rodríguez de 
Peña, sin portar su cédula personal de identidad, como lo 
exige la ley'; f) que según el acta comprobatoria N° 23271, 
el día 20 de agosto, 1956, a las dos horas y treinta minutos 
de la tarde, mientras el procesado Fermín Torres Morillo 
conducía la guagua placa N" 6577 por la calle 17 de julio 
de la ciudad de Santiago de los caballeros, fué sorprendido 
por el Raso de la Policía Nacional Florentino Rodríguez 
Cruz contraviniendo las disposiciones de la Ley N 9  990 al 
no haber efectuado el cambio de ocupación en su cédula 
personal de identidad de obrero a chófer'; g) que según el 
,,cta comprobatoria N° 60426, el día 8 del mes de septiem-
bre, 1956, a las diez horas y cuarenta y cinco minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito Pedro Pablo Báez Báez, 
P.N., sorprendió en el kilómetro 54 de la carretera Duarte 
(Villa Altagracia) al procesado Fermín Torres Morillo con-
duciendo la guagua placa N° 6577 'y no tocar bocina en la 
curva que está situada en el kilómetro 54 de dicha carrete-
ra'; h) que según acta comprobatoria N" 80192, el día 17 
del mes de septiembre, 1956, a las seis horas y veinte minu-
tos de la mañana, el Agente de Tránsito Rafael Guzmán 
Peña, P.N., sorprendió en el kilómetro uno, carretera que 
conduce a Jarabacoa, al procesado Fermín Torres Morillo 
conduciendo la guagua placa N" 6577 'y no llevar un boti-
quín para casos de emergencia en la misma'; i) que según 
el acta comprobatoria N° 81182, el día 25 de septiembre, 
1956, a las siete horas y veinte minutos de la mañana, el 
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de rojo subido'; b) que según acta N" 84871, el 28 de mayo, 
1956, a las dos horas y treinta minutos de la tarde, el 
Agente de Tránsito Adolfo Antonio Bello N., P.N., sorpren-
dió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte (Ciudad Tru-
jillo) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo el 
camión placa N^ 17270, y llevando en el mismo, además de 
los peones indicados en la matrícula, una mujer como pa-
sajera; e) que según el acta comprobatoria N° 66614, el día 
5 del mes de julio, 1956, a las cinco horas y treinta minutos 
de la mañana, el Agente de Tránsito Ramón M. Fernández, 
P.N., sorprendió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte 
(Ciudad.  Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo con-
duciendo la guagua placa N^ 6583 llevando en el mismo 
'veinte y seis (26) pasajeros, estando matriculado para diez 
y nueve (19) pasajeros'; d) que según el acta comprobatoria 
N" 8544 levantada en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros por el Raso de la P.N., Aureliano Martínez Fernández,  

el día 19 de julio, 1956, siendo las diez horas y diez minutos 
de la mañana, dicho miembro P.N., sorprendió al procesado 
Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa N 9  6459 
por la Avenida Franco Bidó de aquella ciudad 'sin llevar con-
sigo su matrícula'; e) que según acta comprobatoria N° 
66884, el día 10 de agosto, 1956, a las tres horas y quince 
minutos de la tarde, el Agente de Tránsito Abel Rafael 
Castillo Veras, P.N., sorprendió en el kilómetro 66 de la 
carretera Duarte (La Cumbre) al procesado Fermín To-
rres Morillo conduciendo la guagua placa N° 6577 y llevan-
do como pasajera 'a la nombrada Casimira Rodríguez de 
Peña, sin portar su cédula personal de identidad, como lo 
exige la ley'; f) que según el acta comprobatoria N" 23271, 
el día 20 de agosto, 1956, a las dos horas y treinta minutos 
de la tarde, mientras el procesado Fermín Torres Morillo 
conducía la guagua placa N° 6577 por la calle 17 de julio 
de la ciudad de Santiago de los caballeros, fué sorprendido 
por el Raso de la Policía Nacional Florentino Rodríguez 
Cruz contraviniendo las disposiciones de la Ley N 9  990 al 
no haber efectuado el cambio de ocupación en su cédula 
personal de identidad de obrero a chófer'; g) que según el 
acta comprobatoria N" 60426, el día 8 del mes de septiem-
bre, 1956, a las diez horas y cuarenta y cinco minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito Pedro Pablo Báez Báez, 
P.N., sorprendió en el kilómetro 54 de la carretera Duarte 
(Villa Altagracia) al procesado Fermín Torres Morillo con-
duciendo la guagua placa N^ 6577 'y no tocar bocina en la 
curva que está situada en el kilómetro 54 de dicha carrete-
ra'; h) que según acta comprobatoria N^ 80192, el día 17 
del mes de septiembre, 1956, a las seis horas y veinte minu-
tos de la mañana, el Agente de Tránsito Rafael Guzmán 
Peña, P.N., sorprendió en el kilómetro uno, carretera que 
conduce a Jarabacoa, al procesado Fermín Torres Morillo 
conduciendo la guagua placa N^ 6577 'y no llevar un boti-
quín para casos de emergencia en la misma'; i) que según 
el acta comprobatoria N° 81182, el día 25 de septiembre, 
1956, a las siete horas y veinte minutos de la mañana, el 
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Agente de Tránsito Jesús Manuel Lendor C., P.N., sorpre n_ 
dió en el kilómetro 155 de la carretera Duarte (Santiago) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagu a 

 placa N9 6577 "en exceso de pasajeros estando el mismo tna_ 
triculado para 19, conducía 25 pasajeros'; que según el 
acta comprobatoria N° 558, el día 3 del mes de diciembre, 
1956, a las ocho horas y veinte minutos de la mañana, el 
Agente de Tránsito Saturnino V. Segura, P.N., sorprendió 
en el kilómetro 21 de la carretera Duarte (La Vega) al, 
procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N" 6104 'matriculada para 21 pasajeros y llevar 29, 
en exceso 8'; k) que el procesado admite los hechos im-
putádosle según las actas comprobatorias referidas, expre-
sando 'yo lo que quería era que se me juzgaran todas"; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pre-
venido Fermín Torres Morillo, culpable de las infracciones 
previstas por los artículos 8, 11, 56, 101, 116 y 163 de la 
Ley sobre Tránsito de Vehículos, N" 4017, de 1954, relativas 
al exceso de pasajeros; al transporte de pasajeros en camio-
nes sin permiso especial; a la falta de una copia de la ma-
trícula en el vehículo; al toque de bocina al doblar una 
curva; al no tener pintado de rojo subido la cuarta parte 
superior del cristal del farol delantero derecho, y al boti-
quín reglamentario para casos de emergencia, el Tribunal 
a quo atribuyó a los hechos la calificación legal que les co-
rresponde, y al condenar a dicho prevenido a la pena de cin-
cuenta pesos de multa, que es la sanción que corresponde al 
hecho más grave, o sea al exceso de pasajeros, hizo una 
correcta aplicación del artículo 171, párrafo. I, de la mencio-
nada ley y del principio del no cúmulo de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fermín Torres Morillo contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado  

de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini. – Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957) , cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini. – Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2221 2220 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Espaillat de fecha 6 de de marzo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 

Abogado: Dr. Antonio M. Frías Pérez. 

Dios. Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño, 
Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 

Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Ge 
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casació 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Torres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio 
de Moca, provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, contra 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fe-
cha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular el recurso de apelación del procesado Fermín To-
rres Morillo, contra la sentencia N 9  278 del Juzgado de Paz  

del Municipio de Moca dictada en fecha 18 de febrero, 1957, 
que condenó a dicho procesado al pago de RD$50.00 de 
multa, por Violación a los artículos 8, 56, 103, 150, 164 y 
165 de la Ley N° 4017 sobre tránsito de vehículos, acogien-
do el principio del no cúmulo de penas; SEGUNDO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida y condena 
al procesado al pago de las costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo , 

 del corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia d¿.spués de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, 56, 103, 150, 164, 165 y 171, 
párrafo I, de la Ley N9  4017, de 1954, sobre Tránsito de 
Vehículos; 1 y 2 de la Ley N9 4787, de 1957, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley N9 4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los choferes y conductores que, con anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley N° 4017, de 1954. sobre Tránsito de Vehículos, y cuyas 
causas no hayan sido falladas; que, además, según lo dispo-
ne el artículo 2, la amnistía acordada beneficia también 
a los choferes y conductores que sometidos con anteriodad 
a la fecha señalada en el artículo anterior, hayan sido con-
denados a penas que no se hubiesen ejecutado; 

Considerando que la citada ley se refiere en sus dos dis-
posiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época en 
que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, para 
determinar si una infracción a la Ley N9 4017, de 1954, so-
bre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las prescripciones 
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del Municipio de Moca dictada en fecha 18 de febrero, 1957, 
que condenó a dicho procesado al pago de RD$50.00 de 
multa, por Violación a los artículos 8, 56, 103, 150, 164 y 
165 de la Ley N° 4017 sobre tránsito de vehículos, acogien-
do el principio del no cúmulo de penas; SEGUNDO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida y condena 
al procesado al pago de las costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo 
del corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 
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sación; 
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berado, y vistos los artículos 8, 56, 103, 150, 164, 165 y 171, 
párrafo I, de la Ley I\19  4017, de 1954, sobre Tránsito de 
Vehículos; 1 y 2 de la Ley N° 4787, de 1957, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley N° 4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los choferes y conductores que, con anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley N" 4017, de 1954. sobre Tránsito de Vehículos, y cuyas 
causas no hayan sido falladas; que, además, según lo dispo-
ne el artículo 2, la amnistía acordada beneficia también 
a los choferes y conductores que sometidos con anteriodad 
a la fecha señalada en el artículo anterior, hayan sido con-
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Antonio Henríquez F., P.N., sorprendió en el tramo de la 
carretera Moca-Santiago al procesado Fermín Torres Mori-
llo mientras conducía la guagua placa N" 6104 llevando 24 
pasajeros, estando la misma matriculada para 19; e) que 
según el acta comprobatoria N" 456, el día 1" de diciembre de 
1956, a las ocho horas y cinco minutos de la mañana, el 
Agente de Tránsito Lucas Bdo. Sánchez García, P.N., sor-
prendió en el kilómetro 16 de la carretera Duarte (Monse-
ñor Nouel) al procesado Fermín Torres Morillo conducien-
do la guagua placa N0 6104, transportando en la misma tres 
camas y cuatro sillas; f) que según el acta comprobatoria 
N" 7350, el día 19  del mes de diciembre, 1956, a las diez ho-
ras de la mañana, el Agente de Tránsito Antonio A. García 
R., P.N., sorprendió en el kilómetro 25 de la carretera Duar-
te (Ciudad Trujillo), al procesado Fermiri Torres Morillo 
conduciendo la guagua placa N" 6105 'en exceso de pasaje-
ros, toda vez que está matriculada solo para 19 pasajeros y 
conducía 25 pasajeros, de exceso seis pasajeros'; g) que 
según el acta comprobatoria N" 6341, el día 7 del mes de 
diciembre, 1956, a las ocho horas y diez minutos de la ma-
ñana, el Agente de Tránsito Claudio P. Peguero M., P.N., 
sorprendió en el kilómetro 11/2 carretera Duarte (La Vega) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N" 6105 'llevando bultos en el interior'; h) que según 
el acta comprobatoria N0 8468, el día 8 de diciembre, 1956, 
a las dos horas de la tarde, el Agente de Tránsito José R. 
Urrutia Portes, P.N., sorprendió en el kilómetro 6 de la 
carretera Duarte (Santiago) al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N 9  6104 'desprovisto de 
su extinguidor de fuego'; i) que según el acta comprobatoria 
N" 593, el día 9 de diciembre, 1956, a las ocho horas y cua-
renta minutos de la mañana, el Agente de Tránsito Satur-
nino V. Segura M., P.N., sorprendió en el kilómetro 17 de la 
Carretera Duarte (La Vega) al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N" 6104, 'sin el foco 
de pila'; j) que según el acta comprobatoria N^ 2101, el día 
21 de diciembre, 1956, a las diez horas y treinta minutos de 
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de la Ley d 	mnistía, es necesario tener en cuenta la 
fecha en la c 	el tribunal encargado de conocer de la in_ 
fracción ha 	apoderado, pues es precisamente en esa 
fecha cuand 	procesado puede reputarse, con rigurosa 
exactitud, so 
	

ido a la acción de la justicia represiva; 

Consider o que, en este orden de ideas, el actual 
recurrente no ede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las in ciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenad se cometieron con anterioridad al treinti-
tuno de diciem re de mil novecientos cincuenta y seis, por 
el contrario, ibunal competente para conocerlas fué apto_ 
derado con p erioridad a esa fecha; 

Consider o que el Tribunal a quo dió por establecido 
/ko siguiente: 	que según acta comprobatoria N' 85634, 
del 11 de juli 
	

1956, a las 3:15 p.m., el Agente de Tránsi- 
Ito José Dolo 	Morales, P.N., sorprendió al proicesado 
Fermín Torre Morillo, en el kilómetro 25 de la carretera 
Duarte (Ciud Trujillo), conduciendo la guagua placa N 9  
6459 y transpo ando en la misma 'bultos y varias gallinas 
dentro de la de destinada a las personas'; b) que según 
acta N' 9191 
	

I día 4 de agosto del año 1956, a las seis 
/horas y cuar 	y cinco minutos de la mañana, el Agente 
de Tránsito J o A. del Orbe, P.N., sorprendió en el kiló-
metro 2 de arretera Luperón-Santiago, al procesado 
Fermín Torres Morillo mientras conducía la guagua placa 
WQ  6577 'des rovisto de la matrícula correspondiente al 
referido vehic '; c) que según el acta comprobatoria N 9  
71B0, el día 1 noviembre, 1956, a las once horas y trein-
fin minutos d a mañana, el Agente de Tránsito Manuel 
Maria Ureña León, P.N., sorprendió en el kilómetro 111 
de la carreter uarte (La Vega-Rincón) al procesado Fer-
unan Torres M lo conduciendo la guagua placa N" 6105 'en 
exceso de pas ros, estando matriculada para 19 pasajeros 
y llevando 23 exceso 4 pasajeros'; d) que según el acta 
de vont ravenc n N9  ( ?) , el día 28 de noviembre, 1956, a 
Das diez horas la mañana, el Agente de Tránsito Reynaldo 
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«le la Ley de Amnistía, es necesario tener en cuenta la 
fecha en la cual el tribunal encargado de conocer de la in.. 
racción ha sido apoderado, pues es precisamente en esa 

fecha cuando el procesado puede reputarse, con rigurosa 
exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual 
recurrente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
ffué condenado, se cometieron con anterioridad al treinti-
rmo de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, por 
el contrario, el tribunal competente para conocerlas fué apo-
derado con posterioridad a esa fecha; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
ito siguiente: "a) que según acta comprobatoria N^ 85634, 
«V 11 de julio de 1956, a las 3:15 p.m., el Agente de Tránsi-
to José Dolores Morales, P.N., sorprendió al procesado 
Fermín Torres Morillo, en el kilómetro 25 de la carretera 
Duarte (Ciudad Trujillo), conduciendo la guagua placa No 
6459 y transportando én la misma 'bultos y varias gallinas 
adentro de la parte destinada a las oersonas'; b) que según 
acta N^ 91916, el día 4 de agosto del año 1956, a las seis 
ioras y cuarenta y cinco minutos de la mañana, el Agente 
de Tránsito Justo A. del Orbe, P.N., sorprendió en el kiló-
metro 2 de la Carretera Luperón-Santiago, al procesado 
Fermín Torres Morillo mientras conducía la guagua placa 
is79 6577 'desprovisto de la matrícula correspondiente al 
referido vehículo'; c) que según el acta comprobatoria N° 
71110, el día 17 de noviembre, 1956, a las once horas y trein-
ta minutos de la mañana, el Agente de Tránsito Manuel 
Maria Ureña de León, P.N., sorprendió en el kilómetro 111 
de la carretera Duarte (La Vega-Rincón) al procesado Fer-
anin Torres Morillo conduciendo la guagua placa N" 6105 'en 
exceso de pasajeros, estando matriculada para 19 pasajeros 
'y llevando 23, en exceso 4 pasajeros'; d) que según el acta 

contravención No (?), el día 28 de noviembre, 1956, a 
Das diez horas de la mañana, el Agente de Tránsito Reynaldo 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

2223 

Antonio Henríquez F., P.N., sorprendió en el tramo de la 
carretera ~Moca-Santiago al procesado Fermín Torres Mori-
llo mientras conducía la guagua placa N" 6104 llevando 24 
pasajeros, estando la misma matriculada para 19; e) que 
según el acta comprobatoria N" 456, el día 19 de diciembre de 
1956, a las ocho horas y cinco minutos de la mañana, el 
Agente de Tránsito Lucas Bdo. Sánchez García, P.N., sor-
prendió en el kilómetro 16 de la carretera Duarte (Monse-
ñor Nouel) al procesado Fermín Torres Morillo conducien-
do la guagua placa N' 6104, transportando en la misma tres 
camas y cuatro sillas; f) que según el acta comprobatoria 
N" 7350, el día 1 9  del mes de diciembre, 1956, a las diez ho-
ras de la mañana, el Agente de Tránsito Antonio A. García 
R., P.N., sorprendió en el kilómetro 25 de la carretera Duar-
te (Ciudad Trujillo), al procesado Fermbl Torres Morillo 
conduciendo la guagua placa N" 6105 'en exceso de pasaje-
ros, toda vez que está matriculada solo para 19 pasajeros y 
conducía 25 pasajeros, de exceso seis pasajeros'; g) que 
según el acta comprobatoria N0 6341, el día 7 del mes de 
diciembre, 1956, a las ocho horas y diez minutos de la ma-
ñana, el Agente de Tránsito Claudio P. Peguero M., P.N., 
sorprendió en el kilómetro 11/2 carretera Duarte (La Vega) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N" 6105 'llevando bultos en el interior'; h) que según 
el acta comprobatoria N" 8468, el día 8 de diciembre, 1956, 
a las dos horas de la tarde, el Agente de Tránsito José R. 
Urrutia Portes, P.N., sorprendió en el kilómetro 6 de la 
carretera Duarte (Santiago) al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N9  6104 'desprovisto de 
su extinguidor de fuego'; i) que según el acta comprobatoria 
N° 593, el día 9 de diciembre, 1956, a las ocho horas y cua-
renta minutos de la mañana, el Agente de Tránsito Satur-
nino V. Segura M., P.N., sorprendió en el kilómetro 17 de la 
Carretera Duarte (La Vega) al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N 9  6104, 'sin el foco 
de pila'; j) que según el acta comprobatoria N^ 2101, el día 
21 de diciembre, 1956, a las diez horas y treinta minutos de 



2224 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 2225 

la noche, el Raso Fabio Calderón Moquete, de la Policía 
Nacional sorprendió en la calle Saltazar de los Reyes', es-
quina Susebio Manzueta', de Ciudad Trujillo, al procesado 
Fermín Torres Morillo obstruyendo el tránsito en la con-
ducción de la guagua placa N 9  6105; k) que el procesado ad-
mite los hechos imputádoles según las actas comprobatoria s 

 referidas, expresando 'mi deseo era que se juntaran las 54 
y se conocieran junfas en este Tribunal"; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pre-
venido Fermín Torres Morillo, culpable de las infracciones 
previstas por los artículos 8, 56, 103, 150, 164 y 165 de la 
Ley N<> 4017, sobre Tránsito de Vehículos, relativas al exce-
so de pasajeros; a la falta de una copia de la matrícula en el 
vehículo; a la obstrucción del tránsito, por detener el ve-
hículo en un sitio inapropiado; al transporte del equipaje 
de los pasajeros en el interior del vehículo y al transporte 
de carga que no forma parte del equipaje de los pasajeros; 
a la falta de un foco de pilas para uso eventual y de dos 
bombillos de respuestos para uno de los faroles, y a la falta 
de un extinguidor de fuego, el Tribunal a quo atribuyó a los 
hechos la calificación legal que les corresponde, y al con-
denar a dicho prevenido a la pena de cincuenta pesos de 
multa, que es la sanción aplicable al hecho más grave, o 
sea el exceso de velocidad, hizo una correcta aplicación del 
artículo 171, párrafo I, de la mencionada ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
Su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fermín Torres Morillo contra senten-
cia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fe-
cha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
14.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

1 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrilf) 
Judicial de Espaillat, de fecha 6 de marzo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 

Abogado: Dr. Antonio M. Frías Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Torres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio de 
Moca, Provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, cuyo sello 
de renovación no se menciona en el expediente, contra sen-
tencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Distancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular el recurso de apelación interpuesto por el procesado 
Fermín Torres Morillo, en 'fecha 18 de febrero de 1957,  

contra sentencia N" 275 del Juzgado de Paz del Municipio 
de Moca, diqtada en primer grado en la audiencia del día 
18 de febrero, 1957, que lo condenó por violación a las dis-

r 
posiciones de la Ley N" 4017 sobre tránsito de vehículos 
relativas a los artículos 8, 103, 115, 150 y 163, a pagar RD 
$50.00 de multa, en virtud del principio del no cúmulo de 
penas; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida en sus 
pronunciamientos al fondo de las prevenciones; TERCERO: 
Condena al procesado aludido al pago de las costas del 
recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generar 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

• Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo 
del corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 
en la, cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, 103, 115, 150, 163, 171, pá-
rrafo III, de la Ley N<' 4017, de 1954, sobre Tránsito de 
Vehículos; 1 y 2 de la Ley N" 4787, de 1957, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley N9  4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos los 
choferes y conductores que, con anterioridad al 31 de di-
ciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley N" 4017, sobre Tránsito dé Vehículos, y cuyas causas 
no hayan sido falladas; que, además, según lo dispone el 
artículo 2, la amnistía acordada beneficia también a los 
choferes y conductores que sometidos con anterioridad a la 
fecha señalada en el artículo anterior, hayan sido condena-
dos a penas que no se hubiesen ejecutado; 

Considerando que la citada ley se refiere en sus dos 
disposiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 
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Fermín Torres Morillo, en 'fecha 18 de febrero de 1957, 
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contra sentencia N" 275 del Juzgado de Paz del Municipio 
de Moca, dictada en primer grado en la audiencia del día 
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Penas; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida en sus 
pronunciamientos al fondo de las prevenciones; TERCERO: 
Condena al procesado aludido al pago de las costas del 
recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generar 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo 
del corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 
en la, cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, 103, 115, 150, 163, 171, pá-
rrafo III, de la Ley N' 4017, de 1954, sobre Tránsito de 
Vehículos; 1 y 2 de la Ley N" 4787, de 1957, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley 1\3 9  4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos los 
choferes y conductores que, con anterioridad al 31 de di-

_ ciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley N" 4017, sobre Tránsito de Vehículos, y cuyas causas 
no hayan sido falladas; que, además, según lo dispone el 
artículo 2, la amnistía acordada beneficia también a los 
choferes y conductores que sometidos con anterioridad a la 
fecha señalada en el artículo anterior, hayan sido condena-

, dos a penas que no se hubiesen ejecutado; 
Considerando que la citada ley se refiere en sus dos 

disposiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época 
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en que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, 
para determinar si una infracción a la Ley N° 4017, de 1954, 
sobre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las prescripcio. 
nes de la Ley de Amnistía, es necesario tener en cuenta la 
fecha en la cual el tribunal encargado de conocer de la 
infracción ha sido apoderado, pues es precisamente en esa 
fecha cuando el procesado puede reputarse, con rigurosa 
exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual 
recurrente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, por el contrario, el tribunal competente 
para conocerlas fué apoderado con posterioridad a esa fecha; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
lo siguiente: "a) que de acuerdo con el acta N9  50679, el 
día 13 del mes de junio, 1955, a las once horas y treinta 
minutos de la mañana el Agente de Tránsito Lucas Bienve-
nido Sánchez, P.N., sorprendió en el kilómetro 4 carretera 
San Francisco de Macorís-Julia Molina, al procesado Fer-
mín Torres Morillo conduciendo el automóvil placa N° 4789 
'desprovisto de su correspondiente botiquín'; b) que según 
acta comprobatoria N . ' 16911, el Raso de la Policía Nacional 
Arturo Rodríguez Ureña sorprendió al procesado Fermín 
Torres Morillo, el día 9 de septiembre, 1955, siendo las once 
horas y diez minutos de la mañana, obstruyendo el tránsito 
público mientras manejaba la guagua placa N 9  6960 por la 
Avenida Franco Bidó esquina Eugenio Deschamps, de la 
ciudad de Santiago de los Caballeros; c) que según se con-
signa en el acta comprobatoria N° 92452, el día 1° del mes 
de octubre, 1956, a las cuatro horas y quince minutos de 
la tarde, el Agente de Tránsito Rafael Guzmán Peña, P.N., 
sorprendió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte (Ciudad 
Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la 
guagua placa N° 6577 'con 25 pasajeros estando matriculada 
para 21 pasajeros'; d) que según el acta comprobatoria N" 
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10, el día 4 del mes de octubre, 1956, a las nueve horas y 
anta minutos de la mañana, el Agente de Tránsito Luis 

elipe Núñez Muñoz, P.1., sorprendió al procesado Fermín 
orres Morillo mientras conducía la guagua placa N" 6577 
r el kilómetro 93 de la carretera Duarte (Monseñor Nouel) 

llevando 'bultos en la parte interior del referido vehículo'; 
e) que según el acta comprobatoria N 9  75420, el día 10 del 
mes de octubre, 1956, a las diez horas y treinta minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito José Tejeda, P.N., sor-
prendió en el kilómetro 9 de la carretera Duarte (Ciudad 
Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo 
la guagua placa N°  6577 'llevando bultos en el interior del 
referido vehículo'; -  f) que según el acta comprobatoria N° 
81090, el día 22 del mes de octubre, 1956, a las once horas 
y veinte minutos de la mañana, el Agente de Tránsito Nico-
lás Pérez Castillo, P.N., sorprendió en el kilómetro 66 de 
la carretera Duarte (La Cumbre) al procesado Fermín 
Torres Morillo conduciendo la guagua placa N" 6583 "en 
exceso de pasajeros estando matriculado para 19 pasajeros y 
llevando 23 pasajeros, en exceso 4 pasajeros'; g) que según 
el acta comprobatoria N" 91033, el día 11 de noviembre, 
•1956, a las once horas y veinte minutos de la mañana, el 
Agente de Tránsito Américo N. Matos, P.N., sorprendió en 
el kilómetro 78 de la carretera Duarte (Monseñor Nouel) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N9  6105 llevando '10 pasajeros en exceso, estando 
matriculada para 21' h) que según el acta comprobatoria 
N9 15431, el día 8 del mes de diciembre, 1956, siendo las sie-
te horas y treinta minutos de la noche, el procesado Fermín 
Torres Morillo fué sorprendido por el Raso de la Policía 
Nacional Andrés Rosario Graciano, mientras conducía la 
guagua placa N° 6104, por la Avenida San Martín, esquina 
Manuel de Js. Troncoso, de Ciudad Trujillo, 'con el farol de-
lantero izquierdo apagado'; i) que el procesado aludido ad-
mite los hechos imputádosle según las actas comprobatorias 
referidas, expresando `mi interés al hacer el recurso era que 
me pasaran las 54 contravenciones todas juntas"; 
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en que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, 
para determinar si una infracción a la Ley NQ 4017, de 1954, 
sobre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las prescripcio-
nes de la Ley de Amnistía, es necesario tener en cuenta la 
fecha en la cual el tribunal encargado de conocer de la 
infracción ha sido apoderado, pues es precisamente en esa 
fecha cuando el procesado puede reputarse, con rigurosa 
exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual 
recurrente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, por el contrario, el tribunal competente 
para conocerlas fué apoderado con posterioridad a esa fecha; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
lo siguiente: "a) que de acuerdo con el acta N9  50679, el 
día 13 del mes de junio, 1955, a las once horas y treinta 
minutos de la mañana el Agente de Tránsito Lucas Bienve-
nido Sánchez, P.N., sorprendió en el kilómetro 4 carretera 
San Francisco de Macorís-Julia Molina, al procesado Fer-
mín Torres Morillo conduciendo el automóvil placa N9  4789 
`desprovisto de su correspondiente botiquín'; b) que según 
acta comprobatoria N" 16911, el Raso de la Policía Nacional 
Arturo Rodríguez Ureña sorprendió al procesado Fermín 
Torres Morillo, el día 9 de septiembre, 1955, siendo las once 
horas y diez minutos de la mañana, obstruyendo el tránsito 
público mientras manejaba la guagua placa N 9  6960 por la 
Avenida Franco Bidó esquina Eugenio Deschamps, de la 
ciudad de Santiago de los Caballeros; c) que según se con-
signa en el acta comprobatoria N^ 92452, el día 19 del mes 
de octubre, 1956, a las cuatro horas y quince minutos de 
la tarde, el Agente de Tránsito Rafael Guzmán Peña, P.N., 
sorprendió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte (Ciudad 
Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la 
guagua placa N9  6577 'con 25 pasajeros estando matriculada 
para 21 pasajeros'; d) que según el acta comprobatoria N" 
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92910, el día 4 del mes de octubre, 1956, a las nueve horas y 
treinta minutos de la mañana, el Agente de Tránsito Luis 
Felipe Núñez Muñoz, P.14., sorprendió al procesado Fermín 
Torres Morillo mientras conducía la guagua placa N" 6577 
por el kilómetro 93 de la carretera Duarte (Monseñor Nouel) 
llevando 'bultos en la parte interior del referido vehículo'; 
e) que según el acta comprobatoria N 9  75420, el día 10 del 
mes de octubre, 1956, a las diez horas y treinta minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito José Tejeda, P.N., sor-
prendió en el kilómetro 9 de la carretera Duarte (Ciudad 
Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo 
la guagua placa NQ 6577 'llevando bultos en el interior del 
referido vehículo'; f) que según el acta comprobatoria N" 
81090, el día 22 del mes de octubre, 1956, a las once horas 
y veinte minutos de la mañana, el Agente de Tránsito Nico-
lás Pérez Castillo, P.N., sorprendió en el kilómetro 66 de 
la carretera Duarte (La Cumbre) al procesado Fermín 
Torres Morillo conduciendo la guagua placa N" 6583 "en 
exceso de pasajeros estando matriculado para 19 pasajeros y 
llevando 23 pasajeros, en exceso 4 pasajeros'; g) que según 
el acta comprobatoria N" 91033, el día 11 de noviembre, 
• 956, a las once horas y veinte minutos de la mañana, el 
Agente de Tránsito Américo N. Matos, P.N., sorprendió en 
el kilómetro 78 de la carretera Duarte (Monseñor Nouel) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N" 6105 llevando '10 pasajeros en exceso, estando 
matriculada para 21' h) que según el acta comprobatoria 
N9  15431, el día 8 del mes de diciembre, 1956, siendo las sie-

' te horas y treinta minutos de la noche, el procesado Fermín 
Torres Morillo fué sorprendido por el Raso de la Policía 
Nacional Andrés Rosario Graciano, mientras conducía la 

, guagua placa N^ 6104, por la Avenida San Martín, esquina 
. Manuel de Js. Troncoso, de Ciudad Trujillo, 'con el farol de-

el lantero izquierdo apagado'; i) que el procesado aludido ad-
,‘ mite los hechos imputádosle según las actas comprobatorias 

•referidas, expresando `mi interés al hacer el recurso era que 
me pasaran las 54 contravenciones todas juntas"; 
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Considerando que, en consecuencia, al declarar al pr e, 
venido Fermín Torres Morillo, culRable de las infracciones 
previstas por lo' s artículos 8, 103, r15, 150 y 163 de la Ley, 
N" 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, relativas al 
exceso de pasajeros; a la obstrucción del tránsito, por dete-
ner su vehículo en un sitio inapropiado; a las luces regla-
mentarias que debe llevar todo vehículo; al transporte de 
carga que no forma parte del equipaje de los pasajeros, y al 
botiquín reglamentario para casos de emergencia, el Tri-
bunal st quo atribuyó a los hechos la calificación legal que 
les corresponde, y al condenar al dicho prevenido a la pena 
de cincuenta pesos de multa, que es la sanción que corres-
ponde al hecho más grave, o sea la de no llevar las .luces 
reglamentarias, hizo una correcta aplicación del artículo. 
171, párrafo III, de la mencionada ley y del principio del 
no cúmulo de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación: 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fermín Torres Morillo contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado d 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fech 
seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositivo - 
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.--
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.- 
Clod. Mateo-Fernández.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

tenla Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del.Distríto 
Judicial de Espaillat, de fecha 6 de marzo de 1957. 

Meterla: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 
Abogado: Dr. Antonio M. Frias Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte dé Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Log-vole Co-
ño Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licen-
ciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Ay-
bar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario. 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de 'dan-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública. como cortede ,cas4ión, 
la siguiente sentencia: 1, 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Torres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio. 
de Moca, provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, -cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, con-
tra sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito .Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular el recurso de apelación del procesado Fermín Torres 
Morillo contra la sentencia No 276 del 18 de fehaere de 

441 
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venido Fermín Torres Morillo, cuiRable de las infracciones 
previstas por lo' s artículos 8, 103, r15, 150 y 163 de la Ley 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pr e, 

N" 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, relativas al 
exceso de pasajeros; a la obstrucción del tránsito, por dete-
ner su vehículo en un sitio inapropiado; a las luces regla-
mentarias que debe llevar todo vehículo; al transporte de 
carga que no forma parte del equipaje de los pasajeros, y al 
botiquín reglamentario para casos de emergencia, el Tri-
bunal a quo atribuyó a los hechos la calificación legal que 
les corresponde, y al condenar al dicho prevenido a la pena 
de cincuenta pesos de multa, que es la sanción que corres-
ponde al hecho más grave, o sea la de no llevar las .luces 
reglamentarias, hizo una correcta aplicación del artículo 
171, párrafo III, de la mencionada ley y del principio del 
no cúmulo de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación: 
• Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fermín Torres Morillo contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado de 

a. Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 
seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmadós) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.- 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 195'7 

tenia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del.DIstrito 
Judicial de Espaillat, de fecha 6 de marzo de 

materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 

Abogado: Dr. Antonio M. Frias Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte dé Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logvolo Co-
ño Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henriquez, licen-
ciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contri Ay 
bar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Clidad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de &tu-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 

*45
i  Trujillo, dicta en audiencia pública. como corte de casacón, 

la siguiente sentencia: 	 • 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 

Torres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del muniCipio. 
de Moca, provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54,"cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, con-
tra sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular el recurso de apelación del procesado Fermín Torres 
Morillo contra la sentencia N" 276 del 18 de febyero de 

l1 

• 
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1957,•dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Moca, 
que lo condenó a pagar una multa de RD$40.00 por viola- 

leá .  artículos 8, 50 y 56 de la Ley N" 4017, sobre 
Tránsito' de 'Vehículos, acogiendo el no cúmulo de penas; 
SEGUNDO: Confirma en todos sus partes la sentencia recu-
rrida y condena al procesado al pago de las costas del re_ 
curo"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada. en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo 
del corriente ,año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Filas Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 
en la, cual; no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; ..• 	, 	. 

•La . StApretna Corte de Justicia, después de haber deli-
beradN y vistos, .los artículos 8, 56, 105, 150 y 171, párrafo 
I, de la.LeY IN" 4017,iele 1954, sobre Tránsito de Vehículos; 
1 y 2'deia 1,Py.47.8'1, de 1957, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro- 

«Considerando.que de conformidad con el artículo 1 de I. 
cedirniektto sle Casación; 

la Ley: N? 4787;:. de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los chdferes y conductores que, con anterioridad al 31 de 
dielen'thre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley.,W 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y cuyas 
causa.no.hayan. sido falladas; que, además, según lo dispó-
ne articule 2, .amnistía, acordada beneficia también a 
los choferes y conductores que sometidos con anterioridad 
a la fecha. señalada en el artículo anterior, hayan sido con- 
dena.c0$ á penas que no se hubiesen ejecutado; 

: Considerando ,que la citada ley se refiere en sus dos 
disposiciones, lecha del sometimiento y no a la época 
en queda ;infracción fué •cometida; -que, por consiguiente 
para.:determinar si. ,una infracción a la Ley N9  4017, de 

1954. sobre Trátvsite,  de Vehículos, cae dentro de las pres•  

cripciones de la Ley de Amnistía, es necesario tener en 
Cuenta la fecha en la cual el tribunal encargado de conocer 
de la infracción ha sido apoderado, pues es precisamente 
en esa fecha cuando el procesado puede reputarse, con rigu-
rosa exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual re-
currente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que • si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
füé condenado, se cometieron con anterioridad al 31 de di- 
ciembre de 1956,' por el contrario, el tribunal competente 
para conocerlas fué apoderado con posterioridad a esa fecha; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
lo. siguiente: "a) que según acta comprobatoria N0 25982, 
el 24 de marzo, 1955, a las 8:30 de la mañana, el Agente 
de Tránsito José de Jesús Estrella García, de la P.N., sor-
prendió al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la 
guagua placa N' 7194 por la Avenida Franco Bidó esquina 
Eugenio Deschamps de la ciudad de Santiago de los Caba-
lleros 'llevando varios bultos en el interior del referido ve-
hículo en sitio destinado para pasajeros'; b) que segúsi el 
acta comprobatoria N" 47491, el día 24 de mayo, 1955, 
a las once horas de la mañana, el Agente de Tránsito Anto-
nio Rosario Gómez, P.N., sorprendió en el kilómetro 164 
de la carretera Duarte (Santiago) al procesado Fermín To-
rres Morillo conduciendo la guagua N 9  6748 y llevando en 
la misma 'en lugar del equipaje un juego de muebles y otros 
efectos:; c) que según acta comprobatoria N" 64151, el día 
9 de septiembre, 1955, a las diez horas y veinte minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito José de Jesús Pérez Díaz, 
P.N., sorprendió en el kilómetro 21 de la carretera Duarte 
(Santiago) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo 
la, guagua placa N" 6584 'en exceso de pasajeros estando ma-
triculada para 20 pasajeros y conduciendo 24 llevando 4 pa-
sajeros en exceso'; d) que según el acta de contravención 
sin número de fecha 15 de octubre, 1955, 'el Raso Sadik 
Fernández Martínez, de la Policía Nacional sorprendió en 

1 
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de Paz del Municipio de Moca, 
multa de RD$40.00 por viola.. 
56 de la Ley NQ 4017, sobre 

Tránsito " de °Vehículos, ácogiendo el no cúmulo de penas; 
SEGUNDO: Confirma en artes la sentencia recu-
rrida y condena al procesado al pago de las costas del re.. 

curso • ,,. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído. el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada• en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo 
del corriente » año (1957) , a requerimiento del Dr. Antonio 
M. Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, 

en la. cuál:. no se invoca ningún medio determinado de ca-  • 	• 	. 	• 
sación; 	. 

•La . Suprerna C9rte de Justicia, después de haber deli-
berado?  y, Vistps.Aos artículos 8, 56, 105, 150 y 171, párrafo 
I, de 11,4ey 	4017,.de 1954, sobre Tránsito de Vehículos; 

1 y 2'de .  la Ley" 4787, de 1957, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro- . 
cedimiento de. Casación; 

.Considerando .que de conformidad con el artículo 1 de 
• 

la Ley; bI9  4787;: de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
• los chotferes y conductores que, con anterioridad al 31 de 

dicieahre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley, N,,  4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y cuyas 
causNs.no,hayan, sido falladas; que, además, según lo dispo-
ne et articulo, 2, la .amnistía, acordada beneficia también a 
los choferes y conductores que sometidos con anterioridad 
a la fecha,seijalada en el artículo anterior, hayan sido con7 ,  

der!a.los á .pegas que no se hubiesen ejecutado; 

;Considerando , que la citada ley se refiere en sus dos 
disposiciones, 'fecha del sometimiento y no a la época 
en que-la ,infrapción fué cometida; -que, por consiguiente, 
para. :determinar si..una infracción a la Ley N9  4017, de 

1954, sobre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las pres- 

cripciones de la Ley de Amnistía, es necesario tener en 
Cuenta la fecha en la cual el tribunal encargado de conocer 
de la infracción ha sido apoderado, pues es precisamente 
en esa fecha cuando el procesado puede reputarse, con rigu-
rosa exactitud, sometido a lá acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual re-
currente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad al 31 de di-
ciembre de 1956,• por el contrario, el tribunal competente 
para conocerlas fué apoderado con posterioridad a esa fecha; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
le siguiente: "a) que según acta comprobatoria N‹) 25982, 
el 24 de marzo, 1955, a las 8:30 de la mañana, el Agente 
de Tránsito José de Jesús Estrella García, de la P.N., sor-
prendió al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la 
guagua placa N" 719'4 por la Avenida Franco Bidó esquina 
Eugenio Deschamps de la ciudad de Santiago de los Caba-
lleros 'llevando varios bultos en el interior del referido ve-
hículo en sitio destinado para pasajeros'; b) que segúji el 
acta comprobatoria N°  47491, el día 24 de mayo, 1955, 
a las once horas de la mañana, el Agente de Tránsito Anto-
nio Rosario Gómez, P.N., sorprendió en el kilómetro 164 
de la carretera Duarte (Santiago) al procesado Fermín To-
rres Morillo conduciendo la guagua N 9  6748 y llevando en 
la misma 'en lugar del equipaje un juego de muebles y otros 
efectos'; c) que según acta comprobatoria N0 64151, el día 
9 de septiembre, 1955, a las diez horas y veinte minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito José de Jesús Pérez Díaz, 
P.N., sorprendió en el kilómetro 21 de la carretera Duarte 
(Santiago) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo 
la, guagua placa N' 6584 'en exceso de pasajeros estando ma-
triculada para 20 pasajeros y conduciendo 24 llevando 4 pa-
sajeros en exceso'; d) que según el acta de contravención 
sin número de fecha 15 de octubre, 1955, 'el Raso Sadik 
Fernández Martínez, de la Policía Nacional sorprendió en 
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aquella fecha, en horas de la tarde (3:40) al procesado Fer-
mín Torres Morillo contraviniendo las disposiciones de la 
Ley N° 4017 mientras conducía la guagua placa NY 6959 
por la calle Presidente Vásquez de la ciudad de Moca y no 
haber tocado bocina en la esquina formada por dicha calle 
y la Córdova'; e) que según acta comprobatoria N° 67584, 
el día 23 de diciembre, 1955, a las diez horas y cuarenta y 
cinco minutos de la mañana, el Agente de Tránsito José A. 
Manuel A., P.N., sorprendió en el kilómetro 19 de la carre-
tera Duarte (Rincon-La Vega) al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N 9  6584 llevando en la 
misma '23 pasajeros estando matriculada para 21, en exceso 
2 pasajeros'; f) que según acta comprobatoria N" 69992, el 
día 27 de mayo, 1956, a las doce horas y treinta minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito Roselio B. Martínez, P.N., 
sorprendió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte al 
procesado Fermín Torres Morillo, conduciendo el camión 
placa N^ 17270 'y no llevar la correspondiente copia de ma-
trícula'; g) que según acta comprobatoria N" 70645, el día 
28 de mayo, 1956, a las dos horas y treinta minutos de la 
tarde, el Agente de Tránsito Juan Acosta Hernández, P.N., 
sorprendió en el kilómetro 12 de la carretera Sánchez (Ciu-
dad Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo condu-
ciendo el camión placa N^ 17270 sin llevar consigo la ma-
trícula'; h) que según el acta comprobatoria N^ 84493, el 
día 30 de mayo del 1956, el Agente de Tránsito José Hiela- - 

 no Tejada, P.N., sorprendió al procesado Fermín Torres 
Morillo, en el kilómetro 25 de la carretera Duarte, (Ciudad 
Trujillo), conduciendo el camión N9  17070 sin llevar consigo 
su matrícula; i) que el procesado admite los hechos impu-
tádosle según las actas comprobatorias referidas, expresan-
do 'apelé con el fin de que se me juntaran todas esas contra-
venciones, ya que no estuve conforme con las penas impues-
tas en el Juzgado de Paz en mi contra"; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pre-
venido Fermín Torres Morillo, culpable de las infracciones 
previstas por los artículos 8, 56, 105 y 150 de la Ley sobre 

sación interpuesto por Fermín Torres Morillo contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 
tario General. 

110  La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

' diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Tránsito de Vehículos, N° 4017, de 1954, relativas al exceso 
de pasajeros; a la falta de la copia de la matrícula en el 
vehículo; al toque de bocina al acercarse un vehículo al cru-
ce o unión de calles o caminos, y al transporte de carga 
que no constituye el equipaje de los pasajeros, el Tribunal 
a quo atribuyó a los hechos la calificación legal que les 
corresponde, y al condenar a dicho prevenido a la pena de 
cuarenta pesos de multa, que es la sanción que corresponde 
al hecho más grave, o sea al exceso de pasajeros, hizo una 
correcta aplicación del artículo 171, párrafo I, de la mencio-
nada ley y del principio del no cúmulo de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene nirigún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- - 
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aquella fecha, en horas de la tarde (3:40) al procesado Fer-
mín Torres Morillo contraviniendo las disposiciones de la 
Ley N° 4017 mientras conducía la guagua placa NI' 6959 
por la calle Presidente Vásquez de la ciudad de Moca y no 
haber tocado bocina en la esquina formada por dicha calle 
y la Córdova'; e) que según acta comprobatoria N° 67584, 
el día 23 de diciembre, 1955, a las diez horas y cuarenta y 
cinco minutos de la mañana, el Agente de Tránsito José A. 
Manuel A., P.N., sorprendió en el kilómetro 19 de la carre-
tera Duarte (Rincon-La Vega) al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N 9  6584 llevando en la 
misma '23 pasajeros estando matriculada para 21, en exceso 
2 pasajeros'; f) que según acta comprobatoria N" 69992, el 
día 27 de mayo, 1956, a las doce horas y treinta minutos de 
la mañana, el Agente de Tránsito Roselio B. Martínez, P.N., 
sorprendió en el kilómetro 40 de la carretera Duarte al 
procesado Fermín Torres Morillo, conduciendo el camión 
placa N^ 17270 'y no llevar la correspondiente copia de ma-
trícula'; g) que según acta comprobatoria N" 70645, el día 
28 de mayo, 1956, a las dos horas y treinta minutos de [a 
tarde, el Agente de Tránsito Juan Acosta Hernández, P.N.,. 
sorprendió en el kilómetro 12 de la carretera Sánchez (Ciu-
dad Trujillo) al procesado Fermín Torres Morillo condu-
ciendo el camión placa 1\1 9  17270 sin llevar consigo la ma-
trícula'; h) que según el acta comprobatoria N° 84493, el 
día 30 de mayo del 1956, el Agente de Tránsito José Hicia-
no Tejada, P.N., sorprendió al procesado Fermín Torres 
Morillo, en el kilómetro 25 de la carretera Duarte, (Ciudad 
Trujillo), conduciendo el camión N 9  17070 sin llevar consiga 
su matrícula; i) que el procesado admite los hechos impu-
tádosle según las actas comprobatorias referidas, expresan-
do 'apelé con el fin de que se me juntaran todas esas contra-
venciones, ya que no estuve conforme con las penas impues-
tas en el Juzgado de Paz en mi contra"; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pre-
venido Fermín Torres Morillo, culpable de las infracciones 
previstas por los artículos 8, 56, 105 y 150 de la Ley sobre 

Tránsito de Vehículos, N" 4017, de 1954, relativas al exceso 
de pasajeros; a la falta de la copia de la matrícula en el 
vehículo; al toque de bocina al acercarse un vehículo al cru-
ce o unión de calles o caminos, y al transporte de carga 
que no constituye el equipaje de los pasajeros, el Tribunal 
a quo atribuyó a los hechos la calificación legal que les 
corresponde, y al condenar a dicho prevenido a la pena de 
cuarenta pesos de multa, que es la sanción que corresponde 
al hecho más grave, o sea al exceso de pasajeros, hizo una 
correcta aplicación del artículo 171, párrafo I, de la mencio-
nada ley y del principio del no cúmulo de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene nirigún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fermín Torres Morillo contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en 
fecha seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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por el Juzgado de Paz del Municipio de Moca en fecha 18 
de febrero, 1957, que lo condenó por Violación a las , dispo-
ciclones de la Ley N0 4017 sobre tránsito de vehículos, en sus 
artículos 8, 106, 56, 148, 150 y 164, a pagar una multa de 
RD$40.00 en virtud del principio del no cúmulo de penas; 
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida y condena al procesado aludido al pagó"(  le las -
costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo del 

1- corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio M. 
Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, err 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
berado, y vistos los artículos 8, 56, 106, 148, 150, 164 y 171. 
párrafo I, de la Ley N° 4017, de 1954, sobre Tránsito de 
Vehículos; 1 y 2 de la Ley N 9  4787, de 1957, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el articulo 1 de 
la Ley N° 4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los choferes y conductores que, con anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley N° 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y cuyas 
causas no hayan sido falladas; que, además, según lo dispone 
el artículo 2, la amnistía acordada beneficia también a los 
choferes y conductores que sometidos con anterioridad a 
la fecha señalada en el artículo anterior, hayan sido conde-
nados a penas que no se hubiesen ejecutado; 

Considerando que la citada ley se refiere en sus dos 
disposiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época 
en que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, 
para determinar si una infracción a la Ley N9  4017, de 
1954, sobre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las pres- 4 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat de fecha 6 de marzo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 
Abogado: Dr. Antonio M. Frias Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida po.r los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín To-
rres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio 
de Moca, Provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, contra 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 
seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular el recurso de apelación interpuesto por el procesado 
Fermín Torres Morillo, contra la sentencia N° 279 dictada 
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4. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat de fecha 6 de marzo de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Torres Morillo. 
Abogado: Dr. Antonio M. Frias Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida po,r los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín To-
rres Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en La Rosa, sección del municipio 
de Moca, Provincia Espaillat, cédula 27543, serie 54, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, contra 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 
seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular el recurso de apelación interpuesto por el procesado 
Fermín Torres Morillo, contra la sentencia N° 279 dictada  

por el Juzgado de Paz del Municipio de Moca en fecha 18 
de febrero, 1957, que lo condenó por Violación a las , dispo-
ciciones de la Ley N" 4017 sobre tránsito de vehículos, en sus 
artículos 8, 106, 56, 148, 150 y 164, a pagar una multa de 
RD$40.00 en virtud del principio del no cúmulo de penas; 
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida y condena al procesado aludido al pago` le las 
costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de marzo del 
corriente año (1957), a requerimiento del Dr. Antonio M, 
Frías Pérez, abogado, cédula 11861, serie 54, sello 6055, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, 56, 106, 148, 150, 164 y 171. 
párrafo I, de la Ley N° 4017, de 1954, sobre Tránsito de 
Vehículos; 1 y 2 de la Ley 1\1 9  4787, de 1957, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley N" 4787, de 1957, se ha acordado amnistía a todos 
los choferes y conductores que, con anterioridad al 31 de 
diciembre de 1956, hayan sido sometidos por violación a la 
Ley N" 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y cuyas 
causas no hayan sido falladas; que, además, según lo dispone 

r el artículo 2, la amnistía acordada beneficia también a los 
choferes y conductores que sometidos con anterioridad a 
la fecha señalada en el artículo anterior, hayan sido conde- 
nados a penas que no se hubiesen ejecutado; 

Considerando que la citada ley se refiere en sus dos 
disposiciones, a la fecha del sometimiento y no a la época 
en que la infracción fué cometida; que, por consiguiente, 
para determinar si una infracción a la Ley N° 4017, de 
1954, sobre Tránsito de Vehículos, cae dentro de las pres- 
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cripciordes de la Ley de Amnistía, es necesario tener en 
cuenta la fecha en la cual el tribunal encargado de conocer 
de la . infracción ha sido apoderado, pues es precisamente 
en esa fecha cuando el procesado puede reputarse, con rigu.. 
rosa exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual re-
currente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad al treintiuno 
de diciembre -  de mil novecientos cincuenta y seis, por el 
contrario, el tribunal competente para conocerlas fué apo-
derado con posterioridad a esa 'fecha; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
lo siguiente: "a) que según acta comprobatoria N° 80517, 
el 4 de septiembre 1956, a las 9 a.m., el agente de tránsito 
Manuel de Js. Pichardo, P.N., sorprendió en el kilómetro 
93 de la carretera Duarte (Monseñor Nouel) al procesado 
Torres Morillo conduciendo la guagua placa N" 6577 lle-
vando 'bultos' que no corresponden al equipaje de los pasa-
jeros'; -b)• que según se consigna en el acta N 9  90093, el 4 
del mismo mes y año, a las 6:45 a.m. el Agente de tránsito 
Juan Acosta H., P.N., sorprendió en el kilómetro 14 de la * 

 carretera Duarte (Santiago).  al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N" 6577 'en exceso de 
pasajeros llevando 23 estando matriculado para 19, en ex-
ceso .4 (cuatro) ; c) que según el acta comprobatoria N 
81724, el día 6 del mes de septiembre del 1956, a las 2 horas 
y 45 minutos de la tarde, el Agente de Tránsito José Hiciano 
Tejada,. P.N., sorprendió en el kilómetro 72 de la Carretera 
Duarte (Piedra Blanca) al procesado Fermín Torres Mori-
llo conduciendo la guagua placa N" 6577 sin llevar su bom-
billo de repuesto; d) que según el acta comprobatoria N" 
82818, el día 17 del mes de septiembre, 1956, a las 9 horas y 
cuarenta y cinco minutos de la mañana, el Agente de Trán-
sito Abel, Rafael Castillo Veras, P.N., sorprendió en el kiló-
metrp 143 de la carretera Duarte (La Vega) al procesado 

Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa N" 6577 
fumando (mientras conducía dicho vehículo'; e) que según 
el acta N 9  92352, el día 29 de septiembre 1956, a las 2 horas 
y veinte minutos de la tarde, el Agente de Tránsito Jaime 
A. Mariñez Lora, P.N., sorprendió en el kilómetro 39 de la 
Carretera Duarte (Villa Altagracia) al procesado Fermín 
Torres Morillo conduciendo la guagua placa N" 6577 y 'no 
haber obedecido la señal de parada'; f) que según el acta 
comprobatoria N° 3489, el día 13 del mes de noviembre, 1956, 
a las 11 horas y 45 minutos de la mañana, el Agente de 
Tránsito Manuel de Jesús Tejeda Duvergé, P.N., sorprendió 
en el kilómetro 10 de la Carretera Duarte (Ciudad Trujillo) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N" 6105 con 22 pasajeros 'estando matriculada para 
21. llevando en exceso un pasajero'; g) que según acta com-
probatoria N" 6332, el día 3 del mes de diciembre, 1956, a 
las 9 horas y treinta minutos de la mañana, el Agente de 
Tránsito Claudio P. Figuereo M., P.N., sorprendió en el 
kilómetro 11!, de la Carretera Duarte (La Vega) al proce-
sado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa 
N 6105 'en exceso de pasajeros, matriculada para 21, lle-
vando 26, en exceso 5'; h) que según se consigna en el acta 
comprobatoria N 9  92846, de fecha 3 de diciembre del 1956, 
el Agente de Tránsito Pedro Pablo Báez Báez, P.N., sorpren-
dió en aquella fecha siendo las 6 horas y veinte minutos de 
la mañana, en el kilómetro 53 de la Carretera Duarte (Villa 
Altagracia) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo 
la guagua placa N" 6104, 'sin llevar un foco de pilas'; i) que 
según se consigna en el acta comprobatoria N" 7634, en fecha 
5 del mes de diciembre 1956, a la una y cinco minutos de la 
tarde, el Agente de Tránsito Jesús Manuel Lendoc, P. N., 
sorprendió al procesado Fermín Torres Morillo en el kiló-
:metro 30 de Ja. carretera Duarte (Villa Altagracia) condu-
ciendo la guagua placa N^ 6104 'sin llevar original ni copias 
de la matrícula del mismo'; j) que el procesado admite los 
hechos imputádosle según las actas comprobatorias referi- 
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cripciones de la Ley de Amnistía, es necesario tener e n 
 cuenta la fecha en la cual el tribunal encargado de conocer 

de la. infraccién ha sido apoderado, pues es precisament e 
 en esa fecha cuando el procesado puede reputarse, con rigt_ 

rosa exactitud, sometido a la acción de la justicia represiva; 

Considerando que, en este orden de ideas, el actual re-
currente no puede beneficiarse de la amnistía, puesto que 
si bien las infracciones que se le imputan y por las cuales 
fué condenado, se cometieron con anterioridad al treintiuno 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, por el 
contrario, el tribunal competente para conocerlas fué apo-
derado con posterioridad a esa 'fecha; 

• Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
lo siguiente: "a) que según acta comprobatoria N9  80517, 
el 4 de. septiembre 1956, a las 9 a.m., el agente de tránsito 
Manuel de Js. Pichardo, P.N., sorprendió en el kilómetro 
93.de ia carretera Duarte (Monseñor Nouel) al procesado 
Torres Morillo conduciendo la guagua placa Nn  6597 lle-
vando 'bultos' que no corresponden al equipaje de los pasa-
jeros'; I) que según se consigna en el acta No 90093, el 4 
del mismo mes y año, a las 6:45 a.m. el Agente de tránsito 
Juan Acosta H., P.N., sorprendió en el kilómetro 14 de la * 

 carretera Duarte (Santiago) al procesado Fermín Torres 
Morillo conduciendo la guagua placa N" 6577 'en exceso de 
pasajeros llevando 23 estando matriculado para 19, en ex-
ceso. 4 (cuatro); c) que según el acta comprobatoria N" 
81724, el día 6 del mes de septiembre del 1956, a las 2 horas 
y 45 minutos de la tarde, el Agente de Tránsito José Hiciano 
Tejada, P.N., sorprendió en el kilómetro 72 de la Carretera 
Duarte (Piedra Blanca) al procesado Fermín Torres Mori-
llo conduciendo la guagua placa N^ 6577 sin llevar su bom-
billo de repuesto; d) que según el acta comprobatoria N^ 
82868, el día 17 del mes de septiembre, 1956, a las 9 horas y 
cuarenta 3' cinco minutos de la mañana, el Agente de Trán-
sito Abel, Rafael Castillo Veras, P.N., sorprendió en el kiló-
metro 143 de la carretera Duarte (La Vega) al procesado 

Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa N° 6577 
jumando (mientras conducía dicho vehículo'; e) que según 
el acta No 92352, el día 29 de septiembre 1956, a las 2 horas 
y veinte minutos de la tarde, el Agente de Tránsito Jaime 
A. Mariñez Lora, P.N., sorprendió en el kilómetro 39 de la 
.Carretera Duarte (Villa Altagracia) al procesado Fermín 
Torres Morillo conduciendo la guagua placa N" 6577 y `no 
haber obedecido la señal de parada'; f) que según el acta 
comprobatoria N" 3489, el día 13 del mes de noviembre, 1956, 
a las 11 horas y 45 minutos de la mañana, el Agente de 
Tránsito Manuel de Jesús Tejeda Duvergé, P.N., sorprendió 
en el kilómetro 10 de la Carretera Duarte (Ciudad Trujillo) 
al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua 
placa N" 6105 con 22 pasajeros 'estando matriculada para 
21, llevando en exceso un pasajero'; g) que según acta com-
probatoria N° 6332, el día 3 del mes de diciembre, 1956, a 
las 9 horas y treinta minutos de la mañana, el Agente de 
Tránsito Claudio P. Figuereo M., P.N., sorprendió en el 
kilómetro 1 1/ ,  de la Carretera Duarte (La Vega) al proce-
sarlo Fermín Torres Morillo conduciendo la guagua placa 
N' 6105 'en exceso de pasajeros, matriculada para 21, lle-
vando 26, en exceso 5'; h) que según se consigna en el acta 
comprobatoria No 92846, de fecha 3 de diciembre del 1956, 
el Agente de Tránsito Pedro Pablo Báez Báez, P.N., sorpren-
dió en aquella fecha siendo las 6 horas y veinte minutos de 
la mañana, en el kilómetro 53 de la Carretera Duarte (Villa 
Altagracia) al procesado Fermín Torres Morillo conduciendo 
la guagua placa N° 6104, 'sin llevar un foco de pilas'; i) que 
.según se consigna en el acta comprobatoria N" 7634, en fecha 
5 del mes de diciembre 1956, a la una y cinco minutos de la 
tarde, el Agente de Tránsito Jesús Manuel Lendoc, P. N., 
sorprendió al procesado Fermín Torres Morillo en el kiló-
metro 30 de .1a carretera Duarte (Villa Altagracia) condu-
ciendo la guagua placa N^ 6104 'sin llevar original ni copias 
de la matrícula del mismo'; j) que el procesado admite los 
hechos imputádosle según las actas comprobatorias referi- 

4 
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das, expresando 'yo lo que quería era que al recurrir se m e 
 juntaran las infracciones"; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pre.. 
venido Fermín Torres Morillo, culpable de las infracciones 
previstas por los artículos 8, 56, 106, 148, 150 y 164 de la 
Ley N" 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, relativos 
al exceso de pasajeros; a la falta de una copia de la matricu-
la en el vehículo; al no detener el vehículo cuando la auto-
ridad competente lo ~ría; al fumar mientras se maneja 
un vehículo de motor en las vías y caminos públicos; al 
transporte de carga que no forma parte del equipaje de los 
pasajeros; y a la falta de un foco de pilas para uso eventual 
y de dos bombillas de repuesto para cada uno de los faro-
les, el Tribunal a quo atribuyó a los hechos la calificación 
legal que les corresponde, y al condenar a dicho prevenido a 
la pena de Cuarenta Pesos Oro de multa, que es la sanción 
que corresponde al hecho más grave, o sea al exceso de 
pasajeros, hizo una correcta aplicación del artículo 171, pá-
rrafo 1, de la mencionada ley y del principio del no cúmulo 
de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación %iterpuesto por Fermín Torres Morillo, contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 
seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.:— 
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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das, expresando 'yo lo que quería era que al recurrir se rn,„ 
juntaran las infracciones"; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar al pre-
venido Fermín Torres Morillo, culpable de las infracciones 
previstas por los artículos 8, 56, 106, 148, 150 y 164 de la 
Ley N" 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, relativos 
al exceso de pasajeros; a la falta de una copia de la matrícu-
la en el vehículo; al no detener el vehículo cuando la auto-
ridad competente lo ~ría; al fumar mientras se maneja 
un vehículo de motor en las vías y caminos públicos; al 
transporte de carga que no forma parte del equipaje de los 
pasajeros; y a la falta de un foco de pilas para uso eventual 
y de dos bombillas de repuesto para cada uno de los faro-
les, el Tribunal a quo atribuyó a los hechos la calificación 
legal que les corresponde, y al condenar a dicho prevenido a 
la pena de Cuarenta Pesos Oro de multa, que es la sanción 
que corresponde al hecho más grave, o sea al exceso de 
pasajeros, hizo una correcta aplicación del artículo 171, pá-
rrafo 1, de la mencionada ley y del principio del no cúmulo 
de las penas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectw, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación ,kíterpuesto por Fermín Torres Morillo, contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 
seis de marzo del corriente año (1957), cuyo dispositivo 
copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Co , 

 dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarc 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar. 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretar 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, de fecha 7 de febrero de 1937 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañía Dominicana de Minerales, C. por A, 
Abogado: Dr. José Escuder. 

Recurrido: Prosto María García Sánchez. 
Abogado: Dr. Luis Arzeno Regalado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, años 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Minerales, C. por A., sociedad comer-
cial , constituida y organizada de acuerdo con las leyes de 
la República Dominicana, con su domicilio social en esta 
ciudad, contra sentencia dictada como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en fecha siete de  

febrero del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
-evo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José Escuder, cédula 52718, serie la , sello 

49226, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 

4cl7u,ssioeOn
llíeodso el Dr. Luis Arzeno Regalado, cédula 21812, serie 

51216, 1216, abogado del recurrido Prosto María García 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, tractorista, do- 

1 iniciliado y residente en "Maimón", jurisdicción de Monse-
ñor Nouel, cédula 11164, serie 48, sello 20450; en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

• Visto el memorial de casación depositado en fecha cin-
co de abril de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. José Escuder, abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan los medios de casación que más adelante se 
expondrán; 

Visto el escrito de defensa, suscrito por el Dr. Luis 
Arzeno Regalado, abogado del recurrido, notificado en fecha 
veintidós de junio del mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 1 9, letra 
a) del Reglamento N 9  8015, del 1952; 607 y.688 del Código 
de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que, previa 
Acta de Desacuerdo levantada en el Municipio de Cotuí, 
Provincia de Sánchez Ramírez a los dieciocho días del mes 
de julio del mil novecientos cincuenta y seis, por el Represen-
tante Local del Trabajo, demandó, en fecha veinte de los 
mismos mes y año Prosto María García Sánchez a la Com-
pañía de Minerales, C. por A., en paga de preaviso, auxilio 
de cesantía, vacaciones, salarios e indemniiación por haber 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DE 1957 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrit 

Judicial de Sánchez Ramírez, de fecha 7 de febrero de 19 

Materia: Trabajo. 

Reeurrente: Compañia Dominicana de Minerales, C. por A, 
Abogado: Dr. José Escuder. 

Recurrido: Prosto María García Sánchez. 
Abogado: Dr. Luis Arzeno Regalado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treinta del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, arios 114' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Minerales, C. por A., sociedad comer-
cial , constituida y organizada de acuerdo con las leyes de 
la República Dominicana, con su domicilio social en esta 
ciudad, contra sentencia dictada como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en fecha siete de  

rero del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
vo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José Escuder, cédula 52718, serie 13, sello 

49226, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Dr. Luis Arzeno Regalado, cédula 21812, serie 
47, sello 51216, abogado del recurrido Prosto María García 
sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, tractorista, do-
miciliado y residente en "Maimón", jurisdicción de Monse-
ñor Nouel, cédula 11164, serie 48, sello 20450; en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha cin-
co de abril de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. José Escuder, abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan los medios de casación que más adelante se 
expondrán; 

Visto el escrito de defensa, suscrito por el Dr. Luis 
Arzeno Regalado, abogado del recurrido, notificado en fecha 
veintidós de junio del mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 19, letra 
a) del Reglamento N9 8015, del 1952; 607 y.688 del Código 
de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se reofiere consta: a) que, previa 
Acta de Desacuerdo levantada en el Municipio de Cotuí, 
Provincia de Sánchez Ramírez a los dieciocho días del mes 
de julio del mil novecientos cincuenta y seis, por el Represen-
tante Local del Trabajo, demandó, en fecha veinte de los 
mismos mes y ario Prosto María García Sánchez a la Com-
pañía de Minerales, C. por A., en pag6 de preaviso, awdlio 
de cesantía, vacaciones, salarios e indemnliación por haber 
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sido despedido injustificadamente de su trabajo; b) que con 
motivo de esta demanda, el Juzgado de Paz del Municipjo de 
Cotuí, dictó en fecha primero de octubre del mil novecjen_ 
tos cincuenta y seis, una sentencia con el dispositivo si. 
guiente: "FALLA: Primero: Admite, como bueno y válido 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación de la COrnpa.. 
ñía Dominicana de Minerales, C. por A., en contra de la 
sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Cotuí, en 
fecha primero del mes de octubre del año mil novecientos 
cincuenta y seis (1956), por haberlo hecho en tiempo hábil; 
Segundo: Confirma, la aludida decisión apelada, en cuanto 
consideró procedente la demanda en cobro de indemnizacio-
nes determinadas por el Código Trujillo de Trabajo, por la 
resolución unilateral de parte de la Compañía Dominicana de 
Minerales, C. por A., del Contrato de Trabajo intervenido 
entre ella y el señor Prosto María García Sánchez; Tercero: 
Condena, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por 
A., a pagar por el referido concepto, al señor Prosto María 
García Sánchez, la cantidad correcta de las mencionadas 
indPmnizaciones o sea la suma de cuatrocientos sesenta pe-
sos oro con ochenta centavos (RD$460.80); Cuarto: Con-
dena, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento, 
en la forma indicada por la Ley; c) que con motivo del re-
curso de apelación interpuesto por la Compañía Dominicana 
de Minerales, 'e. por A., fué ordenada por sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cotuí, 
en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, la 
celebración de un informativo y un contrainformativo, para 
probar /a causa del despido del trabajador Prosto María 
García Sánchez; 

Considerando que en fecha siete de febrero del mil nov 
cientos cincuenta y siete, el Juzgado a quo, dictó la senter.1 
da ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a continu 
ción: "FALLA: Prinlero: Admite, como bueno y válido en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación de la Compañia, 
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Dominicana de Minerales, C. por A., en contra de la senten-
cia del Juzgado de Paz del Municipio de Cotuí, en fecha pri-
mero del mes de octubre del ario mil novecientos cincuenta 
v seis (1956), por haberlo hecho en tiempo hábil; Segundo: 
Confirma, la aludida decisión apelada, en cuanto consideró 
;procedente la demanda en cobro de indemnizaciones deter-
minadas por el Código Trujillo de Trabajo, por la resolución 

ilateral de parte de la Compañía Dominicana de Minera-' 
les, C. por A., del Contrato intervenido entre ella y el señor 
Prost° García Sánchez; Tercero: Condena, a la Compañía 
Dominicana de Minerales, C. por A., a pagar por el referido 

4concepto, al señor Prosto María García Sánchez, la cantidad 
-orrecta de las mencionadas indemnizaciones o sea la suma 
(le cuatrocientos sesenta pesos oro con ochenta centavos 
RD$460.80); Cuarto: Condena, a la Compañía Dominicana 

ue Minerales, C. por A., parte sucumbiente, al pago de las 
'costas del procedimiento, en la forma indicada por la 

Considerando que la recurrente invoca en apoyo de su 
"curso los siguientes medios: "Primer Medio: Violación a 
as reglas de la prueba (artículo 1315 del Código Civil Do-
inicano) ; Segundo Medio: Violación al Reglamento N' 

015; Tercer Medio: Condenación en costas procesales"; 
Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-

rrente sostiene que en la sentencia impugnada se han violado 
las reglas de la prueba porque en ésta se expresa; "que la 
Compañía está de acuerdo, puesto que no ha demostrado lo 
contrario, en los siguientes puntos: a) en la naturaleza del 
ontrato de trabajo; b) en el tiempo trabajado; c) en el 

salario devengado"; pero 
Considerando que el Juez a quo no ha expresado en su 

sentencia que la carga de la prueba de los hechos señalados 
por la recurrente estaba a cargo de esta última, sino simple-
mente que ella está de acuerdo con éstos, porque no los 

a impugnado; que, por otra parte para llegar a la compro-
bación de los referidos hechos y circunstancias el Juzgado 
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sido despedido injustificadamente de su trabajo; b) que con 
 motivo de esta demanda, el Juzgado de Paz del Municipio de 

 Cotuí, dictó en fecha primero de octubre del mil novecien_ 
tos cincuenta y seis, una sentencia con el dispositivo si. 
guiente: "FALLA: Primero: Admite, como bueno  y válido 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación de la Comp a .. 
ñía Dominicana de Minerales, C. por A., en contra de l a 

 sentencia del Juzgado de Paz del Múnicipio de Cotuí, en  
fecha primero del mes de octubre del año mil noveciento s 

 cincuenta y seis (1956), por haberlo hecho en tiempo hábil; 
Segundo: Confirma, la aludida decisión apelada, en cuanto 
consideró procedente la demanda en cobro de indemnizacio-
nes determinadas por el Código Trujillo de Trabajo, por la 
resolución unilateral de parte de la Compañía Dominicana de 
Minerales, C. por A., del Contrato de Trabajo intervenido 
entre ella y el señor Prosto María García Sánchez; Tercero: 
Condena, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por 
A., a pagar por el referido concepto, al señor Prosto María 
García Sánchez, la cantidad correcta de las mencionadas 
indemnizaciones o sea la suma de cuatrocientos sesenta pe-
sos oro con ochenta centavos (RD$460.80) ; Cuarto: Con-
dena, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento, 
en la forma indicada por la Ley; c) que con motivo del re-
curso de apelación interpuesto por la Compañía Dominicana 
de Minerales, C. por A., fué ordenada por sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cotuí, 
en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, la 
celebración de un informativo y un contrainformativo, para 
probar la causa del despido del trabajador Prosto María 
García Sánchez; 

Considerando que en fecha siete de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y siete, el Juzgado a quo, dictó la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "FALLA: Prirñero: Admite, como bueno y válido en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación de la Compañía 

Dominicana de Minerales, C. por A., en contra de la senten- 
cia del Juzgado de Paz del Municipio de Cotuí, en fecha pri- 
mero del mes de octubre del año mil novecientos cincuenta 

seis (1956), por haberlo hecho en tiempo hábil; Segundo: 
Confirma, la aludida decisión apelada, en cuanto consideró 
procedente la demanda en cobro de indemnizaciones deter-
minadas por el Código Trujillo de Trabajo, por la resolución 

ilateral de parte de la Compañía Dominicana de Minera- . 
 les, C. por A., del Contrato intervenido entre ella y el señor 

Prosto García Sánchez; Tercero: Condena, a la Compañía 
Dominicana de Minerales, C. por A., a pagar por el referido 

ncepto, al señor Prosto María García Sánchez, la cantidad 
rrecta de las mencionadas indemnizaciones o sea la suma 

de cuatrocientos sesenta pesos oro con ochenta centavos 
RD$460.80) ; Cuarto: Condena, a la Compañía Dominicana 

de Minerales, C. por A., parte sucumbiente, al pago de las 
, costas del procedimiento, en la forma indicada por la 

ILeY"; 
. 	Considerando que la recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: "Primer Medio: Violación a 
.as reglas de la prueba (artículo 1315 del Código Civil Do- 

inicano) ; Segundo Medio: Violación al Reglamento N^ 
S015; Tercer Medio: Condenación en costas procesales"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente sostiene que en la sentencia impugnada se han violado 
las reglas de la prueba porque en ésta se expresa; "que la 
Compañía está de acuerdo, puesto que no ha demostrado lo 
contrario, en los siguientes puntos: a) en la naturaleza del 
Contrato de trabajo; b) en el tiempo trabajado; e) en el 
salario devengado"; pero 

Considerando que el Juez a quo no ha expresado en su 
sentencia que la carga de la prueba de los hechos señalados 

or la recurrente estaba a cargo de esta última, sino simple-
.ente que ella está de acuerdo con éstos, porque no los 
a impugnado; que, por otra parte para llegar a la compro-

bación de los referidos hechos y circunstancias el Juzgado 
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a quo no se limitó a aceptar lo alegado por el trabajador, 
sin que éste suministrara la prueba de ello, sino que Ponderó 
los documentos que le fueron sometidos y el resultado del 
informativo y contrainformativo celebrados al efecto; que, 
es constante, además, que la Compañía recurrente sólo ha 
venido alegando ante los jueces del 'fondo que el despido 
fué justificado, lo que a juicio de éstos no pudo probar; que, 
en tales condiciones, el artículo 1315 del Código Civil no ha 
sido violado en la sentencia impugnada, sino antes al con-
trario se ha hecho de él, así como de todos los textos que 
rigen la prueba en materia laboral, una correcta aplicación, 
por lo cual el medio que se examina carece de fundamento y 
debe, por tanto, ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se invoca la 
violación del Reglamento N9 8015, de fecha treinta de enero 
del mil novecientos cincuentidós, para la liquidación y pago 
de auxilio de cesantía, desahucio y horas extras, porque la 
liquidación hecha en la sentencia impugnada no se ajusta 
a las reglas contenidas en dicho Reglamento, en su artículo 
1, letra a); el cual, se afirma, fué ignorado por el Juez 
a quo; pero 

Considerando que el reglamento cuya violación alega la 
recurrente ha sido dictado para determinar el promedio 
diario del salario de todo trabajador, para los fines de liqu1- 
dación y pago de las indemnizaciones por concepto de auxi-
lio de cesantía y por omisión del aviso-previo en caso de 
desahucio; que, consecuentemente, cuando, como en la espe-
cie, el tipo del salario ha sido invariable, esto es, de cuarenta 
centavos (RD$0.40) por hora, durante todo el tiempo que 
duró el'contrato de trabajo que rigió las relaciones entre la 
recurrente y el recurrido, según se establece en la sentencia 
impugnada, es obvio que el referido Reglamento N" 8015, 
del 1952, no tenía por qué ser aplicado, puesto que no había 
que determinar ningún promedio diario de salario; que en 
tales condiciones en la sentencia impugnada no se ha come-
tido la violación señalada por la recurrente, y por tanto, el 
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gundo medio carece, también, de fundamento, .y debe ser 
desestimado; 

Considerando que aunque en el tercer y último «medio 
la recurrente no señala cuál texto de ley, regla o principio 
jurídico ha sido violado, precisa como agravio que en el 
último considerando y en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada se dice costas en lugar de costos y que en materia 
laboral no existe condenación en costas sino en costos; pero, 

Considerando que en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada se expresa en el Ordinal Cuarto lo siguiente: "Con-
dena, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento, 
en la forma indicada por la Ley"; que no siendo indispensa-
ble el ministerio de abogado en las jurisdicciones de Trabajo 
y actuando éstos sólo como apoderados especiales, no puede 
una condenación en costas conllevar la de los honorarios del 
abogado; que, por otra parte el propio texto transcrito del 
ordinal Cuarto de la sentencia impugnada señala que la 
condenación en costas, lo es en la forma indicada por la 
Ley', por lo cual ésta, no puede haber sido violada, en el 
presente caso; que, por último, de todo lo precedentemente 
expuesto resulta que el medio que se examina al igual que 
los anteriores, carece de fundamento, y debe por tanto, ser 
también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Dominicana de Minera-
les, C. por A., contra sentencia pronunciada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do, en fecha siete de febrerd del mil novecientos cincuenta 
Y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis.Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
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a quo no se limitó a aceptar lo alegado por el trabajador, 
sin que éste suministrara la prueba de ello, sino que ponderó 
los documentos que le fueron sometidos y el resultado del 
informativo y contrainformativo celebrados al efecto; que, 
es constante, además, que la Compañía recurrente sólo ha 
venido alegando ante los jueces del rondo que el despido 
fué justificado, lo que a juicio de éstos no pudo probar; que, 
en tales condiciones, el artículo 1315 del Código Civil no ha 
sido violado en la sentencia impugnada, sino antes al con-
trario se ha hecho de él, así como de todos los textos que 
rigen la prueba en materia laboral, una correcta aplicación, 
por lo cual el medio que se examina carece de fundamento y 
debe, por tanto, ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se invoca la 
violación del Reglamento N9  8015, de fecha treinta de enero 
del mil novecientos cincuentidós, para la liquidación y pago 
de auxilio de cesantía, desahucio y horas extras, porque la 
liquidación hecha en la sentencia impugnada no se ajusta 
a las reglas contenidas en dicho Reglamento, en su artículo 
1, letra a); el cual, se afirma, fué ignorado por el Juez 
a quo; pero 

Considerando que el reglamento cuya violación alega la 
recurrente ha sido dictado para determinar el promedio 
diario del salario de todo trabajador, para los fines de liqui-
dación y pago de las indemnizaciones por concepto de auxi-
lio de cesantía y por omisión del aviso-previo en caso de 
desahucio; que, consecuentemente, cuando, como en la espe-
cie, el tipo del salario ha sido invariable, esto es, de cuarenta 
centavos (RD$0.40) por hora, durante todo el tiempo que 
duró el' contrato de trabajo que rigió las relaciones entre la 
recurrente y el recurrido, según se establece en la sentencia 
impugnada, es obvio que el referido Reglamento Nú 8015, 
del 1952, no tenía por qué ser aplicado, puesto que no había 
que determinar ningún promedio diario de salario; que en 
tales condiciones en la sentencia impugnada no se ha come-
tido la violación señalada por la recurrente, y por tanto, el 
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gundo medio carece, también, de fundamento, .y debe ser 
desestimado; 

Considerando que aunque en el tercer y último medio 
la recurrente no señala cuál texto de ley, regla o principio 
jurídico ha sido violado, precisa como agravio que en el 
último considerando y en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada se dice costas en lugar de costos y que en materia 
laboral no existe condenación en costas sino en costos; pero 

Considerando que en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada se expresa en el Ordinal Cuarto lo siguiente: "Con-
dena, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento, 
en la forma indicada por la Ley"; que no siendo indispensa-
ble e] ministerio de abogado en las jurisdicciones de Trabajo 
y actuando éstos sólo como apoderados especiales, no puede 
una condenación en costas conllevar la de los honorarios del 
abogado; que, por otra parte el propio texto transcrito del 
ordinal Cuarto de la sentencia impugnada señala tlue la 
condenación en costas, lo es en la forma indicada por la 
Ley, por lo cual ésta, no puede haber sido violada, en el 
presente caso; que, por último, de todo lo precedentemente 
expuesto resulta que el medio que se examina al igual que 
los anteriores, carece de fundamento, y debe por tanto, ser 
también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Dominicana de Minera-
les, C. por A., contra sentencia pronunciada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do, en fecha siete de febrerd del mil novecientos cincuenta 
Y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 



Confin •Aybar.-= Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

.La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces qiue figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados Y fué 
firmada„ leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Dios, Patria y Libertad. 

República Dominica,na. 

La Suprema Corte de Justicia. 

En Nombre de la República. 

Vista la instancia de fecha veintinueve de julio de mil 
novecientos cincuenta y siete, dirigida a la Suprema Corte 
de Justicia y suscrita por los doctores Pedro Fanduiz y 
Francisco del Rosario Díaz, quienes actúan a nombre y 
representación de Miguel Alberto Román, por la cual pidert 
lo siguiente: "Honorables Magistrados: A nombre y repre-
sentación del señor Miguel Alberto Román, dominicano, ma-
yor de edad, casado, portador de la cédula personal de 
identidad número 1604, serie 31, sello de renovación número 
30404, para el ario 1957, domiciliado y residente en la calle 
San Francisco de Macorís N° 34, de esta ciudad, los abogados 
que suscriben, doctores Pedro Fanduiz y Francisco del R,o-
sario Díaz, con cédulas Nos. 932, serie 56, sello de renovación 
número 49070 (1957) y número 46666, serie primera, sello 
de renovación número 26273 (1957) respectivamente, sus 
abogados constituídos tienen a bien dirigirse a esa Honorable 
Suprema Corte de Justicia para exponerle lo siguiente: lra. 
Que en fecha 27 del mes d.,e mayo de 1957, notificó ,a la 
Confederación Patronal de la República Dominicana su me-
morial de Casación y emplazó a dicha institución en relación 
con la sentencia arriba indicada, mediante acto de fecha 
18 de junio de 1957, instrumentado por el 'ministerial Hora-
cio Ernesto Castro Ramírez, Alguacil Ordinario de la Su-
prema Corte de Justicia de este Distrito Nacional Judicial—

' 2do. Que hasta la fecha de la presente instancia la parte 
recurrida no ha notificado a los abogados infrascritos su me-

- morial de defensá y constitución de abogado, por cuanto la 
Confederación Patronal de la República Dominicana ha vio- 
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